
Decreto número 458 —  5 de diciembre de 1958

L A  J U N T A  D E  G O B I E R N O

de la República de Venezuela,
en uso de las facultades que le confiere su Acta Constitutiva, en 
Consejo de Ministros,

Decreta:

la siguiente

LEY DE UNIVERSIDADES 

TITULO I

Disposiciones fundamentales
Artículo l1?—La Universidad es fundamentalmente una comuni­

dad de intereses espirituales que reúne a profesores y estudiantes en 
la tarea de buscar la verdad y afianzar los valores trascendentales 
del hombre.

Artículo 29—Las Universidades son Instituciones al servicio de 
la Nación y les corresponde colaborar en la orientación de la vida 
del país mediante su contribución doctrinaria en el esclarecimiento 
de los problemas nacionales.

Artículo 39—Las Universidades deben realizar una función rectora 
en la educación, la cultura y la ciencia. Para cumplir esta misión, 
sus actividades se dirigirán a crear, asimilar y difundir el saber me­
diante la investigación y la enseñanza; a completar la formación 
integral iniciada en los ciclos educacionales anteriores; y a formar 
los equipos profesionales y técnicos que necesita la Nación para su 
desarrollo y progreso.

Artículo 49—La enseñanza universitaria se inspirará en un defi­
nido espíritu de democracia, de justicia social y de solidaridad hu­
mana, y estará abierta a todas las corrientes del pensamiento uni­
versal, las cuales se expondrán y analizarán de manera rigurosamen­
te científica.
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Artículo 59—La finalidad de la Universidad, tal como se define 
en los artículos anteriores, es una en toda Nación. Dentro de este 
concepto se atenderá a las necesidades del medio donde cada Uni­
versidad funcione y se respetará la libertad de iniciativa de cada 
Institución.

Artículo 69—El recinto de las Universidades es inviolable. Su vi­
gilancia y el mantenimiento del orden dentro de él son de la com­
petencia y responsabilidad de las autoridades universitarias; no 
podrá ser allanado sino para impedir la consumación de un delito 
o para cumplir las decisiones de los Tribunales de Justicia.

Artículo 79—Las Universidades son Nacionales o Privadas. Las 
Universidades Nacionales adquirirán personalidad jurídica con la 
publicación en la GACETA OFICIAL DE LA REPUBLICA DE VENE­
ZUELA del Decreto del Ejecutivo Nacional por el cual se crean. Las 
Universidades Privadas requieren para su funcionamiento la autori­
zación del Estado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
154, 155, 156 y 157 de la presente Ley.

Artículo 89—Las Universidades son autónomas, de acuerdo con 
lo establecido en la presente Ley.

Artículo 99—En las Universidades Nacionales los estudios ordi­
narios son gratuitos; sin embargo, los alumnos que deban repetir el 
curso total o parcialmente por haber sido aplazados, pagarán el 
arancel que establezca el Reglamento.

Artículo 10.—Las Universidades Nacionales tienen personalidad 
jurídica y patrimonio propio, distinto e independiente del Fisco Na­
cional. Este patrimonio estará integrado por los bienes que les per­
tenezcan o que puedan adquirir por cualquier título legal.

Artículo 11.—En la Ley de Presupuesto General de Ingresos y 
Gastos Públicos de la Nación se incluirá anualmente con destino a 
las Universidades Nacionales una partida cuyo monto global no será 
menor del uno y medio, por ciento, del total de rentas ordinarias 
que se presupongan en dicha Ley.

Artículo 12.—La partida global asignada a las Universidades Na­
cionales se distribuirá entre ellas de acuerdo con su población y 
necesidades. A tal efecto, los Rectores de las Universidades presen­
tarán los respectivos proyectos de presupuesto al Consejo Nacional 
de Universidades.

Artículo 13.—Los bienes y rentas de las Universidades Nacionales 
no estarán sometidos al régimen de los bienes nacionales establecido 
en la Ley Orgánica de la Hacienda Nacional y sus ingresos y egresos 
no se consideran como rentas o gastos públicos y no estarán some­
tidos ai régimen del Presupuesto Nacional. La fiscalización de los
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mismos se hará de conformidad con lo que dispongan la presente 
Ley y los Reglamentos de la Universidad.

Artículo 14.—Las Universidades Nacionales gozarán, en cuanto 
a su patrimonio, de las prerrogativas que al Fisco Nacional acuerda 
la Ley Orgánica de la Hacienda Nacional.

Artículo 15.—Los miembros del personal universitario que mane­
jen fondos de la Universidad, estarán sujetos a lo prescrito en la 
Ley Orgánica de la Hacienda Nacional respecto a la caución que 
deben prestar y a sus responsabilidades.

Artículo 16.—El Estado reconocerá para todos los efectos legales 
los grados, títulos y certificados de competencia que otorguen y ex­
pidan las Universidades Nacionales. Los grados, títulos y certificados 
que otorguen y expidan las Universidades Privadas sólo producirán 
efectos legales al ser refrendados de conformidad con lo establecido 
en el Artículo 163 de la presente Ley. Será de la exclusiva compe­
tencia de las Universidades Nacionales lo relativo a la reválida de 
los títulos universitarios extranjeros y a las equivalencias de es­
tudios universitarios y de educación superior.

TITULO II 

Del Consejo Nacional de Universidades

Artículo 17.—Para coordinar las relaciones entre las Universida­
des y armonizar sus planes pedagógicos, culturales y científicos, fun­
cionará el Consejo Nacional de Universidades.

Artículo 18.—El Consejo Nacional de Universidades estará inte­
grado por el Ministro de Educación, quien lo presidirá; los Rectores 
de las Universidades Nacionales; los Rectores de las Universidades 
Privadas; un Decano por cada Universidad Nacional o Privada y un 
delegado estudiantil por cada Universidad Nacional o Privada.

Artículo 19.—Son atribuciones del Consejo Nacional de Univer­
sidades:

1»—Coordinar la enseñanza universitaria del país;

2*—Fijar los requisitos indispensables para la creación, y modi­
ficación y funcionamiento de Facultades, Escuelas o Institutos en 
las Universidades.
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3̂ —Resolver, previa comprobación del cumplimiento de los re­
quisitos a que se refiere el ordinal anterior sobre los proyectos de 
creación, modificación y funcionamiento de Facultades, Escuelas o 
Institutos en las Universidades.

4»—Proponer al Ejecutivo Nacional los reglamentos concernien­
tes a los exámenes de reválida de títulos y equivalencia de estudios.

5*—Distribuir, de acuerdo con el artículo 12 de la presente Ley, 
la partida global del presupuesto asignada a las Universidades Na­
cionales.

6?—Dictar su reglamento interno.

—Las demás que le señalen las leyes y reglamentos.

Parágrafo.—En el ejercicio de la atribución 5̂  no participarán 
los representantes de las Universidades Privadas.

Artículo 20.—El Consejo Nacional de Universidades deberá man­
tenerse enterado de la marcha de las Universidades. A este fin podrá 
solicitar las informaciones que requiera de las respectivas autorida­
des o designar Comisionados ad-hoc ante ellas.

Las Universidades darán las facilidades necesarias para el cum­
plimiento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 21.—Para facilitar el desempeño de sus funciones, el 
Consejo Nacional de Universidades tendrá un Secretariado Perma­
nente, con sede en Caracas, y cuya organización y atribuciones serán 
determinadas en el Reglamento que dictará el mismo Consejo.

Artículo 22.—El Consejo Nacional de Universidades tendrá su 
sede en Caracas, pero podrá reunirse en cualquiera otra ciudad del 
país, y celebrará reuniones plenarias, por lo menos una vez al año, 
o cuando sea convocado por el Ministro de Educación, por propia 
iniciativa o bien a solicitud de cualquiera Universidad.
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TITULO III 

De las Universidades Nacionales 

CAPITULO I 

De la Organización de las Universidades 

SECCION I 

Del Consejo Universitario

Artículo 23.—La autoridad suprema de cada Universidad reside 
en su Consejo Universitario, el cual ejercerá las funciones de gobierno 
por órgano del Rector, del Vice-rector y del Secretario, conforme 
a sus respectivas atribuciones.

Artículo 24.—El Consejo Universitario estará integrado por el 
Rector, quien lo presidirá, el Vice-rector, el Secretario, los Decanos 
de las distintas Facultades, un Delegado del Ministerio de Educa­
ción, un representante de los egresados y tres representantes estu­
diantiles.

Unico.—Los representantes elegidos por los estudiantes y el re­
presentante de los egresados ante el Consejo Universitario durarán 
un año en sus funciones. El Delegado del Ministerio de Educación 
deberá poseer título universitario venezolano, y será de libre nom­
bramiento y remoción de ese Despacho.

Artículo 25.—Son atribuciones del Consejo Universitario:
1$—Dirigir y coordinar las labores de enseñanza, las de investi­

gación , y las demás actividades académicas de la Universidad;
29—Estimular y mantener las relaciones universitarias naciona­

les e internacionales, especialmente con los países de Latinoamérica;
3*—Crear, modificar y suprimir Facultades, Escuelas, Institutos 

y demás dependencias universitarias, de conformidad con los ordi­
nales 2*? y 3? del artículo 19.—En el caso de Institutos o Centros de 
Investigación, se requerirá además el informe favorable del corres­
pondiente Consejo de Desarrollo Científico y Humanístico.

49—Discutir y decretar el presupuesto de Rentas y Gastos de la 
Universidad; y decidir sobre las erogaciones extraordinarias;

59—Dictar los Reglamentos universitarios;
69—Conocer y resolver las solicitudes sobre reválidas de títulos, 

equivalencia de estudios y traslados;
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7»—Fijar el arancel para determinados cursos especiales y de 
post-grado;

8?—Acordar la suspensión parcial o total de las actividades uni­
versitarias y decidir acerca de la duración de dichas medidas;

9*—Fijar, a proposición del Consejo de la Facultad respectiva, y 
cuando por condiciones extraordinarias así se requiera, el número 
de alumnos para el Primer Año, y establecer los procedimientos de 
selección de los aspirantes;

10?—Asumir provisionalmente el gobierno de las Facultades cuan­
do las condiciones existentes pongan en peligro el normal desenvol­
vimiento de las actividades académicas, convocando a la mayor bre­
vedad la Asamblea de la respectiva Facultad;

11?—Conocer y resolver en los procesos disciplinarios o de remo­
ción de las autoridades universitarias y del personal docente y de 
investigación de las distintas Facultades, cuando se hayan cumplido 
los requisitos establecidos en la presente Ley y los Reglamentos;

12?—Conocer en apelación de los recursos que se interpongan en 
contra de las penas impuestas por el Rector o confirmadas por los 
Consejos de las Facultades;

13?—Autorizar los contratos de profesores, investigadores y con­
ferenciantes, previo informe del Consejo de la Facultad respectiva 
o del Consejo de Desarrollo Científico y Humanístico, según el caso;

14?—Designar las personas que deban actuar como Delegados 
de la Universidad ante otros organismos o instituciones;

15a—conceder los títulos de Doctor Honoris-Causa, de Profesor 
Honorario, y cualquiera otra distinción honorífica. La iniciativa al 
respecto puede ser tomada por el Consejo Universitario, o por la 
Asamblea de la Facultad correspondiente, pero se requerirá en todo 
caso la aprobación de ambos organismos;

16?—Designar la persona que supla las faltas temporales del 
Secretario de la Universidad;

17»—Organizar un servicio de orientación vocacional;
18?—Reglamentar las elecciones universitarias y nombrar la Co­

misión que organizará dicho proceso.
19a Dictar, según las pautas señaladas por el Consejo Nacional

de Universidades, el régimen de seguros, ascensos, jubilaciones, pen­
siones, despidos y demás cuestiones relacionadas con la asistencia y 
previsión social de los miembros del personal universitario;
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20*—Autorizar la adquisición, enajenación y gravamen de bienes, 
la celebración de contratos y la aceptación de herencias, legados o 
donaciones, previa consulta con el Consejo de Fomento;

21*—Resolver las demás cuestiones que no estén expresamente 
atribuidas por la presente Ley a otros organismos o funcionarios de 
la Universidad;

22*—Dictar su reglamento interno.

Artículo 26.—El Consejo Universitario celebrará sesiones ordina­
rias una vez por semana y extraordinarias cada vez que sea convo­
cado por el Rector o cuando lo solicite por escrito no menos de la 
tercera parte de sus Miembros.

El procedimiento de las sesiones del Consejo Universitario será 
establecido en el respectivo reglamento interno.

SECCION II 

Del Rector, del Vicerrector y del Secretario

Artículo 27.—El Rector y el Vicerrector de las Universidades de­
ben ser ciudadanos venezolanos por nacimiento, de elevadas condi­
ciones morales, poseer título de Doctor de Universidad del país, tener 
suficientes credenciales científicas y profesionales, y haber ejercido 
con idoneidad funciones docentes o de investigación en alguna Uni­
versidad durante cinco años por lo menos.

Artículo 28.—El Secretario debe ser ciudadano venezolano por 
nacimiento, de elevadas condiciones morales, poseer título universi­
tario de Universidad del país, y haber ejercido con idoneidad funcio­
nes docentes o de investigación en alguna Universidad, durante dos 
años por lo menos.

Artículo 29.—La elección del Rector, Vicerrector y Secretario se 
hará cada cuatro años, en la oportunidad que señale el Consejo 
Universitario, por el claustro universitario integrado así:

19—Por los Profesores Asistentes, Agregados, Asociados, Titula­
res, Honorarios y Jubilados.

2*—Por los representantes de los estudiantes de cada Escuela, 
elegidos respectivamente por los alumnos regulares de cada una de 
las Escuelas de las diversas Facultades, en proporción de un repre­
sentante por cada 40 alumnos regulares, y uno por fracción superior 
a 10. Cuando los alumnos regulares de una Escuela no alcancen a 40, 
elegirán un representante; y
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39—Por los representantes de los egresados, a razón de cinco 
egresados por cada Facultad Universitaria, elegidos en la forma pre­
vista en el artículo 43.

El voto para estas elecciones será obligatorio, y se requerirá que 
hayan votado las tres cuartas partes de los integrantes del claustro. 
La elección se hará por votación directa y secreta, y se proclamarán 
electos a quienes hayan obtenido no menos de las dos terceras partes 
de los votos válidos depositados.

Si no se obtuviese esta mayoría en la primera votación, se pro­
cederá a una segunda elección entre los candidatos que hayan ob­
tenido el 30 % o más del total de los votos. Para esta elección se 
convocará a una Asamblea integrada por los Miembros de los Con­
sejos de las Diversas Facultades. La elección se hará por voto secreto 
y directo, y se decidirá por mayoría absoluta. La organización del 
proceso eleccionario se hará de acuerdo con el Reglamento.

Artículo 30.—Son atribuciones del Rector:
1?—Cumplir y hacer cumplir en la respectiva Universidad las 

disposiciones emanadas del Consejo Nacional de Universidades;
29—Presidir el Consejo Universitario y ejecutar sus acuerdos;
39—Dirigir, coordinar y vigilar, en nombre del Consejo Univer­

sitario, el normal desarrollo de las actividades universitarias;

49—Expedir el nombramiento y ejecutar la remoción de los De­
canos, Directores de Escuelas, Institutos y demás establecimientos 
universitarios; así como el nombramiento, el ascenso o la remoción 
de los Miembros del personal docente, de investigación y administra­
tivo, de acuerdo con las disposiciones de la presente Ley y de los 
Reglamentos;

59—Proponer al Consejo Universitario la creación, modificación 
o supresión de Facultades, Escuelas, Institutos y demás organismos 
de carácter académico o docente;

69—Conferir los títulos y grados y expedir los certificados de 
competencia que otorgue la Universidad, previo el cumplimiento de 
los requisitos legales;

79—Presentar al Consejo Universitario el Proyecto de Presupues­
to anual de la Universidad;

89—Autorizar los ingresos, recaudaciones y cobros de fondos y 
los pagos que deba hacer la Universidad, previo el cumplimiento de 
los requisitos que señalen la presente Ley y los Reglamentos. El Rec­
tor de la Universidad podrá delegar, previa autorización del Consejo
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Universitario, la autorización a que se refiere esta atribución total 
o parcialmente en el funcionario que el mismo señale;

9̂ —Informar semestralmente al Consejo Universitario y anual­
mente al Consejo Nacional de Universidades acerca de la marcha 
de la Universidad;

10.—Presentar anualmente al Ministerio de Educación, previa 
aprobación del Consejo Universitario, la Memoria y Cuenta de la 
Universidad. El Ministro presentará las Memorias y Cuentas de las 
Universidades Nacionales al Congreso Nacional en la oportunidad 
en que presente la del Despacho de Educación;

11.—Someter a la consideración del Consejo Universitario los 
procesos de remoción de los Decanos y de los Miembros del personal 
docente y de investigación, de acuerdo con las formalidades señala­
das en la presente Ley;

12.—Adoptar, de acuerdo con el Consejo Universitario, las pro­
videncias convenientes para la conservación del orden y la disci­
plina dentro de la Universidad. En casos de emergencia podrá tomar 
las medidas que juzgue convenientes, y las someterá posteriormente 
a la consideración del Consejo Universitario;

13.—Las demás que le señalen la presente Ley, las leyes y re­
glamentos.

Artículo 31.—El Rector es el representante legal de la Universi­
dad y el órgano de comunicación de ésta con todas las autoridades 
de la República y con las instituciones nacionales o extranjeras.

Artículo 32.—Son atribuciones del Vicerrector:
1*—Suplir las faltas temporales del Rector;
2»—Desempeñar la Secretaría del Consejo Universitario;
3»—Ejercer, de acuerdo con el Rector y conforme al Reglamento 

respectivo, la supervisión de los servicios académicos de la Universi­
dad;

4*—Cumplir las funciones que le asigne el Rector y los demás 
deberes que le sean señalados por las leyes y reglamentos;

5*—Las demás que le señalen las leyes y reglamentos.
Artículo 33.—Son atribuciones del Secretario:
1»—Suplir las faltas temporales del Vicerrector;
2*—Ejercer, de acuerdo con el Rector y conforme al Reglamento 

respectivo, la supervisión de los servicios administrativos de la Uni­
versidad;
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39—Refrendar la firma del Rector en los títulos, diplomas, de­
cretos y resoluciones expedidos y dictados por la Universidad;

4?- Expedir y certificar los documentos emanados de la Univer­
sidad;

5a—Ejercer la custodia del Archivo General de la Universidad;

6 —̂Cumplir las funciones que le asigne el Rector y los demás 
deberes que le sean señalados por las leyes y reglamentos.

Artículo 34.—En caso de falta absoluta del Rector, del Vicerrector 
o del Secretario, se procederá a la elección de quien deba sustituirlo 
por el resto del período.

Artículo 35.—Las faltas temporales del Rector, del Vicerrector 
o del Secretario, no podrán ser mayores de noventa días, salvo en 
casos extraordinarios, que resolverá el Consejo Universitario.

SECCION III 

De las Facultades

Artículo 36.—La Universidad realiza sus funciones docentes y de 
investigación a través del conjunto de sus Facultades. Por su espe­
cial naturaleza a cada Facultad corresponde enseñar a investigar 
una rama particular de la Ciencia o la Cultura, pero todas se inte­
gran en la unidad de la Universidad y deben cumplir los supremos 
fines de ésta. El Reglamento de cada Universidad, previa aprobación 
del Consejo Nacional de Universidades, determinará las Facultades 
que funcionarán en ella.

Artículo 37.—Las Facultades están formadas por Escuelas, Ins­
titutos y demás dependencias de carácter académico y administrativo 
que señale la presente Ley y los respectivos Reglamentos.

Artículo 38.—Las Facultades estarán integradas por el Decano, 
los Directores de las Escuelas e Institutos, los miembros del personal 
docente y de investigación, los miembros honorarios, los estudiantes 
y los representantes de los egresados, en la forma establecida por 
la presente Ley y los reglamentos.

Artículo 39.—El gobierno de las Facultades será ejercido por la 
Asamblea de la Facultad, por el Consejo de la Facultad y por el 
Decano, según las disposiciones de la presente Ley.

Artículo 40.—La enseñanza de cada Facultad se regirá por un 
plan de estudios previamente aprobado por el Consejo Universitario, 
de acuerdo con lo establecido por el ordinal 5? del artículo 51 de la 
presente Ley.
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SECCION IV 

De las Asambleas de las Facultades

Artículo 41.—La Asamblea es la autoridad máxima de cada Fa­
cultad y estará integrada por el Decano quien la presidirá, por los 
profesores Honorarios, Titulares, Asociados, Agregados y Asistentes; 
por los representantes estudiantiles y por los representantes de los 
egresados de la respectiva Facultad.

Artículo 42.—La representación de los estudiantes será igual a 
un 25 % de los Miembros del personal docente y de investigación 
que integren la Asamblea, y será elegida por votación directa y se­
creta entre los estudiantes de la Facultad correspondiente.

Artículo 43.—La representación de los egresados será de cinco 
miembros, designados por el Colegio correspondiente o, a falta de 
éste, por la respectiva Asociación profesional.

Artículo 44.—Son atribuciones de la Asamblea de la Facultad:
1?—Elegir el Decano;
2?—conocer el informe anual del Decano;
3a—proponer o aprobar, según el caso, la designación de los Pro­

fesores Honorarios, así como los candidatos para el Doctorado Hono- 
ris-Causa de la respectiva Facultad, conforme a la presente Ley y 
los Reglamentos;

4a—proponer al Consejo Universitario, por órgano del Decano, 
las reformas e iniciativas que juzgue convenientes para el mejor 
funcionamiento de la Facultad.

Artículo 45.—La Asamblea de la Facultad celebrará reuniones 
ordinarias por lo menos una vez por semestre. El Decano convocará 
la Asamblea a reuniones extraordinarias cuando lo juzgue conve­
niente, o cuando así lo exijan por escrito el 20 % de sus Miembros.

Artículo 46.—El régimen de las Asambleas será establecido por 
el Reglamento.

SECCION V 

De los Consejos de las Facultades

Artículo 47.—El Consejo de la Facultad estará integrado por el 
Decano, quien lo presidirá; 7 representantes de los profesores; un 
representante de los egresados elegido por el Colegio o Asociación 
Profesional correspondiente y 2 representantes de los estudiantes,
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elegidos por éllos entre los alumnos regulares del último bienio de 
la carrera.

Artículo 48.—Los Directores de las Escuelas y de los Institutos 
asistirán a las sesiones del Consejo de la Facultad y sólo tendrá 
derecho a voz.

Artículo 49.—Los representantes de los Profesores al Consejo de 
la Facultad serán elegidos mediante voto directo y secreto de los 
Profesores Honorarios, Titulares, Asociados, Agregados y Asistentes 
de la respectiva Facultad.

Artículo 50.—Los representantes de los Profesores, el represen­
tante de los egresados, y sus respectivos suplentes, durarán dos años 
en el ejercicio de sus funciones y podrán ser reelegidos. Los represen­
tantes estudiantiles durarán un año en sus funciones.

Artículo 51.—Son atribuciones del Consejo de la Facultad:
1»—velar por el funcionamiento normal de la Facultad y por el 

cumplimiento cabal de todos sus fines;
2<»—Coordinar las labores de enseñanza, de investigación y las 

otras actividades académicas de la Facultad, de acuerdo con lo dis­
puesto por el Consejo Universitario. En lo referente a la investigación, 
se tendrán en cuenta las pautas señaladas por el Consejo de Desarro­
llo Científico y Humanístico.

3»—Considerar el proyecto de Presupuesto Anual de la Facultad.
4*—Proponer al Consejo Universitario la contratación de profe­

sores y las condiciones del respectivo contrato;
5»—Elaborar, y someter a la aprobación del Consejo Universita­

rio, los planes de enseñanza que han de ser aplicados en la Fa­
cultad;

6 —̂Aprobar los respectivos planes de estudios;
7a—Evacuar las consultas de carácter docente que le sean some­

tidas por el Consejo Universitario, el Rector o el Decano;
8»—Conocer de las apelaciones respecto de las medidas disci­

plinarias acordadas por el Decano, los Directores de las Escuelas o 
los Profesores de la respectiva Facultad;

9?—Proponer al Consejo Universitario el nombramiento o remo­
ción de los Directores de Institutos y de los Jefes de Departamentos 
y Cátedras;

10.—Nombrar los Jurados Examinadores, salvo lo dispuesto en el 
ordinal 13 del artículo 56;
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11.—Proponer el nombramiento y clasificación, así como los casos 
de ascenso, permiso, jubilación o pensiones, del personal docente, de 
investigación y administrativo de la respectiva facultad;

12.—Iniciar de oficio, o a solicitud del Consejo Universitario, los 
expedientes relativos a la remoción del personal docente y de in­
vestigación;

13.—Elaborar los proyectos de reglamentos de la Facultad y pre­
sentarlos, para su consideración, al Consejo Universitario;

14.—Informar y emitir opinión acerca de los expedientes sobre 
reválidas de títulos, equivalencias de estudios y traslados, que le 
proponga para su consulta el Consejo Universitario;

15.—Las demás que le señalen los reglamentos y los acuerdos 
del Consejo Universitario.

Artículo 52.—El Consejo de la Facultad se reunirá ordinaria­
mente una vez por semana y extraordinariamente cuando lo con­
voque el Decano, a iniciativa propia, o a petición de tres o más 
de sus miembros.

SECCION VI 

De los Decanos

Artículo 53.—Los Decanos de las Facultades deben ser ciuda­
danos venezolanos, reunir elevadas condiciones morales, poseer título 
de Doctor otorgado por una Universidad del país, tener suficientes 
credenciales científicas o profesionales, y haber ejercido con ido­
neidad, por lo menos durante cinco años, funciones universitarias 
docentes o de investigación.

Artículo 54.—Los Decanos serán elegidos por la Asamblea de la 
respectiva Facultad y durarán tres años en sus funciones. La elección 
será por voto directo y secreto y se considerará elegido Decano quien 
obtenga la mayoría absoluta de votos. Para que la elección sea válida 
se requiere que hayan votado, por lo menos, las dos terceras partes 
de todos los Miembros calificados para integrar la Asamblea de la 
Facultad. Los otros aspectos del régimen de la elección serán fijados 
por el Reglamento.

Artículo 55.—En caso de falta absoluta del Decano se procederá 
a una nueva elección para el resto del período. Las faltas temporales 
serán suplidas de acuerdo con el Reglamento.

Artículo 56.—Son atribuciones del Decano:
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1»—Coordinar y vigilar, de acuerdo con el Consejo de la Facultad, 
las labores de enseñanza, de investigación y las otras actividades 
académicas de la respectiva Facultad;

2*—Presidir la Asamblea y el Consejo de la Facultad;

3?—Representar la Facultad en el Consejo Universitario;

4?—Convocar a la Asamblea y al Consejo de la Facultad en las 
ocasiones previstas en la presente Ley;

5̂ —-Mantener el orden y la disciplina en la Facultad tomando 
las medidas pertinentes, previa consulta al Consejo de la Facultad, 
y de acuerdo a la presente Ley y su Reglamento. En casos de emer­
gencia podrá adoptar las medidas que juzgue convenientes, some­
tiéndolas posteriormente a la consideración del Consejo de la Fa­
cultad;

6*—Preparar el proyecto de Presupuesto Anual de la Facultad y 
presentarlo al Consejo de la misma. Una vez aprobado por éste, 
presentarlo al Rector, quien lo utilizará en la preparación del pro­
yecto de Presupuesto de Rentas y Gastos de la Universidad que 
deberá someter a la consideración del Consejo Universitario:

7*—Someter a la consideración del Consejo Universitario los 
acuerdos y medidas adoptados por el Consejo o la Asamblea de la 
Facultad;

8?—Proponer al Rector el nombramiento o remoción de los em­
pleados administrativos de la Facultad;

9?—proponer al Consejo Universitario el nombramiento o remo­
ción de los Directores de las Escuelas, previo acuerdo del Consejo 
de la Facultad;

10.—Nombrar los Profesores Consejeros;

11.—Dar cuenta quincenalmente al Rector de los asuntos de la 
Facultad;

12. -Someter a la consideración de la Asamblea de la Facultad un 
informe anual del estado y funcionamiento de la misma;

13.—Completar las listas de Jurados Examinadores cuando, por 
impedimentos legales, se hubiere agotado la nómina designada por 
el Consejo de la Facultad;

14.—Las demás que le señalen la presente Ley y los Regla­
mentos.
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SECCION VII 

De las Escuelas y sus Directores

Artículo 57.—Las labores docentes de cada Facultad serán reali­
zadas a través de las Escuelas que la integren. Por su especial 
naturaleza a cada Escuela corresponde enseñar e investigar un 
grupo de Disciplinas fundamentales y afines dentro de una rama 
de la Ciencia o la Cultura.

Artículo 58.—Las Escuelas estarán constituidas por Departa­
mentos y Cátedras. La Cátedra es la unidad académica primordial, 
integrada por uno o más profesores, que tienen a su cargo la ense­
ñanza e investigación de una determinada Asignatura. El Departa­
mento es el conjunto de Cátedras que se integran en la unidad de 
una disciplina.

Artículo 59.—Cada Departamento coordinará el funcionamiento 
de las diversas Cátedras que lo integran y podrá prestar sus servicios 
a otras Facultades.

Artículo 60.—Los Directores de las Escuelas deben tener título 
universitario y pertenecer al personal docente o de investigación.

Parágrafo.—Los Directores de las Escuelas no podrán ser repre­
sentantes de los Profesores en el Consejo de la respectiva Facultad.

Artículo 61.—Son atribuciones de los Directores de las Escuelas:

1»—vigilar la enseñanza, la investigación y las demás activi­
dades académicas;

2?—Coordinar la labor y el funcionamiento de los Departamentos 
y Cátedras de la Escuela;

3?.—Ejercer la inspección y dirección de los servicios y del per­
sonal administrativo;

4»—Fijar, de acuerdo con el Decano, los horarios de clases y de 
exámenes;

5» Cobrar y distribuir, de acuerdo con el Decano, las cantidades
asignadas a la Escuela en el presupuesto; comprobar las inversiones 
y supervisar la contabilidad;

6?—Informar mensualmente al Consejo de la Facultad sobre la 
marcha económica y administrativa de las Escuelas a su cargo;

7& Levantar y mantener al día el inventario de los bienes de
la respectiva Escuela;
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8»—Las demás que les señalen los reglamentos de la Universidad 
y los Acuerdos del Consejo Universitario o del Consejo de la Fa­
cultad;

Artículo 62.—En las Universidades sólo podrán funcionar Es­
cuelas integradas dentro de una determinada Facultad.

Artículo 63.—Cada Departamento o Cátedra será dirigido por 
una persona, que recibirá la designación de Jefe de Departamento 
o Jefe de Cátedra, respectivamente. Las atribuciones de cada uno 
de ellos, así como las condiciones exigidas para el desempeño de 
estos cargos, serán fijados en el Reglamento.

Artículo 64.—El funcionamiento de los Departamentos y Cátedras 
será reglamentado por el Consejo de la Facultad, y debe ser apro­
bado por el Consejo Universitario.

SECCION VIII 

De los Institutos y sus Directores

Artículo 65.—Los Institutos son centros destinados fundamen­
talmente a la investigación y a colaborar en el perfeccionamiento 
de la enseñanza. Los Institutos estarán adscritos a las Facultades 
y tendrán, en la Investigación, el mismo rango que las Escuelas en 
la escala docente.

Artículo 66.—Las labores de investigación de los Institutos serán 
coordinadas por el Consejo de la Facultad de acuerdo con el Con­
sejo de Desarrollo Científico y Humanístico.

Artículo 67.—Cada Instituto tendrá un Director y un Consejo 
Técnico. El Consejo Técnico estará integrado por el Director, quien 
lo presidirá, y por los Miembros que fije su Reglamento. El respectivo 
Reglamento determinará asimismo la forma como serán designados 
los miembros del Consejo Técnico de los Institutos.

Artículo 68.—El Director y los Miembros del Consejo Técnico de 
los Institutos durarán en sus funciones tres años y podrán ser 
reelegidos.

Artículo 69.—Son atribuciones del Director del Instituto:
1$—Dirigir y coordinar los trabajos de investigación del Instituto;
2%—Representar al Instituto ante el Consejo de la Facultad;
31*—Informar periódicamente al Decano del funcionamiento del 

Instituto y de la marcha de sus trabajos:
49—Las demás que le señalen los Reglamentos;



LEY DE UNIVERSIDADES 103

Artículo 70.—Corresponde al Consejo Técnico del Instituto:
1?—Elaborar, en coordinación con el Consejo de Desarrollo Cien­

tífico y Humanístico, los programas de trabajo del Instituto.
29—Estudiar y considerar los proyectos de investigación que 

se propongan al Instituto.
39—Evaluar los resultados de los trabajos de investigación que 

se realicen en el Instituto.
49—Someter a la consideración del Consejo de la Facultad las 

reformas e iniciativas que juzgue convenientes para el mejor fun­
cionamiento del Instituto.

59—Las demás que le señalen los Reglamentos.

SECCION IX 

Del Personal Docente y de Investigación

Artículo 71.—La enseñanza y la investigación, así como la orien­
tación moral y cívica que la Universidad debe impartir a sus estu­
diantes, están encomendadas a los miembros del personal docente 
y de investigación.

Artículo 72.—Los miembros del personal docente y de investi­
gación serán nombrados por el Rector a propuesta del Consejo de 
la Facultad correspondiente y con la aprobación del Consejo Uni­
versitario.

Artículo 73.—Para ser miembro del personal docente y de Inves­
tigación se requiere:

a) Poseer condiciones morales y cívicas que lo hagan apto para 
tal función;

b) Haberse distinguido en sus estudios universitarios o en su 
especialidad o ser autor de trabajos valiosos en la materia que 
aspire a enseñar; y

c) Llenar los demás requisitos establecidos en la presente Ley 
y los reglamentos.

Artículo 74.—Los miembros del personal docente y de investiga­
ción se clasificarán en las siguientes categorías: miembros Ordi­
narios, Especiales, Honorarios y Jubilados.

Unico. El Consejo Universitario podrá, en los casos que estime
convenientes, establecer concursos para la provisión de cargos. El 
régimen de los concursos será fijado en el Reglamento respectivo.

Artículo 75.—Son miembros Ordinarios del personal docente y 
de investigación:
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a) Los Instructores;
b) Los Profesores Asistentes;
c) Los Profesores Agregados;
d) Los Profesores Asociados; y
e) Los Profesores Titulares.

Artículo 76.—Son miembros Especiales del personal docente y 
de investigación:

a) Los Auxiliares docentes y de investigación;
b) Los Investigadores y Docentes libres; y
c) Los Profesores contratados.
Artículo 77.—Los miembros Ordinarios del personal docente y de 

investigación se ubicarán y ascenderán en el escalafón de acuerdo 
con sus credenciales o méritos científicos y sus años de servicio. 
Para ascender de una categoría a otra en el escalafón será necesario, 
además, presentar a la consideración de un Jurado nombrado al 
efecto un trabajo original como credencial de mérito. El régimen de 
ubicación, ascenso y jubilación del personal docente y de investi­
gación será establecido en el correspondiente Reglamento.

Artículo 78.—Todo miembro del personal docente y de investi­
gación tiene el derecho de solicitar ante el Consejo Universitario 
que se reconsidere su clasificación en el escalafón correspondiente.

Artículo 79.—Toda persona que se inicie en la docencia o en la
investigación lo hará como Instructor, a menos que por sus méritos
profesionales, docentes o científicos, pueda ser ubicado en una 
jerarquía superior por el Consejo de la respectiva Facultad, conforme 
con el Reglamento respectivo. En este caso se informará al personal 
de jerarquía inferior, el cual podrá exigir que la posición se provea 
por concurso.

Artículo 80.—Para ser Instructor se requiere título universitario. 
Los Instructores podrán ser removidos a solicitud razonada del Pro­
fesor de la cátedra.

Artículo 81.—Cuando una persona ingrese al personal docente
o de investigación con una jerarquía superior a la de Instructor,
sus funciones durarán un año. Cumplido este lapso podrá ser con­
firmada en su cargo por el tiempo establecido para su correspon­
diente categoría.

Artículo 82.—Los Profesores Asistentes deben poseer título uni­
versitario, capacitación pedagógica, y haber ejercido como Instruc­
tores al menos durante dos años, salvo lo previsto en el artículo
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anterior. Los Profesores Asistentes durarán cuatro años en el ejer­
cicio de sus funciones. Concluido este lapso pasarán a la categoría 
de Profesores Agregados de acuerdo con lo establecido en el respec­
tivo Reglamento.

Artículo 83.—Los Profesores Agregados deben poseer título uni­
versitario y durarán cuatro años en sus funciones. Concluido este 
lapso pasarán a la categoría de Profesores Asociados, previo el cum­
plimiento de los requisitos señalados en la presente Ley y el Regla­
mento respectivo.

Artículo 84.—Los Profesores Asociados deben poseer el título de 
Doctor y durarán, por lo menos, cinco años en el ejercicio de sus 
funciones.

Artículo 85.—Para ser Profesor Titular se requiere haber sido 
Profesor Asociado, por lo menos durante cinco años. Los Profesores 
Titulares durarán en el ejercicio de sus funciones hasta que sean 
jubilados.

Artículo 86.—Podrán ser miembros Especiales del personal do­
cente y de investigación quienes no posean títulos universitarios, 
cuando lo permita la naturaleza de la asignatura o de los trabajos 
a realizar, a juicio del Consejo de la Facultad y con la aprobación 
del Consejo Universitario. Tales miembros se denominarán Auxilia­
res Docentes o de Investigación.

Artículo 87.—Se denominarán Investigadores y Docentes libres 
aquellas personas que, por el valor de sus trabajos o investigaciones, 
o por el mérito de su labor profesional, sean encargadas temporal­
mente por la Universidad para realizar funciones docentes o de 
investigación.

El desempeño de estos cargos será credencial de mérito para el 
ingreso al escalafón del profesorado ordinario.

Artículo 88 .—La Universidad podrá contratar Profesores o Inves­
tigadores para determinadas cátedras o trabajos. Las condiciones 
que deben llenar los Profesores contratados, así como los requisitos 
del respectivo contrato, los fijará el Reglamento.

Artículo 89.—Son Profesores Honorarios aquellas personas que, 
por los excepcionales méritos de sus labores científicas, culturales, 
o profesionales, sean consideradas merecedoras de tal distinción por 
el Consejo Universitario, a propuesta de la respectiva Facultad. t.os 
Profesores Honorarios no tendrán obligaciones docentes ni de inves­
tigación.

Artículo 90.—Los miembros del personal docente y de investi­
gación que hayan cumplido veinte años de servicio y tengan sesenta
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o más años de edad, o aquellos de cualquier edad que hayan cum­
plido veinticinco años de servicio, tendrán derecho a la jubilación. 
Si después del décimo año de servicio llegaren a inhabilitarse en 
forma permanente, tendrán derecho a una pensión de tantos veinti- 
cincoavos de sueldo como años de servicio tengan. El Reglamento 
Especial de Jubilaciones y Pensiones establecerá las condiciones y 
límites necesarios para la ejecución de esta disposición.

Artículo 91.—El Reglamento del personal docente y de investi­
gación establecerá las obligaciones y remuneraciones de sus miem­
bros de acuerdo con la correspondiente categoría y el tiempo que 
dediquen al servicio de la Universidad.

Artículo 92.—Según el tiempo que consagren a las actividades 
docentes o de investigación, el personal se clasificará en:

a) Profesores de dedicación exclusiva;
b) Profesores a tiempo completo;
c) Profesores a medio tiempo; y
d) Profesores a tiempo convencional.
Artículo 93.—Para realizar sus funciones, los miembros del per­

sonal docente y de investigación podrán tener Ayudantes o Prepa­
radores, quienes se seleccionarán entre los estudiantes calificados 
en la forma que indique el Reglamento. Los ayudantes o Prepara­
dores colaborarán con los Profesores en el desarrollo de las labores 
docentes y de investigación. Estos cargos servirán de credencial de 
mérito a los fines del correspondiente ingreso en el escalafón del 
personal docente o de investigación.

Artículo 94.—Los miembros del personal docente y de investi­
gación deben elaborar los programas de sus asignaturas, o los planes 
de sus trabajos de investigación, y someterlos para su aprobación 
a las respectivas autoridades universitarias, pero conservan com­
pleta independencia en la exposición de la materia que enseñan y 
en la orientación y realización de sus trabajos.

En el caso de que la enseñanza de una asignatura estuviera 
encomendada a varios Profesores, el Jefe de cátedra coordinará la 
unidad de la enseñanza.

Cuando existan cátedras paralelas, los Profesores coordinarán 
sus actividades con vista a la coherencia y unidad de la labor 
universitaria.

Artículo 95.—El escalafón del personal docente y de investiga­
ción es uniforme para todas las Universidades Nacionales, y no se 
interrumpe con el traslado de una a otra Universidad.
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Artículo 96.—En caso de que un miembro del personal docente 
o de investigación, previa la autorización correspondiente, se separe 
de su cargo para efectuar estudios de especialización, cumplir mi­
siones de intercambio con otras instituciones, o realizar cualesquiera 
otras actividades científicas o académicas que redunden en provecho 
de su formación o en beneficio de la Universidad, se le computará 
para los fines del escalafón y de la jubilación el tiempo que emplee 
en estas actividades.

Artículo 97.—Los miembros del Personal Docente y de Investi­
gación deben concurrir a los actos que celebre la Universidad y a 
los cuales sean convocados con carácter obligatorio.

Artículo 98.—Los Profesores Titulares, Asociados, Agregados y 
Asistentes, sólo podrán ser removidos de sus cargos docentes o de 
investigación en los casos siguientes:

19—Cuando individual o colectivamente participan en actividades 
o manifestaciones que lesionen los Principios consagrados por la 
Organización de las Naciones Unidas en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos;

29—Cuando participen, o se solidaricen activa o pasivamente, 
con actos o medidas que atenten contra la inviolabilidad del recinto 
universitario, o contra la integridad de la Institución o la dignidad 
de ella o de cualquiera de sus miembros;

39—Por notoria mala conducta pública o privada;
4?—Por manifiesta incapacidad física;
59—por incapacidad pedagógica o científica comprobada;
69—Por dejar de ejercer sus funciones sin motivo justificado;
79—Por haber dejado de concurrir injustificadamente a más del 

15 % de las clases que deben dictar en un año lectivo; por incum­
plimiento en las labores de investigación; o por dejar de asistir 
injustificadamente a más del 50 % de los actos universitarios a que 
fueran invitados con carácter obligatorio en el mismo período;

89—Por reiterado y comprobado incumplimiento en los deberes 
de su cargo.

Artículo 99.—Según la gravedad de la falta, los miembros del 
personal docente y de investigación podrán ser sancionados con 
amonestación, suspensión temporal, o destitución de sus cargos.

Los miembros del personal docente y de investigación que incu­
rran en las causales la., 2a., 3a., 6a., 7a. y 8a. del artículo anterior, 
y sean removidos de sus cargos, no podrán ingresar en ninguna Uni­
versidad del país, ni desempeñar ningún empleo en ellas, mientras 
dure la sanción que les sea impuesta.
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Artículo 100.—Para que un miembro del personal docente y de 
Investigación pueda ser removido de su cargo por las causales seña­
ladas en el artículo 98, es necesario instruirle un expediente de 
acuerdo con los trámites y requisitos fijados por la presente Ley y 
los Reglamentos.

Artículo 101. El miembro del personal docente y de investiga­
ción que sea destituido de su cargo arbitrariamente, tendrá derecho 
a su reincorporación con reconocimiento del tiempo que hubiere per­
manecido retirado, como tiempo de servicio.

Esta reclamación deberá intentarse dentro de los doce meses si­
guientes, salvo que circunstancias especiales debidamente compro­
badas se lo hayan impedido.

Artículo 102.—Las Universidades deben protección a los miem­
bros de su personal docente y de investigación y procurarán, por 
todos los medios, su bienestar y mejoramiento. A este fin, la Univer­
sidad establecerá los sistemas que permitan cubrir los riesgos de 
enfermedad, muerte o despido; creará centros sociales, vacacionales 
y recreativos; fundará una caja de previsión social, y abogará por­
que los miembros del personal docente y de investigación, así como 
sus familiares, se beneficien en todos aquéllos servicios médicos o 
sociales que se presten a través de sus institutos y dependencias.

Artículo 103.—Para representar a los miembros del personal do­
cente y de investigación ante las autoridades universitarias, las aso­
ciaciones de profesores universitarios solicitarán el reconocimiento 
ante el Concejo Universitario respectivo.

SECCION X 

De los alumnos

Artículo 104.—Son alumnos de las Universidades las personas que, 
después de haber cumplido los requisitos de admisión que establezcan 
la presente Ley y los Reglamentos, sigan los cursos para obtener los 
títulos o certificados que confiera la Universidad.

Artículo 105.—Para seguir los cursos universitarios y obtener los 
grados, títulos o certificados de competencia que confiere la Univer­
sidad, les alumnos necesitan cumplir los requisitos que, sobre las 
condiciones de asistencia, exámenes, trabajos prácticos y demás ma­
terias, fijen la presente Ley y los Reglamentos.

Artículo 106.—Para ingresar como alumno en los cursos univer­
sitarios regulares y obtener los grados y títulos que la Universidad 
confiera se necesita el Título de Bachiller legalmente válido en 
Venezuela en la especialidad correspondiente.
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Parágrafo 1?—Si el aspirante posee el Título de Bachiller en 
especialidad distinta a la exigida por el Reglamento de la Facultad 
correspondiente, deberá aprobar un examen de admisión cuyo con­
tenido, modalidades y demás condiciones serán determinados por el 
Consejo de la respectiva Facultad.

Parágrafo 29—Asimismo, podrán ingresar como alumnos en los 
cursos universitarios regulares los egresados titulares de planteles de 
educación superior mediante el procedimiento de equivalencia de 
estudios.

Parágrafo 39—El Consejo Universitario podrá autorizar la ins­
cripción en determinadas Escuelas de personas que no tengan el 
Título de Bachiller, y reglamentará especialmente esta disposición.

Artículo 107.—El Estudiante que ingresa en la Universidad no 
podrá inscribirse en más de una Facultad. Cursado el primer año, el 
alumno podrá inscribirse en otra Facultad previa autorización del 
Consejo Universitario.

Artículo 108.—Para orientarse en sus estudios, los alumnos con­
sultarán a los Profesores Consejeros designados por el Decano, quie­
nes los guiarán en todo lo relativo a sus labores universitarias.

Artículo 109.—Las Universidades deben protección a sus alumnos 
y procurarán por todos los medios, su bienestar y mejoramiento. A 
este fin, la Universidad organizará sistemas de previsión social para 
el alumnado, propenderá a la creación de centros vacacionales y re­
creativos para los estudiantes, y de acuerdo con sus recursos, prestará 
ayuda a los alumnos que la requieran.

Artículo 110.—Las Universidades propiciarán el intercambio de 
alumnos con otras instituciones del país o del extranjero; fomenta­
rán el acercamiento de los estudiantes entre sí y con los profesores; 
y facilitarán las relaciones de las organizaciones estudiantiles con 
agrupaciones similares de otras naciones o de carácter internacional.

Artículo 111.—Los alumnos están obligados a asistir puntualmen­
te a las clases, trabajos prácticos y seminarios. Deben mantener un 
espíritu de disciplina en la Universidad y colaborar con sus autori­
dades para que todas las actividades se realicen normal y ordenada­
mente dentro del recinto universitario. Los alumnos deben tratar 
respetuosamente al personal universitario y a sus compañeros, cuidar 
los bienes materiales de la Universidad y ser guardianes y defensores 
activos del decoro y la dignidad que deben prevalecer como normas 
del espíritu universitario.

Artículo 112.—Los alumnos que no cumplan las obligaciones uni­
versitarias establecidas en el artículo anterior, serán sancionados, 
según la gravedad de la falta, con pena de amonestación, de suspen­
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sión temporal, de pérdida del curso o de expulsión de la Universi­
dad, de acuerdo con lo que establezcan los Reglamentos respectivos.

Artículo 113.—Para representar a los estudiantes ante las auto­
ridades universitarias, las asociaciones de estudiantes solicitarán el 
reconocimiento del Consejo Universitario respectivo.

SECCION XI 

De los Egresados

Artículo 114.—Las Universidades mantendrán, por todos los me­
dios a su alcance los vínculos que deben existir entre ellas y sus 
egresados.

Artículo 115.—Los egresados están en la obligación de colaborar 
espiritual y materialmente en el fomento y la buena marcha de la 
Universidad en la cual hayan obtenido su grado, y formarán parte 
de los organismos universitarios, de acuerdo con lo establecido en 
la presente Ley y los Reglamentos.

Artículo 116.—Los representantes de los egresados ante los Con­
sejos de las Facultades designarán de entre ellos un representante y 
un suplente ante el Consejo Universitario respectivo.

SECCION XII 

Del Consejo de Fomento

Artículo 117.—El Consejo de Fomento estará integrado por siete 
miembros escogidos por el Consejo Universitario entre reconocidas 
personalidades de las Finanzas y de la Economía venezolana.

Artículo 118.—Son atribuciones del Consejo de Fomento:
1»—Recomendar al Consejo Universitario la adquisición, enajena­

ción o gravamen de bienes y la aceptación de herencias, legados o 
donaciones;

2?—Fomentar las rentas de la Universidad;
3?—Servir de órgano de consulta al Consejo Universitario en los 

problemas de índole económica y financiera;
4»—Estudiar los programas de largo alcance, prever las necesi­

dades económicas futuras de la Universidad y planear los modos de 
satisfacerlas;

5»—Los demás que fije su Reglamento, dictados por el Consejo 
Universitario.
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SECCION XIII 

Del Consejo de Desarrollo Científico y Humanístico

Artículo 119.—En cada Universidad funcionará un Consejo de 
Desarrollo Científico y Humanístico, que tendrá por finalidad esti­
mular y coordinar la investigación en el campo científico y en el 
dominio de los estudios humanísticos y sociales.

Artículo 120.—El Consejo estará integrado por dos Comisiones: 
la Comisión de Desarrollo Científico y la Comisión de Estudios Hu­
manísticos y Sociales.

Las Comisiones se reunirán en Consejo para coordinar sus res­
pectivos sistemas de trabajo e intercambiar ideas acerca de la inves­
tigación en la Universidad. El Consejo será presidido por el Rector, 
o en su ausencia, por el Vicerrector.

Artículo 121.—El Reglamento del Consejo de Desarrollo Científico 
y Humanístico determinará la integración de las distintas Comisio­
nes.

Artículo 122.—Los Delegados a las Comisiones, y sus Suplentes, 
serán elegidos por el Consejo de la Facultad, mediante votación di­
recta y secreta. El Consejo Universitario designará un Delegado ante 
cada una de las Comisiones.

Artículo 123.—Para ser Delegado ante las Comisiones se necesita 
ser Director o Miembro de algún Instituto en la respectiva Facultad, 
haber publicado obras de reconocido valor en el campo de la corres­
pondiente especialidad, o estar dedicado activamente a la labor de 
investigación. Los Delegados durarán dos años en sus funciones y 
podrán ser reelegidos.

Artículo 124.—Las atribuciones del Consejo de Desarrollo Cien­
tífico y Humanístico serán fijadas por el Reglamento que dicte el 
Consejo Universitario de acuerdo a la presente Ley.

SECCION XIV 

De la Dirección y de la Comisión de Cultura

Artículo 125.—En cada Universidad, funcionará adscrita al Rec­
torado una Dirección de Cultura, la cual fomentará y dirigirá las 
actividades de extensión cultural de la Universidad, contribuyendo 
a la formación del alumnado y a la difusión de la ciencia y la cul­
tura en el seno de la colectividad.
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Artículo 126.—La Dirección de Cultura tendrá un Director de 
libre nombramiento y remoción del Rector.

Artículo 127.—El Consejo Universitario podrá crear, con carácter 
ad-bonorem, como órgano consultivo de la Dirección de Cultura, una 
Comisión de Cultura, en la que participarán profesores y estudian­
tes, designados por el mismo Consejo.

Artículo 128. La Dirección de Cultura, con la asesoría de la 
Comisión de Cultura, donde la hubiere, tendrá a su cargo la dirección 
y coordinación de las actividades culturales de la Universidad, de 
acuerdo con el Reglamento que dicte el Consejo Universitario.

SECCION XV 

De la Dirección y de la Comisión de Deportes

Artículo 129.—Para el estímulo, desarrollo y coordinación del de­
porte universitario, en cada Universidad funcionará adscrita al Rec­
torado una Dirección de Deportes, de acuerdo con el Reglamento que 
dicte el Consejo Universitario.

Artículo 130.—La Dirección de Deportes tendrá un Director de 
libre nombramiento y remoción del Rector.

Artículo 131. Como órgano consultivo de la Dirección de De­
portes, el Consejo Universitario podrá crear con carácter ad-honorcm 
una Comisión de Deportes, en la que participarán profesores y estu­
diantes designados por el mismo Consejo.

CAPITULO II 

De la Enseñanza Universitaria 

SECCION I 

Disposiciones Generales

Artículo 132.—La enseñanza universitaria se suministrará en las 
Universidades y estará dirigida a la formación integral del alumno 
y a su capacitación para una función útil a la Sociedad.

Artículo 133.- Además de establecer las normas pedagógicas in­
ternas que permitan armoniz; r la enseñanza universitaria con la 
formación iniciada en los ciclos educacionales anteriores, las Univer­
sidades señalarán orientaciones fundamentales tendientes a mejorar 
La calidad general de la educación en el país.
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Artículo 134.—Los alumnos estarán obligados a seguir, además 
de los estudios especializados que debe impartir cada Facultad, los 
cursos generales humanísticos o científicos que deberá prescribir el 
Consejo Universitario.

Artículo 135.—Los demás particulares de la enseñanza universi­
taria serán determinados en los reglamentos que dictarán los orga­
nismos universitarios con sujeción a sus atribuciones.

SECCION II 

De los Exámenes

Artículo 136.—El aprovechamiento y capacidad de los alumnos 
se evaluarán mediante exámenes y pruebas que se efectuarán du­
rante el transcurso del año académico.

Artículo 137.—Los exámenes y pruebas deben concebirse como 
medios pedagógicos para estimular la actividad intelectual de los 
estudiantes y corregir periódicamente los posibles defectos de su 
formación. Como instrumentos auxiliares de evaluación en ellos debe 
atenderse, más que a la repetición o memorización de la materia 
tratada durante el curso al aprovechamiento que demuestre el alum­
no mediante la comprensión del saber recibido. Los profesores for­
mularán y realizarán los exámenes y pruebas de acuerdo con esta 
norma.

Artículo 138.—Al término de cada año habrá un examen final. 
Durante el transcurso del año el profesor efectuará, como mínimo, 
dos exámenes parciales en cada asignatura. El Consejo Universitario 
reglamentará, a solicitud del Consejo de la Facultad, las excepciones 
a este régimen.

Artículo 139.—Para evaluar el aprovechamiento del alumno se 
calificarán los trabajos, exámenes y pruebas, con un número com­
prendido entre 0 y 20 (cero y veinte) puntos. Para ser aprobado se 
necesita un mínimo de 10 (diez) puntos.

Artículo 140.—Los exámenes parciales y finales se evaluarán de 
acuerdo con el sistema de calificaciones establecido en el artículo 
anterior. El promedio de las calificaciones de los exámenes parciales 
aportará el 40 % de la nota definitiva.

Artículo 141.—Para tener derecho a presentar el examen final de 
una asignatura el alumno debe tener un promedio mínimo de 10 
(diez) puntos en los correspondientes exámenes parciales.

Artículo 142.—Los alumnos que hayan perdido el derecho a exá­
menes finales o que resulten aplazados en ellos, podrán presentar
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exámenes de reparación en las condiciones establecidas en esta Ley 
y los Reglamentos.

Artículo 143.—Los alumnos que resulten aplazados por primera 
vez en exámenes de reparación en no más de una asignatura pueden 
inscribirse condicionalmente en todas las asignaturas del curso in­
mediato superior y podrán presentar exámenes finales de una y otras 
en el período ordinario de exámenes. Si la asignatura pendiente 
tiene prelación sobre alguna o algunas del curso superior no podrán 
rendirse los exámenes de éstas sin haber aprobado previamente 
aquella. El Consejo de cada Facultad determinará el orden de pre­
lación de asignaturas.

Artículo 144.—No tendrá derecho a examen de reparación el 
alumno comprendido en los siguientes casos:

1?—Si no ha obtenido el promedio mínimo exigido para presen­
tarse a exámenes finales en más de la mitad de las asignaturas cur­
sadas durante el año.

29—Si fuera aplazado en más de la mitad de los exámenes fi­
nales.

39—Si el número de las asignaturas en que hubiera perdido el 
derecho al examen final sumado al número de las asignaturas en 
que fuera aplazado, excediera la mitad del total de las materias cur­
sadas durante el año.

Artículo 145.—En los exámenes de reparación no se computarán 
los promedios de los exámenes parciales.

Artículo 146.—Los alumnos que tengan derecho a presentar exá­
menes finales podrán solicitar ante el Consejo de la Facultad su 
diferimiento y presentarlos en el lapso que sea establecido. De la» 
exámenes diferidos no habrá reparación, pero al alumno se le com 
putará el promedio de sus exámenes parciales.

Artículo 147.—Para obtener el Título de Doctor en cualquiera 
especialidad habrá un examen, público y solemne, que versará sobre 
la Tesis que presente el aspirante.

Artículo 148.—El Consejo Universitario respectivo reglamentará 
todo lo concerniente a exámenes, atendiendo las pautas que señale 
el Consejo Nacional de Universidades.

CAPITULO III 
De las incompatibilidades

Artículo 149.—Los cargos de Rector, Vicerrector, Secretario, De­
cano, y Directores de Escuelas e Institutos universitarios, son de
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Tiempo Completo. Dichas funciones y las de Profesor de Tiempo 
Completo son incompatibles con actividades profesionales o cargos 
remunerados que por su índole o por su coincidencia de horario 
menoscaben la eficiencia en el desempeño de las obligaciones univer­
sitarias. Corresponde al Consejo Universitario la calificación perti­
nente.

Artículo 150.—Los Profesores de dedicación exclusiva no podrán 
realizar ninguna otra actividad remunerada.

Artículo 151.—El Rector, el Vicerrector, el Secretario, el Decano, 
o los Directores de Escuelas universitarias, no podrán dedicar dentro 
de su Tiempo Completo más de seis horas semanales a la docencia 
o a la investigación y no percibirán remuneración adicional por es­
tas actividades.

Artículo 152.—Ningún funcionario puede desempeñar, a la vez 
dos cargos administrativos remunerados en la Universidad.

Artículo 153.—Ninguna persona podrá atender, a la vez, dos o 
más cargos docentes, si las horas requeridas para su desempeño ex­
ceden las establecidas para el Tiempo Completo. La remuneración 
de dos o más cargos docentes no podrá exceder el 75 % del sueldo 
asignado para el tiempo Completo en la correspondiente categoría.

TITULO IV 

De las Universidades Privadas

Artículo 154.—El Ejecutivo Nacional, previa consulta al Consejo 
Nacional de Universidades, podrá autorizar, mediante decreto y en 
cada caso, el funcionamiento de Universidades fundadas por personas 
naturales o jurídicas de carácter privado.

Artículo 155.—A los fines de la autorización del Ejecutivo Nacio­
nal, él o los promotores de toda Universidad Privada elevarán soli­
citud al Ministerio de Educación y acompañarán los siguientes do­
cumentos:

a) Copia certificada del título jurídico por el cual se crea la 
Universidad;

b) Proyecto del Estatuto Orgánico.
Artículo 156.—Autorizado el funcionamiento por el Ejecutivo Na­

cional, las Universidades Privadas adquirirán la personalidad jurídica 
con la protocolización en la Oficina Subalterna de Registro del lugar 
donde funcionará, de la solicitud al Ministerio de Educación, los
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correspondientes documentos determinados en el artículo anterior, 
y la autorización del Ejecutivo Nacional.

Artículo 157.—Cuando por testamento se haya dispuesto la crea­
ción de una Universidad, el Ministerio Público podrá gestionar la 
autorización para su funcionamiento, de oficio o bien a solicitud del 
Ministerio de Educación.

Artículo 158.—Las Universidades Privadas tendrán un personal 
directivo similar al asignado por la presente Ley a las Universida­
des Nacionales, el cual deberá llenar los requisitos exigidos en los 
artículos 27, 28, 53 y 60.

Artículo 159.—El personal docente y de investigación de las Uni­
versidades Privadas, deberá llenar las condiciones establecidas en el 
artículo 73 de la presente Ley.

Artículo 160.—Las Universidades Privadas y sus organismos ten­
drán la misma estructura académica que la de las Universidades 
Nacionales, salvo en lo establecido en esta Ley y lo que reglamente 
el Consejo Nacional de Universidades.

Artículo 161.—En las Universidades Privadas sólo podrán fun­
cionar las Facultades que apruebe el Consejo Nacional de Universi­
dades. La modificación de dichas Facultades, o de cualquiera Escuela 
o Instituto, deberá ser autorizada previamente por el mismo Consejo.

Se requiere un mínimo de tres Facultades no afines para la exis­
tencia legal de una Universidad Privada.

Artículo 162.—Las disposiciones de la presente Ley relativas al 
régimen de la enseñanza y de los exámenes se aplicarán a las Uni­
versidades Privadas.

Artículo 163.—Los títulos y certificados que expidan las Univer­
sidades Privadas sólo producirán efectos legales al ser refrendados 
por el Ejecutivo Nacional, por órgano del Ministerio de Educación.

Artículo 164.—El Estado ejercerá la inspección de las Universi­
dades Privadas en la forma que* al efecto disponga el Ejecutivo Na­
cional, el cual podrá revocar la autorización de cualquier Universi­
dad Privada, o suspender su funcionamiento o el de cualquiera de 
sus dependencias cuando en ella no se cumplan las disposiciones 
legales o reglamentarias que les sean aplicables.

Parágrafo.—Los interesados podrán apelar de esta decisión para 
ante la Corte Federal en un plazo de diez días contados a partir de 
la fecha de publicación oficial de la resolución del Ejecutivo Na­
cional.
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TITULO V 

Disposiciones transitorias y finales 

CAPITULO I 

Disposiciones transitorias

Artículo 165.—Las Universidades continuarán funcionando con 
las Facultades, Escuelas, Institutos y dependencias que actualmente 
tienen, sin perjuicio de que puedan crearse, modificarse o suprimirse 
conforme a lo previsto en la presente Ley.

Artículo 166.—Las elecciones previstas en los artículos 29, 47 y 
54, se celebrarán en la segunda quincena del mes de junio de 1959, 
en las fechas que fijen los respectivos Consejos Universitarios.

Parágrafo único—El Ejecutivo Nacional, por órgano del Minis­
terio de Educación, nombrará al Rector, al Vicerrector, al Secretario, 
y a los Decanos de las Universidades Nacionales, hasta que dichos 
funcionarios sean elegidos de conformidad con lo dispuesto en este 
artículo.

Artículo 167.—El Consejo Universitario de cada Universidad nom­
brará con carácter interino a los Profesores representantes en el 
de competencia que otorguen y expidan las Universidades Privadas 
sólo producirán efectos legales al ser refrendados de conformidad 
con lo establecido en el artículo 163 de la presente Ley.

Artículo 168.—La condición relativa al Título de Doctor exigida 
para ser Decano comenzará a regir desde el segundo período eleccio­
nario a partir de la promulgación de la presente Ley. En todo caso 
se exigirá título universitario venezolano.

Artículo 169.—Los Consejos Universitarios de las Universidades 
Nacionales deberán revisar las credenciales del respectivo profesorado 
antes de proceder a su ubicación definitiva dentro del escalafón, de 
conformidad con la presente Ley.

CAPITULO II 

Disposiciones finales

Artículo 170.—El Ejecutivo Nacional reglamentará la presente 
Ley, y dictará las disposiciones transitorias que sean necesarias para 
su aplicación; sin perjuicio de las atribuciones que se confieren al 
Consejo Nacional de Universidades y a las Universidades Nacionales 
para dictar reglamentos de índole interna.
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Artículo 171.—El Consejo Universitario determinará la organi­
zación del personal administrativo y el funcionamiento de los ser­
vicios correspondientes, de acuerdo con el Reglamento respectivo.

Artículo 172.—La Contraloría de la Nación puede disponer, cuando 
lo crea conveniente, la revisión de cuentas de la Universidad. A este 
efecto, el Rector autorizará la presentación de comprobantes y el 
examen de archivos, depósitos y libros que fueren necesarios.

Artículo 173.—Los casos dudosos o no previstos en la presente 
Ley serán resueltos por el Ejecutivo Nacional.

Artículo 174.—Se deroga la Ley de Universidades de 2 de agosto 
de 1953 y las demás disposiciones legales o reglamentarias que 
colidan con la presente Ley.

Palacio de Miraflores, en Caracas, a cinco de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho. Año 149*? de la Independencia y 
lOO? de la Federación.

La Junta de Gobierno, (L . S .) Presidente Edgard San abria ; Coronel Carlos 
Luis  A raque ; Coronel P edro J osé Que vedo; A rturo Sosa , h ijo ; Capitán de 
N avio M iguel J. Rodríguez; Refrendado. El M inistro de Relaciones Interiores, 
(L . S .) A ugusto M árquez Cañ iza le s ; Refrendado. El M inistro de Relaciones 
E xteriores, (L . S .) René de So la ; Refrendado. E l Encargado del M inisterio de 
Hacienda, (L . S .) J osé P adrón Irazábal ; Refrendado. El M inistro de la D e­
fensa, (L . S .) J osué López Henríquez; Refrendado. E l M inistro de Fom ento, 
(L . S .) J uan Ernesto Branger; Refrendado. E l M inistro de Obras Públicas, 
(L . S .) Luis Báez Día z ; Refrendado. El M inistro de Educación, (L . S .) R afael 
P iz a n i; Refrendado. El M inistro de Sanidad y  Asistencia Social, (L . S .) E spíritu 
Santos M endoza;  Refrendado. El Encargado del M inisterio de A gricu ltura y 
Cría, (L . S .) A lonso  Calatrava, h ijo ; Refrendado. El M inistro del T rabajo, 
(L . S .) Raúl V alera ; R efrendado. El M inistro de Comunicaciones, (L . S .) Oscar 
Machado  Z uloaga ; Refrendado. El M inistro de Justicia, (L . S .) A ndrés A guilar 
Maw d sley ; Refrendado. E l M inistro de M inas e H idrocarburos, (L . S .) Julio  
Die z .

Tomado de la Gaceta Oficial N? 576 Extraordinaria, de 6 de 
diciembre de 1958. (Reimpresión.)



Decreto número 459 — 21 de noviembre de 1958

L A  J U N T A  D E  G O B I E R N O  

de la República de Venezuela,

en uso de las atribuciones que le confiere su Acta Constitutiva, en 
Consejo de Ministros,

Considerando:
Que la diversificación de los estudios superiores abre nuevas 

posibilidades y campos profesionales, científicos y técnicos a los 
venezolanos y constituye una necesidad evidente dentro del marco 
general actual de la educación en el país;

Considerando:
Que el establecimiento de nuevos centros de estudios superiores 

debe responder a necesidades ciertas de las regiones en las cuales 
deba desarrollarse en forma inmediata su actuación e influencia;

Considerando:
Que en el Oriente de la República no existen Institutos de 

Enseñanza Superior que, a la vez que cumplan la tarea de integrar 
el cuadro educacional del país, sirvan efectivamente al estudio cien­
tífico de los problemas y cuestiones relacionados en forma directa 
con la cultura y la economía de la región,

Decreta:
Artículo 1<?—Se crea la Universidad de Oriente, que se dedicará 

especialmente al desarrollo de estudios y profesiones técnicas. La 
Universidad tendrá la Facultad de Ciencias y la Facultad de Inge­
niería Industrial, sin perjuicio de que, en el futuro, sean creadas 
las demás Facultades que las necesidades docentes de la región 
vayan requiriendo.

Artículo 2?—La sede de la Universidad de Oriente, será la ciudad 
de Cumaná; sin embargo, las Escuelas Especializadas dependientes
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de ella podrán establecerse en otras localidades del Oriente de la 
República.

Artículo 39—La Universidad de Oriente iniciará sus actividades 
con el Instituto Oceanográfico de Venezuela, encargado de la Inves­
tigación Científica y de los Estudios Técnicos de Oceanografía Física, 
Oceanografía Biológica y Oceanografía Aplicada, que forma parte 
de la Facultad de Ciencias.

Artículo 49—El Ministerio de Educación continuará los estudios 
y la preparación del personal necesario para el funcionamiento y 
desarrollo de la Universidad de Oriente.

Artículo 59—Por resoluciones del Ministerio de Educación se harán 
las designaciones del personal directivo, técnico y administrativo del 
Instituto Oceanográfico de Venezuela, y en sus oportunidades las de 
las demás autoridades que regirán las Facultades de Estudios Técni­
cos Superiores y los demás funcionarios de la Universidad de Oriente.

Artículo 69—Los gastos que ocasione la ejecución de este Decreto 
serán imputados a las Partidas 42, 48 y 44 del Capítulo 49 del Pre­
supuesto de Gastos del Ministerio de Educación.

Artículo 79—El Ministro de Educación queda encargado de la 
ejecución del presente Decreto.

Palacio de Miraflores, en Caracas, a veintiuno de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho. Año 1499 de la Independencia y 1009 
de la Federación.

La Junta de Gobierno, (L . S .; Presidente Edgard San a bria ; Coronel Carlos 
L uis A raque ; Coronel P edro J o s ': Quevedo; Arturo Sosa, h ijo ; Capitán de 
N avio Miguel J. Rodríguez; Refrendado. El M inistro de Relaciones Interiores, 
(L . S .) A ugusto M árquez Ca ñ izales ; Refrendado. El M inistro de Relaciones 
E xteriores, (L . S .) René de So l a ; Refrendado. E l Encargado del M inisterio de 
Hacienda, (L . S .) José  P adrón Irazábal ; Refrendado. E l M inistro de la D e­
fensa, (.L. S .) J osué López Hsnríquez ; Refrendado. El M inistro de Fom ento, 
(L . S .) J uan E rnesto Branger ; Refrendado. El M inistro de Obras Públicas, 
(L . S .) Luis Báez Día z ; Refrendado. El M inistro de Educación, (L . S .) Rafael 
P iz a n i ; Refrendado. El M inistro de Sanidad y A sistencia Social, (L . S .) Espíritu  
Santos  Mendoza ; Refrendado. El Encargado del M inisterio de A gricultura y 
C ría, (L . S .) Alonso Calatrava, h ijo ; Refrendado. El M inistro del T rabajo, 
(L . S .) Raúl V alera ; Refrendado. El M inistro de Comunicaciones, (L . S .) Oscar 
Machado  Z üloaga ; Refrendado. El M inistro de Justicia, (L . S .) A ndrés A guilar 
W aw d sley ; Refrendado. El M inistro de Minas e H idrocarburos, (L . S .) JULIO 
Die z .



Decreto número 304 —  30 de Junio de 1958

LA J U N T A  DE G O B I E R N O  

de la República de Venezuela,
en uso de las facultades que le confiere su Acta Constitutiva, en 
Consejo de Ministros,

Decreta:

la siguiente

LEY DE BANCOS HIPOTECARIOS URBANOS
TITULO I

Constitución de Bancos

Artículo 19—Los Bancos que se establezcan en el país, cuyo 
objeto principal sea prestar a largo plazo con garantía hipotecaria 
sobre inmuebles urbanos y emitir cédulas hipotecarias, se regirán 
por las disposiciones de la presente Ley y de la Ley de Bancos.

Artículo 29—La constitución de Bancos Hipotecarios Urbanos 
requerirá la autorización previa del Ejecutivo Nacional y estará so­
metida al cumplimiento de los requisitos establecidos en el Título II 
de la Ley de Bancos; pero no podrá constituirse ningún Banco Hi­
potecario Urbano cuyo capital pagado sea menor de veinte millones 
de bolívares.

TITULO II 

De las operaciones 

SECCION I 

De los Préstamos Hipotecarios
Artículo 39—Los Bancos Hipotecarios Urbanos podrán hacer prés­

tamos garantizados con hipoteca sobre inmuebles urbanos.
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El importe del préstamo deberá invertirse: a) en la adquisición, 
obras o mejoras de bienes inmuebles; b) en la cancelación de cré­
ditos garantizados con hipotecas preexistentes, siempre que reúnan 
las condiciones previstas en esta Sección; y c) en cualquer otra 
ciase de inversión de carácter reproductivo.

Artículo 49—Los préstamos podrán efectuarse, a voluntad de las 
partes, en moneda de curso legal o mediante la entrega de cédulas 
hipotecarias, emitidas por el Banco prestamista, de conformidad con 
lo dispuesto en la Sección II de este mismo Título.

Artículo 59—No podrán concederse préstamos a una sola per­
sona natural o jurídica que excedan, en su conjunto, del 20 % del 
capital pagado y reservas del Banco.

Artículo 69—Ningún préstamo hipotecario se hará por un plazo 
que exceda de veinte años.

Artículo 79—Ningún préstamo hipotecario podrá hacerse por más 
del 75 % del valor del inmueble dado en garantía, según el avalúo 
que se practique.

Parágrafo Primero.—Cuando los préstamos se destinen a la eje­
cución de trabajos de urbanización, construcción, mejoras o repara­
ción de casas o edificios, el avalúo se hará tomando en cuenta el 
valor del terreno, el de las mejoras existentes ya incluidas en el 
proyecto y, además, el costo previsto de las obras que hayan de eje­
cutarse.

Parágrafo Segundo.—Los préstamos a que se refiere el pará­
grafo anterior se harán mediante entregas parciales, de acuerdo con 
el progreso de las obras hasta su completa terminación.

Artículo 89—Los Bancos podrán inspeccionar las propiedades hi­
potecadas siempre que lo juzgaren necesario. En caso de que los 
inmuebles dados en garantía sufrieren daños o desmejoras o expe­
rimentaren una desvalorización, de suerte que su valor con respecto 
al saldo no amortizado del préstamo no estuviere en la proporción 
establecida por el artículo 79, el Banco acreedor deberá obligar al 
prestatario a que constituya garantías adicionales o a que, mediante 
una amortización extraordinaria, reduzca el monto del préstamo has­
ta restablecer la debida relación entre la garantía y el préstamo.

Si el deudor se negare o no fuere capaz de cumplir con los re­
querimientos del Banco en una de las dos formas señaladas, el Ban­
co podrá dar por vencido el plazo del préstamo y exigir su inme­
diata cancelación.

Los daños, desmejoras o desvalorización a que se refiere este 
artículo serán fijados por tres (3) expertos: uno nombrado por el 
Banco, otro por el deudor y un tercero por los otros dos. Si para el



L E Y  DE BANCOS HIPOTECARIOS URBANOS 123

nombramiento del tercer experto no hubiera acuerdo, o si el deudor 
se negare a efectuar la designación, el experto o los expertos serán 
designados por el Juez de Primera Instancia en lo Mercantil.

El dictamen de los expertos, de carácter inapelable, será presu­
puesto necesario y suficiente para que el Banco proceda de acuerdo 
a las facultades que le otorga este artículo.

Artículo 9*?—Las construcciones que se hipotequen en garantía 
de los préstamos deberán estar aseguradas contra incendio, a satis­
facción del Banco acreedor. El seguro se mantendrá mientras dure 
el préstamo, a no ser que el monto de éste se hubiere reducido tanto 
que el valor del terreno cubriere adecuadamente el saldo debido, de 
conformidad con el porcentaje establecido en el artículo 71?.

Artículo 10.—Los préstamos cuyo plazo exceda de cuatro años 
deberán amortizarse mediante el pago de cuotas regulares e iguales, 
mensuales o a lo sumo trimestrales, que comprendan el interés y 
la amortización en fondo acumulativo.

Artículo 11.—El deudor tendrá en todo caso el derecho de hacer 
amortizaciones extraordinarias o aún de cancelar totalmente su 
deuda, en las fechas de los pagos ordinarios.

En tales casos no estará obligado sino al pago de los intereses 
causados hasta la fecha de la amortización extraordinaria o de la 
cancelación.

Artículo 12.—En todos los pagos, ordinarios o extraordinarios, 
el deudor tendrá derecho a que la parte destinada a la amortización 
de capital, le sea recibida en cédulas a la par emitidas por el Banco 
acreedor, siempre que la fecha de su vencimiento sea igual o anterior 
a la del vencimiento del préstamo, y que el importe de la amorti­
zación que pretende efectuar no sea inferior al valor de dichas 
cédulas.

Artículo 13.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos tendrán derecho 
a cobrar intereses moratorios, durante todo el tiempo que dure el 
atraso, por las cuotas de amortización que no hayan sido pagadas 
a su vencimiento. Pero no podrá estipularse para estos casos un 
interés moratorio superior al 12 % anual.

SECCION II 
De las Cédulas Hipotecarias

Artículo 14.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos estarán auto­
rizados para emitir Cédulas Hipotecarias.

Artículo 15.—Las Cédulas Hipotecarias gozarán, sobre el total 
de los créditos hipotecarios a favor del respectivo Banco emisor,
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de los derechos que la Ley acuerda al acreedor hipotecario, sin 
necesidad de inscripción o de registro alguno.

Por razón de la fecha de emisión no se establecerá privilegio 
alguno entre las Cédulas Hipotecarias.

Artículo 16.—Los intereses del capital representado en Cédulas 
Hipotecarias estarán exentos hasta un 6 % anual del impuesto sobre 
la renta.

Artículo 17.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos podrán emitir 
Cédulas Hipotecarias hasta por una suma equivalente a veinte veces 
su capital pagado y fondos de reserva.

Artículo 18.—El valor total de las Cédulas Hipotecarias que 
cada Banco hubiere emitido deberá estar representado por prés­
tamos hipotecarios de primer grado que satisfagan las condiciones 
establecidas en la Sección I de este mismo Título, o, en su defecto, 
por dinero efectivo, títulos de deuda pública nacional u otros ga­
rantizados por la Nación, hasta el 85 % de su valor en el mercado.

Artículo 19.—La emisión de cédulas no podrá verificarse sin 
previo acuerdo de la Junta Directiva del Banco emisor, aprobado, 
por lo menos, por las dos terceras partes de los Directores.

Copia de ese acuerdo será enviada a la Superintendencia de 
Bancos, junto con el prospecto de la emisión en el cual constarán 
de manera especificada sus características, el monto de las emisiones 
anteriores no amortizadas, si las hubiere, y el monto de los prés­
tamos hipotecarios y de las otras garantías subsidiarias que res­
palden dichas emisiones de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo anterior.

La Superintendencia de Bancos deberá, dentro de un plazo no 
mayor de 30 días, autorizar expresamente al Banco solicitante para 
la emisión de las Cédulas Hipotecarias o hacer las observaciones a 
que hubiere lugar. En caso de aprobarse el nombrado acuerdo, éste 
juntamente con el prospecto será presentado al Juzgado de Primera 
Instancia en lo Mercantil o al Registrador Mercantil al cual corres­
ponda la jurisdicción en el lugar del domicilio del Banco, a los fines 
de su inserción en el Registro de Comercio, de su fijación y pu­
blicación.

Artículo 20.—Las cédulas se emitirán por series distinguidas con 
letras y números; y los títulos serán numerados y llevarán impresas 
las siguientes menciones:

19—El nombre y domicilio del Banco.
29—El Capital Social.
39—La fecha de la escritura constitutiva y de las que hayan
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introducido alguna alteración en la misma o en los estatutos y la 
fecha de su publicación.

49—La fecha en que autorizó la Superintendencia de Bancos 
el acuerdo de la Junta Directiva por el cual se dispuso la emisión 
y la fecha de inscripción en el Registro de Comercio de ese mismo 
acuerdo y el número respectivo.

59—La fecha de la emisión y su monto.
69—El valor del título.

79—El plazo de vencimiento de la emisión.
89—El tipo de interés y las fechas de pago de los intereses.
99—Si se estipulare la amortización por sorteo, el cuadro de 

los pagos de capital y las fechas de los sorteos de amortización 
y las modalidades a que se hallen sometidos.

Llevarán además impresas las disposiciones pertinentes de esta 
Ley, el sello del Banco emisor y serán firmadas por dos de sus 
Directores.

Artículo 21.—De toda emisión de Cédulas Hipotecarias se le­
vantará un acta especificada, por triplicado, que firmarán dos de 
los Directores del Banco emisor, el representante de la Superinten­
dencia de Bancos y los empleados que hubieren intervenido en la 
emisión. Uno de los ejemplares lo conservará el Banco y los otros 
dos serán enviados a la Superintendencia de Bancos y al Registro 
de Comercio para su archivo en los expedientes respectivos.

Artículo 22.—Los títulos serán al portador y cada uno llevará 
su correspondiente hoja de cupones para el pago de los intereses. 
Dicho pago deberá hacerse, por lo menos, una vez cada tres meses.

Artículo 23.—Los Bancos sólo podrán colocar las cédulas a cam­
bio de dinero efectivo, a la par o no.

Artículo 24.—La amortización de las células podrá verificarse 
por el sistema de sorteos y, en ese caso, por su valor nominal o 
con primas.

Artículo 25.—Los sorteos tendrán lugar en el domicilio del Banco 
emisor, en acto público presidido por dos miembros de la Junta 
Directiva y con asistencia de un representante de la Superinten­
dencia de Bancos.

El acto se anunciará por la prensa con 15 días de anticipación, 
por lo menos, con indicación del día y hora del sorteo, la cantidad 
de títulos que van a ser sorteados y las series a que pertenecen.
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De cada sorteo se levantará un acta por triplicado, en la cual 
se harán constar los números de los títulos que hayan resultado 
favorecidos y sus respectivas series. El acta será firmada por los 
miembros de la Junta Directiva, el resultado favorecido y sus res­
pectivas series. El acta será firmada por los miembros de la Junta 
Directiva, el representante de la Superintendencia de Bancos y los 
empleados que hubieren intervenido en el sorteo. De dicha acta 
se remitirán sendos ejemplares a la Superintendencia de Bancos, 
al Registro de Comercio, y la Bolsa de Comercio donde se hallaren 
inscritas las cédulas hipotecarias.

Artículo 26.—La lista de los números favorecidos en cada sorteo 
se fijará en lugar público en el local del Banco y en los de sus 
Sucursales y Agencias y se publicará por lo menos, en uno de los 
diarios de mayor circulación del domicilio del Banco y en otro de 
igual circulación de la capital de la República, en caso de que ésta 
no fuera la sede principal del Banco.

Artículo 27.—Las cédulas favorecidas en los sorteos dejarán de 
ganar intereses desde la fecha fijada para su reembolso.

Artículo 28.—El reembolso de las cédulas favorecidas se hará 
en las oficinas del Banco emisor y en moneda de curso legal. Las 
Cédulas reembolsadas deberán ser inutilizadas en forma que haga 
imposible el ponerlas nuevamente en circulación. Periódicamente, 
en presencia de un representante de la Superintendencia de Bancos, 
se procederá a la incineración de las Cédulas reembolsadas e in­
utilizadas; en el acta correspondiente se dejará constancia de la 
cantidad de títulos incinerados y de las particularidades de ellos. 
Copia de esta acta deberá ser enviada a la Superintendencia de 
Bancos.

Artículo 29.—Las cédulas hipotecarias prescribirán a los veinte 
años y sus intereses a los tres años, a contar de la fecha en que su 
importe se hizo exigible.

Artículo 30- Los Bancos Hipotecarios Urbanos estarán obligados 
a recibir, por su valor nominal sus respectivas cédulas, en cance­
lación, o amortización del capital que se les adeude por los prés­
tamos hipotecarios que hubieren concedido, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 12.

Artículo 31.- -Podrán también los Bancos Hipotecarios Urbanos, 
comprar, poseer, vender y pignorar sus propias cédulas.

Artículo 32.—En todos los balances y estados de cuenta los 
Bancos Hipotecarios Urbanos harán figurar en partida independiente 
la cantidad que posean de sus propias cédulas, ya las hayan 
adquirido por compra o por amortizaciones de préstamos hipoteca­
rios, según lo previsto en los dos anteriores artículos.
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SECCION III 
Otras operaciones

Artículo 33.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos podrán también 
efectuar las siguientes operaciones:

19—Tomar dinero en préstamo con o sin garantía, por un plazo 
no menor de noventa días.

2?—Recibir depósitos de dinero a plazos, con o sin interés, 
reembolsables con un plazo no menor de noventa días.

39—Recibir depósitos de ahorro a un plazo no menor de 30 días.
49—Emitir bonos de ahorro.
Los bonos de ahorro constituyen títulos de crédito en contra 

del Banco emisor, se emitirán únicamente contra recibo de su 
importe en dinero efectivo y deberán tener un vencimiento no 
inferior a un año ni superior a veinte años; no podrán ganar un 
interés superior al 4 1/2 % anual y no podrán amortizarse por 
sorteos; podrán ser no endosables, a la orden o al portador, de las 
denominaciones que se estime conveniente en múltiplos o sub­
múltiplos de cien bolívares; se emitirán con o sin cupones para el 
pago de intereses y en el segundo caso se establecerá que los inte­
reses se pagarán junto con el capital a su vencimiento; llevarán 
dos firmas autorizadas del Banco emisor, y contendrán los datos 
relativos al capital, intereses, fecha de vencimiento y emisión, lugar 
de pago y los demás indispensables para la determinación de los 
derechos del tenedor y las obligaciones correspondientes del Banco 
emisor.

59—Hacer operaciones de reporto con respecto a cédulas hipo­
tecarias emitidas por el propio Banco.

En virtud del reporto el Banco reportador adquiere por una 
suma de dinero la propiedad de cédulas hipotecarias y se obliga a 
transferir al reportado en el plazo convenido la propiedad de otras 
tantas cédulas de la misma especie, contra reembolso del precio 
pagado más un premio.

El reporto se perfecciona por la entrega de los títulos.
Deberá constar por escrito, con expresión del nombre completo 

del reportador y del reportado, y de los datos necesarios para la 
identificación de las cédulas dadas en reporto, el término fijado 
para el vencimiento de la operación, el precio y el premio pactados 
o la manera de calcularlos.

Si el primer día hábil siguiente a la expiración del plazo en que 
el reporto deba liquidarse, el reportado no liquida la operación ni
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ésta es prorrogada, se tendrá por abandonada y el reportador podrá 
exigir al reportado el pago de las diferencias que resulten a su cargo.

6?—Ceder las hipotecas constituidas a su favor y adquirir cré­
ditos hipotecarios que reúnan las condiciones establecidas en la 
Sección I de este mismo título.

79—Administrar los inmuebles que adquieran en resguardo de 
sus intereses, por dación en pago o por adjudicación en remate 
judicial. Estos inmuebles deberán ser enajenados dentro de un plazo 
no mayor de tres años a contar de la fecha de su adquisición, 
plazo que podrá ser prorrogado en cada caso por el Ministerio de 
Hacienda, a solicitud del Banco interesado y previo informe del 
Superintendente de Bancos.

89—Recibir en depósito para su custodia cualesquiera valores en 
papel o en metálico, lingotes y alhajas; dar en arrendamientos 
cajas especiales de seguridad para el depósito de valores y efectos 
personales; y

99—Actuar como mandatarios y administradores de bienes aje­
nos y como fiduciarios, con arreglo a las disposiciones legales y 
vigentes.

A rtícu lo 34.—Los fon d os proven ientes de las operaciones señ a­
ladas en  los num erales 19, 29, 39 y  49 del artícu lo  an terior deberán 
em plearse exclusivam ente en  las sigu ientes operaciones.

a) en préstamos hipotecarios cuyo plazo no exceda de un año;
b) en préstamos con garantía prendaria cuyo plazo no exceda

de un año;
c) en títulos de deuda pública nacional, bonos del Tesoro,

Cédulas Hipotecarias, bonos u obligaciones de Institutos Oficiales 
Autónomos o de Compañías Anónimas Nacionales cotizados en las 
Bolsas de Comercio Nacionales legalmente constituidas; y

d) en préstamos cuyo plazo no exceda de noventa días con 
garantía prendaria de acciones cotizadas en las Bolsas de Comercio 
Nacionales legalmente constituidas, o de los valores enumerados
en la letra c) de este mismo parágrafo.

Artículo 35.—Son aplicables a los Bancos Hipotecarios Urbanos 
respecto a los depósitos que reciban en virtud del artículo 33 de la 
presente Ley, las disposiciones relativas al encaje mínimo legal, 
establecidas en la Ley de Bancos.

TITULO n i  

Prohibiciones
Artículo 36.—Queda prohibido a los Bancos Hipotecarios Ur­

banos:
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1?—Recibir depósitos de dinero reembolsables a la vista o con 
un plazo inferior a 90 días, con excepción de los dispuesto en el 
numeral 3? del artículo 33;

29—Emitir cédulas hipotecarias por una suma superior a veinte 
veces su capital pagado y fondos de reserva;

39—Recibir depósitos a plazos o de ahorros, o contraer obliga­
ciones en virtud de los préstamos o anticipos que se les hagan, por 
un total que exceda de tres veces su capital pagado y fondos de 
reserva.

No se tomarán en cuenta, a los efectos de esta prohibición, las 
obligaciones que asuman con el Banco Central.

49—Conceder créditos en cuenta corriente;
59—Hacer préstamos de cualquier género garantizados con sus 

propias acciones;
69—Hacer préstamos de ninguna clase a una sola persona, na­

tural o jurídica, por una cantidad o cantidades que excedan en su 
conjunto del 20 % del capital pagado y fondos de reserva del res­
pectivo Banco;

79—Hacer préstamos de ninguna clase a sus Directores, Gerentes 
o Secretarios, o a los funcionarios o empleados de la Superinten­
dencia de Bancos;

89—Adquirir o comprar sus propias cédulas a precio inferior 
de su valor nominal, salvo las operaciones de reporto previstas en 
el ordinal 59 del artículo 33;

99—Llevar a cabo operaciones de emisión o colocación de va­
lores que no sean las cédulas hipotecarias o los bonos de ahorro 
del propio Banco;

10.—Otorgar fianzas o cauciones;
11.—Ser propietarios de bienes inmuebles, excepto los que re­

quieran para el asiento de sus propias oficinas y de sus almacenes 
de depósito, sin perjuicio de lo dispuesto en el ordinal 79 del 
artículo 33;

12.—Hipotecar sus propiedades;
13.—Tener Directores, Administradores, Funcionarios o Emplea­

dos principales que tengan entre sí parentesco dentro del 49 grado 
de consanguinidad o 29 de afinidad; y

14.—Tener como Director, Administrador, funcionario o em­
pleado a persona fallida y no rehabilitada legalmente o que haya 
sido condenada por delitos contra la propiedad.
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TITULO IV 
De la Inspección y Control

Artículo 37.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos estarán sujetos 
a la inspección y fiscalización de la Superintendencia de Bancos, 
la cual estará investida, con respecto a ellos, de las mismas atri­
buciones que se le señalan en la Ley de Bancos.

TITULO V 
Del Ejercicio, Balance e Informes

Artículo 38.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos, liquidarán y 
cerrarán sus cuentas los días 30 de junio y 31 de diciembre de 
cada año.

Artículo 39.—Dentro de los quince días siguientes al último de 
cada mes, los Bancos hipotecarios Urbanos deberán publicar en 
uno de los diarios de mayor circulación en la ciudad de su domi­
cilio, un balance o estado de cuenta, en la forma y con las espe­
cificaciones que indique la Superintendencia de Bancos.

Parágrafo primero.—Junto con el balance correspondiente al 30 
de junio y al 31 de diciembre de cada año, los Bancos deberán 
publicar, además, un estado pormenorizado de sus cuentas de 
Ganancias y Pérdidas en el respectivo ejercicio semestral.

Parágrafo segundo.—Los Bancos deberán remitir a la Superin­
tendencia de Bancos y al Banco Central de Venezuela copias debida­
mente autorizadas de todos sus balances y estados de cuentas. 
Además, al día siguiente de su publicación remitirán también a la 
Superintendencia de Bancos un ejemplar del diario en que apa­
rezcan.

Artículo 40.—Los Bancos están en la obligación de suministrar 
a la Superintendencia de Bancos cuantos informes verbales o es­
critos les pida sobre su estado o sobre cualquiera de sus operaciones.

Artículo 41.—Los Bancos deberán remitir a la Superintendencia 
de Bancos, copias debidamente autorizadas, de los informes que 
presenten sus Directores o Administradores y los Comisarios a las 
Asambleas de Accionistas, ordinarias o extraordinarias.

Parágrafo primero: El envío de estos documentos deberá ser 
hecho, por lo menos, con ocho días de anticipación a la fecha en 
que haya de reunirse la respectiva Asamblea.

Parágrafo segundo: Dentro de los ocho días siguientes a la 
reunión de sus Asambleas ordinarias o extraordinarias, los Bancos 
remitirán a la Superintendencia de Bancos una copia debidamente 
autorizada del acta respectiva.
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TITULO VI 
Disposiciones Penales

Artículo 42.—Los Bancos Hipotecarios Urbanos que infringieren 
las prohibiciones establecidas en los ordinales y 3? del artículo 36? 
de esta Ley, serán penados administrativamente con multas de 
Bs. 1.000,00 a Bs. 10.000,00 por cada transgresión; además, el Super­
intendente de Bancos deberá ordenarles que vuelvan a ajustarse 
a las disposiciones de esta Ley dentro de un plazo no mayor de 
30 días.

Artículo 43.—Cualquiera otra infracción a las disposiciones de 
la presente Ley que no tuviere pena especial determinada en otras 
leyes, será castigada administrativamente con multa de Bs. 500,00 
a bolívares 10.000,00.

Artículo 44.—Las multas a que se refieren los artículos ante­
riores, serán impuestas por el Superintendente de Bancos y podrá 
apelarse de la decisión de dicho funcionario para ante el Ministro 
de Hacienda, en la forma y términos previstos por la Ley Orgánica 
de la Hacienda Nacional.

TITULO VII 
Disposiciones Finales

Artículo 45.—El Banco Hipotecario Urbano que perdiere el vein­
ticinco por ciento (25 %) de su capital, deberá ponerse en liqui­
dación, a menos que sus accionistas prefieran reintegrarlo o limitarlo 
al capital existente con la autorización del Ejecutivo Nacional. Las 
acreencias contra el Banco no podrán ser aportadas por sus titu­
lares como base del capital en la reorganización del Instituto.

Parágrafo primero.—La reducción del capital permitida en este 
artículo no podrá bajar del límite establecido en el artículo 2? de 
esta Ley.

Parágrafo segundo.—Para resolver la proposición que se hiciere, 
el Ministro de Hacienda deberá oír previamente la opinión de la 
Superintendencia de Bancos.

Artículo 46.—En caso de liquidación o quiebra de un Banco 
Hipotecario Urbano, el Superintendente de Bancos, personalmente o 
por medio de sus delegados, ejercerá las mismas funciones que el 
Código de Comercio atribuye a los síndicos y liquidadores.

Artículo 47.—En caso de liquidación o quiebra de un Banco 
Hipotecario Urbano, sus deudas se pagarán en el orden siguiente:

19—Las cédulas hipotecarias y los créditos hipotecarios privi­
legiados en el orden y con la preferencia que establezcan las leyes;
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2"?—Las cuentas de ahorros hasta la cantidad de cinco mil
bolívares por persona y los bonos de ahorro;

39—Las acreencias del Fisco Nacional;
49—Los excesos de las cuentas de ahorro sobre el límite expre­

sado en el ordinal 29 anterior, junto con los demás depósitos; y

59—Las demás obligaciones en el orden que establezcan las
leyes.

Palacio de Miraflores, en Caracas, a veinte de junio de mil
novecientos cincuenta y ocho. Año 1499 de la Independencia y 1009
de la Federación.

La Junta de Gobierno, (L . S .) Contralm irante W olfgang Larrazábal, P re ­
sidente; Edgard Sa n a b r ia ; Carlos L uis A raque, C oronel; Pedro José Quevedo, 
C oronel; A rturo Sosa , h ijo. Refrendado, el M inistro de Relaciones Interiores, 
(L . S .) Num a  Quevedo; refrendado el M inistro de Relaciones E xteriores, (L . S .) 
René de So l a ; refrendado, el M inistro de Hacienda, (L . S .) J osé A ntonio  
Mayobre ; refrendado, el M inistro de la Defensa, (L . S .) José María  Castro Le ó n ; 
refrendado, el M inistro de Fom ento, (L . S .) Juan  Ernesto Branger; refrendado 
el M inistro de Obras Públicas, (L . S .) A ndrés Sucre E .; refrendado, el M inistro 
de Educación, (L . S .) Rafael P iz a n i ; refrendado, el M inistro de Sanidad y 
Asistencia Social, (L . S .) E spíritu Santos M endoza ; refrendado, el M inistro de 
A gricultura y  Cría, (L . S .) Héctor H ernández Carabaño ; refrendado, el M i­
nistro del T rabajo, (L . S .) Raú l  V ale ra ; refrendado, el M inistro de Comuni­
caciones, Oscar M achado Zu loaga ; refrendado, el M inistro de Justicia, (L . S .) 
A ndrés A guilar Maw d sley ; refrendado, el M inistro de M inas e H idrocarburos, 
(L . S .) Carlos Pérez de la  Cova .

(Tomado de la Gaceta Oficial N9 25.696 del 30 de junio de 1958.)
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I
I N T R O D U C C I O N

E n  el intervalo de un año, Venezuela se ha dado dos leyes 
sobre la propiedad de apartamentos. La primera, de 10 de 
junio de 1957, publicada en la Gaceta Oficial N9 25.383, del 17 
de junio de 1957, denominada Ley de Propiedad de Aparta­
mientos, se proponía completar las escasas disposiciones del
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Código Civil sobre la materia. Se fundamentaba, parcialmente, 
en antecedentes argentinos, bolivianos, colombianos, cubanos, 
chilenos, franceses y uruguayos, y tenía por objeto principal 
las relaciones entre los propietarios de los distintos aparta­
mentos. La enajenación de apartamentos estaba contemplada 
sólo en cuatro artículos de la ley, de los cuales uno, relativo 
a la enajenación de apartamentos de un inmueble dado en ga­
rantía hipotecaria, no figuraba en el Proyecto y había sido 
introducido en el Congreso Nacional.

No obstante, como algunos comentarios de prensa habían 
adelantado, en la práctica surgieron situaciones difíciles, justa­
mente, en relación a los adquirentes de apartamentos de in­
muebles hipotecados. En efecto, en determinados casos en que 
luego se ventiló, incluso, la imputación de estafa, los propieta­
rios de dichos inmuebles y vendedores de los apartamentos 
resultaron ser insolventes, por lo cual los acreedores hipote­
carios ejecutaron la hipoteca quedando sin defensa aquellos 
adquirentes que habían comprado los apartamentos por cuotas 
y poseían como único título un documento privado. En conse­
cuencia, después de haberse dictado el Decreto N9 304, de 20 
de junio de 1958, publicado en la Gaceta Oficial de 30 de junio 
de 1958, concerniente a los Bancos Hipotecarios Urbanos, cuyo 
objeto principal consiste en dar préstamos a largo plazo, lo 
cual abría nuevos horizontes al comercio de inmubles obviando 
los inconvenientes de los préstamos a corto plazo, la Junta de 
Gobierno, por Decreto de fecha 15 de septiembre de 1958, 
publicado en la Gaceta Oficial, N9 25.760, del mismo día, puso 
en vigor un nuevo cuerpo legal, intitulado Ley de Propiedad 
Horizontal.

Este decreto-ley del 15 de septiembre se distingue de la ley 
anterior especialmente en dos aspectos. En primer lugar, atri­
buye al Documento de Condominio carácter obligatorio, contra­
riamente al texto de 1957 que declaraba facultativo el deno­
minado por la propia ley “Reglamento de Comunidad” . En 
segundo lugar, comprende disposiciones dirigidas a remediar 
la situación de los adquirentes de apartamentos de inmuebles 
hipotecados sin reproducir la disposición del artículo 32 de la 
ley derogada, que resultó ineficaz en la práctica, según la cual 
en la enajenación de apartamentos, a crédito o al contado, de
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un inmueble que estuviera dado en garantía hipotecaria, se 
haría constar expresamente la existencia del gravamen, so pena 
de nulidad, que podía pedir cualquiera que tuviera interés, 
excepto el vendedor. En efecto, dicha disposición no protegía 
a los adquirentes, interesados en quedarse en el apartamento y 
no en la anulación del contrato, siendo de poco valor económico 
el derecho a la devolución de las cuotas pagadas, contra un 
vendedor, generalmente insolvente en el momento crítico.

Desde otro punto de vista, respecto a las relaciones entre 
los propietarios de apartamentos, el decreto-ley repite el texto 
de la ley anterior, exceptuadas algunas modificaciones que 
resultan de los nuevos principios establecidos, y  salvo ciertas 
correcciones de forma.

II

PRINCIPIOS GENERALES DE LA LEY

1. Carácter obligatorio y supletorio de los textos legales.

Sin perjuicio de lo relativo a la enajenación de aparta­
mentos, en lo que concierne a las relaciones entre los propie­
tarios la ley contiene un gran número de normas supletorias, 
de acuerdo con el sistema adoptado por el artículo 697 del 
Código Civil y  por la inmensa mayoría de los antecedentes 
extranjeros. En efecto, al menos desde este aspecto, una legis­
lación detallista e imperativa es imposible porque las situaciones 
que pueden plantearse son susceptibles de presentar una am­
plia gama de variaciones según el mayor o menor número de 
los apartamentos que existen en el mismo inmueble, la natu­
raleza de las relaciones entre los diversos propietarios, las 
características de la construcción y otros factores análogos.

La ley de 1957 preveía que un Reglamento de Comunidad 
elaborado por los interesados, o sea, por el propietario o los 
propietarios del inmueble, o los propietarios de los apartamen­
tos, respectivamente, precisara los derechos y obligaciones de 
los distintos propietarios de apartamentos y estableciera limi­
taciones y ventajas, regulara la administración de las cosas 
comunes y, en general, proveyera el buen régimen interno del
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inmueble. Sin embargo, no se imponía la obligación de elaborar 
un reglamento sino que se establecían las normas supletorias 
necesarias para permitir el funcionamiento del régimen a falta 
de aquél, por considerar que el campo de aplicación de la ley 
se extendía a situaciones en que resultaría injustificadamente 
oneroso para los interesados la elaboración de todo un Regla­
mento.

La nueva ley, por el contrario, exige, con carácter obli­
gatorio, que antes de proceder a la enajenación de cualquiera 
de los apartamentos de un edificio, el propietario o los pro­
pietarios del inmueble declaren por documento, protocolizado 
en la correspondiente Oficina Subalterna de Registro, su vo­
luntad de destinarlo a ser enajenado por apartamentos. Este 
documento, llamado de condominio, necesariamente deberá con­
tener la descripción del terreno y del edificio con indicación 
de los títulos inmediatos de adquisición; los pisos, apartamentos 
y  dependencias de que consta; la descripción de las cosas co­
munes general del edificio y de las cosas comunes limitadas 
a cierto número de apartamentos, con expresión de cuáles son 
esos apartamentos; la indicación precisa del destino dado al 
edificio; el valor que se da al edificio y  el que se atribuye a 
cada apartamento, fijándose de acuerdo con estos valores 
básicos el porcentaje que tengan los propietarios sobre las 
cosas comunes y sus derechos y obligaciones en la conservación 
y  administración del edificio; los gravámenes que pesen sobre 
el inmueble; y cualesquiera otras circunstancias que interese 
hacer constar (Art. 24).

2. Régimen de enajenación de apartamentos, en particu­
lar de inmuebles hipotecados.

Por las razones señaladas en la parte I se han dictado 
normas muy detalladas, relativas a la enajenación de aparta­
mentos. Sin entrar en este lugar, en particularidades, lo que se 
hará más adelante, se destaca la anulabilidad, a solicitud del 
adquirente, del contrato de enajenación a título oneroso, que 
establezca la obligación de pagar todo o parte del precio antes 
de que se otorgue el correspondiente documento registrado de 
enajenación (artículo 31, encabezamiento). Si el enajenante 
recibe todo o parte del precio antes del otorgamiento respec­
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tivo, será castigado con prisión de cinco a veinte meses, a 
instancia del adquirente (artículo 31, aparte único). Conforme 
a lo dispuesto en el artículo 32, no podrá registrarse, so pena 
de anulabilidad, a solicitud del adquirente, ningún título de pro­
piedad o de cualquier otro derecho sobre un apartamento per­
teneciente a un inmueble dado en garantía hipotecaria si no 
se hiciere constar en el mismo documento la existencia de 
dicho gravamen.

Acaso, la disposición más interesante de la ley, para la 
cual pueden citarse, entre otros, antecedentes franceses (ver, 
recientemente, E. Kischinewsky-Broquisse, Les sociétés de cons- 
truction et la copropriété des inmmeubles divisés par étages 
ou par appartements, 1958, Nos. 165. 171, 291) es la del Art. 33. 
Establece dicho artículo que la enajenación de apartamentos 
que formen parte de un inmueble hipotecado produce de pleno 
derecho la división de la hipoteca, tanto en lo que respecta a 
su objeto como en lo que se refiere a la persona del deudor, 
en proporción al valor atribuido a cada apartamento. Así, en 
los contratos de venta se estipulará que sólo una parte del 
precio se pague al vendedor, correspondiendo la otra al acreedor 
hipotecario. Se ha llegado a esta solución sólo después de mu­
chas discusiones. Con anteroridad se habían rechazado varios 
proyectos tendientes a dejar a los interesados la libertad de 
encontrar, en el caso concreto, el camino más adecuado para 
proteger los intereses de los compradores, pero estableciendo 
un contralor estatal de los contratos o de la persona de los 
vendedores. Entre los remedios propuestos figuraba la cons­
titución de un fideicomiso, en el sentido de la ley de 1956, sobre 
el precio de venta de los apartamentos, para que los compra­
dores paguen al fiduciario, especialmente a un banco, y  éste, 
a su vez, entregue una parte de lo recibido al vendedor y  otra 
al acreedor hipotecario, con el fin de amortizar la hipoteca.

3. Cuestiones terminológicas.
Contrariamente a la ley de 1957, que en su título no ha 

utilizado la expresión “Propiedad horizontal” , por considerarla 
inexacta, ya que lo decisivo no es una división en sentido hori­
zontal — que incluso puede faltar—  sino la división de un 
edificio en apartamentos, la nueva ley emplea aquel término
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ante su amplia difusión. Por la misma razón, usa la palabra 
‘‘apartamento” , en vez de “apartamiento” , empleada, por el 
contrario, por la ley de 1957, conforme al Diccionario de la 
Academia Española.

III

ANALISIS DE LA LEY

1. Esfera de aplicación de la ley.

El encabezamiento del artículo l 9 reafirma el principio 
admitido por el Código Civil, de que los distintos apartamentos 
de un inmueble podrán pertenecer a diversos propietarios, y 
determina el orden de las fuentes legales aplicables a la pro­
piedad de apartamentos al ordenar la aplicación de las nor­
mas de la ley especial, en primer lugar y, en segundo término, 
la de las normas del Código Civil que no se opongan a aquélla.

El aparte único del mismo artículo, para delimitar mejor 
el campo de aplicación de la Ley, precisa que, a los efectos de 
ésta, sólo se considerarán apartamentos las construcciones inde­
pendientes que tengan salida a la vía pública, directamente o 
a través de determinado espacio común, sea que ocupen todo 
o parte de un piso, o más de uno. En consecuencia, los in­
muebles divididos en partes pertenecientes a distintos propie­
tarios permanecerán sometidos al régimen del Código Civil y, 
en particular, a las disposiciones del artículo 697 ejusdem, 
cuando aquellas partes no constituyan apartamentos.

2. Apartamentos, cosas y gastos comunes y problemas 
conexos.

El título primero enuncia los principios fundamentales re­
lativos a los apartamentos y a las cosas comunes.

a) Apartamentos.— El artículo 29 aclara que los aparta­
mentos podrán transmitirse, gravarse y ser objeto de toda 
clase de actos jurídicos entre vivos o mortis causa con inde­
pendencia del inmueble de que forman parte.

El artículo 39 regula el uso y disfrute de cada apartamento. 
Las limitaciones allí establecidas resultan de la naturaleza de
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la propiedad horizontal, en razón de la cual el propietario del 
apartamento debe utilizarlo conforme al destino dado al in­
mueble, tomando en consideración los intereses legítimos de 
los demás propietarios. Se destaca, en particular, el dispositivo 
de la letra e), que prohibe construir nuevos pisos, sin el con­
sentimiento unánime de los propietarios.

b) Cosas comunes.— Después de haber definido y circuns­
crito los derechos de los propietarios relativos a sus aparta­
mentos, la ley pasa a fijar reglas respecto a las cosas comunes:

Los artículos 49 y  59 distinguen entre las cosas comunes a 
todos los apartamentos y  las que sólo lo son a algunos de ellos.

Las primeras son las cosas necesarias para la existencia, 
seguridad, salubridad y conservación del inmueble; o para per­
mitir el uso y goce de todos y cada uno de los apartamentos. 
El párrafo único del artículo 49 enumera las cosas que se 
presumen comunes a todos los apartamentos; pero el texto 
sólo establece una presunción al respecto, ya que algunas de 
las cosas incluidas en la enumeración, como por ejemplo, ves­
tíbulos y escaleras, pueden ser comunes sólo a algunos de los 
apartamentos e incluso pertenecer a uno solo de los propie­
tarios. Además, son cosas comunes a todos los apartamentos 
las expresamente indicadas como tales en el Documento de 
Condominio, por ejemplo, los apartamentos rentables destinados 
al pago de los gastos comunes.

Las cosas comunes a algunos de los apartamentos son las 
necesarias sólo para la existencia, seguridad, salubridad y 
conservación de esos determinados apartamentos; o para per­
mitir su uso y goce; y las declaradas expresamente como tales 
por el Documento de Condominio.

El artículo 69 establece que los derechos de cada propie­
tario sobre las cosas comunes son inherentes a la propiedad 
del respectivo apartamento e inseparables de ella, de modo 
que se entenderán comprendidas en cualquiera de los actos 
a que se refiere el artículo 29.

Al solo efecto de determinar los derechos y obligaciones de 
los propietarios en la administración de las cosas comunes, el 
artículo 79 ordena que se fije en el Documento de Condominio
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un porcentaje que represente el valor atribuido a cada apar­
tamento en relación con la totalidad del inmueble. Dicha esti­
mación no impedirá, en forma alguna, que cada propietario 
asigne a su apartamento el valor que le convenga para toda 
clase de actos o negocios jurídicos. Una vez fijado, el por­
centaje no podrá variarse sino por acuerdo unánime de los 
propietarios de los apartamentos, mediante una modificación 
del Documento de Condominio (artículo 27).

El artículo 89 establece el principio general de que cada 
propietario podrá servirse de las cosas comunes según su des­
tino ordinario y sin perjuicio del uso legítimo de los demás. 
En relación a ello se dispone, también, que no podrá pedirse 
la división de las cosas comunes sino en los casos en que lo 
autorice la Ley misma o el Documento de Condominio. Por otra 
parte, conforme el artículo O9, las mejoras de las cosas comunes 
no podrán efectuarse a expensas comunes sino con el acuerdo 
del 90 Jo de los propietarios que pueden ser todos los pro­
pietarios o sólo algunos, según que se trate de cosas comunes 
a todos o a algunos de los apartamentos. Cuando las innova­
ciones ordenadas por los propietarios fueren, a juicio de cual­
quiera de la minoría, de costo excesivo, o contrarias al Docu­
mento de Condominio, o a la Ley, o perjudiciales para la se­
guridad, solidez, salubridad, destino, o aspecto arquitectónico 
exterior o interior del edificio, pueden ser de objeto de recla­
mación formulada ante la autoridad judicial y resuelta por 
el procedimiento correspondiente al interdicto de obra nueva; 
pero la resolución del 90 % de los propietarios no será por eso 
suspendida, sin una orden expresa de dicha autoridad.

c) Gastos comunes.— La ley reglamenta ampliamente el 
régimen de los gastos comunes.

El artículo 10 establece que son gastos comunes a los pro­
pietarios de todos los apartamentos o a algunos de ellos, según 
los casos, los causados por la administración, conservación y  
reparación de las cosas comunes; los acordados como tales por 
los propietarios correspondientes; y los declarados comunes 
por el Documento de Condominio o por la Ley.

Conforme el artículo 11 los propietarios deben contribuir
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a los gastos comunes; pero pueden liberarse de esa obligación 
mediante el abandono de su apartamento en favor de los demás 
propietarios, lo que envuelve también el abandono de sus de­
rechos en las cosas comunes. El artículo 12 vincula al aparta­
mento la mencionada obligación del propietario, en el sentido 
de que el adquirente del apartamento responde incluso por los 
gastos causados antes de su adquisición, sin perjuicio de su 
eventual recurso contra el enajenante. Además, para impedir 
que una serie sucesiva de enajenaciones frustre el cobro de 
las contribuciones, se mantiene la responsabilidad del enaje­
nante por su contribución en los gastos comunes, si estaba en 
mora de ellos con anterioridad a la enajenación.

Las contribuciones para cubrir los gastos comunes podrán 
ser exigidas por el administrador del inmueble, o por el pro­
pietario que hubiere pagado sumas que corresponda aportar 
a otro propietario. Para facilitar el cobro, el artículo 13 esta­
blece que las actas de asambleas inscritas en el Libro de 
Acuerdos de los Propietarios, y  los acuerdos inscritos por el 
administrador en el mismo libro, cuando estén respaldados por 
los comprobantes que exige la Ley, harán fe contra el pro­
pietario demandado, salvo prueba en contrario; y  asimismo 
atribuye fuerza ejecutiva a las planillas o liquidaciones que 
por gastos comunes pase la administración a los propietarios. 
El artículo 14 confiere a los créditos correspondientes un pri­
vilegio sobre todos los bienes muebles del deudor, privilegio 
al cual se da preferencia sobre el especial indicado en el or­
dinal 49 del artículo 1.871 del Código Civil, aunque se lo 
pospone a los demás privilegios generales y  especiales esta­
blecidos en este Código. Con el deseo de acentuar la tutela de 
los créditos en referencia se extiende a los mismos la disposi­
ción del artículo 1.867 del Código Civil, de manera que dichos 
créditos se colocan subsidiariamente sobre el precio de los in­
muebles del deudor, con preferencia a los créditos quirogra­
farios (artículo 14).

d) Destrucción y ruina del inmueble.— Por último, el Tí­
tulo Primero regula las situaciones resultantes de la destruc­
ción o ruina total o parcial del inmueble.

El artículo 15 establece que, en caso de destrucción o ruina
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total del inmueble o de construcción o ruina de una porción del 
mismo que represente las tres cuartas partes de su valor, cual­
quiera de los propietarios podrá pedir la división de las cosas 
comunes en las que tenga participación. Igual derecho corres­
ponderá a cualquier propietario si el inmueble amenaza ruina 
en las proporciones dichas. Sin embargo, cuando hubiere un 
número de propietarios cuyos porcentajes excedan de las tres 
cuartas partes del valor del inmueble total, éstos tendrán de­
recho a adquirir, a justa regulación de expertos, la parte o 
partes de los propietarios minoritarios que reiterasen su vo­
luntad de realizar la división del mismo inmueble.

Conforme al artículo 16, cuando la destrucción o amenaza 
de ruina del inmueble no alcanzare las proporciones indicadas 
en el artículo 15, los propietarios, por la mayoría ordinaria pre­
vista por la Ley, o la que prevea el Documento de Condominio, 
resolverán acerca de la reconstrucción de las cosas comunes. 
Asimismo se determina que, si se acordare la reconstrucción, 
los gastos correspondientes serán considerados como gastos co­
munes.

e) Seguro del inmueble. Las leyes de algunos países esta­
blecen la obligación de asegurar el inmueble, en especial, con­
tra incendio. El legislador venezolano, por el contrario, parte 
de la idea de que en el país no existe un interés tan acusado 
como para imponer dicho seguro en forma obligatoria. Por otra 
parte, no siendo obligatorio el seguro, no habría razón para 
establecer que la mayoría de los propietarios pueda obligar a 
los demás a que contraten tal seguro. En efecto, el objeto de 
él sería un riesgo que afectaría en su mayor parte a la propie­
dad exclusiva de los apartamentos, materia en la cual, en prin­
cipio, no existe razón alguna para tomar acuerdos por mayoría. 
Si uno o más propietarios quieren protegerse contra el riesgo 
de incendio u otro siniestro, pueden asegurar sus apartamentos 
y sus participaciones en los bienes comunes sin necesidad de 
imponer obligaciones a los demás propietarios. Obsérvese, sin 
embargo, que conforme al artículo 9 de la nueva Ley de Ban­
cos Hipotecarios Urbanos, las construcciones que se hipotequen 
en garantía de los préstamos otorgados por dichos Bancos de­
berán estar asegurados contra incendio, a satisfacción del Banco 
acreedor.
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3. Administración.

El Título Segundo disciplina el régimen de la administra­
ción.

a) Administradores.— El artículo 17 de la Ley deja al Do­
cumento de condominio la más amplia libertad para regular 
esta materia, y se contenta con establecer como norma suple­
toria la designación de un administrador, que puede ser una 
persona natural o jurídica, nombrada por la mayoría de los 
propietarios por el período de un año, sin perjuicio de revo­
carla en cualquier momento o de reelegirla por períodos igua­
les. A falta de designación oportuna de administrador, y  en 
particular cuando no hay mayoría suficiente para designarlo, 
aquél será designado por el Juez de Departamento o Distrito, 
a solicitud de cualquiera de los propietarios. El nombramiento, 
en este caso, deberá recaer preferentemente en uno de los pro­
pietarios. En todo caso, la responsabilidad del administrador se 
rige por las normas del mandato. El administrador deberá pres­
tar garantía suficiente a juicio de los propietarios y, asimismo, 
si tuvieren algún interés en tal garantía, del enajenante de los 
apartamentos y  del acreedor hipotecario (véase más adelante 
bajo 4).

El artículo 18 enumera las funciones del administrador. Las 
funciones enumeradas, como lo establece la letra c) del artícu­
lo, pueden ser aumentadas por el Documento de Condominio.

Entre las funciones enumeradas destacamos la de ejercer 
en juicio la representación de los propietarios en asuntos con­
cernientes a la administración de las cosas comunes, o en cual­
quier otro, previo acuerdo de los propietarios (letra e); y la de 
presentar dentro del mes siguiente a la fecha de la terminación 
de su período un informe de su actuación, el cual será some­
tido a los propietarios para su aprobación o improbación, quie­
nes en este último caso decidirán también acerca del ejercicio 
de la eventual acción de responsabilidad.

Entre las obligaciones del administrador se encuentran, ade­
más, la de realizar o hacer realizar los actos urgentes de admi­
nistración y  conservación, así como las reparaciones menores 
de cosas comunes (letra b). No obstante, el artículo 19 prevé
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que si no hay administrador, o si éste no actúa, cualquiera de 
ios propietarios podrá ejecutar por sí solo los actos de conser­
vación y administración que sean de urgente necesidad, y ten­
drá derecho a repetir de los demás el pago proporcional de 
los gastos hechos mediante las justificaciones pertinentes.

b) Acuerdos de los propietarios. -Salvo lo previsto en los 
artículos 18 (letra b) y 19, todo lo concerniente a la adminis­
tración y  conservación de las cosas comunes será resuelto por 
los propietarios de los apartamentos, o por los de aquellos a los 
cuales estén afectadas dichas cosas según los casos (artículo 20).

Los artículos 21 y 22 establecen el régimen supletorio al 
respecto.

Habida cuenta del régimen dictado para la sociedad de res­
ponsabilidad limitada (artículo 330, Código de Comercio), y  de 
las experiencias hechas en el pasado acerca de la dificultad de 
reunir las asambleas de los propietarios, se establece como re­
gla que las consultas a los propietarios sobre los asuntos some­
tidos a su decisión, así como las respuestas de éstos, se harán 
por correspondencia o por cualquier otro medio que asegure la 
autenticidad de la declaración (artículo 21, encabezamiento). 
Igualmente se establece que, salvo disposición contraria de la 
Ley o del Documento de Condominio, ya que la norma es su­
pletoria (artículo 20, aparte único), los acuerdos se tomarán 
por una mayoría de los propietarios interesados que represen­
ten, por lo menos, dos tercios del valor atribuido, a los efectos 
del artículo 79, a la totalidad del inmueble o de los apartamen­
tos correspondientes (artículo 21, encabezamiento). Si dentro de 
los ocho días siguientes a la consulta del último propietario 
interesado el administrador no hubiera recibido un número de 
respuestas que permita dar por aprobada o negada la proposi­
ción consultada, se procederá a otra consulta. El acuerdo se to­
mará entonces, salvo que la Ley exija la unanimidad, por los 
votos que representen más de la mitad del valor atribuido a 
los apartamentos cuyos propietarios hayan hecho llegar sus res­
pectivos votos al administrador antes de los ocho días siguien­
tes a la segunda consulta hecha al último interesado (artículo 
21, primera parte, y 22, tercera parte).

El administrador comunicará a todos los propietarios el re­
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sultado de la votación, asentará los correspondientes acuerdos 
en un libro empastado y foliado, que se denominará Libro de 
Acuerdos de Propietarios, y conservará los comprobantes de las 
consultas dirigidas y de las respuestas recibidas (artículo 21, 
última parte).

Por otra parte, el artículo 22 de la Ley permite al admi­
nistrador que, cuando lo estime conveniente, convoque una 
asamblea de los propietarios, y lo obliga a hacerlo cuando se 
lo exijan propietarios que representen, por lo menos, un tercio 
del valor atribuido a la totalidad del inmueble o a los aparta­
mentos correspondientes.

El mismo artículo 22, ampliado en la última reforma, re­
gula la convocatoria de la asamblea, el lugar de su celebración 
y  su presidencia, el número de concurrentes suficientes para 
tomar el acuerdo en cuestión y las formalidades que deben cum­
plirse.

Asimismo, se dispone que si no concurre a la asamblea un 
número de propietarios suficientes como para resolver los asun­
tos sometidos a su consideración, se hará una consulta por los 
medios señalados en el artículo 21 (correspondencia, etc.) y  se 
computará la mayoría como en el caso de la segunda consulta 
prevista por el mismo artículo.

El artículo 23 establece la obligatoriedad de los acuerdos 
tomados por los propietarios y  fija las reglas para su impugna­
ción por violación de la Ley, del Documento de Condominio o 
por abuso de derecho. El recurso del propietario no suspende 
la ejecución del acuerdo impugnado; pero el Juez, discrecio­
nalmente y  con las precauciones necesarias, puede decretar di­
cha suspensión como medida preventiva a solicitud de parte 
interesada. Estas disposiciones constituyen una sólida protec­
ción de las minorías y aun de los propietarios particulares con­
tra los excesos de la mayoría.

4. Documento de Condominio.
A l protocolizar el Documento de Condominio, cuyo conte­

nido hemos indicado (supra bajo II, 1), el Registrador estam­
pará las notas marginales a que se refiere el artículo 1926, del 
Código Civil. Se le acompañarán, a fin de que sean agregados
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al cuaderno de comprobantes, los planos explicativos del inmue­
ble, sus dependencias e instalaciones y, en su caso, los de sus 
modificaciones esenciales (artículo 24). Si el inmueble estuviere 
hipotecado, no se protocolizará el documento en referencia, a 
menos que conste en forma auténtica el consentimiento del 
acreedor hipotecario, disposición que debe vincularse con la re­
lativa a la división de la hipoteca en razón de la enajenación 
de los apartamentos.

La ley pone de relieve la importancia de lo dispuesto al 
castigar al deudor hipotecario contraventor con prisión de cinco 
a veinte meses a instancia del acreedor hipotecario, pena cuya 
medida corresponde a la fijada por el artículo 464, del Código 
Penal, para el delito de estafa. Al Registrador que protocoli­
zare el documento sin que conste el consentimiento del acree­
dor hipotecario se le impondrá multa de diez a mil bolívares, 
con arreglo a lo previsto en la Ley de Registro Público, y  en 
caso de reincidencia será destituido de su cargo. Esta doble 
conminación de sanciones se explica por la idea del legislador 
de que el acreedor hipotecario debe ser protegido, incluso en 
caso de negligencia del Registrador. Por tanto, el delito del 
deudor hipotecario — no correctamente circunscrito en el texto 
legal, ya que dicho deudor no puede contravenir una disposi­
ción que prohíbe la protocolización— consiste en el hecho de 
hacer protocolizar el Documento de Condominio en las circuns­
tancias descritas. Cuando el Registrador negase la protocoliza­
ción, el deudor hipotecario sólo podría ser penado por tentativa 
(artículos 7, 80 y  82 del Código Penal: ver Jiménez de Asúa, 
La Ley y  el delito, n9 296 y, acerca de la delimitación entre 
tentativa y  delito frustrado, n9 298).

Una disposición paralela establece que en el documento 
constitutivo de la hipoteca sobre un inmueble destinado a ser 
enajenado por apartamentos, debe indicarse tal destinación y 
hacer mención expresa de los datos de registro del Documento 
de Condominio (artículo 26). Además de sancionar al Registra­
dor que protocolice un documento constitutivo de hipoteca que 
no contenga tales indicaciones, se castiga con las mismas penas 
establecidas en el artículo 25, al deudor hipotecario contraven­
tor. Se debe objetar igualmente esta redacción por no indicar 
claramente el hecho punible, el cual, al parecer, como en la
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hipótesis del artículo 25, sólo se consuma (ver, también, artícu­
lo 1879 del Código Civil), con la protocolización del documento 
sin las indicaciones, realizada por iniciativa del deudor hipote­
cario.

El Documento de Condominio puede ser modificado por 
unanimidad por los propietarios de los apartamentos, con las 
mismas formalidades que la Ley exige para su elaboración, sin 
perjuicio de los derechos adquiridos de terceros (artículo 27). 
Sus disposiciones, incluso las modificadas, producirán efectos 
asimismo frente a los causahabientes de los otorgantes por 
cualquier título, de modo que tales personas no pueden consi­
derar que dicho documento constituya para ellos res ínter alios 
acta (artículo 28).

5. Enajenación de apartamentos.

a) Registro de títulos de derechos sobre apartamentos y 
su contenido.—La ley comprende, en su Título Cuarto, en pri­
mer término, dos preceptos reformados que en la ley de 1957 
figuraban en el título relativo a Disposiciones especiales en 
materia de registro (artículos 29 y 30). Se prohíbe al Registra­
dor, apercibiéndolo con sanción de multa, el registro de los tí­
tulos de propiedad o de cualquier otro derecho sobre un apar­
tamento si no se han cumplido las formalidades relativas a los 
planos explicativos del inmueble y al Documento de Condomi­
nio. Tales títulos deben contener las menciones correspondien­
tes al registro del respectivo Documento de Condominio; la de­
signación del apartamento, con expresión del área correspon­
diente, situación, número o letra que lo distinga y demás 
circunstancias que sirvan para hacerlo conocer distintamente; 
el porcentaje que represente el valor atribuido al apartamento 
en relación con el fijado a la totalidad del inmueble.

b) Sanciones en caso de enajenación a título oneroso sin 
otorgamiento de documento registrado.—Se ha puesto de relie­
ve, en la parte II, la anulabilidad del contrato de enajenación 
cuando se establezca la obligación de pagar todo o parte del 
precio antes de que se otorgue el correspondiente documento 
registrado de enajenación. La misma sanción civil acarreará la 
estipulación de que el adquirente se obligue por letra de cam­
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bio u otro documento negociable antes de la protocolización del 
correspondiente título. Igualmente se extiende la sanción penal 
ya señalada, supra bajo II, 2, establecida en contra del enaje­
nante que recibe todo o parte del precio antes del otorgamiento 
respectivo, al caso de recepción del pago de letra de cambio u 
otro documento negociable por el cual se haya obligado el (en la 
Gaceta Oficial se dice por un error de imprenta “ al” ) adqui- 
rente frente al enajenante, o a un tercero en razón de la ena­
jenación, siempre que dicho pago ocurra antes del respectivo 
otorgamiento (artículo 31).

El significado de dicha extensión no es claro. El adquirente 
puede pagar la letra de cambio u otro documento negociable 
al enajenante o a un mandatario de él, o a un tercero. En el 
primer caso, dado que la entrega de dichos documentos no ha 
producido novación (artículo 121, del Código de Comercio) y 
subsiste la obligación resultante del contrato de enajenación, la 
recepción del pago del documento negociable por el enajenante 
puede considerarse como recepción del precio, en el sentido de 
la disposición principal; en efecto, el pago extingue no sólo la 
obligación cambiaría, sino a la vez el crédito fundamental di­
rigido al pago del precio, de modo que no cabe distinguir entre 
recepción del pago de la letra y  recepción del precio. Por otro 
lado, la disposición extensiva no comprende el segundo caso de 
que el vendedor descuente la letra de cambio, y el comprador, 
en carácter de deudor cambiario, pague antes del otorgamiento 
del documento registrado de enajenación al tercer portador, al 
cual normalmente, a saber, cuando la transmisión no haya sido 
hecha como consecuencia de una combinación fraudulenta, no 
puede oponer la anulabilidad de la estipulación fundamental, 
que constituye una excepción fundada en las relaciones perso­
nales del comprador con el vendedor (artículo 425, del Código 
de Comercio). La disposición extensiva, como precepto penal, 
no puede ser ampliada por vía de analogía aun cuando hubiese 
sido deseable contemplar, asimismo, aquella hipótesis.

c) Enajenación de apartamentos pertenecientes a inmue­
bles hipotecados.

Como sanción de la prohibición de registrar el título de 
propiedad, o de cualquier otro derecho, sobre un apartamento
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perteneciente a un inmueble dado en garantía hipotecaria si no 
se hiciere constar en el mismo documento la existencia de di­
cho gravamen, la ley prevé la anulabilidad, a solicitud del 
adquirente. No obstante, en realidad dicha anulabilidad no con­
cierne al registro sino al contrato (ver la redacción del artícu­
lo 32, de la ley de 1957). El Registrador advertirá, además, al 
adquirente la existencia del gravamen y de todos sus particu­
lares, dejando constancia de ello en la correspondiente nota de 
registro; en caso de omisión, se le impondrá multa (artículo 32). 
En esta última disposición, la ley procura obtener que los inte­
resados incluyan la mención de referencia o no realicen la ope­
ración. No se ha establecido una sanción penal especial pudien- 
do ser aplicable, sin embargo, en caso de cumplirse la totalidad 
de sus requisitos, el artículo 464, del Código Penal (estafa).

La división de la hipoteca, en razón de la enajenación de 
apartamentos, constituye una excepción a la regla del artículo 
1377, primer aparte, del Código Civil; sin embargo, fuera del 
alcance de la ley especial esa regla queda en vigor, aunque el 
artículo 37 de la misma, cuando dice que se derogan cuales­
quiera otras disposiciones que se opongan al cumplimiento de 
la presente Ley, podría originar alguna duda. Al efecto de la 
división, en el documento de enajenación se indicará el monto 
de la hipoteca con que queda gravado el apartamento y la 
parte del precio que deba pagar el adquirente al enajenante, 
después de deducido de dicho precio lo que le corresponda a 
su parte proporcional en el monto de la hipoteca. Sólo respecto 
de la parte del precio que ha de pagarse al enajenante podrán 
emitirse letras de cambio u otros documentos negociables; sin 
embargo, la violación de dicha disposición no sería oponible a 
los terceros adquirentes de los documentos emitidos a favor del 
acreedor hipotecario. Tanto los pagos que deba hacer el adqui­
rente al enajenante, como los que deba hacer al acreedor hipo­
tecario se harán por intermedio de la administración del inmue­
ble, salvo pacto en contrario (artículo 33). Esta disposición no 
incluye los pagos que el adquirente haga a un tercero al cual 
el enajenante haya descontado una letra de cambio recibida.

Las disposiciones penales, al menos fuera del derecho penal 
administrativo, contemplan, tradicionalmente, como posibles in­
fractores sólo a las personas físicas. En los casos en que esté en
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juego la conducta de una persona jurídica, resulta a menudo 
difícil aplicarlas a las personas físicas que hayan obrado por 
ella. Por esto, en las leyes modernas, frecuentemente se con­
mina con pena a los administradores de sociedades que no hayan 
cumplido o hayan violado determinadas obligaciones que incum­
ben a la sociedad. Así, vgr., ha ocurrido en el artículo 31 de la 
Ley de Fideicomisos de 1956. En igual sentido, el artículo 34 
de la Ley de Propiedad Horizontal establece que en caso de que 
el vendedor o deudor hipotecario sea una persona jurídica, las 
sanciones penales previstas recaerán sobre sus administradores 
responsables, a saber, aquellos a cuyo cargo estén las operacio­
nes de referencia.

d) Ventas de apartamentos por cuotas.— Desde otro punto 
de vista, las ventas de apartamentos por cuotas plantean pro­
blemas similares a los que en relación con los bienes muebles 
fueron resueltos por la Ley de Ventas con Reserva de Dominio 
de 1955, sustituida, recientemente, por otra, fecha 26 de diciem­
bre de 1958. En efecto, la situación preponderante que de ordina­
rio tienen los vendedores respecto de los compradores de aparta­
mentos crea el peligro de que mediante cláusulas contractuales 
prácticamente impuestas se sacrifiquen en forma desmesurada 
los intereses de los compradores. Para evitarlo se han dictado 
varias disposiciones que ya se encontraban en la ley de 1957.

Inspirado en el artículo 14 de la Ley de Ventas con Re­
serva de Dominio de 1955 y en el artículo 19, letra b), de la Ley 
de Inquilinato, la ley dispone que en las ventas de apartamentos 
por cuotas no podrá estipularse que la falta de pago de una o 
más cuotas cause la resolución del contrato o la pérdida del be­
neficio del término por las cuotas sucesivas, sino después de 
transcurridos cuarenta y cinco días de la fecha de vencimiento 
de la primera cuota insoluta. Ello no obsta para que el ven­
dedor, incluso antes de transcurrido ese lapso, ejerza otros de­
rechos o acciones derivadas de la falta de pago y, en particu­
lar, la acción de cumplimiento (artículo 35).

Siguiendo el antecedente del artículo 15 de la Ley de Ven­
tas con Reserva de Dominio de 1955, la ley prevé que resuelta 
una venta de apartamentos por cuotas, el vendedor tiene derecho 
a una justa compensación por el uso del apartamento, la cual
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consistirá en el equivalente al monto del interés legal sobre el 
precio fijado por las partes en el contrato resuelto, sin que ello 
impida reclamar los daños y perjuicios si hubiere lugar a ella.

Igualmente se dispone que si se ha convenido que las cuo­
tas pagadas queden a beneficio del vendedor a título de indem­
nización, el Juez, según las circunstancias, podrá reducir la 
indemnización convenida si el comprador ha pagado ya más 
de una cuarta parte del precio del apartamento (artículo 36).

Por último, para evitar que se eluda la ley, se ordena que 
las disposiciones anteriores se apliquen cualquiera que sea la 
denominación que las partes den al contrato, así como también 
a las promesas de venta y a los arrendamientos con opción de 
compra (artículo 37).

IV

C O N C L U S I O N E S

Las normas atinentes al régimen de la propiedad de apar­
tamentos, sustancialmente idénticas en las leyes de 1957 y  de 
1958, salvo en lo que concierne al Documento de condominio, 
han dado, al parecer, resultados satisfactorios, lo que, sin em­
bargo, apenas ha sido puesto de relieve, ante los casos espec­
taculares que hicieron evidente la necesidad de completar la 
ley de 1957 mediante disposiciones susceptibles de proteger a 
los adquirentes de apartamentos de inmuebles hipotecados, por 
lo general, gente no versada en la materia y de recursos mo­
destos. Las nuevas disposiciones no tocan a las relaciones jurí­
dicas preexistentes a la Ley de 1958 (artículos 1 y  3, del Có­
digo Civil), en particular, no alivian la situación de aquellos 
adquirentes que hayan ya pagado parte del precio y  estén en 
peligro de ser desalojados por el acreedor hipotecario, luego de 
la insolvencia del enajenante y deudor hipotecario. En estos 
supuestos, tal vez podrían encontrarse soluciones mediante la 
intervención del Banco Obrero.

En lo que concierne al futuro, la Ley cuyas disposiciones 
penales son en parte discutibles, de todos modos desde el as­
pecto de su redacción, y a la cual, ante la no obligatoriedad del 
Documento de Condominio en la ley de 1957, hubiera convenido
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agregar una disposición transitoria (ver artículo 34, del texto 
de 1957), se esfuerza en proteger a los adquirentes sin poner 
en peligro el financiamiento de las construcciones. Con el pri­
mer objeto, sin cuyo logro total no se hubiese podido superar 
el estancamiento de las ventas, que se había presentado en ra­
zón de lo anteriormente expuesto, la disposición del artículo 31 
de la Ley hace, en la práctica, necesario el otorgamiento del do­
cumento registrado de enajenación. Por efecto de los artículos 
32 y  33, resulta efectivamente asegurado que en los títulos re­
lativos a los derechos sobre un apartamento perteneciente a un 
inmueble dado en garantía hipotecaria, conste la existencia de 
dicho gravamen y que, en el documento de enajenación, se 
indique el monto de la hipoteca con que el apartamento queda 
gravado después de la división de la misma, y  la parte del pre­
cio que deba pagar el adquirente al enajenante.

Por otra parte, es cierto que el nuevo régimen, indudable­
mente, dificulta el otorgamiento de préstamos a corto plazo 
para esta clase de construcciones, dado que en el futuro la 
hipoteca no será una garantía adecuada para ellas. No obstante, 
aparte de la conveniencia de que las edificaciones no sean rea­
lizadas por empresas de tan pocos recursos que no puedan ofre­
cer garantías distintas, la continuación de la situación anterior, 
además de la carencia de demanda por falta de confianza, ha­
bría necesariamente originado una paraüzación total de este 
tipo de construcción por falta de demanda. Desde otro punto 
de vista, el principio de la división de la hipoteca puede, tal 
vez, obstaculizar en algunos casos hasta el otorgamiento de hi­
potecas a largo plazo, por obligar al acreedor hipotecario a tra­
tar, en un momento dado, con una pluralidad de deudores, en 
vez de uno solo. Hay que destacar, sin embargo, el precepto 
legal de que todos los pagos de los adquirentes se hagan nor­
malmente por intermedio de la administración del inmueble. 
Pero, sobre todo, la constitución de Bancos Hipotecarios Urba­
nos ejercerá una influencia favorable sobre la concesión de 
préstamos hipotecarios, incluso, para las construcciones en re­
ferencia.

Dentro de un orden de ideas distinto, por imposibilitar ma­
niobras en perjuicio del acreedor hipotecario, resultan oportu­
nas las disposiciones que establecen que si el inmueble estu­
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viese hipotecado, no podrá ser destinado para ser enajenado por 
apartamentos, sin el consentimiento del acreedor hipotecario 
(artículo 25), y si se diere en garantía hipotecaria un inmueble 
destinado para tal fin, tal destinación deberá indicarse en el 
documento constitutivo de la hipoteca (artículo 26) .

La Ley no establece el control estatal sobre los precios de 
los apartamentos, el cual se encuentra, por el contrario, vgr., en 
la Argentina.



Decreto número 365 —  15 de Septiembre de 1958

LA J U N T A  DE G O B I E R N O  

de la República de Venezuela,

en uso de las facultades que le acuerda su Acta Constitutiva, en 
Consejo de Ministros,

Considerando:
Que la Ley de Propiedad de Apartamientos ha sido objeto de 

serias críticas por parte de la opinión pública, en virtud de la falta 
de disposiciones adecuadas para la protección de los compradores de 
apartamentos;

Considerando:
Que la ausencia de tales disposiciones ha causado perjuicios de 

consideración a personas de modestos recursos económicos;
Considerando:

Que es necesario restablecer la confianza del público en este 
tipo de Inversiones, auspiciando así el desarrollo de la importante 
industria de la construcción de viviendas;

Considerando:
Que es deber del Gobierno provisorio dictar las normas legales 

pertinentes que vengan a corregir tal anormalidad,
Decreta:

la siguiente

LEY DE PROPIEDAD HORIZONTAL
TITULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales

Articulo I?—Los diversos apartamentos de un inmueble podrán 
pertenecer a distintos propietarios, de acuerdo con las disposiciones 
de la presente Ley, y, en cuanto no se opongan a éstas, las del Có­
digo Civil.
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A los efectos de esta Ley, sólo se considerarán apartamentos las 
construcciones independientes que tengan salida a la vía pública, 
directamente o a través de determinado espacio común, sea que ocu­
pe todo o parte de un piso o de más de uno.

TITULO PRIMERO 

De los apartamentos y de las cosas comunes
Artículo 29—Los apartamentos a que se refiere el artículo ante­

rior podrán enajenarse, gravarse y ser objeto de toda clase de actos 
jurídicos entre vivos o por causa de muerte.

Artículo 3?—El uso y disfrute de cada apartamento estará so­
metido a las siguientes reglas:

a) Usar y disfrutar del apartamento conforme al destino dado 
al inmueble. No podrán establecerse en él oficinas, comercio, indus­
tria, laboratorios, depósitos, estacionamientos, ni ninguna otra forma 
de explotación, si el inmueble estuviere destinado a vivienda, a me­
nos que se le hubiere dado otro destino a determinadas partes del 
mismo.

b) No producir ruidos, molestias, daños ni ejecutar actos que 
perturben la tranquilidad de los demás propietarios o afecten la sa­
lud pública.

c) No utilizar el apartamento para actos o fines contrarios a 
la moral o buenas costumbres.

d) Ejecutar a las únicas expensas del propietario las obras de 
modificación, reparación, limpieza, seguridad y mejoras que desee 
hacer en su apartamento, sin que puedan perturbar el uso y goce 
legítimo de los demás, ni cambiar la forma externa de las fachadas, 
ni decorar las paredes, puertas o ventanas exteriores con tonalida­
des o colores distintos de los del conjunto.

e) No construir nuevos pisos ni hacer sótanos o excavaciones 
ni realizar acto alguno que pudiere afectar la seguridad, conserva­
ción, salubridad o estética del inmueble, sin el consentimiento uná­
nime de los propietarios.

Art. 49—Las cosas necesarias para la existencia, seguridad, sa­
lubridad y conservación del inmueble o para permitir el uso y goce 
de todos y cada uno de los apartamentos serán comunes a éstos. 
También lo serán aquéllos que expresamente se indiquen como tales 
en el Documento de Condominio y, en particular, los apartamentos 
rentables, si los hubiere, que en dicho Documento se destinen al 
pago de los gastos comunes.
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Unico.—Se presumen cosas comunes a todos los apartamentos:
a) La totalidad del terreno en que se asiente el inmueble;
b) Los cimientos, paredes maestras, techos, galerías, vestíbulos, 

escaleras y vías de entrada, salida y comunicación;
c) Los sótanos, azoteas, patios y jardines;
d) Los locales destinados al alojamiento de porteros o encar­

gados del inmueble;
e) Los locales e instalaciones de servicios centrales, como elec­

tricidad, luz, gas, agua fría y caliente, refrigeración, cisternas, tan­
ques y bombas de agua y demás similares; y

f) Los ascensores, incineradores de residuos y, en general, todos 
los artefactos e instalaciones existentes para el beneficio común.

Art. 59—Las cosas necesarias para la existencia, seguridad, salu­
bridad y conservación de determinados apartamentos o para per­
mitir su uso y goce serán comunes a ellos solamente, y también lo 
serán aquellas que expresamente se indiquen como tales en el Do­
cumento de Condominio.

Art. 69—Los derechos de cada propietario en las cosas comunes 
son inherentes a la propiedad del respectivo apartamento e in­
separables de ella y se entenderán comprendidos en cualquiera de 
los actos a que se refiere el Art. 29.

Art. 79—A los efectos de determinar los derechos y obligaciones 
de los propietarios de las cosas comunes en los casos previstos en 
esta Ley, en el Documento de Condominio se fijará un porcentaje 
que represente el valor atribuido a cada apartamento en relación 
con el fijado a la totalidad del inmueble.

Art. 89—Cada propietario podrá servirse de las cosas comunes 
según su destino ordinario y sin perjuicio del uso legítimo de los 
demás. No podrá pedirse la división de las mismas sino en los casos 
en que lo autoricen la presente Ley o el Documento de Condominio.

Art. 99—Las mejoras de las cosas comunes no podrán efectuarse 
fiinn con el acuerdo del noventa por ciento de los propietarios.

Cuando las innovaciones ordenadas por los propietarios fueren, 
a juicio de cualquiera de la minoría, de costo excesivo o contrarias 
al Documento de Condominio o a la Ley, o perjudiciales para la 
seguridad, solidez, salubridad, destino o aspecto arquitectónico exte­
rior o interior del edificio, pueden ser objeto de reclamación for­
mulada ante la autoridad judicial y resuelta por el procedimiento 
correspondiente al interdicto de obra nueva; pero la resolución del
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noventa por ciento de los propietarios no será por eso suspendida, 
sin una orden expresa de dicha autoridad.

Art. 10.—Son gastos comunes a todos los propietarios o a parte
de ellos, según el caso:

a) Los causados por la administración, conservación, repara­
ción y reposición de las cosas comunes;

b) Los que se hubieren acordado como tales por los propieta­
rios correspondientes; y

c) Los declarados comunes por la Ley o por el Documento de 
Condominio.

Art. 11.—Los propietarios de apartamentos deberán contribuir
a los gastos comunes, a todos o a parte de ellos, según los casos, en
proporción a los porcentajes que conforme al Art. 7"? les hayan sido 
atribuidos.

Los propietarios pueden liberarse de tales obligaciones me­
diante el abandono de su apartamento en favor de los propietarios 
restantes. En tal caso el apartamento abandonado se hace común 
a éstos, en proporción a los porcentajes que les corresponden sobre 
los bienes comunes a todos los apartamentos.

Art. 12.—La obligación del propietario de un apartamento por 
gastos comunes sigue siempre a la propiedad del apartamento, aún 
respecto de gastos causados antes de haberlo adquirido. Queda a 
salvo el derecho que pueda corresponder al adquirente contra el 
enajenante, en razón del pago que aquél hubiere realizado por tal 
concepto.

Lo dispuesto en el encabezamiento de este artículo no impide 
exigir su contribución en los gastos comunes al propietario que 
después de constituido en mora enajene el apartamento.

Art. 13.—Las contribuciones para cubrir los gastos podrán ser 
exigidas por el Administrador del Inmueble o por el propietario 
que hubiere pagado sumas que corresponda aportar a otro propie­
tario. Para el efecto de estos cobros, harán fe contra el propietario 
demandado, salvo prueba en contrario, las actas de asambleas ins­
critas en el Libro de Acuerdos de los propietarios y los acuerdos 
inscritos por el administrador en dicho libro, cuando están justi­
ficados por los comprobantes que exige esta Ley.

Las liquidaciones o planillas pasadas por el Administrador del 
inmueble a los propietarios respecto a las cuotas correspondientes 
por gastos comunes, tendrán fuerza ejecutiva.

Art. 14.—Los créditos a que se refiere el artículo anterior gozarán 
de privilegio sobre todos los bienes muebles del deudor, el cual se
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preferirá al privilegio especial Indicado en el ordinal 4? del Art. 1.871 
del Código Civil; pero se pospondrá a los demás privilegios gene­
rales y especiales establecidos en el mismo Código.

Se aplicará a estos créditos lo dispuesto en el artículo 1.870 del 
Código Civil.

Art. 15.—En caso de destrucción total del edificio o de una 
porción del mismo que represente, por lo menos, las tres cuartas 
partes de su valor, cualquiera de los propietarios podrá pedir la 
división de las cosas comunes en que tenga participación. Igual 
derecho corresponderá a cualquier propietario si el edificio amenaza 
ruina en las proporciones dichas.

Sin embargo, cuando hubiere un número de propietarios, cuyos 
porcentajes excedan de las tres cuartas partes del valor del inmueble 
total, éstos tendrán derecho a adquirir, a justa regulación de exper­
tos, la parte o partes de los propietarios minoritarios que reiterasen 
su voluntad de realizar la división del mismo inmueble.

Art. 18.—Si la destrucción o amenaza de ruina del edificio no 
alcanzare las proporciones indicadas en el artículo anterior, los 
propietarios decidirán acerca de la reconstrucción de las cosas co­
munes. Si ésta fuere acordada, los gastos correspondientes serán 
considerados como gastos comunes.

TITULO SEGUNDO 
DE¡ LA ADMINISTRACION

Artículo 17.—Salvo disposición en contrario del Documento de 
Condominio, los inmuebles de que trata esta Ley serán adminis­
trados por la persona natural o jurídica que designe la mayoría de 
los propietarios de los apartamentos por el periodo de un año, sin 
perjuicio de revocarla en cualquier momento o de reelegirla por 
períodos iguales. A falta de designación oportuna de administrador, 
éste será designado por el Juez de Departamento o Distrito, a 
solicitud de uno cualquiera de los propietarios. El nombramiento del 
Juez deberá recaer preferentemente en uno de los propietarios.

En todo caso, la responsabilidad del administrador se rige por 
las normas del mandato.

El administrador deberá prestar garantía suficiente, a juicio de 
los propietarios de los apartamentos, y asimismo, si tuvieren algún 
interés en tal garantía, del enajenante de los apartamentos y del 
acreedor hipotecario a que se refiere el artículo 33.

Art. 18.—Corresponde al administrador:
a) Cuidar y vigilar las cosas comunes;
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b) Realizar o hacer realizar los actos urgentes de administra­
ción y conservación, así como las reparaciones menores de las cosas 
comunes;

c) Cumplir y velar por el cumplimiento de las disposiciones del 
Documento de Condominio y de los acuerdos de los propietarios y, 
en especial, lo previsto en el artículo 33, cuando éste sea el caso;

d) Recaudar de los propietarios lo que a cada uno corresponda 
en los gastos y expensas comunes, y si hubiere apartamentos co­
munes rentables, recibir los cánones de arrendamiento y aplicarlos 
a los gastos comunes y aún repartir dividendo si el monto de aqué­
llos excediere del de éstos;

e) Ejercer en juicio la representación de los propietarios en los 
asuntos concernientes a la administración de las cosas comunes, o 
en cualquier otro, previo acuerdo de los propietarios;

f) Llevar la contabilidad de los ingresos y gastos que afecten 
al inmueble y a su administración, en forma ordenada y con la espe­
cificación necesaria, así como conservar los comprobantes respectivos, 
los cuales deberán ponerse a disposición de los propietarios para su 
examen durante días y horas fjadas con conocimiento de ellos;

g) Llevar el Libro de Acuerdos de los Propietarios; y
h) Presentar dentro del mes siguiente a la fecha de la ter­

minación de su período un informe de su actuación, el cual será 
sometido a los propietarios para su aprobación o improbación. En 
este último caso, los propietarios decidirán sobre el ejercicio de la 
acción de responsabilidad que pudiere corresponderles.

Art. 19.—Si no hay administrador o si éste no actúa, cualquiera 
de los propietarios podrá ejecutar por sí solo los actos de conser­
vación y administración que sean de urgente necesidad y tendrá 
derecho de repetir de los demás el pago proporcional de los gastos 
hechos, mediante las justificaciones pertinentes.

Art. 20.—Lo concerniente a la administración y conservación 
de las cosas comunes a todos los apartamentos o a algunos de ellos, 
será resuelto por la totalidad de los propietarios o por los de aquéllos 
a los cuales estén afectadas dichas cosas, según sea el caso.

A falta de disposiciones en el Documento de Condominio, se 
aplicará lo dispuesto en los dos artículos siguientes.

Artículo 21.—Las consultas a los propietarios sobre los asuntos 
que deben someterse a su decisión conforme al artículo anterior, asi 
como las respuestas de los propietarios respectivos, se harán por co­
rrespondencia o cualquier otro medio que asegure su autenticidad. 
Los acuerdos, salvo disposición contraria de la Ley, se tomarán por
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mayoría de los propietarios interesados que representen, por lo me­
nos, dos tercios del valor atribuido, para el efecto del artículo T?, a 
la totalidad del inmueble o de los apartamentos correspondientes.

SI dentro de los ocho días siguientes a la consulta del último 
propietario interesado, el administrador no hubiere recibido un nú­
mero de respuestas que permita dar por aprobada o negada la pro­
posición consultada, se procederá a una nueva consulta. En tal caso, 
para la aprobación de la proposición consultada se requiere, siempre 
que la Ley no exija unanimidad, el voto favorable de los que repre­
senten más de la mitad del valor atribuido a los apartamentos cuyos 
propietarios hubieren hecho llegar su voto al administrador dentro 
de los ocho dias siguientes a la segunda consulta hecha al último 
interesado.

El administrador comunicará a todos los propietarios el resul­
tado de la votación, asentará los correspondientes acuerdos en un 
libro empastado, foliado y sellado por el Juez del Distrito o Depar­
tamento a quien corresponda, que se denominará Libro de Acuerdos 
de los Propietarios, y conservará los comprobantes de las consultas 
dirigidas y de las respuestas recibidas.

Artículo 22.—No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el 
administrador puede, si lo estima conveniente, convocar una asam­
blea de los propietarios interesados para deliberar sobre los asuntos 
a que se refiere el artículo 20 , y debe hacerlo cuando se lo exijan 
los propietarios que representen, por lo menos, un tercio del valor 
básico del inmueble o de los apartamentos correspondientes. Los pro­
pietarios interesados pueden ocurrir al Juez de Distrito o Departa­
mento de la respectiva jurisdicción para que convoque la Asamblea 
cuando el administrador por cualquier causa deje de convocarla.

Las Asambleas se celebrarán con preferencia en el inmueble y 
serán presididas por el propietario que tenga el mayor porcentaje a 
que se refiere el artículo T>. Cuando esta circunstancia concurriere 
en más de un propietario, se procederá por sorteo.

La asamblea de los propietarios no puede deliberar sin la pre­
sencia de todos los interesados, a menos que conste en forma feha­
ciente que todos han sido invitados a la reunión con tres días de 
anticipación, por lo menos.

También se tendrá por válidamente constituida la Asamblea, 
cuando haya sido convocada por un periódico que circule en la lo­
calidad, con la anticipación predicha, y un ejemplar de la convo­
catoria haya sido fijado en la entrada o entradas del edifico.

Si a la asamblea no concurriere un número de propietarios su­
ficiente como para tomar el acuerdo correspondiente, se procederá 
a realizar una sola consulta por los medios indicados en el artículo
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anterior y la decisión se tomará por la mayoría establecida en el 
primer aparte del mismo.

De toda asamblea se levantará acta que se estampará en el Li­
bro de Acuerdos de los Propietarios, suscrita por todos los concu­
rrentes.

Artículo 23.—Los acuerdos de los propietarios tomados con arre­
glo a los artículos precedentes serán obligatorios para todos los pro­
pietarios.

Cualquier propietario podrá impugnar ante el Juez los acuerdos 
de la mayoría por violación de la Ley o del Documento de Condo­
minio, o por abuso de derecho. El recurso deberá intentarse dentro 
de los treinta días siguientes a la fecha de la asamblea correspon­
diente o de la comunicación hecha por el administrador, si el Acuer­
do hubiere sido tomado fuera de asamblea. Si el recurrente no hu­
biere sido convocado a la Asamblea o si no se le hubiere participado 
el acuerdo tomado fuera de ella, los treinta días indicados se conta­
rán a partir de la fecha en que hubiere tenido conocimiento del 
acuerdo.

El recurso del propietario no suspende la ejecución del acuerdo 
impugnado; pero el Juez discrecionalmente y con las precauciones 
necesarias, puede decretar dicha suspensión provisionalmente a so­
licitud de parte interesada.

TITULO TERCERO 

Del documento de condominio

Artículo 24.—Antes de proceder a la enajenación de cualquiera 
de los apartamentos de un edificio, el propietario o los propietarios 
del inmueble declararán por documento protocolizado en la corres­
pondiente Oficina Subalterna de Registro, su voluntad de destinarlo 
para ser enajenado por apartamentos. Este documento contendrá 
además: la descripción del terreno y del edificio, con indicación de 
los títulos inmediatos de adquisición; los pisos, apartamentos y de­
pendencias de que consta; la descripción de las cosas comunes ge­
neral del edificio y de las cosas comunes limitadas a cierto número 
de apartamentos, con expresión de cuáles son esos apartamentos; la 
indicación precisa del destino dado al edificio; el valor que se da 
al edifico y el que se atribuye a cada apartamento, fijándose de 
acuerdo con estos valores básicos el porcentaje que tengan los pro­
pietarios sobre las cosas comunes y sus derechos y obligaciones en 
la conservación y administración del edificio; los gravámenes que 
pesen sobre el inmueble; y cualesquiera otras circunstancias que inte­
rese hacer constar.
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Al protocolizar dicho documento, el Registrador estampará las 
notas marginales a que se refiere el artículo 1926 del Código Civil.

Se acompañará al documento a que se refiere este artículo, a 
fin de que sean agregados al cuaderno de comprobantes, los planos 
explicativos del inmueble, sus dependencias e instalaciones y, en su 
caso, los de sus modificaciones esenciales.

Artículo 25.—Si el inmueble estuviere hipotecado, no se protoco­
lizará el Documento de Condominio, a menos que conste en forma 
auténtica el consentimiento del acreedor hipotecario.

El deudor hipotecario que contravenga lo dispuesto en este 
artículo será castigado con prisión de cinco a veinte meses, a ins­
tancia del acreedor hipotecario.

Si el Registrador protocolizare dicho Documento de Condominio 
sin que se haya dado cumplimiento a lo previsto en la primera parte 
de este artículo, se le impondrá multa de diez a mil bolívares con 
arreglo a lo previsto en la Ley de Registro Público. En caso de rein­
cidencia el Registrador será sancionado con pena de destitución del 
cargo.

Artículo 26.—En el documento constitutivo de la hipoteca sobre 
un inmueble destinado a ser enajenado por apartamentos, debe indi­
carse tal destinación y hacer mención expresa de los datos de regis­
tro del Documento de Condominio.

Si el Registrador protocolizare dicho documento constitutivo de 
hipoteca sin que se haya dado cumplimiento a lo arriba previsto, 
será sancionado en la forma señalada en el artículo anterior.

El deudor hipotecario que contravenga lo dispuesto en este 
artículo será castigado con la misma pena y en la forma prevista 
en el artículo 25.

Artículo 27.—Los propietarios de los apartamentos podrán mo­
dificar por unanimidad el Documento de Condominio con las mis­
mas formalidades que esta Ley exige para su elaboración, quedando 
a salvo los derechos adquiridos por terceros con anterioridad a la 
modificación.

Artículo 28.—Las disposiciones del Documento de Condominio y 
sus modificaciones producirán efectos incluso frente a los causaha- 
bientes de los otorgantes, por cualquier título.

TITULO CUARTO 
Be la enajenación de apartamentos

Artículo 29.—No podrá registrarse ningún titulo de propiedad o 
de cualquier otro derecho sobre un apartamento si no se han cum­
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plido las formalidades relativas a los planos explicativos del inmue­
ble y al Documento de Condominio establecidas en el artículo 24. 
Al Registrador que no cumpliese lo dispuesto en este artículo se le 
impondrá multa con arreglo a lo previsto en el artículo 25.

Artículo 30.—Los títulos a que se refiere el artículo anterior de­
berán contener:

a) Las menciones correspondientes al registro del respectivo 
Documento de Condominio;

b) La designación del apartamento, con expresión del área co­
rrespondiente, situación, número o letra que lo distinga y demás cir­
cunstancias que sirvan para hacerlo conocer distintamente; y

c) El porcentaje que represente el valor atribuido al aparta­
mento en relación con el fijado a la totalidad del inmueble.

Artículo 31.—El contrato por el cual se enajena a título oneroso 
un apartamento es anulable a solicitud del adquirente cuando se 
establezca para éste la obligación de pagar todo o parte del precio 
antes de que se otorgue el correspondiente documento registrado de 
enajenación. La misma sanción civil acarreará la estipulación de 
que el adquirente se obligue por letra de cambio u otro documento 
negociable antes de la protocolización del correspondiente título.

Si el enajenante recibe todo o parte del precio antes del otor­
gamiento respectivo, será castigado con prisión de cinco a veinte 
meses, a instancia del adquirente. La misma sanción se aplicará al 
enajenante en el caso de recepción del pago de letra de cambio u 
otro documento negociable por el cual se haya obligado al adqui­
rente frente al enajenante o a un tercero en razón de la enajena­
ción siempre que dicho pago ocurra antes del respectivo otorga­
miento.

Artículo 32.—No podrá registrarse, so pena de anulabilidad, a 
solicitud del adquirente, ningún título de propiedad o de cualquier 
otro derecho sobre un apartamento perteneciente a un inmueble 
dado en garantía hipotecaria, si no se hiciere constar en el mismo 
documento la existencia de dicho gravamen. El Registrador adver­
tirá además al adquirente la existencia del gravamen y de todos sus 
particulares dejando constancia de ello en la correspondiente nota 
de registro. Si el Registrador omitiere esta formalidad, se le impon­
drá multa con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25.

Artículo 33.—La enajenación de apartamentos que formen parte 
de un inmueble hipotecado produce de pleno derecho la división de 
la hipoteca, tanto en lo que respecta a su objeto como en lo que 
se refiere a la persona del deudor, en proporción al valor atribuido 
a cada apartamento de acuerdo con el articulo 7*?.
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A tal efecto, en el documento de enajenación se indicará el 
monto de la hipoteca con que queda gravado el apartamento y la 
parte del precio que deba pagar el adquirente al enajenante, des­
pués de deducido de dicho precio lo que le corresponda a su parte 
proporcional en el monto de la hipoteca. Sólo respecto de la parte 
del precio que ha de pagarse al enajenante podrán emitirse letras 
de cambio u otros documentos negociables. Tanto los pagos que deba 
hacer el adquirente al enajenante, como los que deba hacer al acree­
dor hipotecario se harán por intermedio de la administración del 
inmueble, salvo pacto en contrario.

Artículo 34.—En caso de que el vendedor o deudor hipotecario 
sea una persona jurídica, las sanciones penales previstas en los 
artículos 25, 26 y 31 recaerán sobre sus administradores responsables.

Artículo 35.—En los contratos de venta de apartamentos cuyo 
precio haya de pagarse mediante cuotas, no podrá estipularse que 
la falta de pago de una o más cuotas dé lugar a la resolución del 
contrato o a la pérdida del beneficio del término que tenga el com­
prador respecto a las cuotas sucesivas sino después de transcurridos 
cuarenta y cinco (45) días, que se contarán a partir de la fecha de 
vencimiento de la primera cuota insoluta.

Artículo 36.—Resuelto el contrato de venta de apartamentos a 
plazo por cualquier causa que sea, el vendedor tiene derecho a una 
justa compensación por el uso del apartamento equivalente al monto 
del interés legal sobre el precio fijado por las partes en el contrato 
resuelto, además de los daños y perjuicios si hubiere lugar a ello.

Si se ha convenido que las cuotas pagadas queden a beneficio 
del vendedor a título de indemnización, el Juez según las circunstan­
cias, podrá reducir la indemnización convenida si el comprador ha 
pagado ya más de una cuarta parte del precio total del aparta­
mento.

Artículo 37.' -Las disposiciones anteriores se aplicarán sin per­
juicio de la denominación que las partes den al contrato, así como 
también a las promesas de venta y a los arrendamientos con opción 
de compra.

Artículo 38.—Se deroga la Ley de Propiedad de Apartamientos 
con fecha 10 de junio de 1957 y cualesquiera otras disposiciones que 
se opongan al cumplimiento de la presente Ley.

Palacio de Miraflores, en Caracas, a quince de setiembre de mil
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novecientos cincuenta y ocho.—Años 149? de la Independencia y 100"? 
de la Federación.

La Junta de G obierno, (L . S .) C ontralm irante W olfgang L arrazábal, P re­
sidente; Edgard San  a b r ía ; Carlos Lu is  A raque, C oronel; P edro J osé Quevedo, 
C oronel; A rturo Sosa, h ijo . Refrendado, el M inistro de Relaciones Interiores, 
(L . S .) N uma  Quevedo; refrendado el M inistro de Relaciones E xteriores, (L . S .) 
René de So l a ; refrendado, el M inistro de Hacienda, (L . S .) J osé A ntonio  
M ayobre ;  refrendado, el M inistro de la D efensa, (L . S .) J osué López H enríquez; 
refrendado, el M inistro de Fom ento, (L . S .) Juan  Ernesto Branger ; refrendado 
el M inistro de Obras Públicas, (L . S .) A ndrés Sucre E .; refrendado, el M inistro 
de Educación, (L . S .) Rafael P iz a n i ; refrendado, el M inistro de Sanidad y  
Asistencia Social, (L . S .) E spíritu  Santos Mendoza ; refrendado, el M inistro de 
A gricultura y  Cría, (L . S .) H éctor Hernández Carabaño ; refrendado, el M i­
nistro del T rabajo , (L . S .) R aúl  V ale ra ; refrendado, el M inistro de Comuni­
caciones, Oscar M achado  Z uloaga ; refrendado, el M inistro de Justicia, (L . S .) 
A ndrés A guilar M a w d sley ; refrendado, el M inistro de M inas e H idrocarburos, 
(L . S .) Carlos Pérez de la  Cova .

(Tomado de la Gaceta Oficial N<? 25.760 de 15 de septiembre de 1958.)





FRANCIA

CONSTITUCION DE LA Y REPUBLICA FRANCESA

(Aprobada por referendum el 
28 de septiembre de 1958.)

P R E A M B U L O

El pueblo francés proclama solemnemente su adhesión a los 
Derechos del hombre y a los principios de la soberanía nacional 
tal como fueron definidos por la Declaración de 1789, confirmada 
y completada por el Preámbulo de la Constitución de 1946.

En virtud de estos principios y del de la libre determinación 
de los pueblos, la República ofrece a los Territorios de Ultramar, 
que manifiesten la voluntad de adherirse a ella, nuevas instituciones 
fundadas en el ideal común de libertad, igualdad y fraternidad y 
concebidas con miras a su evolución democrática.

Artículo 1.—La República y los pueblos de los Territorios de 
Ultramar que, por un acto de libre determinación, adopten la pre­
sente Constitución instituyen una Comunidad.

La Comunidad está fundamentada sobre la igualdad y la soli­
daridad de los pueblos que la componen.

TITULO I 
De la soberanía

Artículo 2.—Francia es una República indivisible, laica, demo­
crática y social. Asegura la igualdad ante la ley de todos los ciuda­
danos sin distinción de origen, raza o religión. Respeta todas las 
creencias.
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El emblema nacional es la bandera tricolor, azul, blanca, roja.
El himno nacional es la Marsellesa.
La divisa de la República es “Libertad, Igualdad, Fraternidad.”
Su principio es: gobierno del pueblo, por el pueblo y para el 

pueblo.
Artículo 3.—La soberanía nacional pertenece al pueblo que la 

ejerce a través de sus representantes y por vía de referendum.
Ningún sector del pueblo ni ningún individuo pueden atribuirse 

su ejercicio.
El sufragio puede ser directo o indirecto según los casos pre­

vistos por la Constitución. Es siempre universal, igual y secreto.
Son electores, en las condiciones determinadas por la ley, todos 

los ciudadanos franceses mayores de edad de ambos sexos, que 
disfrutan de sus derechos civiles y políticos.

Artículo 4 Los partidos y las agrupaciones políticas compiten
por la expresión del sufragio. Se forman y ejercen libremente sus 
actividades. Deben respetar los principios de la soberanía nacional 
y de la democracia.

TITULO II 

El Presidente de la República

Artículo 5.—El Presidente de la República vela por el respeto 
de la Constitución. Asegura, con su arbitraje, el funcionamiento 
regular de los poderes públicos así como la continuidad del Estado.

Garantiza la independencia nacional, la integridad del terri­
torio, el respeto a los acuerdos de la Comunidad y a los tratados.

Artículo 6. -El Presidente de la República es elegido por siete 
años por un colegio electoral que comprende los miembros del 
Parlamento, los de los consejos generales y de las asambleas de 
los Territorios de Ultramar, así como los representantes elegidos 
de los consejos municipales.

Estos representantes son:
—el alcalde de los municipios con una población menor de 

1.000 habitantes;
—el alcalde y el primer adjunto de las comunas con una pobla­

ción de 1.000 a 2.000 habitantes;
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—el alcalde, el primer adjunto y un consejero municipal, desig­
nado según el orden en que aparecen en la lista de concejales, para 
los municipios con una población de 2.001 a 2.500 habitantes;

—el alcalde y los dos primeros adjuntos, para las comunas con 
una población de 2.501 a 3.000 habitantes;

—el alcalde, los dos primeros adjuntos y tres consejeros muni­
cipales, designados según el orden en que aparecen en la lista de 
concejales, para las comunas con una población de 3.001 a 6.000 
habitantes;

—el alcalde, los dos adjuntos y seis consejeros municipales, de­
signados según el orden en que aparecen en la lista de concejales, 
para las comunas con una población de 6.001 a 9.000 habitantes;

—todos los consejeros municipales para municipios con una 
población de más de 9.000 habitantes;

—además, para los municipios con más de 30.000 habitantes, 
los delegados designados por el consejo municipal a razón de un 
delegado por cada 1.000 habitantes sobre 30.000.

En los Territorios de Ultramar de la República forman también 
parte del colegio electoral los miembros elegidos de los consejos de 
las colectividades administrativas, bajo las condiciones determinadas 
por una ley orgánica.

La participación de los Estados miembros de la Comunidad en 
el colegio electoral del Presidente de la República es establecida 
por un acuerdo entre la República y los Estados miembros de la 
Comunidad.

Las modalidades de la aplicación del presente artículo serán 
establecidas por una ley orgánica.

Artículo 7.—El Presidente de la República es elegido por mayoría 
absoluta en la primera votación. Si no es obtenida, el Presidente 
de la República es elegido en una segunda votación por una ma­
yoría relativa.

El escrutinio es realizado mediante convocatoria del Gobierno.
La elección del nuevo Presidente se celebra veinte días por lo 

menos y cincuenta días a lo sumo antes de la expiración de los 
ooderes del Presidente en ejercicio.

En caso de vacación de la Presidencia de la República por cual­
quier causa que sea, o por impedimento comprobado por el Con­
sejo Constitucional a iniciativa del Gobierno y decidido por la mayoría 
absoluta de sus miembros, las funciones del Presidente de la Repú­
blica, con excepción de aquellas previstas en los artículos 11 y 12 que
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siguen, son provisionalmente ejercidas por el Presidente del Senado. 
En caso de vacación, o cuando el impedimento ha sido declarado defi­
nitivamente por el Consejo Constitucional, el escrutinio para la elec­
ción de un nuevo Presidente debe realizarse, excepto en casos de 
absoluta necesidad determinada por el Consejo, veinte días por lo 
menos y cincuenta días a lo sumo, después de la declaración de 
vacación o de la declaración del carácter definitivo del impedimento.

Artículo 8.—El Presidente de la República nombra al Primer 
Ministro. Pone fin a sus funciones mediante la presentación, por 
éste, de la dimisión del gobierno.

A propuesta del Primer Ministro, nombra a los demás miembros 
del Gobierno y pone fin a sus funciones.

Artículo 9.—El Presidente de la República preside el Consejo de 
Ministros.

Artículo 10 El Presidente de la República promulga las leyes
en los quince días que siguen a la transmisión al Gobierno de la 
ley definitivamente adoptada.

Puede, antes de la expiración de este plazo, solicitar del Par­
lamento una nueva deliberación de la ley o de algunos de sus ar­
tículos. Esta nueva deliberación no puede ser negada.

Artículo 11.—El Presidente de la República, a propuesta del 
Gobierno durante la duración de las sesiones o a propuesta conjunta 
de las dos Asambleas, publicadas en el Journal Officiel, puede so­
meter a referendum cualquier proyecto de ley referente a la orga­
nización de los poderes públicos, que conlleve la aprobación de un 
acuerdo de la Comunidad o tendiente a autorizar _ ratificación 
de un tratado que, sin ser contrario a la Constitución, pudiera 
afectar al funcionamiento de las instituciones.

Cuando el referendum se ha pronunciado por la adopción del 
proyecto, el Presidente de la República lo promulga dentro del plazo 
señalado por el artículo precedente.

Artículo 12.—El Presidente de la República puede, previa con­
sulta al Primer Ministro y a los Presidentes de las Asambleas, pro­
nunciar la disolución de la Asamblea Nacional.

Las elecciones generales se celebran veinte días por lo menos 
y cuarenta días a lo más después de la disolución.

La Asamblea Nacional se reúne de pleno derecho el segundo 
jueves que sigue a su elección. Si esta reunión tiene lugar fuera 
de los períodos ordinarios previstos para las sesiones ordinarias, se 
abre una sesión de derecho por una duración de quince días.
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No puede precederse a una nueva disolución durante el año 
que sigue a estas elecciones.

Artículo 13.—El Presidente de la República firma las disposi­
ciones y los decretos deliberados en Consejo de Ministros.

Nombra los empleos civiles y militares del Estado.
Los consejeros de Estado, el Gran Canciller de la Legión de 

Honor, los embajadores y enviados extraordinarios, los consejeros 
del Tribunal de Cuentas, los prefectos, los representantes del Go­
bierno ante los Territorios de Ultramar, los oficiales generales, los 
rectores de academias, los directores de las administraciones cen­
trales, son nombrados en el Consejo de Ministros.

Una ley orgánica determinará los otros cargos cuyos nombra­
mientos pueden ser decididos en Consejo de Ministros así como las 
condiciones bajo las cuales el Presidente de la República puede de­
legar su poder de nombramiento para ser ejercido en su nombre.

Artículo 14.—El Presidente de la República acredita a los emba­
jadores y enviados extraordinarios ante las potencias extranjeras; 
los embajadores y enviados extraordinarios extranjeros son acredi­
tados ante él.

Artículo 15.—El Presidente de la República es el jefe de los ejér­
citos. Preside los consejos y comisiones superiores de la Defensa 
Nacional.

Artículo 16.—Cuando las instituciones de la República, la inde­
pendencia de la nación, la integridad de su territorio o el cumpli­
miento de sus compromisos internacionales están amenazados de 
una manera grave e inmediata y el funcionamiento regular de los 
poderes públicos constitucionales está interrumpido, el Presidente de 
la República toma las medidas exigidas por las circunstancias, des­
pués de consulta oficial con el Primer Ministro, los Presidentes de 
las Asambleas y el del Consejo Constitucional.

Informa a la nación por medio de un mensaje.
Estas medidas deben estar inspiradas por la voluntad de asegu­

rar a los poderes públicos constitucionales, en el menor plazo, los 
medios de realizar su misión. El Consejo Constitucional es consultado 
a este respecto.

El Parlamento se reúne de pleno derecho.

La Asamblea Nacional no puede ser disuelta durante el ejercicio 
de poderes excepcionales.

Artículo 17.—El Presidente de la República tiene el derecho de 
gracia.



172 LEGISLACIÓN EXTRANJERA

Artículo 18.—El Presidente de la República se comunica con las 
dos Asambleas del Parlamento por medio de mensajes que hará leer 
y que no dan lugar a ningún debate.

Fuera de la sesión, el Parlamento se reúne especialmente a este 
efecto.

Articulo 19.—Los actos del Presidente de la República son refren­
dados por el Primer Ministro y, en caso necesario, por los ministros 
interesados, con excepción de los previstos en los artículos 8 (párra­
fo 1), 11, 12, 16, 18, 54, 56 y 61.

TITULO III 

El Gobierno

Artículo 20.—El Gobierno determina y dirige la política de la 
nación.

Dispone de la administración y de la fuerza armada.
Es responsable ante el Parlamento en las condiciones y según 

los procedimientos previstos en los artículos 49 y 50.
Artículo 21.—El Primer Ministro dirige la acción del Gobierno. 

Es responsable de la defensa nacional. Asegura la ejecución de las 
leyes. De acuerdo con las disposiciones del artículo 13, ejerce poderes 
reglamentarios y efectúa los nombramientos para los cargos civiles 
y militares.

Puede delegar algunos de sus poderes en los ministros.
Reemplaza, en caso de necesidad, al Presidente de la República 

como Presidente del Consejo, de acuerdo con el artículo 15.
Puede, a título excepcional, reemplazarlo en la presidencia de 

un Consejo de Ministros por mandato especial y para determinado 
orden del día.

Artículo 22.—Las disposiciones del Primer Ministro son refren­
dadas en caso necesario, por los ministros encargados de su eje­
cución.

Artículo 23.—Las actividades de miembro del Gobierno son in­
compatibles con el ejercicio de cualquier mandato parlamentario, 
con cualquiera representación de carácter nacional y con cualquier 
puesto público o cualquier actividad profesional.

Una ley orgánica determinará las condiciones en las cuales se 
puede reemplazar a los titulares de tales mandatos, funciones o 
empleos.
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El reemplazo de los miembros del Parlamento se realiza de 
acuerdo con las disposiciones del artículo 25.

TITULO IV 

El Parlamento

Artículo 24.—El Parlamento comprende la Asamblea Nacional y 
el Senado.

Los diputados de la Asamblea Nacional son elegidos por su­
fragio directo.

El Senado es elegido por sufragio indirecto. Asegura la repre­
sentación de las colectividades territoriales de la República. Los 
franceses residentes fuera de Francia están representados en el 
Senado.

Artículo 25.—Una ley orgánica fijará la duración de los poderes 
de cada asamblea, el número de sus miembros, su remuneración, 
las condiciones de elegibilidad y los regímenes de inelegibilidades e 
incompatibilidades.

También fija el modo de elección de las personas llamadas a 
llenar las vacantes de diputados y senadores hasta la renovación 
parcial o total de la asamblea a que pertenecían.

Artículo 26.—Ningún miembro del Parlamento puede ser perse­
guido, investigado, arrestado, detenido o juzgado por opiniones o 
votos emitidos en el ejercicio de sus funciones.

Ningún miembro del Parlamento, durante los períodos de se­
siones, puede ser encausado o detenido por acusaciones de carácter 
criminal o correccional más que con autorización de la Asamblea a 
la que pertenece, salvo en caso de flagrante delito.

Cuando el Parlamento está en receso, ningún miembro puede 
ser detenido sino con autorización de la Mesa de la Asamblea a que 
pertenece, salvo en caso de flagrante delito, encausamiento o con­
dena definitiva.

La detención o acusación de un miembro del Parlamento se 
suspende si así lo pide la Asamblea a la que pertenece.

Artículo 27.—Todo mandato imperativo es nulo.
El derecho de voto de los miembros del Parlamento es personal.
La ley orgánica puede autorizar excepcionalmente la delegación 

de voto. En tal caso, nadie puede recibir delegación de más de un 
mandato.
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Artículo 28.—El Parlamento se reúne de pleno derecho en dos 
períodos de sesiones ordinarias al año.

El primer período comienza el primer martes de octubre y con­
cluye el tercer viernes de diciembre.

El segundo período se abre el último martes de abril; su dura­
ción no puede exceder de tres meses.

Artículo 29.—El Parlamento se reúne en sesión extraordinaria a 
petición del Primer Ministro o de la mayoría de los miembros que 
componen la Asamblea Nacional, para tratar un orden del día de­
terminado.

Cuando la sesión extraordinaria se celebra a petición de los 
miembros de la Asamblea Nacional, el decreto de clausura entra en 
efecto una vez que se ha agotado el orden del día para el que fué 
convocado el Parlamento y a más tardar al cabo de doce días a 
partir de su reunión.

Sólo el Primer Ministro puede pedir una nueva reunión antes 
que finalice el mes que sigue al decreto de clausura.

Artículo 30.—Con excepción de los casos en los cuales el Parla­
mento se reúne de pleno derecho, las sesiones extraordinarias son 
abiertas y clausuradas por decreto del Presidente de la República.

Artículo 31.—Los miembros del Gobierno tienen acceso a las dos 
asambleas. Son escuchados cuando lo solicitan.

Pueden ser asistidos por comisarios del Gobierno.
Artículo 32.—El Presidente de la Asamblea Nacional es elegido 

por la duración de la legislatura. El Presidente del Senado es elegido 
después de cada renovación parcial.

Artículo 33.—Las sesiones de las dos asambleas son públicas. El 
acta íntegra de los debates se publica en el Journal Officiel.

Cada asamblea puede reunirse en comité secreto a petición del 
Primer Ministro o de una décima parte de sus miembros.

TITULO V

De las relaciones entre el Parlamento y el Gobierno

Artículo 34.—La ley es votada por el Parlamento.
La ley fija las reglas concernientes:
—a los derechos civiles y a las garantías fundamentales conce­

didas a los ciudadanos para el ejercicio de las libertades públicas;



CONSTITUCIÓN DE LA V REPÚBLICA FRANCESA 175

a las obligaciones impuestas por la Defensa Nacional en sus per­
sonas y en sus bienes;

—a la nacionalidad, estado y capacidad de las personas, a los 
regímenes matrimoniales, a las sucesiones y donaciones;

—a la determinación de los crímenes y delitos así como de las 
penas aplicables; al procedimiento penal, a la amnistía; a la crea­
ción de nuevos órdenes de jurisdicción y al estatuto de los magis­
trados.

—a la base, tasa y las modalidades de recaudación de impuestos 
de toda naturaleza; al sistema de emisión de moneda.

La ley determina igualmente las reglas concernientes:
—al régimen electoral de las asambleas parlamentarias y de las 

asambleas locales;
—a la creación de categorías de establecimientos públicos;
—a las garantías fundamentales concedidas a los funcionarios 

civiles y militares del Estado;
—a las nacionalizaciones de las empresas y a las transferencias 

de propiedades de empresas del sector público al sector privado.
La ley determina los principios fundamentales:
—de la organización general de la Defensa Nacional;
—de la libre administración de las colectividades locales, de sus 

competencias y de sus recursos;
—de la enseñanza;
—del régimen de propiedad, de los derechos reales y de las 

obligaciones civiles y comerciales;
—del derecho del trabajo, del derecho sindical y de la seguridad 

social.
Las leyes financieras determinan los recursos y las cargas del 

Estado en las condiciones y con las reservas previstas por la ley.
Las leyes de programa determinan los objetivos de la acción 

económica y social del Estado.
Las disposiciones del presente artículo podrán ser precisadas y 

complementadas por una ley orgánica.
Artículo 35.—La declaración de guerra es autorizada por el Par­

lamento.
Artículo 36.—El estado de sitio es decretado por el Consejo de 

Ministros.



Su extensión, después de doce días, solo puede ser autorizada 
por el Parlamento.

Artículo 37.—Todos los asuntos, con excepción de aquellos del 
dominio de la ley, tienen un carácter reglamentario.

Los textos de forma legislativa referentes a esas materias pueden 
ser modificados mediante decretos dictados previa consulta al Con­
sejo del Estado. Aquellos textos que tengan lugar después de la 
entrada en vigor de la presente Constitución podrán ser modificados 
por decreto si el Consejo Constitucional ha declarado que tienen 
carácter reglamentario en virtud del párrafo precedente.

Artículo 38.—El Gobierno puede, para la ejecución de su pro­
grama, solicitar autorización del Parlamento para adoptar, mediante 
ordenanzas, durante un tiempo limitado, las medidas que normal­
mente son del dominio de la ley.

Las ordenanzas se dictan en Consejo de Ministros previo dic­
tamen del Consejo de Estado. Entran en vigor desde su publicación, 
pero se convierten en caducas si el proyecto de ley de ratificación 
no es depositado ante el Parlamento antes de la fecha fijada por 
la ley de habilitación.

Al concluir el período mencionado en el primer párrafo del pre­
sente artículo, las ordenanzas no pueden ser modificadas sino por 
ley en las materias que son del dominio legislativo.

Artículo 39.—La iniciativa de las leyes pertenece concurrente­
mente al Presidente del Consejo de Ministros y a los miembros del 
Parlamento.

Los proyectos de ley son discutidos en Consejo de Ministros 
previo dictamen del Consejo de Estado y depositados en la Mesa de 
una de las dos asambleas. Los proyectos de ley de finanzas son so­
metidos en primer lugar a la Asamblea Nacional.

Artículo 40.—Las propuestas y las modificaciones formuladas por 
los miembros del Parlamento no son aceptadas cuando su adopción 
tenga por consecuencia sea una disminución de los recursos públicos, 
sea la creación o agravación de una carga pública.

Artículo 41.—Si, durante el transcurso del procedimiento legis­
lativo, se manifiesta que una propuesta o una modificación no es 
del dominio de la ley o es contraria a una delegación concedida en 
virtud del artículo 38, el Gobierno puede oponerse a su admisión.

En caso de desacuerdo entre el Gobierno y el Presidente de la 
asamblea interesada, el Consejo Constitucional, a petición de uno u 
otro, estatuye en un plazo de ocho días.

17fi LEGISLACIÓN EXTRANJERA
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Artículo 42.—La discusión de los proyectos de ley por la primera 
asamblea a que son sometidos, se realiza sobre los textos presen­
tados por el Gobierno.

Una asamblea que recibe un texto votado por la otra asamblea, 
delibera sobre el texto que le ha sido transmitido.

Artículo 43.—Los proyectos y proposiciones de ley son, a petición 
del Gobierno o de la asamblea interesada, enviados para ser exami­
nados a las comisiones especialmente designadas a ese efecto.

Los proyectos y proposiciones sobre los cuales no se ha formu­
lado tal demanda son transmitidos a una de las comisiones perma­
nentes cuyo número está limitado a seis en cada asamblea.

Artículo 44.—Los miembros del Parlamento y del Gobierno tienen 
el derecho de enmienda.

Después de la apertura del debate, el Gobierno puede oponerse 
al examen de cualquier enmienda que no haya sido previamente 
sometida a la comisión.

Si el Gobierno lo solicita, la asamblea en sesión se pronuncia 
mediante una sola votación sobre la totalidad o una parte del texto 
que se discute no reteniendo más que las enmiendas propuestas o 
aceptadas por el Gobierno.

Articulo 45.—Todo proyecto o proposición de ley es examinado 
sucesivamente en las dos asambleas del Parlamento a fin de llegar 
a la adopción de un texto idéntico.

Cuando, a consecuencia de un desacuerdo entre las dos asambleas, 
un proyecto o una proposición de ley no haya sido adoptado después 
de dos lecturas por cada asamblea, o, si el Gobierno ha declarado 
su urgencia después de una sola lectura por cada una de ellas, el 
Primer Ministro está facultado para convocar la reunión de una 
comisión mixta paritaria encargada de proponer un texto sobre las 
disposiciones en discusión.

El texto elaborado por la comisión mixta puede ser sometido por 
el Gobierno a la aprobación de las dos asambleas. Ninguna modi­
ficación es aceptada excepto aquellas acordadas con el Gobierno.

Si la comisión mixta no llega a la adopción de un texto común 
o si el texto no es aprobado en las condiciones establecidas en el 
párrafo anterior, el Gobierno puede, después de una nueva lectura 
por la Asamblea Nacional y por el Senado, solicitar a la Asamblea 
Nacional estatuir en definitiva. En tal caso, la Asamblea Nacional 
puede reconsiderar sea el texto elaborado por la comisión mixta, 
sea el último texto votado por ella, modificado, en caso necesario, 
por una o varias de las enmiendas adoptadas por el Senado.
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Artículo 46.—Las leyes a las cuales la Constitución confiere el 
carácter de orgánicas son votadas y modificadas en las siguientes 
condiciones:

El proyecto o la propuesta es sometido a la deliberación y a la 
votación de la primera asamblea que lo recibe, solo cuando ha expi­
rado un plazo límite de quince días después de su presentación.

Es aplicable el procedimiento del artículo 45. Sin embargo, si 
no hay acuerdo entre las dos asambleas, el texto no puede ser adop­
tado por la Asamblea Nacional en última lectura más que por ma­
yoría absoluta de sus miembros.

Las leyes orgánicas relativas al Senado deben ser votadas en 
los mismos términos por las dos asambleas.

Las leyes orgánicas solo pueden ser promulgadas previa declara­
ción del Consejo Constitucional de su conformidad con la Constitu­
ción.

Articulo 47.—El Parlamento vota los proyectos de ley financiera 
en las condiciones previstas por una ley orgánica.

Si la Asamblea Nacional no se ha pronunciado en primera lec­
tura en el plazo de cuarenta días después de haber recibido un 
proyecto, el Gobierno recurre al Senado, que debe estatuir en el 
término de quince días. El procedimiento se realiza de acuerdo con 
el artículo 45.

Si el Parlamento no se ha pronunciado en el plazo de setenta 
días, las disposiciones del proyecto pueden ser puestas en vigor por 
ordenanza.

Si la ley financiera que fija los recursos y los gastos de un año 
fiscal no ha sido presentada con la debida anticipación para ser 
promulgada antes del comienzo de dicho año fiscal, el gobierno 
puede pedir la urgente autorización del Parlamento para percibir 
los impuestos y abrir por decreto los créditos necesarios para las 
actividades votadas.

Los plazos establecidos en el presente artículo se suspenden 
cuando el Parlamento está en receso.

El Tribunal de Cuentas asiste al Parlamento y al Gobierno en 
el control de la aplicación de las leyes financieras.

Artículo 48.—El orden del día de las Asambleas requiere, por 
prioridad y en el orden establecido por el Gobierno, la discusión de 
los proyectos presentados por el Gobierno y de las proposiciones de 
ley que hayan sido aceptadas por él.
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Una sesión por semana está reservada a las preguntas de los 
miembros del Parlamento y a las respuestas del Gobierno.

Artículo 49.—El Primer Ministro puede, previa deliberación del 
Consejo de Ministros, comprometer la responsabilidad del Gobierno 
ante la Asamblea Nacional al pedir la aprobación de su programa o, 
eventualmente, de una declaración de política general.

La Asamblea Nacional plantea la responsabilidad del Gobierno 
con la votación de una moción de censura. Tal moción sólo puede 
considerarse si ha sido firmada, por lo menos, por la décima parte 
de los miembros de la Asamblea Nacional. La votación no puede 
efectuarse hasta cuarenta y ocho horas después de su presentación. 
Sólo son contados los votos favorables a la moción de censura, que 
únicamente puede ser adoptada por la mayoría de los miembros 
que componen la Asamblea. Si la moción de censura es rechazada, 
sus firmantes no pueden proponer una nueva moción durante el 
mismo período de sesiones, salvo en casos previstos en el párrafo 
siguiente.

El Primer Ministro puede, previa deliberación en Consejo de Mi­
nistros, comprometer la responsabilidad del Gobierno ante la Asam­
blea Nacional sobre la votación de un texto. En este caso, se consi­
dera como aprobado salvo si una moción de censura, presentada en 
las veinticuatro horas que siguen, ha sido votada en las condiciones 
previstas en el párrafo precedente.

El Primer Ministro tiene el derecho de pedir al Senado la apro­
bación de una declaración sobre política general.

Artículo 50.—Cuando la Asamblea Nacional adopta una moción 
de censura o cuando desaprueba el programa o una declaración de 
política general del Gobierno, el Primer Ministro debe presentar la 
dimisión de su gobierno al Presidente de la República.

Artículo 51.—El cierre de los períodos ordinarios o extraordi­
narios de sesiones es, de derecho, pospuesto para permitir, en caso 
necesario, la aplicación de las disposiciones del artículo 49.

TITULO VI 

De los tratados y acuerdos internacionales

Artículo 52.—El Presidente de la República negocia y ratifica 
los tratados.

Es informado sobre todas las negociaciones tendientes a la con­
clusión de un acuerdo internacional no sometido a ratificación.

Artículo 53.—Los tratados de paz, los tratados comerciales, los
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tratados o acuerdos relativos a la organización internacional; aque­
llos que comprometen las finanzas del Estado, los que modifican las 
disposiciones de naturaleza legislativa, aquellos relativos al estado 
de las personas, los que conllevan cesión, canje o adjunción de terri­
torio, solo pueden ser ratificados o aprobados en virtud de una ley.

No entran en vigor más que después de haber sido ratificados 
o aprobados.

Ninguna cesión, canje o adjunción de territorio es válida sin 
el consentimiento de las poblaciones interesadas.

Artículo 54.—Si el Consejo Constitucional, a petición del Presi­
dente de la República, del Primer Ministro o del Presidente de cual­
quiera de las dos Asambleas, ha declarado que un acuerdo interna­
cional conlleva una cláusula contraria a la Constitución, la autori­
zación de ratificarlo o de aprobarlo no puede ser hecha sino des­
pués de una enmienda de la Constitución.

Artículo 55.—Los tratados o acuerdos regularmente ratificados o 
aprobados tienen, desde su publicación, una autoridad superior a la 
de las leyes, bajo reserva, para cada acuerdo o tratado, de su apli­
cación por la otra parte.

TITULO VII 

El Consejo Constitucional

Artículo 56.—El Consejo Constitucional consta de nueve miem­
bros, cuyo mandato dura nueve años y no es renovable. El Consejo 
Constitucional se renueva por tercios, cada tres años. Tres de sus 
miembros son nombrados por el Presidente de la República, tres por 
el Presidente de la Asamblea Nacional y tres por el Presidente del 
Senado.

Además de los nueve miembros arriba mencionados, los ex- 
Presidentes de la República son, de derecho, miembros vitalicios del 
Consejo Constitucional.

El Presidente es nombrado por el Presidente de la República. 
Tiene voto decisivo en caso de empate.

Artículo 57.—Las funciones de miembro del Consejo Constitu­
cional son incompatibles con las de ministro o de miembro del 
Parlamento. Las demás incompatibilidades son fijadas por una ley 
orgánica.

Artículo 58.—El Consejo Constitucional vela por la regularidad 
de la elección del Presidente de la República.
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Examina las reclamaciones y proclama los resultados del es­
crutinio.

Artículo 59.—El Consejo Constitucional estatuye, en caso de im­
pugnación, sobre la regularidad de la elección de los diputados y 
de los senadores.

Artículo 60.—El Consejo Constitucional vela por la regularidad de 
las operaciones del referendum y proclama los resultados.

Artículo 61.—Las leyes orgánicas, antes de su promulgación, y los 
reglamentos de las Asambleas parlamentarias, antes de ser aplicados, 
deben ser sometidos al Consejo Constitucional, que se pronuncia 
sobre su conformidad con la Constitución.

Con estos mismos propósitos, las leyes pueden ser enviadas al 
Consejo Constitucional, antes de su promulgación, por el Presidente 
de la República, el Primer Ministro o el Presidente de cualquiera 
de las dos Asambleas.

En los casos previstos por los dos párrafos anteriores, el Consejo 
Constitucional debe dictaminar dentro del período de un mes. Sin 
embargo, a petición del Gobierno y debido a urgencia, este período 
puede ser reducido a ocho días.

En estos casos, el envío de una ley al Consejo Constitucional 
suspende el plazo de su promulgación.

Artículo 62.—Una disposición declarada inconstitucional no puede 
ser promulgada o puesta en vigor.

Las decisiones del Consejo Constitucional son inapelables. Deben 
ser reconocidas por los poderes públicos y por todas las autoridades 
administrativas y jurídicas.

Artículo 63.—Una ley orgánica determinará las reglas de organi­
zación y funcionamiento del Consejo Constitucional, el procedimiento 
que debe seguir y, en especial, el período durante el cual puede 
sometérsele una disputa.

TITULO VIII 

De la autoridad judicial

Artículo 64.—El Presidente de la República garantiza la inde­
pendencia de la autoridad judicial.

Es secundado por el Consejo Superior de la Magistratura.
Una ley orgánica determinará el estatuto de los magistrados.
Los jueces son inamovibles.
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Artículo 65.—El Consejo Superior de la Magistratura es presidido 
por el Presidente de la República; su vicepresidente de derecho es 
el Ministro de Justicia, quien puede reemplazar en caso necesario 
al Presidente de la República.

El Consejo Superior está integrado además por nueve miembros 
designados por el Presidente de la República, de acuerdo con las 
disposiciones fijadas por una ley orgánica.

El Consejo superior de la Magistratura propone los nombramien­
tos de jueces del Tribunal de Casación y del primer presidente de 
la Corte de Apelación. Dictamina, de acuerdo con las disposiciones 
establecidas por la ley orgánica, sobre las propuestas del Ministro 
de Justicia respecto del nombramiento de otros jueces. Se le con­
sulta sobre los indultos, de acuerdo con las disposiciones fijadas por 
una ley orgánica.

El Consejo Superior de la Magistratura estatuye como Consejo 
de disciplina de los jueces. En tal caso es presidido por el Primer 
Presidente del Tribunal de Casación.

Artículo 66.—Nadie puede ser detenido arbitrariamente.
La autoridad judicial, guardiana de la libertad individual, ase­

gura el respeto de este principio en las condiciones estipuladas por 
la ley.

TITULO IX 

La Alta Corte de Justicia

Artículo 67.—Se instituye una Alta Corte de Justicia.
Se compone de miembros elegidos de su seno y en igual número 

por la Asamblea Nacional y por el Senado después de cada reno­
vación total o parcial de dichas asambleas. Elige su presidente entre 
sus miembros.

Una ley orgánica fija la composición de la Alta Corte, las reglas 
de su funcionamiento así como el procedimiento aplicable ante ella.

Artículo 68.—El Presidente de la República no es responsable de
los actos realizados en el ejercicio de sus funciones más que en caso
de alta traición. No puede ser acusado más que por las dos Asambleas 
que estatuyen por una votación idéntica por escrutinio público y por 
mayoría absoluta de los miembros que las componen; es juzgado 
por la Alta Corte de Justicia.

Los miembros del gobierno son penalmente responsables de los 
actos realizados en el ejercicio de sus funciones y calificados de
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crímenes o delitos en el momento en que fueron cometidos. Se les 
aplica el procedimiento definido más arriba, así como a sus cóm­
plices, en el caso de complot contra la seguridad del Estado. En los 
casos previstos por el presente párrafo, la Alta Corte se sujeta a la 
definición de los crímenes y delitos así como a la determinación 
de las penas, tal como resulte de las leyes penales en vigor en el 
momento en que se cometieron los hechos.

TITULO X 

El Consejo Económico y Social

Artículo 69.—El Consejo Económico y Social, a petición del go­
bierno, dictamina sobre los proyectos de ley, de ordenanzas o de 
decretos que le son sometidos.

Un miembro del Consejo Económico y Social puede ser nom­
brado por éste para explicar ante las asambleas parlamentarias el 
dictamen del Consejo sobre los proyectos o proposiciones que le han 
sido sometidos.

Artículo 70.—El Consejo Económico y Social puede asimismo ser 
consultado por el Gobierno sobre cualquier problema de carácter 
económico o social de interés para la República o la Comunidad. 
Todo plan o todo proyecto de ley de programa de carácter econó­
mico o social le es sometido para dictamen.

Artículo 71.—La composición del Consejo Económico y Social y 
sus reglas de funcionamiento son determinadas por una ley orgá­
nica.

TITULO XI 

De las colectividades territoriales

Artículo 72.—Las colectividades territoriales de la República son 
los municipios, los departamentos y los territorios de Ultramar. Cual­
quier otra colectividad territorial se crea por la ley.

Estas colectividades se administran libremente mediante conse­
jos elegidos y en las condiciones indicadas por la ley.

En los departamentos y territorios, el delegado del Gobierno está 
encargado de los intereses nacionales, de la fiscalización adminis­
trativa y del respeto a las leyes.

Artículo 73.—El régimen legislativo y la organización administra­
tiva de los departamentos de Ultramar pueden ser objeto de medidas 
de adaptación necesarias por su situación particular.
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Artículo 74.—Los territorios de Ultramar de la República tienen 
una organización especial que toma en consideración sus intereses 
propios dentro del interés general de la República. Esta organización 
es definida y modificada por ley, previa consulta con la asamblea 
territorial interesada.

Artículo 75.—Los ciudadanos de la República que no tienen un 
estatuto civil de derecho común, único considerado por el artículo 
34, mantienen su estatuto personal mientras no lo hayan renunciado.

Artículo 76.—Los territorios de Ultramar pueden mantener su 
estatuto en el seno de la República.

Si expresan la voluntad de hacerlo, por decisión de sus respec­
tivas asambleas territoriales, dentro del período fijado en el primer 
párrafo del artículo 91, pueden transformarse sea en departamentos 
de Ultramar de la Repúública, sea agrupándose o no entre ellos, 
en Estados miembros de la Comunidad.

TITULO XII 

De la Comunidad

Artículo 77.—En la Comunidad establecida por la presente Cons­
titución, los Estados disfrutan de autonomía; se administran por sí 
mismos y gestionan sus propios asuntos libre y democráticamente.

En la Comunidad existe sólo una ciudadanía.
Todos los ciudadanos son iguales en derecho, cualquiera que sea 

su origen, su raza y su religión. Tienen las mismas obligaciones.
Artículo 78.—El dominio de competencia de la Comunidad com­

prende la política exterior, la defensa, la moneda, la política econó­
mica y financiera común, y la política sobre materias primas estra­
tégicas.

Además, incluye, excepto acuerdos especiales, el control de la 
justicia, la enseñanza superior, la organización general del trans­
porte común exterior y las telecomunicaciones.

Por acuerdos especiales se pueden establecer otras competencias 
o reglamentar todo traspaso de competencia de la Comunidad a uno 
de sus miembros.

Artículo 79.—Los Estados miembros se benefician de las disposi­
ciones del artículo 77 desde que ejerzan la elección prevista en el 
artículo 76.

Mientras se ponen en vigor las medidas necesarias para la apli­
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cación del presente título, los asuntos de competencia común son 
reglamentados por la República.

Artículo 80.—El Presidente de la República preside y representa 
a la Comunidad.

Esta tiene por órganos un Consejo Ejecutivo, un Senado y un 
Tribunal Arbitral.

Artículo 81.—Los Estados miembros de la Comunidad participan 
en la elección del Presidente de acuerdo con las condiciones estable­
cidas en el artículo 6.

El Presidente de la República, en su calidad de Presidente de la 
Comunidad, está representado en cada uno de los Estados de la 
Comunidad.

Artículo 82.—El Consejo Ejecutivo de la Comunidad es presidido 
por el Presidente de la Comunidad. Está constituido por el Primer 
Ministro de la República, los jefes del gobierno de cada uno de los 
Estados miembros de la Comunidad y por los ministros encargados 
de los problemas comunes de la Comunidad.

El Consejo Ejecutivo organiza la cooperación de los miembros de 
la Comunidad sobre el plano gubernamental y administrativo.

La organización y el funcionamiento del Consejo Ejecutivo son 
determinados por una ley orgánica.

Artículo 83.—El Senado de la Comunidad está compuesto por 
delegados que el Parlamento de la República y las asambleas legis­
lativas de los otros miembros de la Comunidad elijen en su seno. El 
número de delegados de cada Estado es fijado de acuerdo con su 
población y las responsabilidades que éste asume en la Comunidad.

Celebra dos sesiones al año, que son abiertas y cerradas por el 
Presidente de la Comunidad y que no pueden durar más de un mes 
cada una.

Reunido por el Presidente de la Comunidad, delibera sobre po­
lítica económica y financiera común antes que el Parlamento de 
la República, y, en caso necesario, por las asambleas legislativas de 
los otros miembros de la Comunidad, voten leyes al respecto.

El Senado de la Comunidad examina los tratados o los acuerdos 
internacionales especificados en los artículos 35 y 53 que comprome­
ten a la Comunidad.

Toma decisiones ejecutorias en los dominios en que ha recibido 
delegación de las asambleas legislativas de los miembros de la Co­
munidad. Estas decisiones son promulgadas en la misma forma que 
las leyes en el territorio de cada uno de los Estados interesados.
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Una ley orgánica determina su composición y fija las reglas de 
su funcionamiento.

Artículo 84.—Un Tribunal Arbitral de la Comunidad estatuye 
sobre los litigios existentes entre los miembros de la Comunidad.

Su composición y competencia serán determinadas por una ley 
orgánica.

Artículo 85.—Mediante derogación del procedimiento previsto por 
el artículo 89, las disposiciones del presente título que se refieren al 
funcionamiento de las instituciones comunes son modiíicables por 
leyes votadas en los mismos términos por el Parlamento de la Re­
pública y por el Senado de la Comunidad.

Artículo 86.—El cambio de estatuto de un Estado miembro de la 
Comunidad puede ser solicitado o por la República o mediante una 
resolución de la asamblea legislativa del Estado interesado, confir­
mada por un referéndum local organizado y controlado por las ins­
tituciones de la Comunidad. Las modalidades de esta transformación 
son determinadas por un acuerdo aprobado por el Parlamento de 
la República y la asamblea legislativa interesada.

En estas mismas condiciones, un Estado miembro de la Comuni­
dad puede independizarse. Cesa así de formar parte de la Comunidad.

Artículo 87.—Los acuerdos particulares concluidos por la aplica­
ción del presente título son aprobados por el Parlamento de la Re­
pública y por la asamblea legislativa interesada.

TITULO XIII 

De los acuerdos de asociación

Artículo 88.—La República o la Comunidad pueden concluir acuer­
dos con los Estados que deseen asociarse con ella para desarrollar 
sus civilizaciones.

TITULO XIV 

De la revisión
Artículo 89.—La iniciativa de la revisión de la Constitución per­

tenece concurrentemente al Presidente de la República a propuesta 
del Primer Ministro y a los miembros del Parlamento.

El proyecto o la proposición de revisión debe ser votado por las 
dos Asambleas en términos idénticos. La revisión es definitiva des­
pués de haber sido aprobada por referéndum.



CONSTITUCIÓN DE LA V REPÚBLICA FRANCESA 187

No obstante, el proyecto de revisión no es sometido a referéndum 
cuando el Presidente de la República decide someterlo al Parlamento 
convocado en Congreso; en este caso, el proyecto de revisión no es 
aprobado más que si reúne la mayoría de las tres quintas partes de 
los sufragios emitidos. La Mesa del Congreso es la de la Asamblea 
Nacional.

No puede iniciarse o proseguirse ningún procedimiento de revi­
sión si atenta a la integridad del territorio.

La forma republicana del Gobierno no puede ser objeto de re­
visión.

TITULO XV 

Disposiciones transitorias

Artículo 90.—Se suspende la sesión ordinaria del Parlamento. El 
poder de los miembros de la actual Asamblea Nacional expirará el 
día en que se reúna la Asamblea elegida de acuerdo con la presente 
Constitución.

Hasta dicha reunión, únicamente el Gobierno tiene autoridad 
para convocar al Parlamento.

El mandato de los miembros de la Asamblea de la Unión Fran­
cesa expirará al mismo tiempo que el mandato de los miembros de 
la actual Asamblea Nacional.

Articulo 91.—Las instituciones de la República previstas por la 
presente Constitución serán establecidas dentro del plazo de cuatro 
meses después de su promulgación.

Este período se extiende a seis meses para las instituciones de 
la Comunidad.

Los poderes del actual Presidente de la República expirarán solo 
cuando sean proclamados los resultados de la elección prevista por 
los artículos 6 y 7 de la presente Constitución.

Los Estados miembros de la Comunidad participarán en esta 
primera elección en las condiciones derivadas de su estatuto en la 
fecha de la promulgación de la Constitución.

Las autoridades establecidas continuarán desempeñando sus fun­
ciones en aquellos Estados de acuerdo con las leyes y reglamentos 
aplicables cuando la Constitución sea puesta en vigor y hasta el 
establecimiento de las autoridades estipuladas por el nuevo régimen.

Mientras se llega a su constitución definitiva, el Senado estará 
integrado por los miembros en funciones del Consejo de la Repúbli­
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ca. Las leyes orgánicas que determinarán la constitución definitiva 
del Senado deberán ser aprobadas antes del 31 de julio de 1959.

Las atribuciones conferidas al Consejo Constitucional por los 
artículos 58 y 59 de la Constitución serán ejercidas hasta que se 
establezca el Consejo por una comisión presidida por el Vicepresi­
dente del Consejo de Estado, el primer Presidente del Tribunal de 
Casación y el primer Presidente del Tribunal de Cuentas.

Los pueblos de los Estados miembros de la Comunidad seguirán 
siendo representados en el Parlamento hasta que entren en vigor 
las medidas necesarias para la aplicación del Título XII.

Artículo 92.—Las medidas legislativas necesarias para el esta­
blecimiento de las instituciones, y hasta que ellas sean establecidas, 
serán adoptados por el Consejo de Ministros, previo dictamen del 
Consejo de Estado, en forma de órdenes ministeriales con fuerza 
de ley.

Durante el período fijado por el primer párrafo del artículo 91, 
el Gobierno está autorizado para fijar por órdenes ministeriales 
con fuerza de ley y aprobadas en la misma forma, el régimen elec­
toral de las asambleas estipuladas por la Constitución.

Durante el mismo período y en las mismas condiciones, el Go­
bierno podrá igualmente adoptar en todos los asuntos las medidas 
que estime necesarias para la vida de la nación, la protección de los 
ciudadanos y el respeto de las libertades.
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I 

BREVE INTRODUCCION HISTORICA

A n te s  de examinar el delito de apropiación indebida cali­
ficada, a la luz de nuestro ordenamiento jurídico vigente, ve­
remos, en una rápida ojeada, su evolución, dedicando un poco 
más de atención a los modernos códigos penales italianos, ya 
que el nuestro se inspira en uno de ellos: el de 1.889.

(T ra b a jo  de sem inario de Derecho Penal, realizado durante el A ño Lectivo 
de 1957-58.)
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A.—ROMA:

En Roma, el delito de apropiación indebida, no fué discri­
minado de otros delitos contra la propiedad. Limitábanse los 
romanos a equipararlo al hurto, pues consideraban que tenía 
en común con éste el hecho de que, quien lo cometía, se apro­
piaba de un objeto ajeno “ invito domino” : sin el consentimiento 
del dueño.

Así, en el Digesto se dice que comete hurto el mandatario 
que, habiendo recibido una cantidad de dinero para que la en­
tregue a una persona, la consume (L. 22, § 7, Dig.); y  en las 
Instituía leemos:

“Sive creditor pignorare; sive is apud quem res 
deposita est, ea re utatur; sive ille, qui rem utendam 
accepit, in alium usum eam transferat quam cujus 
gratia ei data est, utendum acceperit quasi amicos ad 
coenam invitaturus, et id peregre secum tulerit.” (§6 ,  
Instit. de oblig. ex del.)

Los casos aquí contemplados —el acreedor prendario y el 
depositario que usan las cosas a ellos confiadas, y el que te­
niendo una cosa para determinado fin la usa en otro distinto 
de aquel para el cual le ha sido entregada— no constituirían 
hoy hurtos, sino apropiaciones indebidas.

Menos aún concibieron los romanos circunstancias que ca­
lificaran el delito que estamos considerando; esto sólo podría 
ocurrir cuando la apropiación indebida se convirtiera en figura 
autónoma.

B.—FRANCIA:

Corresponde al Código Penal francés de 1791 el mérito de 
haber separado por primera vez el hurto de la apropiación in­
debida, considerando a esta última como una de las formas de 
los abusos de confianza. El Código Penal de 1811 recoge y  per­
fecciona esta figura, a la cual, más adelante, las Leyes de 28 
de abril de 1834 y de 13 de mayo de 1863 van a añadir circuns­
tancias agravantes específicas, para quedar en definitiva pre­
vista la apropiación indebida calificada, de la siguiente forma:



“ Si l’abus de confiance prévu et puni par le pré­
cédent paragraphe a été commis par un officier pu­
blic ou ministériel, ou par un domestique, homme de 
service à gages, élève, clerc, commis, ouvrier, compa­
gnon ou apprenti, au préjudice de son maître, la peine 
sera celle de la réclusion.”

Como se ve, ya aquí, la mensuración de la pena no depende 
sólo de la cantidad natural del delito, representada por el 
mayor o menor valor de la cosa apropiada, sino también de 
su cantidad política dependiente de las circunstancias de per­
sona, de modo y de causa de la entrega (1).

C .— ITALIA:

1.— El Código Penal Toscano: En su artículo 398 agravó la 
apropiación indebida cometida en el ejercicio de la respectiva 
industria, profesión, administración (“ azienda” ) o funciones: 
a) por los comisionistas o por los expedicionarios; b) por los 
que ejercen la profesión de corredores (“ sensali” ) ; c) por los 
barqueros, arrieros, acarreadores o sus dependientes; d) por 
los correos o carteros públicos; e) por los directores, inspecto­
res, conductores o guardias de diligencias o de ferrocarriles; 
f) por los depositarios de depósito necesario; g) por los secues- 
tratarios; h) por los aparceros.

En el artículo 399 se disponía que, en tales casos, la acción 
sería pública.

2.— El Código Penal Sardo: En su artículo 361 calificaba la 
apropiación cometida por un cajero de una Banca o de una 
casa de comercio privada, sobre las cosas a él confiadas en tal 
calidad; y en el artículo 362 se contemplaba la apropiación 
indebida cometida por los arrieros, barqueros y sus dependien­
tes o por otras personas encargadas de un transporte, que alte­
raran los vinos, licores u otras mercancías a ellos confiadas.

LA APROBACIÓN INDEBIDA CALIFICADA 193

(1 )  C arrara, F rancesco: “ Program a del Curso de Derecho Crim inal dictado 
en la Real U niversidad de Pisa.”  Parte especial, vol. IV , E ditorial Depalma, 
Buenos A ires , 1946, pág. 370.
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3.—El Código de las Dos Sicilias: Según el artículo 432, se 
calificaba el segundo caso de apropiación indebida previsto en 
el artículo que le precedía, es decir, la distracción de una cosa 
recibida en depósito necesario.

4. La Legislación Pontificia: Se agravaba el delito cuando 
la cosa había sido recibida en depósito necesario, y también 
cuando el que lo cometía era orfebre o comerciante en objetos 
preciosos.

5.—Proyectos que precedieron al Código de 1889: El Pro­
yecto de 17 de mayo de 1868, contemplaba una mayor pena 
para el delito de apropiación indebida, cuando hubiera sido 
cometido en el ejercicio de la respectiva profesión, industria, 
administración (“azienda” ) o funciones: por los cajeros o em­
pleados de Bancos privados, de casas o empresas de comercio 
o de industria; por comisionistas, expedicionarios o corredores 
públicos; por los empresarios de transporte público de perso­
nas o cosas, o por los empleados o dependientes de los mismos; 
por los orfebres, plateros y otros artífices y negociantes en 
objetos preciosos sobre las cosas a ellos confiadas en razón de 
su oficio; y por los tutores, curadores, abogados, procuradores 
o administradores.

El Proyecto de 15 de abril de 1870 en su artículo 442 dis­
pone: “El abuso de confianza se castiga con prisión de tres 
años y  seis meses a cinco años, y con multa de quinientas cin­
cuenta a mil liras cuando se cometa sobre cosas confiadas o 
depositadas en razón de la respectiva profesión, industria, admi­
nistración ( “azienda” ), o del respectivo oficio o serv icio ...” . 
Como se ve, no basta, como ocurría en el Proyecto anterior, 
que el delito se cometa en el ejercicio de la respectiva profe­
sión, industria, etc., sino que es necesario que éstas hayan sido 
la causa de la entrega. A  continuación, el artículo 442 contiene 
una larga enumeración de quiénes pueden ser sujetos activos 
del delito, muy semejante a la del Proyecto de 1868.

Los Proyectos de De Falco de 1873, Vigliani de 1874, el del 
Senado de 1875, y los de Zanardelli y Savelli de 1882 y  1883, 
respectivamente, no modifican substancialmente esta disposi­
ción, limitándose a suprimir algunos de los posibles sujetos
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activos del delito que figuraban en las enumeraciones de los 
Proyectos precedentes, y a añadir otros.

6.—El Código Penal de 1889: En él, queda suprimida por 
considerarla inútil y peligrosa la enumeración detallada de to­
dos los posibles sujetos del mismo. Inútil, como dice Villa (2), 
porque ya está todo dicho cuando se ha hecho mención a la 
fe que depende de la causa de la profesión, de la industria, de 
la administración, del oficio o del servicio; peligrosa, porque 
la enumeración sucesiva, mientras nada añade, da lugar a la 
posibilidad de que no todos los casos posibles se encuentren 
comprendidos en la misma enumeración. En definitiva, el 
artículo 419 quedó redactado así:

“La reclusione é da uno a cinque anni, e si pro­
cede d’ufficio quando il delitto preveduto negli arti­
coli precedenti sia commesso sulle cose affidate o 
consegnate per ragione di professione, industria, com­
mercio, azienda, ufficio, servizio o deposito neces­
sario.”

II
EXAMEN DE LA DISPOSICION LEGAL VENEZOLANA

Dispone el artículo 470 del Código Penal vigente, que 
‘‘cuando el delito previsto en los artículos precedentes se hu­
biera cometido sobre objetos confiados o depositados en razón 
de la profesión, industria, comercio, negocio, funciones o servi­
cios del depositario, o cuando sean por causa del depósito ne­
cesario, la pena de prisión será por tiempo de uno a cinco años; 
y el enjuiciamiento se seguirá de oficio” .

Inmediatamente se advierte que nuestra disposición penal 
es traducción, casi literal, del artículo 419 del Código italiano 
de 1889. Una leve diferencia hay, sin embargo, entre ambos: 
nuestro legislador, detrás de la palabra “ servicios” , ha añadido 
la frase: “ . . .  del depositario. . .  ” , frase ésta que no encontra­
mos en el Código italiano. Esta inclusión puede originar una

(2 )  Citado p or Giovanni Giuriati en su “ D elitti contro  la proprietà” , vo- 
lumen X I del “ T rattato di D iritto Penale” , Seconda E dizione; Casa E ditrice D ot­
tor  Francesco Vallardi, M ilano, 1913.



duda: ¿es necesario que entre la víctima y el sujeto activo del 
delito se haya celebrado un contrato de depósito? O en otras 
palabras: ¿ha querido nuestro legislador circunscribir la califi­
cación del delito al caso de que los objetos apropiados hayan 
sido confiados en calidad de depósito? La respuesta ha de ser 
negativa. En efecto; si en los delitos rectores de los dos artícu­
los precedentes apropiación indebida simple y abuso de fir­
ma en blanco— la entrega que se hace del objeto, a quien más 
tarde se apropia de él, puede ser por cualquier título (prenda, 
mandato, depósito, etc.), no resulta lógico pensar que en el 
artículo 470 se requiera que la cosa haya debido ser depositada, 
máxime cuando el propio artículo nos dice que el delito se co­
mete sobre objetos “ confiados o depositados” , y el Diccionario 
nos enseña que ‘‘confiar”  es: encargar algún negocio, concepto 
éste mucho más amplio que el de depósito considerado en su 
técnica acepción jurídica.

No creemos, por tanto, que nuestros legisladores, al incluir 
la frase del depositario, hayan querido restringir en Venezuela 
el ámbito de aplicación que la agravante tuvo en Italia, y pre­
ferimos optar por otra explicación. Lo que debe haber ocu­
rrido es que los redactores de nuestro Código debieron pensar 
que el legislador italiano no había distinguido si el que con­
fiaba el objeto lo hacía en razón de una profesión, industria, 
comercios, negocio, funciones o servicios que él mismo tenía, 
o si por el contrario, la confianza se debía a la profesión, in­
dustria, etc., de aquel a quien se entregaba la cosa. Esto último 
era lo correcto, y para que ello quedara claro se añadió la 
frase que estamos comentando (del depositario), usando la pa­
labra depositario, no en el sentido jurídico restringido, sino en 
una de las acepciones que de este vocablo nos da el Diccionario, 
a saber: persona a la cual se confía una cosa.

II

FUNDAMENTO DE LA AGRAVANTE

La complejidad de la vida moderna hace necesaria la divi­
sión del trabajo y la especialización. En las sociedades primi­
tivas cada hombre puede realizar por sí mismo todos los actos
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tendientes a la satisfacción de sus necesidades. En el mundo 
moderno ocurre algo muy diferente, y es precisamente una de 
las notas más características del mismo, el hecho de que, la 
especialización, se ha llevado cada vez más lejos.

En efecto, resulta ilusorio pensar que, en la actualidad, al­
guien pueda prescindir de las demás personas. Tenemos nece­
sidad de su colaboración y de depositar en ellas nuestra con­
fianza. Esta necesidad, sin embargo, no es siempre de la misma 
naturaleza: unas veces, la Ley considera que ciertas actividades 
requieren especiales conocimientos o determinadas condiciones 
de probidad por parte de quien las ejerce, y  en consecuencia 
establece que sólo pueden ejercerlas personas que tienen un 
determinado título o que han recibido una autorización oficial 
para ello; tal ocurre con la mayoría de las llamadas profesiones 
liberales, con los corredores e intérpretes públicos, etc.; así, 
pues, el legislador ha establecido un verdadero monopolio sobre 
ciertas actividades en favor de determinadas personas, y  por 
lo tanto nos vemos en la necesidad de acudir a ellas. Esta nece­
sidad es de carácter legal: deriva de un imperativo de la Ley.

Otras veces, al legislador le es indiferente que para satis­
facer nuestras exigencias acudamos a una u otra persona; la 
Ley no establece quiénes deben desempeñar estas actividades; 
sin embargo, la complejidad de la técnica moderna hace nece­
sario que depositemos nuestra confianza en personas que tienen 
especiales conocimientos técnicos. Un ejemplo nos lo aclarará: 
si tenemos que reparar un reloj, ninguna disposición legal nos 
obliga a acudir a un especialista; sin embargo, la lógica nos 
ordena hacerlo. La necesidad de acudir a un relojero es de 
carácter lógico, impuesta por la técnica, independientemente 
de la Ley.

Por último, otras veces, existen ciertas actividades para cuyo 
ejercicio no se requieren especiales conocimientos técnicos: cual­
quiera las puede realizar; pero la experiencia nos enseña que 
resulta mucho más útil y provechoso que ciertas personas se 
encarguen de ellas, permitiéndonos emplear nuestro tiempo en 
actividades que nos reportan mayores beneficios.
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En estos casos, el confiar en estas personas es una necesidad 
que resulta del marcado matiz económico de la vida actual.

El Derecho no ha podido permanecer ajeno a estas situa­
ciones y ha tenido que intervenir para dar una mayor protec­
ción a quien confía sus cosas a una persona en razón de la 
profesión, industria, etc., pues, como bien dice Carrara, es una 
necesidad el pasar por las manos de quienes ejercen tales acti­
vidades (3).

En el primer caso que examinamos, es decir, cuando la 
Ley nos impone determinadas personas en quienes necesaria­
mente debemos confiar, la fe que la sociedad tiene depositada 
en ellas, la facilidad que su profesión les presta para cometer 
el delito, el crédito especial que nos merecen y, consecuente­
mente, la alarma social que su infidelidad produce, son todas 
razones que por sí solas justifican la agravación de la pena.

En los otros casos, o sea, cuando recurrimos a determinadas 
personas no porque ello nos sea impuesto por la Ley, sino por 
razones de carácter técnico o económico, la necesidad que te­
nemos de acudir a ellas, hace que, el legislador, llevado de las 
mismas consideraciones que en el caso anterior, proteja mayor­
mente los bienes que por esta causa son confiados.

Como consecuencia de todo lo anteriormente dicho, la pena 
para el delito de apropiación indebida calificada es considerable­
mente mayor que la prevista para los dos delitos precedentes, 
y al mismo tiempo, el Código Penal contempla diferencias en 
cuanto a la acción. En efecto, la apropiación indebida simple 
se castiga con prisión de tres meses a dos años, y el abuso de 
firma en blanco, con prisión de tres meses a tres años; en ambos 
casos el enjuiciamiento se sigue por acusación de la parte 
agraviada. En la apropiación indebida calificada, en cambio, 
la pena de prisión será por tiempo de uno a cinco años, y  el 
enjuiciamiento se seguirá de oficio.

Según dice el Dr. Mendoza, la tendencia moderna es llevar 
este delito a la categoría de los dolos civiles, estableciendo que

(3 ) Carrara, F .: Ob. cit., pág. 372.
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en todo caso sólo se perseguirá a petición de la parte ofen­
dida (4), citando para corroborar su afirmación, el artículo 385 
del Código Penal mejicano.

IV
REQUISITOS PARA LA APLICACION DEL ARTICULO 470
A.—CUALIDADES DEL SUJETO ACTIVO:

El primer requisito para la aplicación del agravante es 
que, el sujeto activo del delito, tenga una profesión, industria, 
comercio, negocio, funciones o servicios, o que sea depositario 
de depósito necesario. Debe advertirse, que no basta que entre 
la víctima y el delincuente se haya establecido una relación 
meramente contingente y ocasional de carácter industrial, co­
mercial, etc., sino que es necesario que la profesión, la industria, 
y  las demás circunstancias enumeradas, sean cualidades estables 
que el sujeto activo tenía con anterioridad al momento en que 
la víctima le confiara a él el objeto, debiendo ser, precisamente 
estas cualidades, la razón de la confianza.

Pasemos a analizar cada una de ellas:
1.—Profesión.—La define el Diccionario como la facultad 

u oficio de cada uno; sin embargo, no es éste el sentido en que 
el legislador ha querido usar la palabra. Debemos entender por 
profesión toda clase de trabajo humano para el cual se exigen 
determinados estudios, y la obtención de un Título académico. 
Así sucede con la abogacía, la medicina, la odontología, la 
ingeniería, etc.; todas ellas tienen leyes que regulan su ejercicio.

2 .—Industria.—Es el conjunto de operaciones encaminadas 
a la producción de bienes materiales. Como dice Giovanni Giu- 
ríati (5), “la ley al contemplarla ha querido proteger la since­
ridad y  corrección de esta vitalísima fuente de progreso civil 
y económico, de donde no queda duda de que la calificación 
no se aplicará toda vez que falte en el acusado, y en relación 
directa con la entrega, la cualidad de industrial” .

(4 )  M endoza T., José R a fa e l: “ De los delitos contra la propiedad” , tom o V 
del curso de Derecho Penal V enezolano; Em presa “ E l C o jo” , Caracas, 1956, p á ­
ginas 336 y  s.

(5 )  Giuriati, G iovanni: Ob. cit., pág. 394.
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3. — Comercio.—Consiste en la acción de comerciar, es decir, 
traficar y negociar, y de una manera más concreta realizar 
cualquiera de los actos enumerados en el artículo 2 del Código 
de Comercio: Compra, permuta, arrendamiento de cosas muebles 
hechas con ánimo de revenderlas, permutarlas, arrendarlas, 
subarrendarlas, etc.

4. — Negocio.—La palabra “azienda” que usa el Código Za- 
nardelli, la traduce el nuestro como negocio, vocablo éste que 
en ningún caso corresponde al concepto de la voz italiana. En 
efecto, “ azienda” significa principalmente administración de la 
propiedad privada, en tanto que negocio, es voz amplísima que 
se emplea para referirse a cualquier ocupación, empleo o tra­
bajo. Si admitimos que nuestro legislador ha querido usar la 
palabra en este amplio sentido, resultarían innecesarias las 
demás enumeraciones del artículo, pues todas ellas estarían 
incluidas en el concepto de negocio. No nos queda otro remedio 
por lo tanto que restringir su significado al de la voz italiana 
“ azienda”  que, además, constituye su fuente de origen.

5 .— Fondones.—El Código italiano usa la palabra “ufficio” 
que significa la prestación de una obra prevalentemente inte­
lectual (6). Función significa el ejercicio de un empleo. De­
bemos advertir, sin embargo, que si la cualidad del sujeto 
activo del delito es la de funcionario público, no cometerá este 
delito, pues o bien las cosas se le han entregado en razón de sus 
funciones, caso en el cual cometerá el delito de peculado pre­
visto en el artículo 195, o bien, la confianza en él depositada 
se debe a razones de otra índole, cometiendo en este último 
caso el delito de apropiación indebida simple previsto en el 
artículo 468. Cometen apropiación indebida calificada sobre ob­
jetos depositados en razón de sus funciones, los preceptores, 
maestros, etc.

6 .— Servicios.—Se entiende por tal el estado del criado, así 
como también el personal que sirve al público. Son tales los 
portadores de maletas, los encargados de guardarropías, etc.

(6 )  Giuxiati, G iovanm : Ob. cit., pág. 394.
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7.— Depositario del depósito necesario. — Según el artículo 
1775 del Código Civil, depósito necesario es el que hace alguna 
persona apremiada por algún accidente; como ruina, incendio, 
saqueo, naufragio u otro imprevisto; y se reputa también como 
depósito necesario, a tenor de los dispuesto en el artículo 1.777 
el de los efectos introducidos por los viajeros en las posadas, 
fondas o mesones donde se alojan, o en las naves y demás 
vehículos que los conducen. Según Sanojo (7) la mayor seve­
ridad en el castigo a la infidelidad, se debe, en este caso, a la 
situación aflictiva en que se encontraba el depositante. Otro 
tratadista venezolano, el Dr. Francisco Ochoa, fundamenta la 
agravación también en razones de orden moral, a saber: la 
depravación que revela el que abusa de la desgracia y aflicción 
de una persona que en tan crítico momento no tiene tiempo de 
escoger el depositario de su confianza (8). En nuestra opinión, 
la razón de la agravante en este caso es la disminución en la 
defensa privada que origina a su vez una mayor protección por 
parte del Derecho. Esta es la explicación que da la inmensa 
mayoría de la doctrina italiana, y entre nosotros el doctor J. R. 
Mendoza.

B.—RELACION DE CAUSALIDAD ENTRE LA CONFIANZA 
O DEPOSITO Y LA PROFESION, INDUSTRIA, CO­
MERCIO, NEGOCIOS, FUNCIONES O SERVICIOS DEL 
SUJETO ACTIVO:

Ya hemos visto que el sujeto activo del delito debe tener 
determinadas cualidades personales; sin embargo, esto no es 
suficiente. No basta tampoco que el autor del delito lo realice 
con ocasión de su profesión, industria, etc. Es necesario que 
estas circunstancias personales del sujeto activo hayan sido la 
causa de que a él se hayan confiado o depositado los objetos de 
los que más tarde se apropia.

En efecto: dispone el artículo 470 del Código Penal que la 
agravante se aplicará cuando el delito “ . . .  se hubiere cometido

(7 )  S an ojo , L uis: “ Instituciones de Derecho Civil V enezolano” , tom o IV ; 
reim presión de la prim era edición hecha en Caracas, Im prenta N acional, 1873, 
página 164.

(8 )  Ochoa, F rancisco : “ E xposición del Código Penal V enezolano” , M ara­
caibo, Im prenta B olívar, 1888, pág. 508.
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sobre objetos confiados o depositados en razón de la profe­
sión, e tc .. . .” . Razón nos indica el Diccionario que significa 
causa o motivo; y  en razón quiere decir por causa. No es 
suficiente, por tanto, una relación de simple ocasionalidad entre 
la profesión del culpable y la entrega, sino que se requiere 
una relación de causalidad.

Interpretar que la expresión “ . . .en  razón d e . . . ”  contenida 
en nuestro Código, significa con ocasión de, constituye, como 
bien dice Giovanni Giuriati (9), un ultraje a la gramática, a la 
lógica y al derecho que raramente se encuentra. A  la lógica, 
porque el que no desconozca los primeros rudimentos de esta 
ciencia, sabe que la razón y la causa son una misma cosa y 
que cuando se dice en razón se dice por motivo o a causa, 
y no con ocasión. A  la gramática, o mejor, al común buen sen­
tido del lenguaje, porque ambos nos enseñan a adoptar indi­
ferentemente la palabra razón y la palabra causa y  a distinguir 
entre razón y ocasión. Al derecho, porque la misma ley penal 
cuando quiere hacer mención a una relación de ocasión (ar­
tículo 476 del Código Penal venezolano) adopta el vocablo 
exacto.

Por si esto fuera poco, un nuevo argumento nos demuestra 
que en razón y a causa son una misma cosa: en el artículo 470 
se dice que la entrega debe haber sido hecha en razón de la 
profesión, etc. del depositario o por causa del depósito nece­
sario. En el Código italiano de 1889, la frase ‘‘en razón de” 
(“per ragione” ) se aplica tanto a la profesión como al depósito 
miserable, y así hubiese podido ser entre nosotros, pero el 
hecho de que nuestro legislador incluyera la frase “del depo­
sitario”  detrás de la palabra “servicios” , hacía necesario re­
petir que la entrega debía haberse realizado en razón del de­
pósito necesario; sin embargo, como tal repetición resultaría 
cacofónica, se prefiere usar un sinónimo, esto es, la frase “ a 
causa” .

Acierta el Dr. Mendoza cuando afirma que “no basta que 
en el culpable exista la cualidad, sino que debe haber un

(9 )  Giuriati, Giovanni: Ob. cit., pága. 392 y  s.
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nexo de causa a efecto. En otras palabras, el ejercicio fun­
cional debe haber sido la razón única y prevalente que ha 
inducido al precedente poseedor a depositar la cosa en el 
infiel” (10). A  nosotros nos parece, sin embargo, un tanto 
exagerado decir que el ejercicio funcional deba ser la razón 
única, pues en la casi totalidad de los casos, ésta se debe a 
muchas causas, vale decir a muchas razones. Son muy pocos 
comunes los casos en que la profesión es causa única, pues 
casi siempre, al lado de ésta, intervienen motivaciones de 
carácter personal, como son la rectitud, la probidad o los 
conocimiento que tiene determinado profesional en mayor grado 
que sus colegas, etc. Un ejemplo nos aclarará esta idea: si 
necesitamos recurrir a un abogado, elegimos de entre todos 
al que tenga las antedichas cualidades; sólo en el caso de que 
en la localidad en que nos encontremos exista un solo abo­
gado, la profesión será la causa única de que acudamos a él, 
pues no hemos tenido posibilidad de elegir a otro. Es prefe­
rible, por tanto, afirmar solamente que el ejercicio funcional 
debe ser la razón prevalente de la entrega.

Asentado este primer punto, cabe preguntarse ahora: 
¿cuándo podremos afirmar que la profesión, industria, comercio, 
negocio, funciones o servicios han sido la causa de que se 
hayan confiado o depositado los objetos? La respuesta es sim­
ple: cuando no hubiéramos entregado la cosa a una persona 
que careciera de la investitura profesional que tenia el de­
positario.

Si al recibir la cosa que más tarde distrae, el depositario 
está realizando un acto propio de su profesión, ésta ha sido 
1? causa de la entrega. De no ser así, si el recibir esos objetos 
no constituye un acto propio de su profesión, industria, etc., 
éstas no han sido la causa de la entrega, pues se podía haber 
confiado en quien ejerciera otras funciones.

Según esto, el problema se reducirá a determinar, en cada 
caso concreto, cuáles son los actos propios de la profesión 
del encausado. Cuando el sujeto activo del delito tenga una

(1 0 ) Mendoza, J. R .: Ob. cit., pág. 336.
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profesión regulada por la Ley, el problema se simplifica gran­
demente, pues la necesidad de evitar que dichas actividades 
sean desempeñadas por cualquiera, ha inducido al legislador 
a señalar cuáles son los actos propios de esas profesiones. El 
artículo 1 de la Ley de Ejercicio de la Medicina de 29 de julio 
de 1942, nos sirve como ejemplo al respecto, pues establece 
que se ‘ ‘entiende por ejercicio de la medicina, la prestación 
de servicios encaminados a la profilaxis, tratamiento y diag­
nóstico de las enfermedades. . .  Por tanto, si entregamos a 
un médico un objeto que ha estado en poder de un enfermo, 
para que lo esterilice, y después nos lo devuelva, y se apropia 
de él, cometerá un delito de apropiación indebida calificada, 
pues al recibir el objeto, el médico está prestando un servicio 
encaminado a la profilaxis de las enfermedades, lo cual, como 
hemos visto, constituye un acto propio de su profesión de mé­
dico, y por tanto, dicha profesión ha sido la causa de la entrega.

Desgraciadamente la cuestión no es tan simple con otras 
profesiones, pues la Ley no resulta tan precisa. La Ley de 
Abogados de 25 de julio de 1957, por ejemplo, señala en su 
artículo 2, como actos propios de los abogados, “ ...comparecer 
por otro en juicio y realizar cualquier gestión inherente al 
ejercicio de la abogacía...” . En este caso, el Juez no tendrá 
más remedio que apreciar, en cada situación concreta, si el 
recibir el objeto del que más tarde se apropia el acusado, cons­
tituía una gestión inherente al ejercicio de la abogacía.

Para saber cuáles son los actos propios de las demás profe- 
fesiones, deberán consultarse las leyes respectivas: Ley de Ejer­
cicio de la Odontología de 1 de octubre de 1943, en su artículo 1; 
la de Farmacia de 27 de junio de 1928, artículos 1 y 2; la de 
las profesiones de Ingeniero, Arquitecto y Agrimensor de 23 
de juüo de 1933, etc.

Otras veces, aun tratándose de actividades libres que no 
requieren ninguna autorización ni inscripción para su ejercicio, 
la Ley señala cuáles son los actos propios de las mismas. Veamos 
algunos ejemplos: corresponde a los venduteros “ vender en 
pública almoneda al mejor postor, productos naturales, mer-
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canelas sanas o averiadas y bienes muebles de toda especie” 
(artículo 82 del C. de Comercio); es propio de los porteadores 
“ encargarse de efectuar o hacer efectuar el transporte”  (ar­
tículo 154 ejusdem); etc.

El problema grave se presenta cuando se trata de actividades 
con respecto a las cuales la Ley no señala los actos propios 
de las mismas; tal ocurre con la mayoría de ellas. En estos casos 
será el juez quien deberá señalarlos, y aplicar o no, en con­
secuencia, la calificación al delito.

En caso de que el sujeto activo del delito sea el empleado 
de una sociedad mercantil, para determinar cuáles son sus actos 
propios, el juez se fijará en las atribuciones que, según el 
contrato de trabajo de dicho empleado, tiene señaladas. Un 
ejemplo nos lo aclarará: el encargado de la limpieza de una 
compañía dedicada a la reparación de artefactos eléctricos se 
apropia de un aparato que un cliente le ha entregado con el 
fin de que le sea arreglado; ¿constituirá tal delito una apro­
piación indebida calificada? Indudablemente que no, puesto que 
la entrega que en este caso se hace no se realiza en razón de 
los servicios, ya que no constituye un acto propio de los en­
cargados de limpieza al recibir los objetos que entreguen los 
clientes, pues ello no es atribución que les corresponda en virtud 
de su contrato de trabajo.

Debemos señalar finalmente que, para que exista apropia­
ción indebida calificada, se requiere que no haya sido la propia 
víctima la que haya conferido la investidura funcional al su­
jeto activo del delito, pues, en tal caso, la confianza no nacería 
en razón de una función preexistente, sino que, tanto la cua­
lidad funcional, como la entrega que en consecuencia se hace, 
se deben a una confianza que tiene por causa circunstancias 
de carácter personal.

No nos sustraemos a la tentación de copiar las palabras 
que sobre el particular expone el Dr. Mendoza (11); pues acla­
ran sobremanera lo anteriormente dicho: “Debe entenderse 
entonces que ya el culpable ostentaba una cualidad funcional;

(11 ) Mendoza, J. R .: Ob. cit., págs. 334 y siguientes.
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de modo que el sujeto pasivo entregó la cosa en consideración 
de esa misión —facultativa u obligatoria—, que constituía el 
desarrollo activo de esa subjetividad funcional” . Y  añade mas 
adelante el mismo autor: ‘‘Si un tercero encuentra ya elegido 
un administrador de una sociedad, al cual por razón de esa 
cualidad, entrega la cosa suya, si este administrador se apropia 
de ella, comete una apropiación indebida calificada. Pero si se 
forma una sociedad anónima, y esa sociedad anónima elige o 
escoge voluntariamente un administrador, al cual se le impute 
distracción de las cosas de la sociedad, este administrador sólo 
comete una apropiación simple, porque él no ostentaba antes 
de ser escogido, ninguna cualidad que estuviere ejerciendo ante 
el público o ante los socios y que obligara a éstos, por nece­
sidad, o por la fe que les inspirara esa cualidad que estuviere 
ejerciendo para confiarle la administración social” .

V

LEGISLACION COMPARADA

Los Códigos Penales de la mayoría de los países, sólo 
contemplan la apropiación indebida simple, prescindiendo de 
incluir en la parte especial agravantes específicas de este 
delito; tal sucede con los modernos Códigos de España e Italia.

Lo mismo ocurre en latinoamérica con la legislación penal 
de Argentina, Bolivia, Costa Rica, Cuba, Chile, Ecuador, Hon­
duras, México, Nicaragua, Panamá, Puerto Rico, Salvador y 
Uruguay (12).

Esta misma tendencia puede observarse en países de la 
más diversa orientación política y, así, en el Código Penal de 
la República Socialista Federativa Soviética Rusa (R.S.F.S.R.), 
sólo encontramos contemplada la apropiación indebida sim­
ple (art. 168) (13).

(1 2 ) El articulado de los Códigos Latino-am ericanos está tomado de la obra 
de Luis Jiménez de Asúa y  Francisco Carsi Zacarés, “ Códigos Penales Iberoam e­
ricanos” , 2 vol., Ed. Andrés Bello, Caracas, s / f .

(1 3 ) Jiménez de Asúa, Luis: “ Derecho Penal Soviético” . T ipogra fía  Editora 
A rgentina, Buenos A ires, 1947.
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El Código Penal Brasileño, después de contemplar la apro­
piación simple, establece en su artículo 168: “La pena se aumen­
tará en un tercio, cuando el autor reciba la cosa: I.—En de­
pósito necesario. II.—En calidad de tutor, curador, síndico, 
liquidador, inventariante, albacea testamentario o depositario 
judicial. III.—En razón de su oficio, empleo o profesión” . La 
breve enumeración contenida en III, hace necesaria la pre­
visión del II; previsión que no se precisa en Venezuela pues 
ya está incluida en el concepto de “ entrega en razón de las 
funciones” .

El artículo 413 del Código Colombiano dice que “ la san­
ción establecida se aumentará hasta en la mitad, cuando el 
delito se comete abusando de las funciones de tutor, curador, 
albacea, mandatario, depositario o cualesquiera otras seme­
jantes confiadas por autoridad pública” . Como se ve el ámbito 
de aplicación de la agravante es bastante más restringido 
que en nuestro Código.

En la República Dominicana así como en Haití se ve 
ciara la influencia de la Legislación francesa, pues establece 
el Código del primero de los países mencionados en su ar­
tículo 408 que “si el abuso de confianza se hubiere cometido
por una persona dirigiéndose al público con el objeto de 
obtener, bien sea por su propia cuenta o ya como director, 
administrador o agente de una sociedad o de una empresa co­
mercial o industrial, la entrega de fondos o valores a título de 
depósito, de mandato o de prenda, la pena en que incurrirá 
el culpable será la de reclusión y multa de quinientos a dos 
mil pesos” . Y  añade el mismo artículo: “si el abuso de con­
fianza de que trata este artículo, ha sido cometido por un
oficial público o ministerial, por un criado asalariado, por
un discípulo, dependiente, obrero o empleado, en perjuicio de 
su amo, maestro o principal, se impondrá al culpable la pena 
de tres a diez años de trabajos públicos...” . Y  el párrafo 
segundo del art. 340 del Código penal haitiano establece: “si 
el abuso de confianza previsto y  penado por el párrafo prece­
dente, ha sido cometido por un funcionario público o minis­
terial, o por un doméstico asalariado, alumno, pasante, encar­
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gado, obrero, compañero o aprendiz, en perjuicio de su jefe 
o de la persona en cuya casa estaba empleada, la pena será de 
reclusión..

El artículo 420 del Código de Guatemala dice: “ Los delitos 
expresados en el artículo anterior serán castigados con la ter­
cera parte más de la pena señalada en sus respectivos casos, e 
inhabilitación absoluta, si el culpable fuere comisionista, corre­
dor, martiliero o ejerciere otro oficio similar en virtud de una 
autorización legal” . Debe señalarse que estas circunstancias no 
agravan solamente el delito de apropiación indebida, sino tam­
bién la estafa y otros fraudes.

El artículo 404 del Código Penal del Paraguay, es casi tra­
ducción literal del artículo 387 del Proyecto italiano de Zanar- 
delli (1882-83), y como él contiene una larga enumeración 
circunstanciada de los posibles sujetos activos del delito: “La 
pena será elevada al doble si en los casos de los tres artículos 
anteriores el delito fuese cometido sobre cosas confiadas o en­
tregadas al culpable, por razón de su respectiva profesión, in­
dustria, oficio o servicio: 1) Por el que estuviere investido de 
un oficio al que la Ley atribuye fe pública; 2) por cajeros o 
empleados de Bancos, Casas o empresas de comercio o industria; 
3) por comisionistas o toda clase de agentes auxiliares de co­
mercio; 4) por empresarios de transporte de personas o cosas, 
sus empleados o dependientes; 5) por depositarios de depósitos
necesarios; 6) por empleados, agentes o dependientes adscritos
a un oficio público, que no tengan la calidad de empleados 
públicos, siempre que no se trate de peculados, sustracción o 
supresión de títulos, autos o documentos; 7) por tutores, cura­
dores, abogados, procuradores, síndicos o administradores; 8) por 
sirvientes, operarios o peones de campo.

Por último, el párrafo segundo del artículo 240 del Código 
Penal del Perú agrava la apropiación indebida cuando “ . . .e l  
delincuente hubiese obrado en calidad de guardador, o en el 
ejercicio de una profesión o de una industria para la cual tu­
viere título o autorización oficial” .
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VI

PROYECTO DE CODIGO PENAL

El Proyecto de Código Penal elaborado por la Comisión 
Codificadora Nacional, y publicado por el Ministerio de Rela­
ciones Interiores en el año de 1947 (14) contiene cambios sus­
tanciales en lo que se refiere a la apropiación indebida cali­
ficada.

En efecto, ya no se agrava el delito por el hecho de que 
se cometa sobre objetos confiados o depositados en razón de 
la profesión, industria, comercio, negocio, funciones o servicios 
del depositario; sólo se aumenta la pena si el hecho se come­
tiere en una cosa poseída por depósito necesario, y en tal caso 
el enjuiciamiento se seguirá de oficio. También se procederá 
de oficio, aunque la pena será la misma que en la apropiación 
indebida simple, cuando concurra alguna de las circunstancias 
del número 11 del artículo 26. Sin duda esto último es un 
error pues el citado artículo sólo tiene 10 números.

(1 4 ) “ P royecto de Código Penal” , M inisterio de Relaciones Interiores, Co­
m isión Codificadora N acional, Caracas, Im prenta N acional, 1947.









Embargo de Acciones y Derecho de Voto

Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Mercantil.
Primera Circunscripción judicial. — Caracas
1’  de julio de 1958.

Por el Dr. Arístides RENGEL ROMBERG
Catedrático de Derecho P rocesal Civil

El depositario no es persona autorizada legalmente para 
concurrir a las Asambleas de Accionistas, ni para emitir 
su voto en ellas, por cuanto tales derechos son inherentes
a la cualidad de propietario de la acción.

Asi concluye la decisión del mencionado Juzgado, como
motivo de la apelación interpuesta por la Comisión Investiga­
dora, prevista en la Ley de Enriquecimiento Ilícito de Funcio­
narios o Empleados Públicos, en el procedimiento que se 
sigue al ciudadano J. A.

El Tribunal a quo había practicado el embargo de 179 
acciones del mencionado ciudadano y 461 de su esposa, en 
la C.A. I.V.V.P. y el representante de esta sociedad había 
pedido al Tribunal su declaración de si el depositario desig­
nado es persona idónea para asistir a las Asambleas de Accio­
nistas de la mencionada compañía y consecuencialmente para 
emitir su voto.

El sentenciador apoya su decisión, por una parte en el 
artículo 465 del Código de procedimiento civil, según el cual 
“El depositario es persona legítima para cobrar y  percibir
las rentas, alquileres, pensiones de arrendamiento, sueldos o 
créditos embargados, y percibir y vender los frutos de la
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cosa depositada” ; y por otra parte, en la opinión doctrinal, 
según la cual el derecho de voto es inherente a la cualidad 
de accionista y por tanto sólo puede ejercerse válidamente por 
el titular de la acción, o por un mandatario legalmente cons­
tituido y con facultades especiales para ello. “El titular de la 
acción — asienta el Tribunal—  al ser embargada ésta, pierde 
la tenencia material de la cosa, la posesión de la misma, pero 
él continúa siendo propietario de esa acción y de los derechos 
que de ella nacen; la propiedad no se ha transferido, única­
mente se ha tratado de evitar que ese propietario burle la ac­
ción contra él intentada, desprendiéndose de su patrimonio 
en forma tal que su acreedor, o la persona que ha solicitado 
el embargo, en caso de obtener una sentencia favorable, no 
pueda hacer efectivo la posible indemnización que pudiera 
otorgársele” .

Tal es la doctrina tradicional sobre el problema decidido. 
Su formulación se remonta al famoso escrito de Bruno Pa- 
pini ( l ) ,  quien por primera vez trató de precisar la esfera de 
influencia de un instituto jurídico (embargo) sobre otro (la 
acción) y su relación de coexistencia. Recuérdese — nos dice 
Papini—  que el derecho de voto es inherente a la propiedad 
de la acción y a la cualidad de accionista, y que el embargo 
recae solamente sobre la cosa como valor económico y patri­
monial, y no sobre el derecho a la cosa que queda intacto, 
y de tales premisas se debe concluir que el deudor embargado 
no cesa de tener la propiedad de la acción, vale decir, de 
tener la cualidad de accionista, con todos los derechos inheren­
tes, inclusive el de voto.

Posteriormente a Papini, la doctrina ha sido acogida entre 
otros por Vivante (2), por Valeri (3), Ascarelli (4), Donati (5), 
De Gregorio (6) y también por repetida jurisprudencia .

(1 )  Il sequestro di azioni di Bocieta com m erciale e il d irito  di voto.
Rivista del D iritto Commerciale, I, pág. 181. 1922.

(2 )  T ratado, Tomo II, n» 497.
( 3)  R ivista del D iritto  Commerciale, II, pág. 141. 1938.
(4 )  A ppunti di dir. comm. Società. 3* ediz., pàg. 274.
(5 )  L ’invalidità della deliberazione di assemblea delle società anonime.

N» 53. M ilano, 1937.
(6 )  Comm ento, sexta ediz., p. 316, nota 2.
(7 )  C fr . Presidente Tribunale M ilano. Riv. D irit. Proc., II, p. 197, 1946.

y  Appello F irenze, Riv. dirit. com m erc., II, p. 141, 1938.
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En el mismo sentido, últimamente Carnelutti, comentando 
la decisión del Tribunal de Milán de l 9 de Julio de 1946, 
según la cual “ al depositario de las acciones de una sociedad 
sometidas a embargo, no debe ser concedido el derecho de 
voto” . Carnelutti nos ofrece entre otras las siguientes razones: 
“Votando se administra la hacienda social y no la acción, 
mientras que el embargo recae sobre la acción y no sobre 
la hacienda sociaL Administrar las acciones no es administrar 
la hacienda social y viceversa” . Y  continúa “ el punto firme es 
que las acciones son una cosa diversa de la hacienda social; 
y ésta cosa, en la hipótesis del embargo de acciones, es la 
embargada y  no la hacienda. Ciertamente las acciones, respecto 
de la hacienda social, se asemejan a las llaves de una casa, 
pero una cosa es el embargo de las llaves y otra el embargo 
de la casa, y a nadie puede ocurrírsele que el depositario de 
las llaves, deba administrar la casa. Lo que él puede hacer, 
y debe hacer, es custodiar las llaves de modo que nadie pueda 
sustraerlas; análogo es el oficio del depositario de las ac­
ciones (8)” .

En verdad, no parece discutible que el derecho más im­
portante del accionista es el derecho de voto, éste emana direc­
tamente de la acción, así como de ella emana también el 
derecho de reparto de los dividendos y a participar en el 
patrimonio resultante de la liquidación. Mediante el voto, 
el accionista hace valer sus intereses en la administración de la 
sociedad, y contribuye a la formación de la voluntad de la 
sociedad en la Asamblea General, y tales derechos pasan a 
otras personas, cuando la propia acción cambia de titular con­
creto en las formas previstas por la ley (9). De allí que se 
considere que el derecho de voto es un derecho personal del 
accionista y que a diferencia de los derechos patrimoniales 
o económicos de los accionistas, que pueden ser cedidos a ter­
cera persona con independencia de la acción, el derecho de

(8 )  Carnelutti, Sequestro di azione e d iritto de voto. R ivista di d iritto 
processuale, II, pág. 197. 1946.

(9 )  C fr. Garrigues y  U ría. L ey de Sociedades Anónim as. La acción como 
con junto  de derechos, M adrid. Tom o I, pág. 399. Segunda edición. C fr. Goldschmidt, 
R oberto. Problem as ju rídicos de la sociedad anónim a. Depalm a. Buenos A ires. 
P ágs. 35 y  69.
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voto no puede separarse de los demás que integran la condición 
o estado de socio para ser enajenado a título oneroso o gratuito 
y ejercitado así por quien no siendo titular de la acción no 
tenga la condición de accionista.

Entre nosotros, los artículos 272 y 273 del Código de Co­
mercio consideran un deber de los accionistas asistir a las 
asambleas, las cuales no pueden considerarse constituidas para 
deliberar, si no se halla representado en ellas un número de 
accionistas que represente más de la mitad del capital social, 
salvo que los estatutos dispongan otra cosa. Asimismo, el ar­
tículo 280 requiere un número de socios determinado, en la 
asamblea, y el voto favorable de los que representan la 
mitad, por lo menos, del capital social, para los objetos que 
expresa el artículo. De todo lo cual se infiere que sólo pueden 
contribuir a la formación de la voluntad social, asistiendo y 
votando en las asambleas, las personas que tienen la cualidad 
de accionistas por haber invertido capital en la empresa.

Sin embargo existe otra corriente jurisprudencial y doc­
trinal opuesta a la enunciada anteriormente, la cual fija un 
poco más su atención en el patrimonio de poderes que tiene 
el depositario, determinando en qué forma influyen sobre la 
acción, que ahora toma un contenido más amplio que en las 
concepciones anteriores.

Así, la Corte de Apelación de Florencia, el 10 de sep­
tiembre de 1937 resolvió: “El depositario de acciones puede 
ejercitar el derecho de voto en los negocios que exceden la 
simple administración solamente previa autorización del tri­
bunal, autorización que sin embargo puede ser sustituida por 
una sucesiva ratificación” .

También el Tribunal de Florencia, el 8 de julio de 1937, 
resolvió: “En caso de secuestro judicial de las acciones de una 
sociedad anónima, el derecho de voto por las acciones secues­
tradas corresponde al depositario, quedando subordinado a la 
autorización del tribunal siempre que se trate de delibera­
ciones que impliquen actos de disposición y particularmente 
de aquellas previstas en el artículo 158 del Código de Co­
mercio” .
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Y, finalmente, el mismo Tribunal de Florencia el 30 de 
julio de 1937, en Cámara de Consejo decidió” :

“El depositario de acciones no puede expresar su propio 
voto sobre objetos que exceden los límites de la simple admi­
nistración, sin previa autorización de la autoridad judicial. 
Puede sin embargo la nulidad de la deliberación de la asam­
blea, aprobada con el voto así expresado, ser sanada mediante 
una sucesiva ratificación, que la autoridad judicial conceda 
a la actuación del depositario (10)” .

En el campo doctrinal, dentro de esta última posición, 
pueden citarse entre otros a Ferri (11) para quien el voto 
corresponde al depositario porque el embargo recae no sobre 
el título de la acción en su materialidad, sino sobre todos los 
derechos inherentes a la acción: afecta, esto es, la posición 
del socio en la sociedad y realiza la sustitución del sujeto 
pasivo del embargo en la gestión y en la participación social.

También Candian(12), llega a una conclusión semejante 
por vía de eliminación: excluido razonablemente que el ejer­
cicio del voto pueda suspenderse; excluido que pueda conser­
varse en el sujeto pasivo del embargo, deriva que corresponde 
al depositario, integrándose su voluntad e iniciativa con las 
directivas del juez. Y  finalmente Finzi (13) resuelve la cues­
tión sobre el terreno de los títulos de crédito poniendo de 
relieve que el poseedor del título tiene derecho a la prestación 
indicada mediante la presentación del mismo, y como toda 
acción atribuye el derecho de voto, se concluye que al titular 
de la acción embargada le falta la posibilidad misma del ejer­
cicio del voto, dado el fin del embargo que es el de quitarle 
la cosa, encomendándola al depositario” .

(1 0 ) C fr . E xtractos de las decisiones citadas en R ivista di d iritto com ­
m erciale 1938, II, pág. 141. En igual sentido: Tribunal de M ilán, 20 de 
octubre de 1948, en Giurispurdenzia Italiana 1948, I, p . 2, 594. Presidente T r i­
bunale di Rom a, 26 ju lio  1946, en F oro  italiano 1947, I, pág. 142. Recientem ente 
el m agistral escrito del P rofesor Renzo Provinciale. Il voto  nel sequestro di
azioni. R iv. drit. comm. 1950, I, pág. 97.

(1 1 ) Sequestro giudiziario di azioni ed esercizio del voto nelle assem blee;
in F oro  italiano, I, p. 142, 1947.

(1 2 ) Sequestro di azioni e d iritto  di voto , en Saggi di d iritto , III, p. 126.
(1 3 ) Sequestro di azioni e d iritto  di voto , en D iritto íalim entare, II, 

p. 201, 1948.
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Pero quien con más fuerza y vigor expresa la posición 
doctrinal que venimos comentando, es el Profesor Renzo Pro- 
vinciale, quien al manifestar su no conformidad con las doc­
trinas antes expuestas, expone la suya propia en los términos 
que pasamos a resumir: "El embargo, en cuanto recae sobre 
la acción como título constitutivo y documento de la cualidad 
de accionista, ataca a ésta y la hace objeto de la providencia 
cautelar. No es que con esto se atribuya, ni siquiera transitoria­
mente, o a meros fines cautelares, la cualidad de accionista al 
depositario, sino que el órgano cautelar, el depositario, asume 
el complejo de derechos y obligaciones que constituyen la 
cualidad de accionista. Así como acción, en sustancia no es 
más que un modo de expresarse, comprensivo, para significar 
el complejo de derechos y de obligaciones que se compenetran 
en ella, asimismo, embargo de la acción no es más que una 
expresión traslaticia, usada para significar la aprehensión de 
aquel complejo, porque la acción (título, cualidad, legitima­
ción) es inseparable de las relaciones que nacen en ella y de 
ella, esto es, de los derechos y de las obligaciones que de ella 
emanan. Si así no fuera, el embargo no sería ya tal, esto es, 
no sería un embargo de acción en el sentido que se le atribuye 
y se le quiere atribuir para que sea eficiente, sino un embargo 
particular de determinados elementos de aquel complejo: o del 
título, o del documento, o de un derecho determinado; no del 
todo, como debe entenderse necesariamente cuando se habla 
de embargo de acciones (14)” .

Esta posición doctrinal que tiene su premisa fundamental 
en la concepción de la acción, no ya como mero título o docu­
mento, sino como complejo de derechos y obligaciones que 
emanan de ella, y que constituyen el status de socio, como 
calidad que adquiere el accionista de su posición en el seno 
de la sociedad y en relación con los otros socios, se robustece 
cuando se piensa en los diversos remedios que los mantenedores 
de la doctrina tradicional aconsejan, para evitar que el accio­
nista embargado, mediante el voto, pueda desmejorar la con­
dición económica de la acción e incluso anular su valor patri-

(1 4 ) Renzo Provinciale, I) voto nel sequestro di azioni. Riv. Dirit. coirnn., I, 
pài?. 97, 1950, especialmente Nv 9, pág. 110.
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monial. Así, se aconsejan por aquellos autores, limitaciones 
consistentes en excluir las deliberaciones que indirectamente 
equivalgan a disposición de la acción, y se sugieren inclusive 
determinadas providencias del Tribunal, como última ratio, 
que pueden llegar hasta la atribución del derecho de voto al 
depositario, cuando las circunstancias concretas lo aconsejen.

En verdad, son muchos los expedientes prácticos de que 
puede servirse el accionista que continúa teniendo el derecho 
de voto en las Asambleas, para desmejorar la condición patri­
monial de la acción cuando ha sido embargada. Piénsese en 
el accionista mayoritario, de cuyo voto depende la eficacia 
de determinadas disposiciones de la Administración o de la 
Asamblea; y en el accionista propietario de todas las acciones 
(one man company) en cuyas manos está la dirección y el 
destino de la empresa toda. El establecimiento de nuevas 
reservas, o de reservas ocultas, que impidan el acuse de divi­
dendos; la desnaturalización de determinadas partidas del 
acervo social, en el Balance, como medio de reducir la decla­
ración de utilidades; la inclusión de nuevos socios o el aumento 
de capital mediante el ingreso de nuevos accionistas; la fusión 
de la sociedad con otra, en condiciones gravosas o perjudiciales 
para la empresa; la liquidación apresurada de la sociedad en 
condiciones desfavorables para los accionistas, y otras vías 
semejantes, tendría en sus manos el accionista embargado, 
votando por la aprobación de resoluciones de la Administra­
ción o de la Asamblea, que hagan ineficaz la medida cautelar.

Por todo ello la jurisprudencia anotada, trata de resolver 
el problema no ya con los criterios tradicionales de derecho 
privado comercial, sino estableciendo como cuestión central 
aplicable al caso, la comprensión de la gestión del depositario 
y los límites de los poderes de administración que esencial­
mente incluye el ejercicio de tal cargo. No puede desconocerse, 
en efecto, que la función específica del depositario es la con­
servación y administración de los bienes embargados y, por 
lo tanto, existe un mínimo de actividades de conservación o de 
administración, sin las cuales no podría concebirse la función 
misma del despositario, o no tendría ningún contenido su pro­
pia función. Así, aunque la ley no lo diga expresamente, el
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depositario de un caballo de carreras embargado, está facul­
tado, por su propia función, para mantener el caballo en con­
diciones de poder correr con éxito, mediante su diario traqueo 
o entrenamiento; y está facultado para alimentar el caballo y 
hacer los gastos necesarios de manutención y cuido; el depo­
sitario de una línea de taxis (fondo de comercio) está facul­
tado por su propia función, para operar la línea, alquilar los 
taxis, cobrar el producto y mantener el fondo en estado de 
continuar su normal actividad productiva, sin necesidad de 
autorización expresa del Tribunal, y aunque la ley no lo atri­
buya explícitamente en norma alguna.

En otras palabras, la jurisprudencia y la doctrina, distin­
guen los actos de conservación y administración ordinaria, y 
los actos de administración y conservación extraordinaria. Los 
primeros puede realizarlos el depositario en base a su función 
propia, sin necesidad de autorización del Tribunal; los se­
gundos sólo puede realizarlos con la autorización o aprobación 
del Tribunal, el cual dará esta aprobación valorando todas las 
circunstancias concretas que la hagan necesaria en un caso 
dado (15). No está, pues, en las facultades del Magistrado 
negar aquellos poderes del depositario, sin desnaturalizar el 
instituto cautelar.

Dada la inmensa variedad de casos que pueden presentarse 
en la práctica, y la distinta naturaleza de las cosas embargadas, 
no puede agotarse técnicamente en una disposición de ley, la 
enumeración de todos los casos en los cuales el depositario 
podría actuar sin autorización del Tribunal por quedar el acto 
incluido en la administración o gestión ordinaria. Toda enu­
meración en tal sentido, no podría tener sino un carácter mera­
mente enunciativo y no taxativo. Por ello algunos códigos como 
el italiano de 1942 (artículo 676 C.P.C.) establecen que el 
Juez puede fijar al depositario los criterios y los límites de 
ia administración, al hacer su nombramiento.

El artículo 465 del Código de procedimiento civil vene­
zolano, en que se apoya la decisión que comentamos, no agota 
en forma alguna el patrimonio de poderes que tiene el depo-

(1 6 ) C fr. A urelio Candían. P oteri del sequestratario, en Studi in onore 
di E nrico Redenti. Dott. A . GitWRE. Vol. I, págs. 255 y  sig., M ilano, 1951.
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sitario, ni incluye en él infinidad de otras actividades que 
corresponden a su ordinaria gestión de conservación y admi­
nistración, las cuales no podrán negarse al depositario sin des­
naturalizar su función, porque son imprescindibles — ex reram 
natura.

Del sistema positivo de la ley venezolana, se infiere que 
el Código de procedimiento civil ha seguido también entre 
nosotros, el criterio que venimos exponiendo, al establecer, 
paralelamente a casos considerados dentro de la gestión o 
administración ordinaria del depositario, otros que considera 
correspondientes a la administración extraordinaria, para los 
cuales requiere la autorización del Tribunal. Así, de confor­
midad con el artículo 460, si hubiere cosas corruptibles, el Juez 
las mandará vender por el mismo depositario, previa estimación 
de un perito que nombrará el mismo juez en el acto de la 
entrega. También requiere autorización el depositario, para 
arrendar la cosa embargada, darla en préstamo, empeñarla o 
empeñar sus frutos; y si hubiere animales podrá el Tribunal 
mandarlos entregar a una persona que se sirva de ellos por el 
gasto de cuido o alimentación (Art. 466 C.P.C.). Cuando los 
bienes muebles estén expuestos a deterioro o sujetos a sufrir 
en su valor con la demora, o si hubieren de ocasionar gastos 
de depósito que no guarden relación con su valor, el Tribunal 
ordenará al depositario que los venda al precio corriente o en 
venduta; o los sacará a remate, abreviando los términos de los 
anuncios, o prescindiendo enteramente de ellos, pero haciendo 
saber al público el día y  la hora de la venta (Art. 483 C.P.C.).

De todo ello puede sostenerse que si el Tribunal no con­
sidera el derecho de voto dentro de la administración o con­
servación ordinaria que puede ejercer el depositario, nada 
impide en el sistema de la ley venezolana, la posibilidad de 
la autorización judicial, cuando las circunstancias concretas 
de cada caso aconsejen la necesidad de tal autorización para 
evitar que el sujeto pasivo del embargo pueda desmejorar la 
condición patrimonial de la acción embargada, o impedir la 
declaración de dividendos, mediante su intervención en las 
deliberaciones de la Asamblea.





Los bienes adquiridos por la mujer, durante el matrimonio, 
con su industria o trabajo, no pueden ser enajenados por 
el marido, quien tampoco puede obligarlos.

Por el Dr. José ANDRES FUENMAYOR

P rofesor de Derecho P rocesal Civil II

L a  Corte de Casación, en Sala Civil, Mercantil y del Tra­
bajo, en sentencia del 2 de noviembre de 1953, que aparece 
publicada en la Gaceta Forense, N9 2 de la Segunda Etapa, 
asentó de manera categórica la siguiente declaración doctri­
naria: "Según eso, conviene hacer la advertencia, el marido 
no puede enajenar los bienes adquiridos por la mujer, durante 
el matrimonio, con su industria o trabajo, ni puede obligarlos, 
vale decir, que con ellos no responde la mujer de las obliga­
ciones de la comunidad conyugal contraídas por el marido” 
(Página 405).

Consideramos de gran interés y trascendencia la doctrina 
asentada por la Corte de Casación, pues con ella se ha venido 
a establecer una forma precisa de conocer el sentido y  alcance 
de las normas establecidas por nuestro legislador en cuanto 
a los matices especiales que en nuestro actual Código Civil 
adquieren las relaciones patrimoniales entre cónyuges, cuando 
se trata de bienes adquiridos por la mujer durante el matri­
monio con su industria y trabajo.

Pero, ¿estará adaptada dicha interpretación en último tér­
mino a la verdadera interpretación de dichas normas y  a la 
intención de nuestro legislador? Con todo el respeto que nos 
merece nuestra honorable Corte de Casación, y la capacidad
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científica de los sentenciadores, nos atrevemos a abrigar serias 
dudas sobre la feliz unión de la interpretación doctrinaria 
asentada por la Corte de Casación y la interpretación técnica 
de las normas comentadas, y la verdadera intención del le­
gislador.

En efecto, tres disposiciones legales entran en juego para 
completar un mismo supuesto de hecho, y éstas son: Artículo 156 
del Código Civil: “Son bienes de la comunidad: 29, Los obte­
nidos por la industria, profesión, oficio, sueldo o trabajo de 
alguno de los cónyuges” . Artículo 165 del mismo Código: “ Son 
de cargo de la comunidad: l 9, Todas las deudas y obligaciones 
contraídas por cualquiera de los cónyuges en los casos en que 
puede obligar a la comunidad” ; y artículo 168 del Código 
Civil: “ El marido administra los bienes comunes cualquiera 
que ellos sean, y la mujer, aquellos que han sido adquiridos 
por su industria, profesión, oficio, sueldo o trabajo, así como 
los frutos que éstos produzcan” . Hemos dicho que tres dispo­
siciones legales entran en juego para completar un mismo 
supuesto de hecho, porque reunidas las tres en un solo cri­
terio de interpretación nos sirven de norte para conocer el 
régimen legal apücable a los bienes adquiridos por la mujer 
durante el matrimonio con su industria, profesión, oficio, sueldo 
o trabajo.

Es indudable que el legislador ante las avanzadas ideas 
sociales acerca del matrimonio y  de las justas reivindicaciones 
de la mujer, quiso en obsequio de la armonía conyugal, y pro­
vecho de la seguridad jurídica, regular la intervención de la 
mujer en la administración de la masa de bienes formada du­
rante el matrimonio, y  a tal efecto la invistió de un poder de 
administración, que como es bien sabido en materia de rela­
ciones entre cónyuges envuelve un poder de disposición, limi­
tando dicho poder al manejo de los bienes que todo ser 
humano tiene derecho de manejar en virtud del orden natural 
de las cosas, como es el producto del trabajo. Pero no creemos 
en ningún caso que el legislador quisiera establecer un prin­
cipio de excepción (una isla dentro de las relaciones patrimo­
niales de los cónyuges), en favor de la mujer, porque tal 
excepción, aún enderezada a la protección de la mujer, sería
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odiosa dentro de la comunidad espiritual y  material que une 
los cónyuges, y por eso ratificó que aún teniendo ella la libre 
administración de la categoría de bienes que nos ocupa, dos 
principios rectores limitaban dicho poder, a saber: a) la inclu­
sión de dichos bienes dentro de la categoría de los bienes co­
munes (Inciso 29 del Art. 156); y b) la afectación de dichos 
bienes para responder de las cargas de la comunidad (Inciso l 9 
del Art. 165).

Deducir la excepción de responsabilidad de las cargas de 
la comunidad de esta categoría de bienes es ir contra lo esta­
blecido en el primer aparte del inciso l 9 del artículo 165 del 
Código Civil antes transcrito, y en el fondo parece, además, 
que se crea por el Juez una norma praeter legem.

De todas maneras el punto es de gran interés científico 
y  práctico por lo que debemos de tener muy en cuenta la doc­
trina de la Corte de Casación. Ojalá que las personas eruditas 
en la materia, aportaran sus luces en el desentrañamiento del 
verdadero sentido y alcance de las normas comentadas.
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Analizados detenidamente los daños y perjuicios reclama­
dos por la parte actora en la presente litis se observa que 
ellos tienen un carácter eventual, ya que la actora no dice 
que en virtud del incumplimiento del señor S. G. tuvo que 
celebrar con un tercero un nuevo contrato para finalizar la 
quinta, y éste le cobró una suma mayor de nueve mil bolí­
vares, sino que afirma “que deberá celebrar otro contrato con 
un tercero y éste me cobrará una suma mayor de nueve mil 
bolívares” . O sea, que ella supone que la persona con quien 
tuviere que celebrar el nuevo contrato, le iba a cobrar esa 
cantidad pero que para la fecha en que se intentó la demanda 
no lo había hecho aún. Otra cosa hubiera sido si con la 
demanda se anexara el nuevo contrato y de él apareciera efec­
tivamente que se le cobraba una suma mayor de la que ella 
señala, o bien, una cantidad que sobrepasara a lo que le fal­
taba para terminarse la obra. Esta es una prueba que ha debido 
haber hecho la actora en el curso del juicio, es decir, demostrar 
que los trabajos que faltaban por hacérsele a la casa sobre­
pasaban la diferencia que quedaban entre lo que se había 
pagado a G. y el valor total en que se había estipulado la 
construcción. También son eventuales los daños que dice haber 
sufrido por haber percibido los alquileres de la quinta desde 
la fecha en que debió haber estado lista; porque no se probó 
que dicha casa hubiera sido ofrecida o dada en arrendamiento 
a un tercero desde esa fecha, ya que es fácil suponer que a 
lo mejor una vez que hubiere estado terminada no se habría 
alquilado por varios meses. También hay que tener en cuenta 
que la demandante plantea la posibilidad de habitarla ella, y 
por consiguiente los daños sufridos por no haber percibido los 
alquileres no tenía razón de ser por estarla habitando el
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dueño. Por lo expuesto, no habiéndose probado en el juicio 
que la demandante sufrió perjuicio alguno con el incumpli­
miento, la presente demanda debe ser declarada sin lugar y 
así se declara.
(Sentencia del Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil 

de la Primera Circunscripción Judicial de 13 de jimio de 1955.)

Los daños y perjuicios derivados de la ruptura unilateral 
del contrato de trabajo por tiempo determinado, antes de 
la expiración de su término, y por culpa del patrono, deben 
ser demostrados por el trabajador, y no basta con preten­
der que tales daños y perjuicios son equivalentes al monto 
de los sueldos y salarios que deje de percibir el trabajador 
por el lapso que falte para la terminación del contrato.

En cuanto a los daños y perjuicios que dice le han sido 
causados por la resolución unilateral del mismo (contrato) 
por parte de la empresa demandada, observan los sentencia­
dores que los Tribunales especiales del Trabajo han decidido 
en diversas oportunidades que los daños y perjuicios ocasio­
nados a un trabajador por la ruptura unilateral del contrato 
de trabajo celebrado por tiempo determinado, por culpa de la 
empresa, antes de la expiración del término convenido, no 
podían ser otros que los equivalentes al monto de los sueldos 
o salarios que deje de percibir el trabajador, durante los 
meses que falten para la terminación del contrato, pero tal 
criterio ha sido modificado sustancialmente por nuestra Corte 
Federal y  de Casación (Sala de Casación) en sentencia de 
fecha 24 de octubre de 1950, y cuya doctrina consiste en la 
circunstancia de que no habiendo en nuestro ordenamiento 
legal del Trabajo, disposiciones que regulen la materia de 
daños y  perjuicios en dichos contratos, ella debe regirse en 
todo caso por los principios del derecho común, debiéndose en 
consecuencia probar, tanto la causa o ruptura del contrato 
laboral, como la existencia real de tales daños y perjuicios y 
sus causas, todo de conformidad con lo establecido en los ar­
tículos 1.273, 1.274 y 1.275 del Código Civil, debiéndose consi­
derar únicamente aquellos que sean consecuencia inmediata
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y directa de la falta de cumplimiento de la obligación (Juz­
gado Superior del Trabajo del Distrito Federal de 18 de no­
viembre de 1953).

La reparación por daño moral procede independientemente 
de la posición social y de las posibilidades culturales de la 
victima, pues por pobre o analfabeta que ésta pueda ser, 
siempre toda persona, por el hecho de serlo, tiene un pa­
trimonio moral defendible y tutelado por el Derecho.

“En cuanto al alegato, reiteradamente hecho por el deman­
dado, de que el demandante es analfabeto, pobre al extremo 
de haber solicitado el beneficio que la Ley acuerda a tales 
personas, que ha pasado su vida en el campo, con pocas o 
escasas relaciones, no sirve en concepto del juzgados para 
desconocer el daño moral causado, ya que por humilde o pobre 
que sea una persona, tiene un patrimonio moral que defender” . 
(Sentencia del Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil y Penal del 

Estado Miranda de 20 de marzo de 1952).

La indemnización por daños y perjuicios derivados del cum­
plimiento de una medida preventiva dictada legalmente, 
conforme a las normas del Derecho Procesal, procede siem­
pre que ya se hubiere decidido mediante sentencia firme 
la improcedencia de la acción principal intentada.

“ Sería necesario, para que tal acción procediera, que la 
demanda en que se causaron las medidas de ejecución dañosa, 
fuera declarada sin lugar, de manera que se pusiera de ma­
nifiesto la mala fe del demandante; y en este caso, la acción 
sería autónoma y posteriormente a esa demanda. Las medidas 
preventivas tienen por objeto asegurar los derechos deducidos 
en el pleito y por consiguiente, su suerte está íntegramente 
ligada con la demanda que les sirve de base. Aceptar que una 
de tales medidas pudiera engendrar, por su ejecución, en el 
propio juicio, una contrademanda por posibles daños y per­
juicios sería entrabar el derecho de la parte a solicitarla y la 
eficacia que de ella se deriva. Se trata de un situación ab­
surda, que por lo mismo, no puede prosperar en derecho” .
(Sentencia de la Corte Superior Segunda en lo Civil y Mercantil del 

Distrito Federal de 6 de marzo de 1952).
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“La mujer honesta no está obligada a concurrir al Tribu­
nal para ningún acto de pruebas. En consecuencia la parte 
que promueva una prueba en donde deba concurrir la mu­
jer honesta, debe pedir que el Tribunal se constituya en la 
morada u oficina de ésta.”

“ Consagrado como está el privilegio a la mujer honesta 
para no ser obligada a comparecer en juicio a ningún acto de 
pruebas; suponiéndose como se supone la honestidad en la 
mujer, así como se supone siempre la buena fe, y no haciendo 
distinción ninguna el citado precepto procedimental, si ese 
privilegio comprende a la mujer, sólo y exclusivamente cuando 
se trata de dilucidar derechos personales pura y simplemente 
o cuando la discusión de esos derechos son ajenos y es reque­
rida la comparecencia de la mujer para probar o negar esos 
derechos, que no son personales o representados por ésta; y 
no haciendo distinción alguna el legislador, no puede hacer 
distinciones de ninguna naturaleza el intérprete porque ello 
iría en contra del principio que establece que donde no hace 
distinción el legislador no la puede hacer tampoco el Juez. 
Por lo cual se observa que debió ser pedida por el solicitante, 
se constituyera el Tribunal en la morada u oficina de la se­
ñora X X X  para que absolviera las posiciones juradas soli­
citadas.

Por tanto, no estando obligada la mujer honesta a concurrir 
al Tribunal para ningún acto de pruebas, se deja establecido 
que la señora X X X  no estaba obligada a concurrir al acto de 
posiciones juradas y en consecuencia se declaran sin ningún 
valor los estampados en autos.
(Sentencia del Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo del

Distrito Federal de 30 de octubre de 1953).





ESTOPOOS E BMFO&M A C IO N





EL PROCEDIMIENTO PENAL COMO GARANTIA 
PARA LA APLICACION DE LA JUSTICIA

Materia del temario de! Segundo Congreso 
Interamericano del Ministerio Público reunido en 
La Habana, República de Cuba, del 20 al 26 de 
noviembre de 1957, presentado por la Procura­
duría de la Nación de la República de Venezuela.

I

PRINCIPIOS GENERALES

D e s d e  los más remotos tiempos la justicia ha sido admi­
nistrada a los hombres mediante procedimientos especiales, 
creados a tales fines por el Estado.

Partiendo, apenas, y para no pecar de prolijos, desde la 
más alta antigüedad romana, en que la justicia era adminis­
trada en el “comitium” , y luego en el “forum” ; y  desde que 
se ofreciera el sistema acusatorio, de suyo severo e inconve­
niente, como recurso exclusivo de persecución punitiva, y  más 
tarde el denominado procedimiento extraordinario, origen de 
la policía judicial, encomendada entonces a los “curiosos”  y 
a los “nunciatores” , y desde que, ampliándose las atribuciones 
a los magistrados, pusiéronse en sus manos las que correspon­
dían al acusador privado y al Estado; desde esos tiempos, hasta 
ahora, en que rige una complicada legislación procesal, consi­
dérase como principio inmutable, como dogma, si se quiere 
dar una adecuada denominación, la necesidad del procedimiento
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penal para la aplicación de la justicia. Y  no podría ser de otra 
manera, por cuanto a la sociedad en general, como a cada uno 
de sus miembros en particular, les es indispensable que el 
Estado les garantice y mantenga el ambiente de seguridad y 
de tranquilidad necesarios para el disfrute de una pacífica 
coexistencia, y para el desenvolvimiento normal de sus acti­
vidades vitales, todo lo cual sólo puede obtenerse mediante 
una administración de justicia, garantizada por un procedi­
miento adecuado a hacerla recta y eficaz, a mantener en su 
equilibrio los intereses en pugna en el proceso: el social y el 
individual; el primero, movido por la necesidad de reprimir la 
delincuencia, y el segundo, por la defensa de la libertad indi­
vidual. Para ello es indispensable que el procedimiento que se 
adopte, como norma y guía de todo proceso penal, sea idóneo, 
en amplitud y suficiencia, para que éste pueda obtener la 
certeza, positiva o negativa, sobre el suceso incriminado; la 
procedencia o improcedencia de la pretensión punitiva en cada 
caso concreto, mediante la plena comprobación, tanto del hecho 
ilícito perpetrado y de las circunstancias concurrentes y deter­
minantes que en él obraran, como de la responsabilidad que 
afecte a su autor, suficientes a autorizar la aplicación estricta 
de la sanción punitiva, y de las medidas de seguridad reque­
ridas, que le sean inherentes.

II

EL PROCEDIMIENTO PENAL Y EL PROCESO

Es incuestionable que la eficiencia de un proceso penal 
depende de dos factores esenciales: de las normas legales que 
lo regulan y dirigen, y de la actitud que asuman quienes en él 
intervienen.

Como ya lo hemos expresado, el procedimiento penal, apre­
ciado en su aspecto estrictamente instrumental, tiene por objeto 
señalar las normas que han de seguirse en la investigación 
de toda actividad delictiva y en la fijación de la consiguiente 
responsabilidad que incumba a sus agentes.

Requiérese, en tal virtud, para calibrar en su eficacia, a 
una Ley de procedimiento penal, investigar si es suficiente
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para dar satisfacción a los requerimientos de la justicia, o para 
expresarlo con el propio léxico del tema en ponencia, si ella 
garantiza la aplicación de la justicia. A  tal efecto, han de some­
terse a análisis, preferentemente, los preceptos destinados a 
regir las tres etapas resaltantes del proceso penal: a) la su­
marial e inquisitiva; b) la del debate probatorio, y c) la de 
vista y sentencia.

a) La etapa sumarial.—No escapará al criterio de todo 
jurista, la importancia fundamental que tiene, para la justicia, 
esta etapa inicial del proceso penal, pues ella tiende a acopiar 
los indispensables elementos de convicción, bases objetivas del 
enjuiciamiento, y por cuya virtud, las normas que rijan la 
investigación, han de ser adecuadas a la obtención del pro­
pósito que se persigue.

A  la consecución de esos fines las leyes de procedimiento 
penal destinan específicos preceptos, algunas, como la nuestra, 
con señalada y encomiable prolijidad, para regular la inves­
tigación sumarial, tanto en la comprobación del cuerpo del 
delito, como en la del delincuente.

Mas, es lo cierto, que aún con el grado de adelanto a que 
actualmente han llegado esas leyes, no puede afirmarse de 
manera categórica y con tono de sinceridad, que ellas satis­
fagan ampliamente las aspiraciones de la justicia.

Por lo tanto, es indispensable, con carácter de urgencia, 
enfocar el problema con decisión y sin vacilaciones, y colocar 
sobre el tapete del estudio, las causas generadoras de esas 
deficiencias, con miras a buscar la fórmula que ofrezca mejores 
garantías, para que el proceso penal pueda, hasta donde hu­
mana, pero lealmente, sea posible, traducir la certeza delictiva 
y con ello, la justicia ser administrada a los hombres ajustada 
y rectamente.

Para ello, ha de procurarse, en primer término, que toda 
investigación sumarial, pueda obtener los siguientes resultados:

a) Claridad en los hechos que se inquieren;
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b) Exactitud en los antecedentes y circunstancias que los 
han generado;

c) Precisión en los datos obtenidos, y

d) Determinación indudable de personas y cosas consti­
tutivas del suceso.

Sin la debida claridad de los hechos incriminados, el Juez 
carece de la luz necesaria para percibir fielmente la justicia.

Sin la exactitud de antecedentes y circunstancias, el Juez 
se encuentra impedido para apreciar en su amplitud, y por lo 
tanto, con justeza, el problema jurídico penal a resolver.

Sin la indispensable precisión en los datos obtenidos, el 
Juez se halla sumergido dentro del oscuro laberinto de la 
duda, que lo impele, pese a su propia conciencia, a dictar 
absolutoria a favor de un culpable.

Y  sin la indispensable determinación de personas y cosas, 
el Juez se encuentra cohibido para imponer la merecida san­
ción, dejando impune un delito, muchas veces execrado por 
la conciencia social.

Ante estas apreciaciones, de suyo insoslayables, en la con­
templación del problema planteado, surge a flor de labios la 
interrogación expectante: ¿El procedimiento penal que rige 
actualmente en cada una de las naciones representadas en este 
Congreso, satisface, o mejor dicho, es suficiente a satisfacer los 
requerimientos de la justicia?

¿Ha logrado evitar absoluciones injustas, condenatorias in­
merecidas, injustificados sobreseimientos?

Por cuanto a Venezuela respecta, hemos de informar que 
nuestro Código de Enjuiciamiento Criminal contiene un amplio 
y prolijo articulado, destinado a orientar la investigación suma­
rial. En efecto, en el Título III de su Libro Primero, que trata 
de la formación del sumario, señala normas para la comproba­
ción del cuerpo de delito, en los casos de muertes, infanticidios, 
heridas y otras lesiones, robos y hurtos, falsificaciones y otros 
delitos, y para cada uno indícanse de manera sucinta los hechos
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que han de ser comprobados, y a su vez, contiene disposiciones 
relativas a cómo han de practicarse las experticias, las visitas 
domiciliarias, los exámenes de testigos, y normas para la inves­
tigación de los delincuentes.

Mas no obstante su prolijidad y el espíritu de previsión 
que anima nuestra Ley de procedimiento penal, el proceso no 
ha estado a salvo de sufrir las anotadas deficiencias.

Toda investigación sumarial puede incidir de los siguientes 
vicios:

a) Alteración de a verdad;

b) Ocultamiento de las circunstancias determinantes o 
concurrentes que obraron en el suceso incriminado, y

c) Deficiencia en la comprobación de los extremos legales.

Los dos primeros, ocasionados o por el denunciante, o por 
el indiciado, o por la propia víctima, o por los testigos y  ex­
pertos. El tercero lo ocasiona la incompetencia de los encar­
gados de la investigación.

Es incuestionable que cualquiera de estos vicios dificulta, 
si acaso no entorpece hasta hacerlo imposible, que la justicia 
sea administrada con la debida exactitud.

Hácese, por lo tanto, indispensable respaldar la investigación, 
en forma adecuada a evitar, en cuanto sea posible, las ano­
tadas deficiencias. Y  esto sólo podría obtenerse, de manera efi­
ciente, mediante una unificación técnica del procedimiento in­
quisitivo, lo cual podría estar a cargo del Ministerio Público, 
por ser a esta institución a la que compete, como causa gene­
radora que es de ella, velar por una recta y eficaz administra­
ción de justicia.

El Ministerio Público, convenientemente equipado para tal 
fin, cooperaría con la Policía Judicial y  con los funcionarios 
instructores, asesorándolos mediante la indicación de las pautas 
que han de seguirse en la investigación sumarial, con base en 
los dictados de la Criminalística, de las ciencias auxiliares de 
la Penalogía, y de su propia experiencia, adquirida a través del
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análisis permanente de los casos penales de la Nación, evitán­
dose así la confección de sumarios en forma empírica y por 
procedimientos inadecuados e inconvenientes.

Por cuanto a la función que al Ministerio Público acuerda, 
en la formación del sumario nuestro Código de Enjuiciamiento 
Criminal, rigen las siguientes disposiciones:

a) La de oír y extender por escrito en las mismas condi­
ciones que los funcionarios de instrucción, las denuncias que 
ante él se hagan verbalmente, y a aceptar las que se le pre­
senten por escrito, debiendo transmitirlas al Juez de Instruc­
ción para que sean ratificadas;

b) La de intervenir en la formación del sumario con el 
funcionario de instrucción o con la Policía Judicial, cada vez 
que así lo determine el respectivo Juez de Primera Instancia, 
o cuando, por la gravedad del delito, éste se apersone de la 
investigación sumarial;

c) La de revisar el sumario, una vez concluido, a fin de 
que, si observare faltas en su tramitación, las mande a subsa­
nar, indicando las diligencias que con tal objeto hayan de prac­
ticarse.

También le impone la mencionada Ley la obligación de 
promover pruebas en el plenario, y la de asistir a los actos de 
evacuación de las pruebas en que funde el procesado las excep­
ciones que alegue en su defensa.

Como puede apreciarse, estas atribuciones no alcanzan a 
darle al Ministerio Público una amplia intervención en las 
actuaciones sumariales; pero es de advertir que tanto el Minis­
terio de Justicia como la Alta Corte de Casación y la Procura­
duría de la Nación han propiciado la intervención a efecto de 
prestar su cooperación en toda investigación sobre hechos pu­
nibles de acción pública.

III

EL DEBATE PROBATORIO
Esta segunda etapa, llamada también del plenario, desti­

nada como está a cumplir dos funciones procesales eminentes:
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la de depuración de la verdad delictiva, y la de defensa del 
procesado, y siendo, por lo tanto, asaz delicada para la suerte 
del juicio, ha de ser objeto de especiales cuidados.

A  tales efectos, las leyes de procedimiento penal contienen 
disposiciones tendientes: a dotar al encausado de defensor; a 
regular el acto de cargos, y el de audiencia para oírlos; a acor­
dar las excepciones dilatorias y de inadmisibilidad que puedan 
ser opuestas y la manera de tramitarlas; a establecer los me­
dios de prueba y su forma de evacuación, y a fijar el valor 
procesal de cada una de ellas.

Mas cabe indagar si, con todo este articulado, el proceso 
penal está a cubierto de toda deficiencia, y a su vez garanti­
zada satisfactoriamente la justicia.

Si, por una parte, los preceptos legales que lo integran son 
suficientes para impedir: que la verdad procesal sea adultera­
da; que al debate se le dé orientaciones torticeras con miras 
a obscurecerla, cuando no a anularla, puédese afirmar que el 
procedimiento judicial responde cabalmente a las aspiraciones 
de la justicia. Pero cuando el Defensor, impunemente, y valién­
dose de las amplias garantías que ofrece este mismo procedi­
miento, arremete contra la verdad delictiva, ora destruyendo, 
mediante el uso de innobles recursos, las pruebas acopiadas, 
ora creando en el proceso una situación de duda sobre los ele­
mentos constitutivos del sumario, entonces es forzoso convenir 
en que ese procedimiento carece de la garantía necesaria para 
la aplicación de la justicia.

Consideramos conveniente transcribir, por encajar dentro 
del problema planteado, y antes de abundar en otros razona­
mientos, los siguientes conceptos emitidos en la ponencia que 
sobre “El Derecho penal y sus principios fundamentales ante 
el Estado”  presentara la Procuraduría de Venezuela en el Pri­
mer Congreso de Ministerio Público, celebrado en San Paulo, 
El Brasil:

“C) El defensor: Personaje de no menor impor­
tancia es el defensor del reo, pues lo llama la justicia 
a prestar su cooperación en el juicio como represen­
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tante de aquél. Es un principio de Derecho político, 
en los pueblos democráticos, que nadie puede ser juz­
gado sin antes ser oído. De este principio emana el 
derecho de defensa. Por lo tanto, incumbe dentro del 
proceso al Defensor alegar y comprobar, ora la ino­
cencia de su defendido, si a éste, por error o por ma­
licia, se le está imputando un delito que no ha come­
tido, ora hacer valer cuantas circunstancias favora­
bles a aquél hayan concurrido en la comisión del 
suceso delictivo, bien sean justificativas y, por lo tan­
to, suficientes a declararlo exento de responsabilidad; 
bien atenuantes de ella y, por lo tanto, propicias a 
obtener una rebaja en la pena imponible.”

“Esta noble misión del Defensor ha de ser colo­
cada dentro de sus justos límites a fin de evitar ter­
giversarla, hasta el extremo de considerar a aquél 
autorizado por el Estado y por la Ley para impedir 
a todo trance, no importan los medios valederos para 
ello, que el culpable sea sancionado, por cuanto en 
este caso el Defensor se convertiría, de cooperador de 
la justicia, en encubridor y connivente del reo.”

Precisa, por lo tanto, para colocar dentro de sus justos lí­
mites, como lo expresamos entonces, el ejercicio del derecho 
de defensa; que las leyes de procedimiento penal contengan 
disposiciones tendientes a amparar el proceso contra los exce­
sos, muchas veces indecorosos, cometidos por quienes han sido 
designados para ejercer aquella noble misión.

Por otra parte, si el articulado destinado en el procedimien­
to penal a regir el debate probatorio es suficiente, no solamente 
para mantener el acervo de convicción delictiva adquirido du­
rante el sumario, sino para depurarlo, y acrecentarlo, sobre 
todo en cuanto atañe a la prueba testifical, una de las más 
importantes, pero la más voluble, y por lo tanto, difícil, pué­
dese afirmar que ese procedimiento ofrece garantía suficiente 
para la aplicación de la justicia.

Pero, para que pueda afirmarse esto, sería indispensable 
que esos preceptos legales contuviesen dentro de sí, estuviesen
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inspirados, por decirlo con más precisión, en los dictados de 
la Lógica, de la Psicología y de otras ciencias afines a la Pe- 
nalogía, en forma tal que aquéllos constituyesen una técnica 
judicial, o por lo menos un método racional, adecuado para con-
o.ucir al Juez, con más o menos seguridad, dentro del escabroso 
campo del debate probatorio, en defensa y búsqueda de la ver­
dad procesal.

Lamentablemente, y pese al adelanto esforzado de la cien­
cia jurídico-penal, y a su adentramiento en los campos de la 
Psicología, al extremo de haber tomado para sí aquellos prin­
cipios con los cuales erigió la denominada Psicología Jurídica, 
no obstante esto, el proceso penal continúa construyéndose em­
píricamente, y  con único apoyo, en la sagacidad experimentada 
de los magistrados judiciales.

Mas ya es hora de que nos percatemos que la Justicia de 
hoy reclama con voz doliente y  urgida que, en consideración 
al avance vertiginoso del mundo en todos sus aspectos; al refi­
namiento adquirido en su facultad intelectiva por el hombre 
moderno, y con ello, al aumento del grado de su perversidad, 
la Justicia de hoy reclama que se le rasgue la venda con la 
que le cubrieron sus ojos las edades, para poder, con sus pupi­
las plenas de luz, darse cuenta cabalmente de si en todo caso
en que tócale intervenir, funciona con toda exactitud el fiel de
su balanza.

Ahora bien, concretando los conceptos aquí anotados a la 
prueba testimonial, hemos de formular la siguiente interroga­
ción: siendo el testimonio producto esencial, y  esto es evidente, 
de una concreción psicológica, ¿cuál es la causa para que no se 
le explore y examine con sentido psicológico, con atinenencia a 
los principios psicológicos pertinentes, y  se deje esa delicada 
labor solamente a merced de la sagacidad, no siempre experi­
mentada, de los Jueces?

Cabe aquí decir, con el Profesor Riechel, que quien quiera
ser verdadero jurista (y nosotros concretamos la expresión al
Juez) ha de ser más que jurista un psicólogo y un moralista.

Hemos de convenir que el eminente profesor alemán está 
en lo cierto, pues, válganos repetirlo: siendo el testimonio una
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concreción psicológica, es incuestionable que para obtener que 
él traduzca la sinceridad, espíritu que anima su valor proba­
torio, ha de ser recabado con estricto sentido psicológico.

En efecto, la exploración de esa sinceridad ha de estar re­
gida por los principios de la Psicología Experimental, o si se 
quiere concretar, por la Psicología Jurídica, la cual guía al in­
vestigador a descubrir errores, a ponderar el grado de fideli­
dad del testimonio, bien sea mediante la adquisición de datos 
precisos sobre las cualidades morales del testigo, o del grado 
de su mentalidad; o del objeto y propósitos de su deposición; 
ora mediante el conocimiento de las circunstancias en que aquél 
se hubiese hallado, antes, durante y después del hecho sobre el 
que testifica, o bien en la situación en que se halla en el mo­
mento mismo de otorgarlo.

Las enseñanzas de aquella ciencia permiten, como lo ha 
apreciado con indudable acierto el Profesor Garraud, inquirir 
los errores y  las ilusiones de la percepción sensorial, de la me­
moria, de las asociaciones de ideas, etc., etc. Es decir, inquirir 
las causas que pueden falsear el testimonio, y la verdadera na­
turaleza de las constataciones y de las apreciaciones que son 
afirmadas.

Permítasenos repetirlo, para ampliar el concepto: La Psi­
cología Jurídica nos demarca el campo de acción, por cierto 
extenso, dentro del cual han de ser examinados los testigos 
para fijar el grado de sinceridad de sus declaraciones y  cuyo 
radio de acción puede fijarse así:

a) Valor moral y aptitud del testigo: condición 
moral por sus costumbres; capacidad intelectual, in­
fluencia afectiva en relación con el hecho sobre el 
cual se inquiere su testimonio, exploración psíquica 
con fines a determinar su estado mental y psico­
pático.

b) Posibilidades de su percepción visual, auditi­
va, de reconocimiento y evaluación de las cosas, rela­
cionado todo sobre el objeto del testimonio.

c) Condiciones en las cuales el testigo ha for­
mado su testimonio: En el momento de la percepción, 
tanto desde el punto de vista objetivo, o sea tiempo
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de observación, perspectiva, etc., como desde el punto 
de vista subjetivo: atención prestada, emociones reci­
bidas, integridad cerebral en ese momento. Después 
de la percepción: tiempo transcurrido hasta el mo­
mento de dar testimonio; grado de fijación y de con­
servación de los recuerdos, o sea de la memoria, y 
sugestiones recibidas. En el momento de rendir el 
testimonio: su estado volitivo, disfrute de libertad, 
apreciación que haga del juramento, exploración so­
bre la espontaneidad del testimonio, etc., etc.

Para concluir la disertación sobre el interesante tópico tra­
tado en este capítulo de la ponencia, formularemos tres adver­
tencias:

1 )̂ El Juez ha de tener muy en cuenta, durante la eva­
cuación de la prueba de testigos, que un testimonio puede estar 
incidido, entre otros, por los siguientes factores:

a) Por circunstancias personales del testigo, co­
mo relaciones familiares, extra-nexos, con los prota­
gonistas del suceso, o con allegados a éstos;

b) Por relaciones de índole diversa del testigo 
con el hecho incriminado, y

c) Por interferencias enervantes.

Es sabido que con respecto a los nexos familiares del tes­
tigo con la víctima, o con el victimario, la ley de procedimiento 
penal contiene normas especiales; pero no así para los casos en 
que una relación, no de amistad íntima, sobre la cual también 
la mencionada ley dicta pautas, sino relación de carácter diver­
so, la cual, como aquéllas, es suficiente para inhibir la espon­
taneidad del testimonio, así como lo son las interferencias ener­
vantes: amenazas, ofertas, contra las cuales ha de estar alerta 
y armado de recursos dialécticos el Juez para nulificarlas.

2 )̂ El Juez ha de procurar que el interrogatorio al que 
ha de ser sometido el testigo sea planificado en forma cohe­
rente, clara y precisa, que esté al alcance de su cultura y  de 
so mentalidad, pues es obvio que una pregunta incomprendida 
impide una correcta respuesta.
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3*) Ha de aconsejarse al Juez la conveniencia de anotar 
las contestaciones del testigo con toda fidelidad, con la misma 
espontaneidad en léxico y en dicción como sean expuestas, por­
que esto permite la valorización psicológica del testimonio.

La Psicología Jurídica contiene pautas y  procedimientos 
adecuados a la consecución de los anotados propósitos, que ha­
cen superfluo continuar la exposición sobre este tema.

Requiérese, por lo tanto, que el procedimiento penal con­
tenga disposiciones adecuadas a orientar el debate probatorio 
hacia los principios de exploración del testimonio, aquí expues­
tos, para que él satisfaga las exigencias de la justicia.

IV

VISTA Y SENTENCIA

Es esta la etapa destinada por el procedimiento penal a 
indicar las normas como ha de ser impartida la justicia.

Ya ha culminado el acopio de los elementos probatorios, 
de donde el Juez ha de extraer su convicción y en los cuales 
ha de fundamentar su fallo. Tócale ahora, a tal efecto, realizar 
la delicada labor de inquirir la verdad procesal, dentro de los 
límites de su oficio y según lo alegado y  probado en autos, 
como lo ordena el conocido aforismo de derecho procesal.

Mas, cabe preguntar: ¿los preceptos legales destinados a 
regir esta etapa del proceso contienen normas adecuadas a ga­
rantizar la aplicación de la justicia? Para responder con plena 
conciencia, consideramos bastante y suficiente con enfocar la 
apreciación del problema hacia el análisis del articulado des­
tinado a la valorización probatoria.

Para metodizar la exposición y a su vez para abreviarla, 
nos referiremos solamente a las pruebas confesoria, testifical 
e indiciaría o de presunciones.

a) La confesión.
Las leyes de procedimiento penal contienen, por lo regu­

lar, disposiciones atinentes a señalar las circunstancias que han
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de mediar para que la confesión haga prueba contra el confe­
sante:

a) Que se otorgue libremente; b) Que esté comprobado 
el cuerpo del delito; c) Que existan en autos indicios contra el 
procesado; d) Que si la confesión fuere calificada no puede ser 
dividida, a menos que resultaren falsos o inverosímiles los he­
chos en que se apoye la calificación.

Estos son los preceptos con los que el procedimiento penal 
concurre a orientar al juzgador en el análisis de la prueba con- 
fesoria. Pero es de advertir que estas disposiciones enfocan ape­
nas el contenido objetivo de la confesión, dejando a la zaga, al 
amparo del arbitrio judicial, el contenido subjetivo de ella, si 
se quiere, más importante aún, por cuanto entraña el substrato 
mismo de la verdad confesada.

La sinceridad y la certidumbre, espíritu de ese elemento 
subjetivo, son precisamente los elementos que transmiten valor 
procesal a la confesión, y por cuya virtud han de ser estricta­
mente inquiridos, mediante una orientación de sentido psico­
lógico, con mayor atención si ellos no fueren puestos en evi­
dencia durante las etapas antecedentes del proceso.

Cuántas sentencias injustas ha ocasionado esa apreciación 
objetiva, esencialmente empírica, de la confesión. Cuántas per­
sonas han soportado los rigores de una pena inmerecida, por 
haber echado sobre sí la culpabilidad de delitos que no han 
cometido, movidos por sentimientos generosos, o coaccionados 
por diversas circunstancias! Una abnegación desmedida, o un 
estado temperamental hiperemotivo, puede inducir a una per­
sona a otorgar una confesión insincera; el uno por amor, el 
ctro por temor, pero ambos inocentes, llevados injustamente a 
presidio por una deficiente valorización de la prueba confeso- 
ria, e incorrecta apreciación de las presunciones coadyuvantes.

Ante estas dos situaciones: la del inocente altruista y  la 
cel inocente psicopático, han de extremarse los esfuerzos para 
poner en evidencia los dos predichos elementos: la sinceridad 
y la certidumbre, garantía de esta prueba, sobre todo cuando 
se está en presencia de un confesante tímido y quien, coaccio­
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nado, hubo de confesarse culpable, sin medir las consecuencias 
de su error, pues como lo ha dicho La Brujere, al referirse a 
la llamada “cuestión judicial” , denominado así el procedimien­
to de investigación bajo un ambiente de amenaza o de temor: 
“Es ésta una invención completamente segura para perder a 
un inocente de débil complexión y para salvar a un culpable 
nacido robusto.” (“ Les caractères” , Cap. XIV.)

Se hace, por lo tanto, indispensable que el examen de la 
confesión del procesado, que ha de practicar el Juez, compren­
da, como ya lo hemos expresado, y lo ha venido sustentando 
insistentemente esta Procuraduría, a la vez que el elemento 
formal y objetivo de ella, el subjetivo, esencial para valorarla 
en su sinceridad y exactitud, a efecto de distinguir una con­
fesión verdadera de una autoacusación, y para ello, ha de te­
nerse en cuenta que ésta puede ser originada ora por circuns­
tancias de carácter esencialmente moral, ora de índole estrista- 
mente psicopatológica.

Ha de tenerse en cuenta que en la evaluación de la prue­
ba confesoria debe determinarse, antes que todo, el verdadero 
móvil de la confesión, mediante un adecuado análisis psicoló­
gico de los elementos de juicio que obren en el proceso, e in­
quirir su sinceridad, de la coordinación lógica de los conceptos 
emitidos por el confesante, confrontados con las otras pruebas, 
así como por la investigación psicoanalítica de las tendencias 
del procesado, que puedan traducirse a través de sus propias 
expresiones.

En reciente reforma parcial a nuestro Código de Enjuicia­
miento Criminal, fué incluido en el artículo 247 que rige la 
prueba confesoria, el siguiente precepto:

“No obstante el Juez queda facultado para dar 
valor de plena prueba a la confesión, previa compro­
bación de que ella no obedece a desequilibrio mental 
o a otra causa que la haga inaceptable por ilógica o 
antinatural y  siempre, en todo caso, de que sea ren­
dida libremente ante el Tribunal, y esté plenamente 
comprobado el cuerpo del delito.”
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Esta importantísima reforma a nuestra Ley de procedi­
miento penal, significa un paso de avanzada en la orientación 
hacia el campo de la técnica en la valorización de las pruebas 
y que estamos propiciando en esta ponencia.

b) Los testimonios.
Como ya lo hemos expuesto, la prueba testimonial, aun 

cuando de suyo voluble y compleja, tiene indudable importan­
cia dentro del acervo probatorio, y por ende, ha sido erigida 
como medio usual de comprobación judicial, debido a las pro­
pias circunstancias que la engendran.

Mas, tanto por su falibilidad y complejidad, como por la 
necesidad que la impone, es preciso que, ya para su adquisi­
ción, ya, y con más veras, para su evaluación, los jueces le 
presten extremada atención a fin de depurarla de los posibles 
errores que puedan demudar la verdad que se inquiere, erro­
res éstos que de ordinario versan o sobre el objeto del testi­
monio, o sobre las circunstancias antecedentes, concomitantes o 
subsiguientes del suceso incriminado, o errores debidos a las 
deficiencias personales del testigo, bien para realizar una cabal 
percepción, bien debido a una memoria falible, o bien a per­
turbaciones de índole diversa, sufridas por la imaginación.

La apreciación de estas circunstancias nos dió fundamento 
para exponer el criterio de que el testimonio es una concre­
ción psicológica, toda vez que es el producto de una actividad 
psíquica del hombre, o para expresarlo llanamente, es activi­
dad de sus funciones intelectuales, por cuanto el testimonio no 
es otra cosa que la revelación del conocimiento sobre un hecho 
cualquiera, y en el cual concurren la percepción, cuantas veces 
deficiente por la ausencia de la atención auxiliadora en el mo­
mento oportuno; la fijación de lo percibido, cuántas veces en­
turbiada por pseudo percepciones impertinentes; la memoria, 
facultad compleja por depender de la mayor o menor fidelidad 
como hayan sido conservadas en la mente las impresiones sen­
soriales, de cómo se haya operado la reconstrucción de lo per­
cibido y de la capacidad y habilidad de que disponga el narra­
dor para reproducir el recuerdo, y por último, el otorgamiento
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del testimonio, cuya fidelidad est sujeta, además de a una exac­
ta recordación, a la facultad para expresarlo con la que cuente 
el otorgante y a la actitud volitiva que lo asista en aquel acto.

Es, por lo tanto, indispensable que el Juez practique un 
análisis crítico, severo, y con atinencia a los principios postu­
lados por la Psicología Jurídica a tal realización, para extraer
del acervo testimonial la verdad procesal que le permita im­
partir justicia con la esperada rectitud.

Nuestro Código de Enjuiciamiento Criminal contiene, como 
normas de valorización de la prueba de testigos, los siguientes 
preceptos:

Art. 261.—Dos testigos presenciales hábiles y con­
testes hacen plena prueba respecto a la materia sobre 
que recae su testimonio. Se estimarán también como 
plena prueba las declaraciones de testigos hábiles, no 
contestes, que, en su conjunto, demuestre la existen­
cia del hecho de que se trata.

En todo caso podrá valorarse como una presun­
ción grave el dicho del testigo presencial único, para 
adminicularlo a otras pruebas que existan en autos; 
siempre queese testigo no sea de aquellos cuyo dicho, 
según lo prescrito en el artículo 259, se prohíbe esti­
mar ni aún con el valor de indicio a favor ni en 
contra del reo.

Art. 268.—En caso de declaraciones contradicto­
rias de un mismo testigo, el Tribunal las examinará 
cuidadosamente, comparándolas con los demás datos 
del proceso, para admitir lo verdadero y desechar lo 
inexacto, y  siempre desestimará toda declaración que 
a su juicio resulte falsamente rendida por cohecho, 
seducción o interés personal, debiendo explicar en la 
sentencia los fundamentos que existan para creer­
lo así.”

Aún cuando ajustadas estas normas a las clásicas pautas 
del derecho procesal, resultan insuficientes para orientar la 
evaluación de la prueba testimonial hacia una labor de crítica 
psicológica, y cuyo análisis queda a merced del arbitrio judi­
cial, del cual nos ocuparemos luego.
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En cumplimiento de la alta y delicada función que incum­
be al Procurador de la Nación, como Director del Ministerio 
Público, de velar por una recta aplicación de las leyes penales 
en los procesos en curso, ha procurado, a través de las ins­
trucciones que a tal finalidad imparte a sus personeros en las 
distintas Circunscripciones Judiciales de la República, que la 
interpretación del precitado artículo 268 se oriente hacia la 
aplicación de un sistema analítico, de sentido psicológico.

A  ese respecto se han emitido los siguientes conceptos:
•‘La valorización de la prueba testimonial, y éste 

es el sentido que ha de atribuírsele al citado ar­
tículo 268 del Código de Enjuiciamiento Criminal, 
comporta no solamente la deducción lógica de las 
expresiones que lo integran, y mediante la interpre­
tación psicoanalítica del estado mental y  anímico del 
testificante, sino tener en cuenta el conjunto de cir­
cunstancias operantes, concurrentes, en la deposición 
testimonial, tales como los posibles errores de per­
cepción, la fabilidad de la memoria, el grado de 
atención, etc., etc., y, en fin, todos aquellos factores 
que pudieren influir e imprimir mayor o menor sin­
ceridad al testimonio. Luego a este examen psico­
lógico, mediante el cual explórase la sinceridad tes­
timonial, ha de practicarse el denominado examen 
lógico-jurídico, tendiente a obtener la fuerza pro­
batoria, conforme a las normas legales de apreciación. 
Quien analiza una prueba testifical ha de tener sumo 
cuidado en diferenciar las tres etapas que integran 
un testimonio, y cuidarse también de no confun­
dirlas: la primera la concreta el momento en que el 
testigo presencia los hecho sobre los que testifica; 
la segunda, el tiempo transcurrido entre este mo­
mento y aquél en que los narra, y la tercera, el mo­
mento en que los depone ante el investigador.

Por cuanto al primer momento han de tenerse 
en cuenta las leyes psicológicas que rigen la percep­
ción, así como también la condición personal del per­
cibiente, y apreciar que, por lo común, los detalles 
de un hecho se perciben imperfectamente por unos 
y  a cabalidad por otros, por lo cual, al valorizar un 
conjunto testimonial, es decir, varios testimonios so­
bre un mismo hecho, las diferencias en tales detalles
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no tienen esa influencia preponderante sobre la tota­
lidad de lo testificado, como para imprimirle incre­
dibilidad.

Por cuanto a la segunda etapa, ha de tener en 
cuenta el analizador, que el tiempo, cuando no es 
muy largo, contribuye a fijar conceptos en los casos 
en que circunstancias estimulantes, ha movido al 
perceptor a reconstruirlos en su primera declaración, 
d«Ha recientemente a la realización del hecho perci­
bido, más si olvidó detalles que luego en su decla­
ración posterior los revela, esta circunstancia no 
puede ser tenida como causa eficiente de insinceridad, 
si se carece de otros elementos de convicción.

No menos atención que las anteriores etapas me­
rece por parte del anaüzante, la del momento de la 
deposición testimonial, pues factores múltiples influ­
yen a desviar al testigo de la verdad; la simple coac­
ción personal, que la ocasiona en las personas de 
temperamento nervioso (clasificación de Heyman y 
Wiersma); la sola presencia ante el investigador, que 
las inhibe; la coacción de terceros, que suele operar 
efecto inhibitorios en quienes careciendo de una 
fuerza moral suficiente, se hallan impotentes para 
rechazarla; el soborno, que le compra la conciencia, 
la sugestión que el interrogante ejerce sobre el in­
terrogado, y el propio estado psíquico y  mental del 
deponente, son factores que no han de pasar des­
apercibidos para el Juez, si quiere obtener una po­
sitiva valorización de la prueba testifical e impartir 
justicia con rectitud.”

c) Los indicios.

La prueba indicial es una de las más difíciles de las apor­
tadas por el Derecho Procesal, por estar constituida por infe­
rencias esencialmente psicológicas, pero tan importante e im­
prescindible como la testifical, adquiriendo especial relevancia, 
sobre todo en la comprobación de hechos delictivos, en los que 
no puede valerse la justicia de otros recursos para impartir 
la debida sanción, por haber sido perpetrados a la sombra, 
ocultamente, como sucede de ordinario en la comisión de los 
delitos contra las buenas costumbres.
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Por otra parte, abona la ventaja de la prueba indiciarla, 
la circunstancia de ser por una parte objetiva, basada sobre 
hechos cumplidos, y en cuya circunstancia, posiblemente se 
ha fundamentado el conocido dístico: “Los testigos pueden 
mentir, los hechos no mienten” ; y la de ser también subjetiva, 
lo cual facilita la interpretación de los hechos presuntivos, 
tanto, mediante inferencias normalizadas, como por la intui­
ción penetradora. De ahí las pautas que la doctrina señala 
para la valorización de la prueba indiciaría, y  entre las cuales 
están la de relación o de causalidad, la de deducción lógica, 
la de coordinación y la de suficiencia.

Nuestro Código de Enjuiciamiento Criminal, inspirado en 
los principios propugnados por el Derecho Procesal clásico,
contiene las siguientes disposiciones relativas a la valorización
de la prueba indiciaría:

“Artículo 279.—Fuera de los casos previstos ex­
presamente por la Ley, pueden los Jueces deducir 
presunciones:

l 9) De cualquier prueba directa relativa al he­
cho principal que se averigua, cuando no sea bastante 
por sí sola, para estimarla como plena.

29) De cualquier otro hecho distinto del hecho
punible que se averigua, pero que resulte, a juicio
del Tribunal, conexionado con éste de un modo tal
que sirva para demostrar su comisión, o explicar el
modo o tiempo en que se perpetró, o las personas que
en él intervinieron. El hecho distinto que haya de dar
base para la presunción debe constar en los autos, 
pero se le considerará suficientemente demostrado 
con la declaración de un testigo hábil y fidedigno.”

Aun cuando estas normas legales están inspiradas en los 
principios que la lógica pauta, es incuestionable que tales 
orientaciones han de estar respaldadas por las indicaciones 
que aporta la Psicología Jurídica a este respecto, y  entre las 
cuales destácanse las operaciones intelectivas denominadas de 
“interpretación”  y de “aproximación de los indicios” , y las 
cuales tienen por objeto, la primera, la de investigar el sen­
tido y alcance de los hechos, ora en sí mismos, ora en relación 
con los otros valores probatorios, practicada con espíritu crítico
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y objetivo, la mente desprovista de prejuicios, a efecto de que 
la inducción sea rectamente dirigida por la fuerza misma del 
razonamiento lógico, cuidándose el investigador de que sea 
determinado con precisión el nexo existente entre el hecho 
dado y el que se inquiere.

La operación de "aproximación de los indicios” , no es otra 
cosa que un análisis de concatenación de los diversos indicios 
entre sí para inquirir si, como lo aprecia Ellero, están rela­
cionados con una misma causa y en cuyo caso su concurso 
vale como indicio necesario, por cuanto indica necesariamente 
el hecho en cuestión.

Es también norma de investigación psicológica de la prueba 
indiciarla, impedir que se contundan hechos diferentes con 
hechos parecidos, así como la de no inducir de un solo hecho 
motivos de sospechas distintas.

Por cuanto el nexo existente entre el hecho probado y  el 
que se inquiere, ha de ser fijado con toda precisión para des­
cartar así la posibilidad de que pueda atribuírsele causabilidad 
a lo que es apenas una coincidencia, y cuya equivocación, 
factible cuando no se practica un escrupuloso examen indi­
ciarlo, ha dado lugar a más de un grave error judicial.

Para toda esta labor, de suyo delicada, requiérese en el 
Juez un apreciable sentido lógico, un agudo sentido psicológico 
y una basta experiencia personal.

Podríamos abundar en razonamientos en abono del criterio 
que estamos sustentando en esta ponencia, si analizáramos, 
valiéndonos de las enseñanzas aportadas por la Psicología Ju­
rídica, las diferentes clases de indicios, como lo son: los de 
capacidad intelectual, capacidad moral, móvil delictivo, opor­
tunidad, manifestaciones anteriores o posteriores, rastros y 
otros, pero, por no incurrir en prolijidad y no permitirlo el 
margen asignado a estos trabajos, nos excusamos de hacerlo; 
pero consideramos suficiente lo ya expuesto para afirmar que 
cumplirá mejor su cometido una ley de procedimiento penal 
y abundaría su garantía para la administración de la justicia, 
si incluye normas tendientes con más precisión, a orientar la
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valorización de las pruebas testimonial e indiciaría con la 
guía que aporta la Psicología Jurídica.

V

ARBITRIO JUDICIAL

Podría surgir en el planteamiento de esta cuestión, la 
duda de que, al someter al Juez a normas estrictas y  metó­
dicas para la valorización de las pruebas, se le cercenaría el 
libre arbitrio de que dispone para formar conciencia, para ha­
cerse a la convicción necesaria sobre el delito que ha de juzgar, 
y sobre todo sobre la responsabilidad que incumbe a su autor.

Pero esta duda es infundada, porque, en primer término 
una investigación metodizada le garantiza mayormente la ad­
quisición de la verdad delictiva, que una exploración empírica 
y caprichosa, pues, como dice Berardi, quien fuera Procu­
rador General de su patria: “La libre convicción no entraña
e] juzgar por sentimiento e impresiones, sino una evaluación 
analítica y  cuidadosa de los hechos y de las pruebas” . (Guidice 
e testimoni 1909, pág. 179). Y, en segundo lugar, porque esa 
metodización pone límite y frena al abuso que puede cometerse 
al amparo del arbitrio judicial, mal denominado “ soberanía” 
en el análisis del caso enjuiciado.

Y decimos “mal denominado soberanía” , porque, según el 
léxico, soberanía es dominio, derecho supremo, lo que no pue­
den concedérsele, en forma alguna, a un Juez de Derecho.

El arbitrio judicial no es otra cosa que una libertad jurí­
dica, supeditada por normas legales de valorización probatoria, 
que impide a los Jueces desconocer o alterar el sentido de 
las pruebas procesales, y dar a los hechos una apreciación 
diferente a la que les impone la lógica y el sentido común, pues 
si bien es cierto que tal facultad tiene por finalidad permitir al 
Juez el escudriñamiento de la verdad y  ha de ser ejercida, 
según su conciencia, como lo significa la norma canónica “Pro- 
bationes auten oestimare judex debet ex in concientia” , dice 
el cánon 1.869 del Codex Benedicti X V ”, también es indudable, 
que los ha de saber situar con ponderada ecuanimidad entre
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el principio jurídico que le impone sentenciar conforme lo 
alegado y probado y el principio moral que le enseña a apre­
ciar los hechos según su conciencia. Por lo tanto, el Juez 
ha de proceder a practicar aquella labor con espíritu sereno 
y desaprensivo, sin dejarse anonadar por sus propios senti­
mientos, ya sean éstos formados por las inspiraciones de una 
moral severa, ya inspirados por principios filosófico-jurídicos 
de orientación positivista, por que tanto puede pecar de injusto 
un Juez inflexible, movido por sus austeros principios morales, 
como lo puede también un Juez tolerante, guiado por un espí­
ritu de desmedida liberalidad.

Por otra parte, la justicia corre el riesgo de que, puedan 
los Jueces considerar que esa “soberanía” les autorice para 
interpretar libremente también a los hechos jurídicos, o sean, 
aquellos que concretan preceptos legales, tales como los cons­
titutivos de las circunstancias concurrentes en la comisión del 
delito, especiales o genéricas, con prescindencia de los prin­
cipios jurídicos que las informa.

Hácese por lo tanto indispensable, dictar normas especí­
ficas para enmarcar el ejercicio del arbitrio judicial, dentro 
de sus justos límites, para garantizar a la justicia contra la 
arbitrariedad y el error.

C O N C L U S I O N E S :

A l expresar nuestra manera de pensar sobre tan delicado 
tópico como lo es el de la ponencia que sustentamos, no se nos 
escapan las censuras que pueden promover nuestro criterio, 
pues está tan arraigado, con raíces vetustas, el concepto de que 
la administración de justicia es, antes que ciencia, un arte, 
y arte al que da vida y matices la sagacidad del magistrado 
judicial, y que, por ende, la labor de inquisición procesal den­
tro del acervo probatorio no ha de estar sometida a disci­
plinas científicas. Pero, no estamos creando conceptos, pues 
ya Bentham, Ellero, Mittermacen, Malatesta, durante el siglo 
pasado y  Binet, Lipman, Gross, fundador de la Psicología Judi­
cial, Altavilla, Grophe, Mira y López y otros no menos nota­
bles hombres de ciencia, durante este siglo, lo han emitido;
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y por lo tanto nuestra palabra no es nueva, pero es voz de 
aliento, experimentada y sincera, y esto basta.

R E C O M E N D A C I O N E S

En consecuencia de lo expuesto, nos permitimos recomen­
dar a los dignos representantes del Ministerio Público con­
currentes a este interesante Congreso científico, que propicien:

PRIMERO: La unificación de la investigación sumarial, 
mediante la metodización, con fundamento en los principios 
enseñados a ese efecto por la Criminalística, la Psicología Ju­
rídica y ciencias auxiliares, y  bajo la mediata dirección del 
Ministerio Público;

SEGUNDO: La inclusión en las leyes de procedimiento 
penal, de disposiciones apropiadas a encauzar la investigación 
de la verdad, y  principalmente en relación con las pruebas 
confesoria y  testimonial, mediante un sistema de exploración 
psico-judicial, con fundamento en los principios sustentados por 
la Psicología Judicial;

TERCERO: La inclusión en las citadas leyes, de preceptos 
que orienten la valorización de las pruebas confesoria, testi­
fical e indiciaría por un método analítico, con base en los 
principios sustentados por la Psicología Jurídica;

CUARTO: Por que en esas leyes se incluyan disposiciones 
pertinentes a evitar los excesos y abusos en el ejercicio del 
derecho de defensa;

QUINTO: Por que se fijen normas que sitúen en sus jus­
tos límites el ejercicio por los Jueces, del arbitrio judicial; y

SEXTO: Por que se gestione la creación por el Estado de 
cursos universitarios de post-graduados, integrados por las 
siguientes materias: Psicología Experimental, Lógica, Psicolo­
gía Jurídica, Moral, Psicopatología Judicial y Criminalística, 
como indispensables para ingresar en la carrera judicial.



LA ORGANIZACION DEL REGISTRO INMOBILIARIO

EN VENEZUELA

E l  Ministro de Justicia, Dr. Andrés Aguilar, Profesor de 
esta Facultad de Derecho, ha promovido la reconsideración de 
los textos legales vigentes con el propósito de dotar a Venezuela 
de un sistema de registro de los derechos de naturaleza inmo­
biliaria, tan eficaz y perfecto como aquellos que se han im­
plantado, desde hace tiempo, en los países más progresivos.

Para llevar a término un estudio concienzudo de los pro­
blemas que suscita semejante realización, el Dr. Aguilar ha 
designado una Comisión integrada por los Profesores univer­
sitarios, doctores Octavio Andrade Delgado, Antonio Moles 
Caubet, Emilio Pittier Sucre y Eloy Maduro Luyando, Relator- 
Secretario.

La Comisión está considerando, como base de debate, el 
Anteproyecto de Ley elaborado por el Dr. Antonio Moles 
Caubet, que consta de 114 artículos, siete disposiciones tran­
sitorias y precedido de una extensa exposición de motivos. 
Algunos especialistas en Derecho Inmobiliario han examinado 
el referido documento, entre ellos el tratadista español doc­
tor Ramón M. Roca Sastre quien le ha hecho valiosas obser­
vaciones.

Seguidamente se dan a conocer, el Memorándum irtiH^I 
y la exposición de motivos del Anteproyecto de Ley de Registro 
Inmobiliario que ha redactado el Dr. Moles como ponencia 
sometida a la Comisión.



M E M O R A N D U M  I N I C I A L

I

AFIRMACIONES BASICAS

19—El Anteproyecto de Ley de Registro Inmobiliario, so­
metido ahora a examen y discusión, responde, ante todo, al 
supuesto de que el sistema legal vigente resulta inoperante 
y se hace por tanto necesario proceder, de una manera in­
mediata, a su radical modificación.

Ha de reconocerse que, desde la Ley primigenia de 1836, 
no ha existido en Venezuela, ni existe aún —después de suce­
sivas reformas— un auténtico Registro Inmobiliario, suscep­
tible, según corresponde a su propio concepto jurídico, de 
producir actos de “registración” , dotados de los efectos a ellos 
asignados. En consecuencia, no obran las garantías plenarias 
de que ha de estar investida la propiedad y los demás derechos 
reales inscritos.

Para demostrarlo se apela al conjunto de datos y  razo­
namientos consignados en la Exposición de Motivos del Ante­
proyecto que se examina.

De aquí que el Anteproyecto adopte otro contenido con 
una estructura distinta a aquella que distingue anacrónica­
mente a la legislación anterior. En una palabra, sé trata de 
una nueva Ley y no de una mera reforma.

2?—El Anteproyecto recoge y trata de adaptar — con un 
sentido realista— los principios que inspiran los sistemas re­
gístrales modernos. Semejantes realizaciones en el Derecho 
positivo de la mayoría de países —tanto europeos como ame­
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ricanos— ha hecho posible que se constituyera un cuerpo de 
doctrina de valor general. De aquí el nombre de ‘ ‘principios 
inmobiliarios o registrales” con que se conoce una serie entre­
lazada de proposiciones jurídicas cuya generalidad les confiere 
una función axiomática.

Las nociones unívocas del Derecho Inmobiliario y la neta 
identificación de las diferentes técnicas registrales —presu­
puestos de toda mentalidad jurídica moderna— permiten des­
cubrir una evidente disparidad entre el Código Civil Vene­
zolano —de inspiración italiana— y el texto de la vigente 
Ley de Registro Público.

De otra parte, tan sólo partiendo de la íntegra adopción de 
los “principios inmobiliarios o registrales” se hace viable intro­
ducir en el cuadro de la legislación nacional nuevas figuras ju­
rídicas provistas de su auténtica fisonomía y consiguiente efi­
cacia. Basta citar como ejemplo el desenvolvimiento del crédito 
inmobiliario, mediante la emisión de cédulas hipotecarias, que 
ha dado lugar en Alemania y Suiza a la hipoteca unilateral, o 
sea una hipoteca con cédula a veces emitidas éstas por el mis­
mo Registro—, títulos al portador y por tanto sin titular per­
sonalmente determinado (“Briefhypothek” ) ; la hipoteca de pro­
pietario o hipoteca en cosa propia (“ Eigentümerhypotek” ), a 
la que puede añadirse la deuda inmobiliaria o hipoteca inde­
pendiente (“Grundschuld” ) . Nada de ello, ni otras muchas 
innovaciones, progresivamente generalizadas, caben en manera 
alguna sin contar con un auténtico Registro Inmobiliario en el 
cual se encuentren todos aquellos dispositivos sólo logrados me­
diante la escrupulosa observancia de los llamados “principios 
inmobiliarios o registrales” .

3?- Los principios inmobiliarios o registrales pertenecen, 
según su naturaleza y funciones, al Derecho material o al De­
recho formal.

A.—Principios propios del Derecho material.

Tienen el carácter de normas de Derecho material; el prin­
cipio de autenticidad, el principio de legitimación y el principio 
de fe pública registral.
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a) El principio de autenticidad, el cual se denomina tam­
bién principio de autoridad, exige que la inscripción repre­
sente necesariamente la íntegra validez del acto inscrito. Así, 
el título o causa obligante por el que se constituya, modifique, 
transmita o extinga una relación jurídica real (título en sen­
tido material) ha de contenerse, para ser inscribible, en un 
documento indubitable o título en sentido formal. Ello en cum­
plimiento de esta máxima: “No debe recibir el sello del Regis­
tro más que lo que no deje lugar a duda alguna de completa 
legitimidad” .

b) El principio de legitimación establece a favor del titu­
lar del derecho inscrito una presunción que puede convertirse 
en presunción “iuris et de iure”  contra aquella especie pecu­
liar de terceros conocida con el nombre de terceros regístrales 
o terceros hipotecarios, si bien jamás la inscripción convalide 
los actos que sean nulos con arreglo a la Ley.

c) El principio de fe pública registral produce la seguri­
dad del adquirente de buena fe, pues el contenido del Registro 
se reputa siempre exacto en beneficio del tercero que adquirió 
legalmente, el cual, en consecuencia, puede estar completamen­
te seguro de su adquisición en los términos registrados.

B.—Principios propios del Derecho formal.

Tienen el carácter de normas de Derecho formal: el prin­
cipio de rogación o de instancia, el principio de legalidad, el 
principio de tracto sucesivo y  el principio de especialidad.

a) El principio de rogación o de instancia prescribe que 
sólo puede practicarse una inscripción cuando lo solicite la par­
te a quien corresponda o bien por mandato de la autoridad 
judicial o administrativa competente, evitando de esta manera 
oficiosidades lesivas. A  su vez, el interesado, con la mera pre­
sentación del título, adquiere ya la calidad de parte en el pro­
cedimiento registral para ejercitar todos los derechos y  accio­
nes prevenidas.

b) El principio de legaüdad obliga a acreditar previamen­
te que el título reúne las condiciones intrínsecas y extrínsecas
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necesarias para ser inscrito. Ello comporta una calificación pre­
via, aun cuando el propio criterio de los interesados pueda que­
dar reconocido en la vía jerárquica, sin perjuicio, si precisa, de 
la resolución judicial que siempre ha de prevalecer en defi­
nitiva.

c) El principio de tracto sucesivo, tracto continuo o de 
la previa inscripción, representa la manera concreta de cum­
plir en el Registro la regla jurídica clásica: “Nemo dat quod 
non habet” . Lo cual se consigue manteniendo en los libros el 
ordenamiento encadenado de causante a sucesor (cadena cau­
sal), evitando que jamás pueda registrarse “per saltum” . El 
principio de previa inscripción requiere que, al tiempo de re­
gistrarse un acto inscribible, resulte que la persona a quien se 
refiera, como disponente o perjudicado, sea la misma que fi­
gure previamente inscrita en el propio registro.

Semejante tracto sucesivo a continuo hace que pueda se­
guirse en las hojas del libro el historial completo, sin solución 
de continuidad, de todos los actos de transferencia, constitu­
ción, modificación o extinción de derechos reales. Cada uno de 
los asientos se apoya en el consentimiento del anterior titular 
del derecho inscrito o en la sucesión del mismo por declara­
ción de la ley.

d) El principio de especialidad postula la implantación del 
denominado “folio real” . Es decir, se identifica la finca con 
toda precisión, convirtiéndose entonces en unidad básica del 
Registro. A  cada finca, convenientemente numerada, correspon­
de su correspondiente folio, y es en él, o en folios correlativos 
al mismo siempre referidos, que se practican las sucesivas ins­
cripciones, con lo cual, “quienes tengan interés, sepan dónde 
encontrar cuanto al inmueble haga referencia y defina su si­
tuación jurídica, sin peligro a las limitaciones consignadas en 
otros asientos independientes” .

II
ORDEN DEL DEBATE

1?—El primer punto a considerar y debatir corresponde a 
la observación hecha al anteproyecto por el especialista Roca
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Sastre. Este estima inadecuado regular íntegramente el régimen 
registral en un texto legal unitario, y en vez de ello propone 
que las normas propias del Derecho material — contraídas a los 
principios de autenticidad, de legitimación y de fe pública re­
gistral— figuren tan sólo en el Código Civil, promoviendo la 
reforma pertinente del mismo. Entonces se reservaría a una 
Ley Orgánica, similar a la Ordenanza Inmobiliaria alemana 
(‘ ‘Grundbuchordunng” ), tanto la organización como el modo de 
llevar el Registro, incorporando al efecto los principios de roga­
ción, de legalidad, de tracto sucesivo y  de especialidad.

Problema es éste que ha de tener solución previa a cual­
quier otra, pues ella predetermina la estructura y contenido del 
proyecto en estudio.

Claro que al aceptar el punto de vista del Dr. Roca Sastre 
quedaría la labor formalmente desdoblada, aun cuando corres­
pondiere realizarla a una misma Comisión a fin de asegurar la 
imprescindible coherencia.

2*?—Formulación legal de los principios inmobiliarios. A  tal 
efecto se propone discutir los artículos correspondientes del 
anteproyecto, a saber:

a) Principios de autenticidad (art. 30).
b) Principio de legitimación (arts. 58 al 60).
c) Principio de fe pública registral (arts. 61 al 63).
d) Principio de rogación (art. 67).
e) Principio de legalidad (arts. 71 al 84).
f) Principio de tracto sucesivo (arts. 99 y 43).
g) Principio de especialidad (arts. 92, y 21, 95).

3?—Determinación de los actos inscribibles. Es de primor­
dial importancia indicar —con la técnica más conveniente— los 
actos para los cuales está reservado el Registro Inmobiliario, 
pues en él tan sólo pueden inscribirse constituciones o modifi­
caciones de los derechos reales —únicos que tienen protección 
registral—, pero en manera alguna los derechos de crédito o 
personales. A  tal efecto se propone discutir los artículos 27 y
28 (inscripciones propiamente dichas) y  los artículos 44 a 55
(anotaciones preventivas y notas marginales).
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49—Técnicas de inscripción. A  ellas están dedicados los 
artículos 32 al 39, 67 al 70, 85 al 101 y  102 al 111 del Ante­
proyecto.

59—El caso de los llamados títulos supletorios. Por la tan 
contravertida significación que han alcanzado en Venezuela, 
precisa considerar el problema que tanto su uso como su abuso 
han originado. Artículos 40 al 42 y Tercera Disposición Transi­
toria del Anteproyecto.

69—Régimen orgánico. Figura comprendido en los artículos 
19 al 25 y 114 y Disposición Adicional.

79—Formato general de la Ley. Habrán de discriminarse las 
materias que han de integrar el cuerpo legal de aquellas otras 
propias de un Reglamento.

Caracas, 30 de septiembre de 1958.

EXPOSICION DE MOTIVOS 

I

Hace más de 122 años, el 24 de mayo de 1836, fué promul­
gada en Venezuela la primera Ley que “establece las Oficinas 
de Registro” , nombre genérico suficientemente amplio para 
comprender las más disímiles operaciones. Tanto las Oficinas 
Principales —instaladas en la capitalidad de la provincia-- 
como las Oficinas dependientes, denominadas Subalternas - si­
tas en las cabeceras de cantón— servían, ante todo, de archivo 
de documentos de distintas procedencias (arts. 7 y 8), y ambas 
también habían de llevar “Protocolos”  para la “ toma de razón” 
de actos tan diversos que apenas tienen nada de común. Así en 
las Oficinas Principales se hacía constar por copia, extractada 
o literal, “los títulos o despachos de empleados, las patentes de 
navegación y  los privilegios exclusivos” , figurando en las Ofi-
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ciñas Subalternas, “ los nacimientos, muertes y  matrimonios, la 
publicación de las Leyes, los contratos, fianzas, testamentos, po­
deres, protestos, declaraciones o cualesquiera otros actos extra- 
judiciales o privados” . (Arts. 9 y 12).

Con un criterio de economía funcional, sin duda justifica­
ble en aquellas circunstancias, se centralizaba el ejercicio de 
funciones jurídicas heterogéneas, consistentes en archivar docu­
mentos, acreditar el estado civil, autorizar testamentos, efec­
tuar intimaciones, etc., y por tanto, indiferenciadamente, trans­
cribir, protocolar, otorgar, autenticar, legalizar, legitimar.

Más, de semejante complejo precisa ahora tener tan sólo 
en cuenta, dada su especialidad, la operación de “ registro”  en 
su estricto sentido técnico, encaminada a conferir los efectos 
jurídicos inherentes a la constitución, modificación, trasmisión 
o extinción de la propiedad inmueble y  de los demás derechos 
reales impuestos sober la misma, de manera suficiente para 
asegurar el tráfico inmobiliario. En suma, se trata de conside­
rar aquel conjunto de modalidades, exclusivas de los bienes 
inmuebles, que siempre, desde las épocas más remotas, han con­
figurado lo que modernamente se denomina “régimen registral” . 
A  este respecto merecen citarse, como punto de referencia, los 
dos viejos modelos prusianos: la Ordenanza de 20 de diciembre 
de 1783 y la Ley de 5 de mayo de 1872 que han inspirado el 
Registro de Inmuebles del resto de Alemania, con el Código 
Civil alemán (BGB) y la Ordenanza Inmobiliaria (“ Grundbu- 
chordung” ) de 24 de marzo de 1897 (sustituida por la de 5 de 
agosto de 1935), así como los organizados en Inglaterra, Suiza, 
Austria, España, a partir de la Ley de 8 de febrero de 1861, y 
a través de ella Cuba, Puerto Rico y gran parte de países lati­
noamericanos.

El Registro Inmobiliario — o la operación de “registro”— 
hace constar el estado jurídico de los bienes inmuebles, o sea 
el que corresponde a los derechos existentes sobre los mismos, 
con todos sus elementos, extensión y  condiciones. Entonces, “ la 
propiedad se inscribe en el Registro no ya meramente para 
posibilitar los gravámenes, sino para caracterizarse como tal 
propiedad; la transmisión de la propiedad y  la constitución de
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derechos reales requiere la inscripción; además de la inscrip­
ción se exige el acuerdo sobre la transferencia misma; el con­
tenido del Registro se reputa exacto en favor de los adquiren- 
tes a título oneroso y de buena fe” . (Enneccerus-Kipp-Wolff — 
‘‘Tratado de Derecho Civil” . Trad. española. Tomo III, 1; pági­
nas 136 y  s.)

Pues bien, la Ley de 1836, que inaugura en Venezuela las 
Oficinas de Registro, prosigue la tradición española contenida 
en la Real Pragmática de 31 de enero de 1768, a pesar de que 
España misma había de abandonarla, 25 años más tarde, para 
adoptar el excelente modelo prusiano, porque “ los derechos 
inmobiliarios inscritos no alcanzaban la debida protección, ni 
existía tampoco el necesario paralelismo entre la realidad ju­
rídica y el Registro mismo” . Por el contrario, el nuevo Regis­
tro, “fundado en los principios de publicidad y legalidad, ha de 
superar la inicial y pasiva fase de protección para otorgar a 
los titulares aquellas ventajas de derecho material y procesal 
que, lógicamente, cabe esperar de una situación legitimada y 
protegida por la fe del Registro. Ello contribuirá a definir y 
aclarar de modo diáfano la realidad jurídica de muchas fincas 
y derechos reales; concediendo a los titulares, ágiles y eficaces 
medios para la defensa de sus derechos” . (Preámbulo de la Ley 
Hipotecaria Española de 1861).

Tres son los graves defectos de orientación sufridos en la 
referida Ley inicial del Registro de 1836, a saber:

Primero.—Convertir la “ toma de razón” , incluso cuando se 
trata de actos referidos a la propiedad inmobiliaria, en simples 
“protocolizaciones” , con lo cual se unifican —o mejor confun­
den—  las funciones notariales y las funciones regístrales (artícu­
los 10 y 12).

Segundo.—La única técnica utilizada de “protocolización” , 
obliga a introducir en un mismo Registro —y frecuentemente 
en un mismo Protocolo —derechos reales inmobiliarios y dere­
chos crediticios, poniéndolos en un plano de igualdad jurídica.

Tercero.- En el Registro se hace constar todo cuanto se 
reputa archivable, sin atender ni a la naturaleza de los dere­
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chos ni a los distintos efectos asignados a su inscripción o ano­
tación.

Este sistema —derivado de un modelo tan caduco— hubo 
de caracterizarse inmediatamente por su extraordinaria inesta­
bilidad. En efecto, en el transcurso de 122 años se han suce­
dido hasta quince textos legales diferentes, alcanzando así cada 
uno apenas una vigencia de ocho años, evidencia de su mani­
fiesta inoperancia.

Los ajustes, retoques y remiendos han tenido que ser con­
tinuos, a veces introduciendo mejoras positivas, como el Cua­
derno de Presentaciones (Decreto 20 de febrero de 1863, art. 32), 
otras, aumentando o disminuyendo el número de Protocolos, 
que de 18 (Decreto citado, art. 34) se redujeron a dos (Ley de 19 
de mayo de 1882, art. 18,) y llevados finalmente a cuatro (Ley 
de 30 de mayo de 1887, art. 61), sin excluir regulaciones pueriles, 
como la de “escribirlo todo con pluma de ganso” (Decreto de 20 
de octubre de 1867, art. 41 y Ley de 13 de julio de 1876, art. 27).

Cuanto atañe al estado civil queda segregado a partir de 
la Ley de 13 de junio de 1876, aun cuando persiste la proto­
colización de “ capitulaciones de matrimonio, constitución de 
dote, separaciones de bienes entre cónyuges, limitaciones a la 
administración del marido, autorizaciones a la esposa, volun­
tarias y judiciales, sentencias de nulidad de matrimonios, di­
vorcio, adopción o legitimación de hijo, o reconocimiento de 
hijo “ilegítimo” , asimismo “ las emancipaciones, fianzas de los 
tutores o curadores, inventarios, autorizaciones y todo lo de­
más relativo a menores, entredichos o inhabilitados. . .  ”  (Ar­
tículo 16, 39 y 51?). Como si el Legislador no se resignara a 
prescindir de un Registro caótico, manteniendo su inadecuado 
abigarramiento, en detrimento de la especialidad que exige el 
régimen registral inmobiliario.

Ello demuestra que las reformas apenas afectaron jamás 
sino a los detalles, con lo cual el sistema inmobiliario conserva 
la misma estructura, haciendo perdurables los errores iniciales. 
Por un verdadero proceso de sedimentación el núcleo ancestral 
y las sucesivas adherencias han culminado en la vigente Ley 
de Registro Público de 31 de julio de 1940. Resulta, pues, inútil
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apostillar ésta con otro comentario. Pero, en cambio, no pue­
den omitirse las impecables deducciones extraídas por la ju 
risprudencia de la Corte Federal, las cuales unen a la respeta­
bilidad de su origen el más autorizado de los juicios críticos.

El régimen inmobiliario vigente deja de cubrir el mínimo 
necesario de seguridad jurídica, según resulta de las siguientes 
afirmaciones:

19) No garantiza la medida, los linderos ni siquiera la 
identidad de la finca.—En efecto: “ No existe prohibición legal, 
precisa, de registrar un documento en que no consten los lin­
deros del inmueble” . (M. C. 1927, pág. 48). “Los Registradores 
deben protocolizar los documentos de venta de inmuebles que 
se les presenten, aún cuando en los mencionados documentos 
se les dé a los inmuebles una extensión o cabida mayor de la 
que en realidad tienen” . (M. C. 1928, pág. 82). “No es necesario 
consignar en las escrituras de venta de inmuebles o derechos 
en porciones comuneras, la expresión de la medida” . (M. C. 
1913, pág. 110).

2?) No se garantiza la naturaleza jurídica de los actos re­
gistrados. En efecto: “El ordinal 29 del artículo 2 de la Ley 
de Registro no contempla el caso de omisión o inexactitud de 
algunas de las indicaciones que exige la Ley para la determi­
nación precisa del objeto del contrato” . (M. C. 1931, pág. 108).

3?) No garantiza la legalidad de los actos registrados.—
En efecto: ‘ ‘Como quiera que la falta de autorización judicial 
para que como padre verifique operaciones en nombre de sus 
menores hijos no se encuentra entre las prohibiciones que la 
Ley señala a los Registradores, éstos deben protocolizar los do­
cumentos que se presenten, aun sin la referida autorización” . 
(M. C. 1943, pág. 79).

49) No garantiza la exactitud del título ni por tanto man­
tiene el tracto sucesivo.—En efecto: “Para llenar los fines del
artículo 26 de la Ley de Registro, bastará expresar la causa en
virtud de la cual se hubo la propiedad de los inmuebles que se
enajenan” . (M. C. 1912, pág. 69; M. C. 1917, pág. 52, y  M. C.
1920, pág. 102). “Los Registradores deben protocolizar aquellos
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documentos en que la expresión legal título inmediato de adqui­
sición no debe ser tomada en el concepto de documento o escri­
tura material, sino en el de causa originaria de él, como en el 
caso de la sucesión ab-intestato u otro medio en el que no ha 
podido intervenir el título inmediato que la Ley de Registro 
requiere” . (M. C. 1928, pág. 77).

“En un documento de venta, la expresión de que la cosa 
vendida fué adquirida por herencia paterna, llena el requisito 
del artículo 64 de la Ley de Registro, aunque el otorgante ven­
dedor aluda también a una partición amigable hecha con sus 
coherederos” . (M. C. 1933, pág. 48). “Puede registrarse un do­
cumento en el cual los vendedores citan como título inmediato 
üe adquisición el de ser herederos de los anteriores propieta­
rios, sus padres, siendo títulos mediatos muchas pequeñas adqui­
siciones efectuadas por estos últimos” . (M. C. 1944, pág. 78). 
‘‘Los Registradores, por razones de equidad, pueden protocoli­
zar los documentos otorgados auténticamente, en los cuales no 
se exprese el origen de la propiedad, cuando estos documentos 
hayan sido otorgados bajo el imperio de una Ley que no impo­
nía tal requisito” . (M. C. 1927, pág. 84).

59) No garantiza el derecho de propiedad del transmiten-
te.—En efecto: “No es óbice para la protocolización de un do­
cumento de dación en pago de un inmueble, la circunstancia 
de que quien da en pago confiese ante el Registrador que ese 
inmueble es el mismo que ha vendido anteriormente a otra 
persona, pero en cuyo traspaso expresó linderos y  situación dis­
tintos a los que se consignan en el instrumento que contiene 
la dación en pago” . (M. C. 1943, pág. 89).

He aquí algunas de las consecuencias desprendidas de ese 
anticuado dispositivo registral — conocido con el nombre de 
“sistema de transcripción”— que los diferentes países trataron 
afanosamente de superar, como sucedió en Francia con la Ley 
de 24 de julio de 1924 y el Decreto-Ley de 30 de octubre de 
1955, mientras los más conspicuos tratadistas propugnaban la 
adopción del régimen registral vigente en Alsacia y  Lorena 
(Ley 1? de julio 1924) de extracción alemana y tan parecido 
al que rige actualmente en España. (Ver: Planiol.— “Tratado
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práctico de Derecho Civil francés” . Trad. española. -La Haba­
na, III, pág. 549. Jiménez Arnau. “ La reforma del sistema 
del sistema inmobiliario francés” en “Revista Crítica de Dere­
cho Inmobiliario” . 1941, pág. 321).

El criterio aducido por Roca Sastre resulta certero: ‘‘Los 
efectos de la transcripción -asegura— son insuficientes para 
producir plena seguridad en la contratación inmobiliaria. Son 
efectos puramente negativos que mejor se observan contem­
plándolos desde el punto de los efectos que produce la falta de 
transcripción. Positivamente sólo pueden expresarse como un 
requisito de oponibilidad contra aquellos a quienes perjudique 
el acto registrable.

No hay presunción de exactitud en provecho de terceros 
adquirentes, sino solamente la facultad de éstos de rechazar el 
acto registrable. El Registro no responde a nadie de que lo que 
él expresa sea verdad, pues en rigor no dice nada más de que 
un acto ha sido transcrito mediante el depósito de su copia —o 
la inserción de los libros- - en la Oficina correspondiente. Y 
como no haya hoja registral propiamente dicha, de aquí que 
sea inútil buscar el juego de los principios de legitimación, de 
fe pública y de tracto sucesivo. Multitud de acciones de nulidad 
y de resolución constituyen una perenne amenaza para los 
adquirentes, sin que el Registro pueda servirles de apoyo 
alguno.

“ Pero no paran aquí las deficiencias, que agravan la si­
tuación jurídica de los bienes inscritos. No hay calificación 
registral; el Registrador actúa automáticamente y por tanto 
no puede negar la transcripción del acto registrable, excepto 
cuando obstan burdos defectos formales. El sistema de índice 
es insuficiente, dando lugar a búsquedas complicadas. Para ave­
riguar el estado jurídico correspondiente a una finca precisa 
indicar los nombres de todos los propietarios actuales y pre­
téritos de la misma, siendo suficiente la menor equivocación 
en algún nombre o apellido para que todo sea una confusión” . 
(Derecho Hipotecario, Tomo I, pág. 119).

“Si a tantas limitaciones se añade la forma en que los 
Registros son llevados, a base de la transcripción íntegra de
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los títulos y el inorgánico folio personal, faltando toda califica­
ción previa que garantice su contenido, llegamos a la con­
clusión de que todo coopera a que la publicidad se haga difícil 
e incompleta” . (Cossio. “ Lecciones de Derecho Hipotecario” . 
Ed. Bosch, Barcelona, 1945, pág. 16).

II

Mas, tales soluciones corresponden a una etapa evolutiva 
ya depasada, encontrándose en flagrante desacuerdo con los 
progresos jurídicos alcanzados en la actualidad por Venezuela. 
De aquí la urgencia de promover la adecuada armonía; ello, 
porque la supervivencia de especies legislativas caducas, a 
veces impide o mixtifica el desarrollo de las nuevas y otras, 
simplemente, se hacen incompatibles. Es lo que ha sucedido 
con la Ley de Registro Público. Esta, en efecto, cristalizando 
la modalidad tradicional, se limita a regular una función pro- 
tocolizadora que, en rigor, constituye un auténtico negocio 
jurídico notarial, convirtiendo entonces el Registro en una 
institución híbrida.

No obstante los Códigos modernos resultan a este respecto 
bien concluyentes. Por ejemplo, el Código Civil italiano supone 
la separación neta entre el acto notarial antecedente y  el acto 
registral subsiguiente. El acto notarial —que puede atribuirse 
a cualquier funcionario— produce “el documento redactado, 
con las debidas formalidales, por un notario y otro funcionario 
público autorizado a tener atribuida fe en el lugar donde el 
acto es formado”  (Art. 2.699). Al acto así “ formado” se le 
asignan unos efectos (Art. 2.700), distintos a aquellos que 
se le añaden mediante el acto registral (Art. 2.644).

El Código Civil Venezolano, siguiendo el modelo italiano, 
define en términos análogos el instrumento público (Arts. 1.357 
y 1.360). Asimismo la registración o “formalidades de Regis­
tro” implica un acto de distinta naturaleza (Art. 1.924), empero 
el empeño de mantener el viejo régimen, subsistente en la 
Ley de Registro Público, erigido en patrón inmutable, obliga 
a deformar el citado artículo 1.357 atribuyendo, en primer tér-
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mino, la función notarial al Registrador, con lo que se consuma 
la confusión de dos actos jurídicos heterogéneos.

Semejante incongruencia resulta tanto más grave cuando 
se rehabilita o se crea, la institución del notariado con el 
Decreto de 31 de diciembre de 1952 y el Reglamento de 2 de 
octubre de 1956. Desde este momento se hace apremiante dis­
criminar, de una vez para siempre y  con todas sus conse­
cuencias, los dos actos típicos: el otorgamiento del instrumento 
propiamente dicho y su registración.

El “negocio jurídico notarial” , que definen, de consuno, 
la doctrina y el Derecho normativo, “ es un acto causal u 
obligacional por el que se configura el título” . Su técnica es 
la protocolización. Diferentemente, el registro o registración, 
“ es un acto declarativo en virtud del cual se confiere al título 
ya configurado —o “formado” — otros efectos de los cuales 
antes carecía” . Su técnica es la inscripción. Por lo demás, los 
artículos 1.357, 1.359 y 1.360 del Código Civil describen en 
realidad el “negocio jurídico notarial” cuando expresan que 
la legalización del otorgamiento corresponde “al funcionario 
o empleado público que tenga fe pública” . En cambio, los 
artículos 1.879, 1.913 a 1.926 y 1.927 consideran como acto 
independiente el registro o registración del título preexistente.

Cierto, que cualquier funcionario público puede ser inves­
tido de fe pública para que autorice el “negocio jurídico no­
tarial” , excepto precisamente el Registrador; porque, aún supo­
niendo —forzando la ficción— que actuara en dos momentos 
distintos, con diferentes técnicas, el ejercicio acumulado de 
ambas funciones se hace incompatible, siempre que se trate de 
otorgamientos inscribibles, puesto que compete al mismo cali­
ficar y  establecer la debida concordancia registral del título 
que ha de inscribir, lo cual no sería nunca aconsejable.

Todo ello demuestra que el régimen registral ha de ha­
cerse coherente con el espíritu progresista del conjunto legis­
lativo de Venezuela, siendo éste el objetivo dominante en la 
sustitución —en vez de reforma — de la vigente Ley de Re­
gistro Público.
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Ante todo se pretende crear un verdadero Registro In­
mobiliario; es decir, una institución “que tiene por objeto 
registrar los actos, títulos e instrumentos relativos a la cons­
titución, transmisión, modificación y extinción del dominio y 
demás derechos reales impuestos sobre los inmuebles” , tal 
como lo conciben los artículos 1.914 a 1.916, 1920 y  1.921 del 
Código Civil. Exigencia dimanante, por otra parte, de la ca­
lidad misma de los derechos reales que requieren, no sólo la 
publicidad sino también una forma constitutiva o declarativa.

Aun cuando el Derecho moderno sea eminentemente con­
sensualista no excluye en ciertos casos y  para producir deter­
minados efectos, formas o formalidades externas preestable­
cidas. “Lo cual se hace evidente —asegura Cossío— en el campo 
de los derechos reales. La propiedad, por ejemplo, no se 
transmite por el mero consentimiento, es además necesario 
el cumplimiento de ciertas formalidades a él añadidas, aun tan 
simples como la tradición, o entrega real o fingida de la 
cosa, para que tal efecto se produzca y  ello no sólo en relación 
a terceros sino incluso entre las mismas partes; la función 
de la tradición, como formalidad en este caso, es ante todo 
constitutiva de efecto, y  sólo secundariamente dirigida a cau­
sar la publicidad del mismo” . (Obra citada, pág. 7).

El registro —o registración— comporta una virtud consti­
tutiva de la forma, lo cual se advierte, de una manera con­
cluyente, en el artículo 1.879 del Código Civil: “La hipoteca 
no tiene efecto si no se ha registrado con arreglo a lo dis­
puesto en el Título XXII de este Libro. . .  ” .

III

El texto de este anteproyecto de Ley se ha ordenado, con 
la máxima sobriedad, incluyendo, tan sólo, las materias re­
servadas a un precepto de rango leal y defiriendo las demás 
al Reglamento expresamente previsto.

La estructura adoptada resulta de la rigurosa aplicación 
de un método distributivo que confiere al articulado un enlace 
sistemático en el que se destacan, las normas orgánicas, las
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normas de Derecho material y las normas de Derecho formal, 
según se expresa seguidamente.

A.—GRUPO DE NORMAS ORGANICAS.

Constituyen el Título I (‘‘Organización del Registro In­
mobiliario” ), desenvolviéndose en tres capítulos cuanto se refiere 
a las demarcaciones, personal, con sus obligaciones y respon­
sabilidades, dirección e inspección (Arts. 1 a 25).

Por su importancia es conveniente advertir el propósito 
de “organizar el Cuerpo de Registradores, con personal de 
carrera, provisto del título de abogado y al cual se otorguen 
las garantías de inamovilidad, ascenso y jubilación (Art. 5, 
párrafo 29).

A  la severidad adoptada para exigir el riguroso cumpli­
miento de los deberes propios del cargo (Arts. 6, 16, 19 y  21), 
es justo que corresponda un conjunto de ventajas capaces de 
hacerlo apetecible a los juristas más distinguidos. Las deli­
cadas funciones de los Registradores, lo mismo que el alcance 
de su responsabilidad, impone hacer de ellos unos profesio­
nales dotados, para su estímulo, de un aventajado Estatuto 
Jurídico. Ha de tenerse en cuenta que queda confiado a la 
pericia, escrupulosidad y honradez de los Registradores, nada 
menos que el régimen de la propiedad inmobiliaria, en mayor 
medida aún a la que corresponde a los Jueces, pues sus errores 
y negligencias pueden resultar irreparables. El prestigio de 
que les rodee, comenzando con el severo sistema selectivo, 
habrá de contribuir a conferirles el rango social que merecen. 
De otra parte, constituiría sin duda, una buena política incre­
mentar progresivamente el espíritu corporativo con lo cual el 
Estado se asegura la colaboración, cada vez más eficiente, de 
Cuerpos que tengan en el concepto público, la mayor autoridad.

B.—GRUPO DE NORMAS DE DERECHO MATERIAL.

Integran el Título II (“Del Registro de derechos reales 
sobre inmuebles” ), comprendiendo cuatro capítulos (artícu­
los 26 a 63).
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La doctrina considera como ejes del sistema registral unos 
verdaderos axiomas jurídicos conocidos con el nombre de prin­
cipio de autenticidad, principio de legitimación y principio de 
fe pública registral, todos ellos pertenecientes al Derecho ma­
terial. He aquí cómo quedan acogidos en el texto de este Pro­
yecto:

a) Principio de autenticidad.

La exigencia jurídica de que figuren en el Registro única­
mente los datos consignados en instrumentos públicos o autén­
ticos, se encuentra elevada a la categoría de principio, que 
indistintamente se denomina de “ autenticidad o de autoridad” , 
y el cual informa el artículo 30 del Proyecto.

En efecto, los tratadistas consideran que la inscripción su­
pone el solemne reconocimiento de la íntegra validez jurídica 
de aquello que es inscrito, criterio tradicionalmente adoptado 
por los legisladores al proclamar que “no debe recibir el sello 
de un archivo público más que lo que no deje lugar a dudas 
de su legitimidad” (Exposición de Motivos de la Ley española 
de 1861).

Todo rigor será escaso para asegurarse de la “ legitimidad”  
del título que haya de inscribirse y ello da lugar a una verda­
dera función calificadora por parte del Registrador, pues éste 
ha de cerciorarse de su eficacia jurídica.

Los documentos privados pueden, de una manera execep- 
cional, servir para limitadas operaciones regístrales, por ejem­
plo, en algunas anotaciones preventivas y cancelaciones, por lo 
que se impone mantener en el texto del artículo el segundo 
iiiCiso tal como aparece.

De todos modos, fuera de casos singulares, la exclusión de 
los documentos privados continúa siendo una regla general en 
la mayoría de los sistemas regístrales (Muñoz Morales.—“Lec­
ciones de Derecho Hipotecario” , tomo I, pág. 90).
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b) Principio de legitimación.

Los artículos 58 a 60 recogen el “principio de legitimación” , 
que junto con el “de fe pública registral” , más adelante rela­
cionado, concurren a constituir el superior “principio de pre­
sunción de exactitud del Registro”.

En virtud del “principio de legitimación” se confiere al 
titular del derecho inscrito una situación privilegiada, pues 
establece a su favor una presunción frente a todos los que, a 
su vez, pretendan tener un derecho sobre el inmueble, presun­
ción que incluso se convierte en “ juris et de jure” cuando el 
titular es un tercero registral, o hipotecario.

Al margen del orden meramente abstracto que es el Regis­
tro se desenvuelve otra realidad jurídica extrarregistral. Por 
ello el problema que se plantea es el de encontrar la necesaria 
concordancia, aún no lograda, ni en el sistema francés ni en el 
alemán.

El Registro de transcripción -franco-italiana -  comprueba 
o publica los derechos inmobiliarios o actos jurídicos relativos 
a los mismos, los cuales, a pesar de su registro, continúan con 
el mismo valor o eficacia que les correspondería sin la inscrip­
ción. En este sistema el Registro queda reducido a un órgano 
de valor puramente informativo, a modo de fichero de dere­
chos o actos inscribibles hasta el punto de resultar casi inútil.

Contrariamente, el sistema alemán, vigente ya antes de re­
gir el Código Civil —en Hamburgo, Lubeck. Mecklenburg y 
Sajonia—, mantiene la virtualidad del Registro en contra de 
la realidad jurídica, constituyendo sus asientos, por sí mismos, 
la única fundamentación jurídica de los derechos inmobiliarios 
inscritos, siguiendo el llamado “principio de la fuerza probante 
o eficacia jurídica formal” . La inscripción provoca por su sola 
sustancialidad, la constitución o extinción de los derechos. En­
tonces el Registro, como una especie de mundo formal, adquie­
re autonomía, desconectado de las reacciones materiales que le 
sirven de soporte, de modo que lo que dicen sus asientos, se 
considera como el único dato; se basta a sí mismo, pues pres­
cinde de todo elemento extrarregistral (Enneccerus, Kipp y
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Wolff. III-l, pág. 136; Nussbaum, págs. 25 y 41; Gerónimo 
González. “Principios” , pág. 107).

El sistema español —seguido en Cuba, Puerto Rico y otros 
países— se coloca en una posición equidistante, no pretendien­
do que prevalezca la apariencia registral, ni vicevessa. Sola­
mente de un modo provisorio o de momento hace prevalecer 
el contenido del Registro, de modo que cuando se demuestre 
que es inexacto se impone la verdad jurídica que como toda 
verdad ha de ser una. “La inscripción — según afirma Geró­
nimo González—, sin tener la fuerza de la cosa juzgada, pro­
duce, mientras no se anule, sus peculiares efectos. Para impug­
nar el derecho base de la inscripción debe atacarse el mismo 
asiento y asegurar de este modo el paralelismo entre el Re­
gistro y  la realidad jurídica” .

Es así que en el artículo 59 de este contraproyecto “ se pre­
sume”  que el derecho inscrito “existe y  pertenece al titular 
registral” , en ello de acuerdo con lo establecido en los artícu­
los 937 del Código Civil alemán y 937 del Código Civil suizo. 
Pero semejante presunción de exactitud constituye una pre­
sunción “iuris tantum” , o sea, que “mantiene como verdadera 
la titularidad inscrita, mientras, una vez puesta en tela de 
juicio, no se demuestre que no concuerda con la realidad ju­
rídica. De aquí que el principio de legitimación, por la propia 
esencia de las presunciones iuris tantum, tenga en el fondo un 
simple juego procesal o de desplazamiento de prueba; pero 
con todo tiene un valor material, pues mientras la apariencia 
del derecho subsista, se reputa que responde a la realidad” . 
(Roca Sastre, obra citada, Tomo I, pág. 222).

La exposición de Motivos de la Ley española de Reforma 
Hipotecaria, promulgada en 1944, expresa igual doctrina, que 
se acoge en este proyecto: “El Registro se presumirá exacto e 
íntegro mientras judicialmente no se declare lo contrario. 
Igualmente se presume que el derecho inscrito existe y corres­
ponde al titular. De este modo, la presunción iuris tantum de 
exactitud registral, que sólo limitada y  taxativamene se re­
conocía en la legislación anterior, alcanza a todos los supuestos 
hipotecarios. El titular, según el Registro, gozará asimismo de
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una justa y adecuada protección al exonerarle de la carga 
de prueba” .

Las presunciones establecidas tienen como cometido “ le­
gitimar” , para el tráfico jurídico, al titular registral en el 
sentido como dice Roca Sastre— de “tener que ser tratado 
como propietario titular registral que ser considerado como 
poseedor del dominio o del referido derecho real” .

Tal es el alcance que ha de darse a lo dispuesto en el 
referido artículo 59 cuando preceptúa que, “ de igual manera 
se presumirá que quien tenga inscrito el dominio de los 
ir muebles y derechos reales de naturaleza inmobiliaria tiene 
la posesión de los mismos” . La interpretación de Roca Sastre 
es incontrovertible: “La presunción de que el titular registral 
tiene, a todos los efectos legales, la posesión inherente al 
dominio o derecho real inscrito a su nombre, le hace un pro­
pietario-poseedor, o sea, un titular del dominio o derecho real 
completo en el sentido de hallarse en pleno ejercicio, si bien 
esto tan sólo a los fines legitimadores, es decir, al objeto de 
que el titular según el Registro sea tratado como poseedor 
real, en una palabra, como propietario-poseedor. Mas ello única­
mente en tanto no se demuestre que el Registro es inexacto 
respecto a la existencia y a la titularidad o pertenencia del 
dominio o derecho real inscrito, de cuya posesión se trata” . 
(I. pág. 261).

Por último el artículo 60 contiene la consecuencia inversa: 
“ La cancelación de un asiento en el Registro presupone la 
extinción del derecho al cual aquél se refiere” .

Nótese, sin embargo, que aquí se sustituye el verbo “pre­
sumir”  por “ presuponer” . Con lo cual “ literalmente interpre­
tado este precepto quiere decir que para llegar a la cancelación 
del derecho, es presupuesto, precedente o requisito previo y 
necesario la extinción del mismo” . (Sanz Fernández, pág. 339).

Por lo demás, el artículo 62 del Proyecto afirma, para 
desvanecer cualquier duda, que “la inscripción no convalida 
los actos o contratos que sean nulos con arreglo a las leyes” .
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c) Principio de fe pública registral.

Se contiene en los artículos 61 a 63 del Proyecto. En 
efecto, el sistema propuesto es el mismo que adopta la legis­
lación alemana, suiza y española, seguida por la mayoría de 
países.

Ahora se trata, sobre todo, de fijar la situación del tercero, 
que, como se verá luego, es un tercero especificado en virtud 
de las peculiaridades que en él concurren y  al que por este 
motivo se designa con el nombre de “ tercero registral” o de 
“ tercero hipotecario” .

El artículo 892 del Código Civil alemán establece que, 
“ el contenido del Registro se reputa exacto en provecho de 
quien adquiera por acto jurídico un derecho real inmobiliario, 
salvo que figure registrada una acción real de contradicción 
o que la inexactitud registral sea conocida por el adquirente” . 
Aún más terminante, el artículo 973 del Código Civil suizo 
dispone que, “Quien adquiera la propiedad u otro derecho real, 
fundándose de buena fe en una inscripción del Registro es 
mantenido en su adquisición” . De igual manera en España 
“ el contenido del Registro se considera siempre exacto en be­
neficio del tercero que adquiera en las circunstancias deter­
minadas por la Ley, el cual, en consecuencia, puede estar 
completamente seguro de su adquisición en los términos que 
el Registro expresa” (Roca Sastre, I, pág. 348).

La reforma de la Ley Hipotecaria española de 1944 plan­
tea con toda claridad el problema en su exposición de motivos, 
de esta manera: “Objeto de particular estudio ha sido el prin­
cipio de fe pública registral, elemento básico de todos los 
sistemas hipotecarios. La presunción legitimadora sería insu­
ficiente para garantir, por sí sola, el tráfico inmobiliario, si 
el que contrata de buena fe, apoyándose en el Registro, no 
tuviera la seguridad de que sus declaraciones son incontro­
vertibles. Después de ponderar los inconvenientes que, en 
orden a la aplicación del predicho principio rigen en la legis­
lación comparada, se ha considerado pertinente mantener el 
criterio tradicional español. La inscripción solamente protege 
con carácter juris et de jure a los que contratan a título
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oneroso, mientras no se demuestre haberlo hecho de mala fe. 
Los adquirentes, en virtud de la Ley, por una declaración 
jurídica o por causa de liberalidad, no deben ser amparados 
en más de lo que sus propios títulos exigiere. Es preferible 
que el adquirente gratuito deje de percibir un lucro, a que 
sufran quebranto económico aquellos otros que, mediante legí­
timas prestaciones, acrediten derechos sobre el patrimonio 
del transmitente. La ficción jurídica de considerar que la 
inscripción es exacta e íntegra, en los casos en que no con­
cuerda con la verdad, sólo puede ser mantenida hasta donde 
lo exiga la indispensable salvaguardia del comercio inmo­
biliario”.

En beneficio de este tercero especial —por la especialidad 
de la relación jurídica el contenido del Registro se presume 
verdadero con presunción “juris et de jure” o se finge, por el 
mecanismo de la ficción, irrebatiblemente exacto, con lo cual 
se proporciona base firme a las transacciones inmobiliarias.

Roca Sastre lo expresa así impecablemente:

‘ ‘El principio de la fides pública registral es a modo de 
ficción, de veracidad de que la Ley inviste a los asientos 
practicados que constatan la existencia, rango, extensión y 
titularidad de los derechos reales registrados, ficción única­
mente mantenida en cuanto se trate de proteger a dicho 
tercer adquirente que lo sea en virtud de acto jurídico.

Este principio de fe pública tiene una doble función, a 
saber:

1? El contenido registral se presume exacto, de modo 
que el tercero que adquiere un derecho confiado en lo que el 
Registro expresa, deviene propietario o titular de tal derecho 
y con la extensión y contenido con que aparece el mismo 
registrado, aunque el transferente o titular inscrito no sea 
propietario o titular del derecho de que se trata, o que éste 
sea en realidad de extensión o contenido distinto. A tal cri­
terio responde el artículo 34 de la Ley española que se ha 
adoptado en la redacción del Art. 62 de este Proyecto. Es una 
presunción positiva de veracidad.
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29—El contenido registral se presume íntegro, de manera 
que el tercero pueda rechazar cuantos derechos, títulos, ac­
ciones o hechos no estén inscritos o reflejados en el Registro, 
los cuales deben considerarse inexistentes en cuanto puedan 
perjudicar o afectar al tercer adquirente que contrata fiado 
en los libros hipotecarios, aunque aquéllos existan en la reali­
dad jurídica, pues ante él, el Registro ha de reputarse com­
pleto, o sea, que agota la realidad jurídica. Es una presunción 
negativa de veracidad. (Ver Roca Sastre, T. I, pág. 349).

Ambos preceptos responden a la misma idea de que lo 
no inscrito no perjudica a tercero, es decir, que lo que no 
expresa o revela el Registro, de una manera explícita, no 
puede afectar al tercer adquirente protegido. Pero, mientras 
ex artículo 62 de este anteproyecto se dirige primordialmente 
a impedir que el tercero pierda su adquisición, el Art. 61 trata 
de evitar que el tercero la vea aminorada por la concurrencia 
de cargas, gravámenes u otras limitaciones.

Se hace imprescindible ahora abordar —siquiera sea su­
mariamente— el dificultoso concepto de “tercero registral”  o 
‘ ‘tercero hipotecario” que es una especie del tercero civil.

A  tal respecto la Exposición de Motivos de la reforma de 
la Ley Hipotecaria española promulgada en 1944, afirma muy 
sensatamente que, “ni la noción de tercero es privativa de las 
leyes inmobiliarias ni puede desconocerse que todos los regí­
menes hipotecarios de tipo intermedio se han visto precisados 
a regular esta figura jurídica, precisamente al fijar el ámbito 
del principio de publicidad. Se trata de una realidad impuesta 
por la naturaleza de las cosas, que el legislador no puede pre­
terir. Las dudas que, motivadas en gran parte por una exa­
gerada exégesis con harta frecuencia se han suscitado sobre 
el valor conceptual de tercero, han sido allanadas. A  los 
efectos de la fides pública, no se entenderá por tercero el 
poenitus extraneus, sino únicamente el tercer adquirente; es 
decir, el causahabiente de un titular registral, por vía onerosa. 
Podría, es verdad, haberse sustituido la palabra tercero por 
la de adquirente; pero se ha estimado mejor mantener un 
término habitual en el lenguaje legislativo” .
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Roca Sastre con su característica claridad dice que “el 
tercero hipotecario —o registra!— es el destinatario de la 
protección acordada por el principio de la fe pública, es el que 
puede invocar en su favor tal protección” . (T. I, pág. 403).

El tercero contractual es aquí tercer adquirente. La Ley 
de Registro no altera en lo más mínimo el concepto de tercero, 
pues éste es univoco, sin perjuicio de que pueda aplicarse a 
diferentes situaciones jurídicas. El Derecho inmobiliario se 
limita a regular la posición jurídica del mismo desde el punto 
de vista registral, pero siempre a base de reputar tercero, al 
que no ha sido parte, o que es extraño al negocio jurídico 
especialmente contemplado.

Le Polley define, en efecto, como tercero, en sentido ge­
nérico, o sea, siempre aplicable, ‘‘a aquél respecto del cual 
no se puede oponer un acto jurídico al que es extraño, como 
no se hayan cumplido ciertas formalidades” . Si se transporta 
esta idea al terreno del Derecho inmobiliario —añade Roca 
Sastre— y se sustituyen aquellos requisitos de forma pública, 
fecha cierta, etc., por el de inscripción, resultará que a los 
efectos del registro los actos, negocios jurídicos o títulos no 
inscrito, no podrán afectar a tercero, o sea, que ante éste es 
inexistente todo cuanto no conste en los asientos. Y así am­
pliando la idea a todo título, acción, circunstancia o elemento, 
podrá decirse, bajo una concepción técnica registral, que frente 
al tercero sólo existe, en pro o en contra, lo que figura en el 
Registro. Es decir, que sólo debe atenerse el contenido del 
mismo, reputado, frente a él, como única verdad existente.

Por tanto el adquirente de derechos reales ha de atenerse 
a esta situación inscrita que es la que determina su calidad 
de tercero.

La definición de tercero registral o  hipotecario— queda 
incluida en el artículo 62 de este Proyecto, más para hacerla 
inequívoca y literal se ha creído conveniente añadir el ar­
tículo 63, en el que se define de una manera explícita.
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Figuran incorporadas al Título III (“De las actuaciones 
del Registro en materia inmobiliaria” ), que consta de tres 
capítulos (Arts. 64 a 111).

Las distintas operaciones, o “modo de llevar los Registros” , 
se acomodan a la observancia de los principios de “rogación 
o de instancia” (Art. 67), “de legalidad” (Arts. 71 a 75), “de 
tracto sucesivo” (Art. 99) y “de especialidad”  (Arts. 92 a 95).

a) Principio de rogación o de instancia.

Será preciso una manifestación de la voluntad, más o 
menos formal, por parte de los interesados, para que se pro­
ceda a practicar las operaciones procedentes en los libros 
regístrales”  (Cossio.—Obra citada, pág. 45). Semejante exi­
gencia obedece al llamado “principio de rogación o de ins­
tancia” , en virtud del cual el Registrador solamente puede 
actuar a petición de parte o por mandato de la autoridad judi­
cial o administrativa.

La rogación o instancia, en efecto, impide, ante todo, el 
registro de aquello que sea contrario al interés de los otor­
gantes, excluyendo la oficiosidad o la malicia de quien es 
ajeno al acto inscribible. De otra parte confiere derechos en 
el procedimiento registral, como deducir peticiones y  hasta 
entablar recursos. Porque el procedimiento lo inicia la pre­
sentación de documentos, acabándose con la inscripción o bien 
con la suspensión o denegación de ésta.

Sin embargo, “una vez acreditada la calidad del intere­
sado, el simple hecho de presentar un título, manifiesta, a 
modo de facta concludentia, la exteriorización de la voluntad, 
pues se trata de una declaración recepticia” (Roca Sastre, T. I, 
pág. 708), sin que sea necesario formalizarla por escrito ni 
siquiera verbalmente. De aquí la amplitud del ordinal 4?, sin 
omitir los casos excepcionales en que haya de intervenir la 
autoridad, recogidos en el ordinal 5? y  en el último párrafo 
del propio artículo.

C —GRUPO DE NORMAS DE DERECHO FORMAL
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b) Principio de legalidad.

Iniciado el procedimiento registral, con la presentación 
del título al Registro, ha de culminar en la inscripción pura 
y simple del mismo, si nada obstara jurídicamente a ella, 
o bien en una suspensión o denegación, según los casos.

Como es obvio, el Registrador no puede limitarse a trans­
cribir los títulos de una manera incondicionada pues ha de 
asegurarse, y aún asegurar con una declaración válida para 
todos, que el título es jurídicamente correcto.

Ya se dijo que la inscripción en el Registro se encuentra 
dotada de legitimidad y fe pública registral, de donde resulta 
inexcusable, antes de practicarla, examinar y decidir sobre la 
legalidad del título mismo.

A  ello corresponde la inevitable función del Registrador, 
consecuencia inmediata del llamado ‘‘principio de legalidad” .

La calificación consiste en “el examen, censura y com­
probación que, en la legalidad de los títulos presentados, veri­
fica el Registrador antes de proceder a la registración de los 
mismos, denegándola o suspendiéndola cuando no están arre­
glados a derecho” (Aguirre. “Derecho Hipotecario” . La Ha­
bana, 1942).

La función calificadora tiene la naturaleza de un acto de 
jurisdicción voluntaria; mas, ejercida por un órgano admi­
nistrativo “ad hoc” como lo es el Registrador (ver Roca Sastre, 
T. II, págs. 9 y 11), aun cuando, por esta misma razón, des­
provisto de la fuerza de la cosa juzgada.

“No declara un derecho dudoso o controvertible —ad­
vierte Gerónimo González— sino simplemente proclama, una 
vez examinados los documentos, que ha nacido un derecho 
real o situación jurídica inmobiliaria, autenticando esta afir­
mación en los libros regístrales. La función calificadora es 
esencialmente autenticadora. Por esto sus efectos son poco 
intensos, pues cabe abrir juicio contradictorio sobre el mismo 
objeto” . De aquí que el artículo 98 de este Proyecto la limita 
“ a los efectos de extender, suspender o negar la inscripción
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y no impedirá el procedimiento que pueda seguirse ante los 
Tribunales ni prejuzgará el resultado del mismo”  y  así, “cuando 
1;. ejecutoria que recayera resultara contraria a la calificación 
el Registrador practicará el asiento solicitado” .

¿Qué califica concretamente el Registrador, según el texto 
propuesto en este Proyecto?

a) Su propia competencia; b) La legalidad de las for­
mas extrínsecas de los documentos de todas clases, en cuya 
virtud se solicite la inscripción; c) La capacidad de los otor­
gantes; d) La validez de las obligaciones constituidas en los 
títulos públicos; e) La identidad personal y real del titular 
que dispone.

Roca Sastre estudia minuciosamente la extensión y límites 
de la función calificadora así como los elementos de la califi­
cación. Véanse, en resumen sus implicaciones.

I.—Amplitud y límites de la función calificadora.

A.—Legalidad de las formas extrínsecas de los documentos 
de toda clase, en cuya virtud se solicite la inscripción.

Se califica en sus tres extremos, a saber: competencia,
requisitos de formalización y autenticidad de la copia o traslado.

Son defectos referentes a las formalidades extrínsecas:

a) El uso de papel timbrado que corresponda.

b) La nota de pago de los impuestos exigibles.

c) En los documentos notariales, la competencia de los

Notarios y las formas y solemnidades de la escritura.

d) Las modalidades de los títulos preceptuadas en los 
artículos 46, 47, 49, 51 y 52 de esta Ley.

B. -En los documentos judiciales, a más de la competencia, 
los requisitos de formalización y autenticidad de la copia cer­
tificada o testimonio. Naturalmente, queda excluido apreciar 
el contenido de las resoluciones, ni siquiera el orden riguroso
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del procedimiento. En cambio, la competencia ha de consi­
derarse en cuanto a la jurisdicción, materia y  cuantía.

C —La capacidad de los otorgantes y  sus restricciones, 
teniendo en cuenta las prohibiciones legales e índole de la 
representación.

D.—Validez de los actos dispositivos contenidos en el ins­
trumento, examinando si son notoriamente válidos o nulos, 
tanto en sí mismos como en sus condiciones. Aquí cabe incluir 
la necesidad para los extranjeros que adquieran inmuebles 
a menos de 25 kilómetros de las fronteras, costas del mar y 
riberas de ríos navegables de proveerse de la autorización 
exigida por la Ley de Expropiación.

E.- Identidad personal y real. El Registrador ha de com­
probar que el titular inscrito y la persona que en el documento 
transfiere son un mismo sujeto.

II. Elementos de calificación.

Como instrumentos para verificar la calificación el Regis­
trador dispone de los documentos presentados y de los asientos 
del Registro a ellos referibles. A l calificar se ha de atener 
a estos dos elementos de una manera exclusiva.

No ha de olvidarse la propia competencia del Registrador, 
sobre todo en razón al acto inscribible y al lugar en que haya 
de practicarse la inscripción. Por último, el Registrador cali­
fica bajo su estricta responsabilidad, sin que pueda liberarla de 
ella el haber seguido una determinada orientación y  hasta un 
precedente.

Ahora queda pendiente otro punto también importante. 
¿Qué ha de entenderse por faltas subsanables e insubsanables?

“ La falta subsanable se determina —dice Roca—  por 
aquellos defectos que adolece un título, que, sin constituir 
meras faltas reglamentarias y  siendo comprobables por el 
Registrador, provengan de la forma del mismo título o del 
acto que contiene, o las origine el Registro, siempre que sin 
provocar la nulidad del referido acto, ni su intrascendencia
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real inmobiliaria, puedan subsanarse por medio de una nueva 
redacción documental, reforma u otra medida o formalidad, 
suspendiendo tan sólo la práctica de la inscripción” .

Contrariamente, son faltas insubsanables “aquellos defectos 
de que adolece un título, que sin constituir meras faltas regla­
mentarias y  siendo comprobables por el Registrador, provengan 
de la forma del mismo título o del acto que contiene, o las ori­
gine el Registro, siempre que provocando la nulidad del refe­
rido acto, o su intrascendencia real inmobiliaria, no puedan 
subsanarse de ningún modo, ni enmendarse sin un nuevo otor­
gamiento substancial, impidiendo en absoluto la práctica de 
la inscripción solicitada” . (Ver T. II, págs. 23 y s.)

Desde luego el criterio legal adoptado en este contrapro­
yecto ofrece una excesiva vaguedad, pero resulta imposible 
hacerlo más concreto si no se apela a la adopción de una fór­
mula enumerativa que resultaría inacabable y a pesar de ello 
siempre deficiente. Mas el remedio se encuentra en la garantía 
de los recursos. En efecto, en los artículos 75 y 78 se dispone 
que la calificación del Registrador puede dar lugar a un re­
curso judicial. Entonces el recurso gubernativo no es taxativo 
sino, al menos hasta cierto punto, optativo. Los interesados 
escogen la instancia, mas en definitiva prevalece la vía judi­
cial. Además el recurso gubernativo acaba desembocando a la 
Corte Federal (artículo 84).

En cuanto a la naturaleza jurídica del recurso gubernativo 
registral — así denominado por los tratadistas—  se han susci­
tado grandes controversias. Roca lo considera una simple inci­
dencia de la misma calificación. “ Tiene el carácter propio de 
los actos de jurisdicción voluntaria, pero carece, en cambio, de 
naturaleza judicial contenciosa porque en él no hay contienda 
interpartes. Tampoco tiene el carácter de una alzada adminis­
trativa, porque ni se trata de ningún supuesto en que se niegue 
un derecho de índole administrativa, ni puede hablarse de apu­
rar la vía gubernativa, ya que se puede acudir a la vía judi­
cial sin necesidad de utilizar este recurso” . (T. II, pg. 43).

De todos modos acentúa este tipo de recurso su calidad 
administrativa, pues se ha dado como una de las muchas me­
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didas protectoras de la Administración a los derechos de ca­
rácter privado en virtud de actos de la jerarquía administrativa 
- -como dice Roca—, si se origina en la infracción presunta de 
una Ley que organiza un servicio público y ello sitúa todos 
los actos en el ámbito de la jurisdicción administrativa.

La novedad sobre la cual se llama la atención es la de ha­
berse introducido un recurso previo de reforma ante el propio 
Registrador de quien procede la calificación (Art. 81), trámite 
que puede contribuir a desvanecer equívocos mediante un ma­
yor acopio de datos. De esta manera el recurso gubernativo 
propiamente dicho no se hace inevitable.

c) Principio del trato sucesivo, tracto continuo o de la pre­
via inscripción.

Es el artículo 99 donde se formula tal principio. Toda trans­
misión de derecho supone el necesario encadenamiento de cau­
sante a sucesor, ello como consecuencia de la regla jurídica clá­
sica, ‘‘nemo dat quod non habet” .

Ahora bien, semejante axioma de Derecho material ha de 
tener reflejo en el Registro mediante una declaración formal, 
asgurándose en los libros el ordenado encadenamiento de cau­
sante a sucesor, evitando así que pueda registrarse “per sal- 
tum” . Esto justifica el nombre de “principio de previa inscrip­
ción” , la cual exige que, “ al tiempo de proceder a registrar un 
acto inscribible, resulte que la persona que en el mismo apa­
rezca como parte disponente o perjudicada figure previamente 
inscrita” . (Roca, T. I, pág. 719).

Semejante tracto sucesivo puede operarse como consecuencia 
de dos mecanismos: de una manera voluntaria o libremente acep­
tada o de una manera forzosa o impuesta, según el titular ins­
crito consienta el acto inscribible lo cual sucede en todos los 
negocios jurídicos , o bien, por el contrario, que este acto sea 
prescrito por la Ley o por resoluciones judiciales. Entre la ena­
jenación libremente consentida y la enajenación impuesta en 
una ejecución forzosa no hay diferencia de tratamiento ante 
el principio de tracto sucesivo, pues éste queda cumplido con 
tal que en el primer caso aparezca como transferente el titu-
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La primera repercusión afecta a las Oficinas Principales 
de Registro, así llamadas y concebidas desde la remota fecha 
de 1836, y cuyas disímiles funciones permanecen agrupadas por 
efecto de la inercia histórica, sin ninguna otra justificación. De 
esta manera se advierte en seguida que unas actuaciones son 
propias de Registros especiales —progresivamente transferidas, 
como se hizo con el Registro Civil, en tanto que las demás cons­
tituyen el ejercicio de la fe pública extrajudicial. Por tanto, la 
registración de actos de índole característica —inscripciones de 
buques, nombramientos, títulos profesionales, etc., como ya su­
cede con las aeronaves, marcas de fábrica— deben corresponder 
a los Registros de su respectiva especialidad, reservando a la 
competencia genérica de los Notarios el acreditar cualquier he­
cho, lo mismo que la conservación de determinados archivos 
para expedir testimonios o certificaciones de su contenido. En­
tonces, siendo superfluas las Oficinas Principales de Registro, 
es lógico que queden extinguidas.

Mas, en contrapartida, el incremento de las funciones no­
tariales ha de determinar un aumento del número de Notarías, 
sin que falte al menos una para cada Estado.

El cambio operado en el Registro previsto, de carácter ex­
clusivamente inmobiliario, es sin duda radical, por lo que su 
comprensión requiere cierta flexibilidad de pensamiento.

El rigorismo técnico, que tanto contribuirá a elevar el coe­
ficiente de seguridad jurídica de los titulares de derechos reales 
inscritos, multiplica las ventajas. Por ejemplo, simplifica el apa­
rato administrativo de los Registros, con la consiguiente dismi­
nución del volumen de trabajo rutinario, obligando a seleccio­
nar el personal por su calidad y  no por su cantidad.

Se eliminan las cuentas de estampillas, adoptando un pro­
cedimiento recaudatorio, ya acreditado por su economía, que 
ofrece superiores ventajas y menores riesgos. Se trata de la li­
quidación mediante planillas, con lo cual los ingresos se efec­
túan directamente en las Oficinas Recaudatorias de Fondos 
Nacionales, y, en defecto de ellas, en la institución análoga que 
determine el Reglamento.
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Tanto los contribuyentes —por el impuesto que grava los 
actos sujetos a Registro- ~ como el Tesoro Nacional y el servi­
cio mismo quedan beneficiados con la racionalización de las 
tarifas. En efecto, se ha procedido, ante todo, a enumerar, por 
orden alfabético, los distintos actos imponibles, previniendo ana­
logías arbitrias, en garantía del obligado al pago. Las cuantías 
se mantienen, en líneas generales, sin aumentos, y las cuotas 
por actos imponibles, hasta ahora no previstos expresamente, 
guardan una equitativa proporcionalidad. Por lo demás, caben 
siempre recursos contra cualquier exacción que se estime irre­
gular. En cuanto al Tesoro Nacional, percibirá mayores ingre­
sos dada la más completa enunciación de los actos imponibles. 
En fin, todo ello ha de redundar en definitiva al mejor rendi­
miento del servicio mismo de los Registros, pues, reforzadas las 
percepciones, el exceso podrá consagrarse, sin gasto suplemen­
tario algno, a elevar la eficiencia del personal asegurándole ma­
yores ventajas económicas.

Se ha considerado justo y conveniente estimular la laborio­
sidad de los Registradores con tasas arancelarias que corres­
pondan a las diferentes operaciones que, según los casos, hayan 
de practicarse. Porque el proceso registrai se compone de trá­
mites no siempre idénticos sin que, por tanto, sea posible que 
devenguen honorarios unitarios. La cuantía de los negocios ju ­
rídicos registrados constituye asimismo un dato ponderable con­
ferme a los postulados de la justicia distributiva.

Los rendimientos básicos de los Registros, derivados de las 
tasas arancelarias, permitirá al Ejecutivo asignar prudentemente 
dotaciones complementarias, equilibrando, de una manera con­
grua, aquellos que sean menos afortunados, sin que se haga 
entonces necesario suprimirlos, en detrimento del interés gene­
ral, ni tampoco hacerlos demasiado gravosos para el Tesoro.

El Anteproyecto de Ley propugnado responde a un criterio 
realista. Su redacción se atiene primordialmente a los resulta­
dos de la experiencia vernácula, cuyas particularidades han 
sido valoradas con el mayor cuidado. Es así que puede ofre­
cerse un verdadero balance de errores cometidos y de perjui­
cios experimentados.
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Se investigaron los orígenes remotos del régimen inmobi­
liario vigente para establecer su inserción en el cuadro histó- 
rico-jurídico de donde procede la Pragmática española de 1768, 
abandonada luego por España al publicar su Ley Hipotecaria 
el 8 de febrero de 1861.

Es también la realidad, en otra dimensión, que se ha tenido 
en cuenta al comparar el perfeccionamiento legislativo propio 
y el de los demás países. Atendiendo a las diferentes cuestio­
nes que suscita el planeamiento de una Ley reguladora del 
Registro Inmobiliario fué necesario estudiarlas a la luz de los 
antecedentes ofrecidos por el Derecho extranjero. Los puntos 
de referencia los había de dar, ineludiblemente, la contraposi­
ción d dos sistemas ya clásicos: el sistema francés (Ley 23 de 
marzo 1855, reformada en 24 de julio 1921, y Decreto-Ley de 
1935) y su antípoda, el sistema germano-suizo (Código Civil 
alemán y Ordenanza inmobiliaria de 5 de agosto de 1935; Có­
digo Civil suizo y Ordenanza de Registro de 1910).

Además se ha aprovechado la lección que brinda el siste­
ma español, universalmente elogiado, y  que representa la línea 
equidistante entre el sistema francés y el germano-suizo. Se ha 
reconsiderado la Ley inicial de 1861, relacionándola con sus su­
cesivas reformas que han culminado en la vigente Ley de 14 de 
febrero de 1946 y su Reglamento de 14 de febrero de 1947. Asi­
mismo se ha procurado enriquecer tales antecedentes con las 
distintas modalidades a que ha dado lugar su adaptación en 
Cuba y Puerto Rico.

A  todo este material se han añadido interesantes datos su­
ministrados por la doctrina moderna del Derecho inmobiliario 
y de la técnica registral que tiene sus exponentes en juristas 
tan preclaros como Martín W olff y Arthur Nusbaum en Ale­
mania, Eugen Hüber en Suiza y el sabio maestro español Ge­
rónimo González, cabeza de la escuela científica donde figuran 
Ramón M9 Roca Sastre, Alfonso de Cossío, Campuzano, etc., sin 
olvidar al Profesor Emérito de la Universidad de Puerto Rico, 
Luis Muñoz Morales. Las frecuentes citas que de todos ellos 
se han hecho, demuestran hasta qué punto el pensamiento de 
los tratadistas ha dominado el fondo de los razonamientos.
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J^L empleo de la energía atómica ha originado determi­
nados problemas de responsabilidad, especialmente, en caso 
de que un reactor “se desboque” . En el derecho venezolano, 
debe partirse del Art. 1.193, C. C., acerca de la responsabilidad 
en razón del daño causado por las cosas que alguien tiene bajo 
su guarda, artículo que admite la prueba de descargo siempre 
que el daño haya sido causado por falta de la víctima, por 
el hecho de un tercero y, lo que es más importante, por caso 
fortuito o fuerza mayor. Esta disposición no es suficiente, para 
solucionar los problemas planteados por la actividad de reac­
tores de investigación o de reactores destinados a la producción 
de energía. En primer lugar, ni el hecho de un tercero ni la 
fuerza mayor o el caso fortuito deben constituir causas de 
exoneración. En efecto, el caso fortuito o la fuerza mayor 
forman parte de los peligros del uso de la energía atómica que 
el explotante debe tomar a su cargo. Lo mismo rige respecto 
al hecho de un tercero, incluso cuando se trate de sabotaje 
ya que aquél debe contar con tales hechos de terceros prove­
yendo las medidas de precaución cesesarias. El explotante debe 
correr el riesgo de los hechos de terceros, aun cuando en ciertos 
casos no haya podido evitarlos, ya que sólo así se le incita 
a hacer todo lo que esté a su alcance para que tome medidas 
eficaces de seguridad (ver von Caemmerer, en Revue Interna­
tionale de Droit Comparé, 1957, p. 683).

Pero, sobre todo, los daños pueden ser tan grandes que el 
responsable no esté en situación de cubrirlos. Por esto, se 
impone la necesidad de limitar el monto de su eventual res­
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ponsabilidad, lo que hará posible, por otra parte, que contrate 
un seguro de responsabilidad civil, el cual deberá ser obliga­
torio. La fijación del monto indemnizable es muy difícil por 
tratarse de un riesgo no parecido a los conocidos hasta ahora, 
por lo cual los expertos no pueden dar indicaciones exactas 
acerca de los posibles daños y, además, en esta materia, falta 
la compensación obtenida por la ley del gran nombre, base 
de todo seguro. Actualmente, en Alemania y Suiza, ese pro­
blema está muy discutido habiéndose propuesto, en Suiza, un 
máximum de responsabilidad de 20 millones de francos suizos 
y en la República Federal de Alemania, una suma máxima 
de 25 millones de marcos alemanes para responder de los daños 
materiales causados a las personas en razón del mismo siniestro. 
Las compañías de seguros en Alemania consideran tal suma 
demasiado alta. Se ha dicho, también, que un instituto univer­
sitario que instale un reactor de investigaciones no pueda pagar 
las primas de seguro necesarias, de modo que habrá que bajar, 
respecto de él, el monto máximo de responsabilidad para no 
hacer imposible la investigación científica.

Por otra parte, sin embargo, se teme que aquellos montos 
máximos sean, en ciertos casos catastróficos, insuficientes. Por 
ello, se pide una responsabiüdad subsidiaria del Estado, así, 
vgr., en Alemania. Se dice, en ese sentido, que existen inte­
reses colectivos, a saber, no sólo un interés de quien explote 
la energía atómica, en el desarrollo de la misma y, así, el 
Estado debería intervenir, en los casos excepcionales en que 
los daños sobrepasen el monto máximo fijado. En el supuesto 
de que los daños hayan sido causados por culpa del explotante, 
el Estado, después de haber indemnizado a las víctimas, de­
bería poder recurrir contra aquél. Según recientes noticias de 
prensa, el gobierno alemán ha elaborado, en octubre de 1958, 
un proyecto de ley federal sobre la energía atómica.

Problemas de responsabilidad se plantean no sólo en re­
lación a la explotación de reactores nucleares. En Alemania, 
se discute, también, la responsabilidad por el empleo de ma­
terias radioactivas, que resulta de la utilización de los isótopos 
a que se recurre hoy ampliamente, en los laboratorios de in­
vestigación, en la terapéutica y  en la industria. Parece que
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no resulte necesario establecer reglas especiales al respecto, 
por lo menos en los derechos latinos. Basta recordar la cono­
cida jurisprudencia francesa que, a los fines de llegar a re­
sultados satisfactorios en materia de responsabilidad automo­
vilística, admite la responsabilidad del guardián (Art. 1.193, 
C. C. ven.), en todos los casos en que la cosa sea susceptible 
de escapar al control del hombre, sin que interese si ella 
ofrece un peligro excepcional, lo que no sucede respecto a 
los isótopos cuyo empleo puede ser dominado y valuado con 
exactitud. No obstante, la misma jurisprudencia francesa no 
aplica siempre los principios relativos a la responsabilidad del 
guardián sino que recurre, a veces, a los principios sobre la res­
ponsabilidad por el hecho propio (Art. 1.185, C. C. venezolano) 
o a los relativos a la responsabilidad contractual, por la vio­
lación de una obligación general de diligencia y prudencia. 
Esto sucede, en particular, respecto de la responsabilidad del 
médico, fundada en el empleo de ampollas e instrumentos y 
en la aplicación de rayos X  causadores de quemaduras.

En otros países como Alemania que no tienen reglas ge­
nerales sobre la responsabilidad del guardián, y que, salvo 
en casos especiales de responsabilidad por el riesgo creado, 
aplican las reglas sobre la responsabilidad por culpa se pro­
yecta, sin embargo, establecer una presunción de culpabilidad, 
de modo que incumbería al poseedor de los isótopos la prueba 
de que había tomado las precauciones requeridas por las cir­
cunstancias para evitar el daño. Tal presunción, que no iría tan 
lejos como la presunción de responsabilidad del Art. 1.193, 
C. C. ven., se basaría en la idea de que no se puede cargar a la 
víctima con la prueba no sólo de la causalidad sino también con 
la de la culpa del autor, ya que le resulta imposible conocer el 
mecanismo de trabajo en el laboratorio, clínica o empresa 
industrial.

En los casos en que el daño haya sido causado por depen­
dientes, vgr., una enfermera usa los isótopos sin precaución, 
interviene, en los derechos latinos, el principio del Art. 1.191, 
C. C., el cual presupone la culpa del dependiente, lo que puede 
hacer preferible a la víctima proceder, más bien, haciendo 
valer la responsabilidad del guardián, en caso de que el pa­
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trón, y no el dependiente, debe considerarse, en el caso con­
creto, como guardián. Por otra parte, cuando el dependiente 
ejerce el control material de la cosa, o sea, es guardián, se 
discute si la presunción de la responsabilidad en su contra 
juega, asimismo, contra el patrón demandado en virtud del 
Art. 1.191 (en contra, Cas. Francesa, en Rev. Trim. Droit 
Civil 1948, p. 337, n. 12; 1957, ps. 337-8, n. 17).

En el derecho alemán en que el patrón puede liberarse 
mediante la prueba de que no le incumbe una “ culpa in eli- 
gendo nec custodiendo” , se discute, ahora, justamente en razón 
de los riesgos modernos del empleo de materias radio-activas, 
si no conviene aplicar, respecto a la responsabilidad del patrón 
por los hechos de sus dependientes, los mismos principios que 
existen en los países latinos y  anglo-sajones.

Roberto Goldschmidt.



V CONGRESO INTERNACIONAL DE DERECHO

COMPARADO

E n TRE el 4 y el 9 de agosto de este año se reunió en Bru­
selas en el Palacio de Justicia el V  Congreso Internacional de 
Derecho Comparado, al cual el suscrito participó como Dele­
gado de esta Facultad (ver Revista de la Facultad, N9 15, pá­
gina 354).

Este Congreso fué un gran éxito. Había sido preparado de 
una manera excelente por el Secretario General de la Acade­
mia Internacional de Derecho Comparado, Felipe De Sola Ca­
ñizares, y, sobre todo, por el Comité organizador belga. Hay 
que mencionar, especialmente, al profesor J. Limpens, al Ba­
rón L. Fredericq y al Secretario del Instituto Belga de Derecho 
Comparado, F. Landrien. Habían sido remitidas a Bruselas más 
de 420 ponencias nacionales y 48 ponencias generales. Algunos 
países, así Bélgica, España, Finlandia, Suiza, Yugoeslavia y Ve­
nezuela, habían publicado, incluso, un tomo completo con sus 
ponencias nacionales.

El número de los participantes ha sido más de 350. Entre 
los juristas más destacados pueden mencionarse, además de los 
ya señalados: Móller (Alemania), Aftalión (Argentina), De Page 
(Bélgica), Piret (Bélgica), van Hecke (Bélgica), Theiler (Bra­
sil), Alessandri (Chile), Cossío Corral (España), Legaz Lacam- 
bra (España), Julliot de la Morandiére (Francia), Marty (Fran­
cia), Hamel (Francia), Vallindas (Grecia), Micheli (Italia), As- 
carelli (Italia), Taniguchi (Japón), Elola (México), Kisch (Ho­
landa), Rozmaryn (Polonia), Eliesco (Rumania), Malmstrom 
(Suecia), Meier-Hayoz (Suiza), Hamson (Inglaterra), Lawson
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(Inglaterra), de Vries (Estados Unidos), Ehrenzweig (Estados 
Unidos), Hazard (Estados Unidos), Rheinstein (Estados Unidos), 
Riesenfeld (Estados Unidos), Stern (Estados Unidos), Yntema 
(Estados Unidos), Sánchez Fontans (Uruguay), Blagojevic (Yu- 
goeslavia).

El Congreso estuvo dividido en muchas secciones, que lle­
garon, en la mayor parte de los casos, a resoluciones y reco­
mendaciones que esta Revista publicará en traducción caste­
llana, realizada por la alumna del 59 año Sra. Tatina Bogda- 
nowsky, a continuación del presente Informe.

Como en todos los Congresos de esta índole, el interés se 
concentró en algunas secciones en que el número de los asis­
tentes ha sido muy elevado, mientras que en otras la partici­
pación quedó reducida. El suscrito presidió, junto con el profe­
sor de la Universidad de Harvard von Mehren, la Sección de 
Derecho Procesal Civil, en la cual se discutieron la acción pre­
ventiva (ponente general: Micheli, sucesor de Calamandrei en 
la Cátedra de Florencia), y el reconocimiento de sentencias 
arbitrales extranjeras (ponente general: Alcalá Zamora, México).

Hubo gran interés por los temas generales del Derecho 
Comparado, a saber, su enseñanza y la unificación del Derecho. 
En algunas secciones, especialmente en la que se ocupó de la 
responsabilidad sin culpa, se originaron grandes controversias. 
La resolución de que deben tratarse separadamente el pro­
blema de la responsabilidad y el de seguros, fué aprobado 
solamente tras una fuerte oposición (cf. al respecto R. Gold- 
schmidt, Estudios de Derecho Comparado, 1958, p. 617, nota 49-a). 
En otras secciones, por el contrario —vgr., en la que se debatió 
el principio de la igualdad jurídica de los esposos—, fué más 
fácil llegar a un acuerdo. Ciertos temas —p. ej., el de la ener­
gía atómica y el derecho de seguros—  no parecen estar toda­
vía suficientemente aclarados para que sea posible llegar a so­
luciones firmes. Ante la próxima reforma del Derecho de Autor 
en Venezuela puede interesar lo resuelto respecto a la Conven­
ción Universal de Ginebra sobre esta materia.

El suscrito intervino, también, en la Sección de Derecho 
Internacional Privado, en lo que concierne a la transferencia
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de la sede social de sociedades. La misma sección examinó los 
efectos de las sentencias de divorcio extranjeras; en la ponen­
cia general del profesor Haroldo Valladao (Río de Janeiro) se 
destacó muy elogiosamente la ponencia venezolana del Dr. Joa­
quín Sánchez Covisa sobre este tópico. Otra sección en que el 
suscrito habló fué la de Filosofía del Derecho, en donde se des­
arrolló la noción de la legalidad, o sea los conceptos de Rechts- 
staat, rule o í law y legalidad socialista, conceptos ya discutidos 
con anterioridad en reuniones de la Asociación Internacional de 
Ciencias Jurídicas, con el fin específico de llegar a un mejor 
entendimiento entre los juristas occidentales y orientales. Mu­
cho interés despertaron, también, algunos temas de Derecho 
Público, en particular los de la seguridad del Estado y las li­
bertades individuales, la representación proporcional y  la insti- 
tucionalización de los partidos políticos.

Hay que poner de relieve la excelente hospitalidad ofre­
cida por los juristas belgas y sus respectivas damas, que per­
mitió muchos contactos de carácter personal, así como también 
la Exposición Universal, que en este año constituyó una atrac­
ción especial para los visitantes de Bruselas, ciudad que está al 
punto de convertirse en la capital de la Europa Occidental y 
sede de sus principales organizaciones supranacionales.

Roberto Goldschmidt.



RESOLUCIONES DEL V CONGRESO INTERNACIONAL

DE DERECHO COMPARADO

SECCION I G 1:
“Estudio y enseñanza del Derecho Comparado y la unifi­
cación del Derecho”.

La Sección, complacida por el desarrollo de la unificación 
y la armonía jurídicas, existentes tanto en el ámbito del dere­
cho nacional, como en el derecho regional e internacional, para 
los cuales el estudio del Derecho Comparado es un instrumento 
indispensable;

y considerando que los objetivos primordiales del Derecho 
Comparado son: l 9) el estudio de los derechos extranjeros, a 
fin de lograr una mejor comprensión de los mismos y  el me­
joramiento de la formación de los juristas; y 29) el estudio de 
los problemas que suscitan las relaciones internacionales mo­
dernas;

sugiere:

determinar con mayor precisión, en tanto la necesidad se haga 
sentir, las materias susceptibles de unificación, con carácter 
internacional, mediante el estudio de los fenómenos de unifi­
cación nacional, regional e internacional, incluso el de los casos 
de recepción de instituciones jurídicas extranjeras.

SECCION II A  1:

“Intervención de las Autoridades Judiciales o Administra­
tivas en la liquidación de las sucesiones”.
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La Sección II A  1 constata que:
La gran mayoría de las legislaciones regionales de los Esta­

dos Unidos de América considera que en la liquidación de toda 
sucesión deben intervenir las Autoridades Judiciales.

Sin embargo, en la práctica, en la mayoría de los casos, 
el albacea testamentario o el administrador judicial realizan 
actos de liquidación sin solicitar la autorización previa del juez, 
a pesar de que dicha autorización es requisito establecido por 
la Ley para cada uno de esos actos.

Además, en esta materia, en los Estados Unidos de Amé­
rica el Derecho vivido no difiere esencialmente del de otros 
países, donde, según la ley seguida en la práctica, la liqui­
dación de la sucesión está considerada como un asunto de la 
f a m i l i a ,  concerniente a ios herederos, y en los cuales la inter­
vención judicial en cuestión sólo tiene lugar en algunos casos 
poco numerosos.

SECCION II A  2:
“Responsabilidad sin culpa” .
La Sección II A  2 estima que:
El principio de la responsabilidad subjetiva debe quedar 

el fundamento de la responsabilidad delictual.
Las derogaciones a este principio se justifican especial­

mente por la necesidad de “compensar” la situación desfavo­
rable del demandante en un proceso por reparación, cuando 
se encuentre en evidente desventaja, en razón de las dificul­
tades suscitadas por la carga de la prueba.

Estas derogaciones no podrán tener el carácter de fór­
mulas generales, demasiado comprensivas.

En casos particulares, tales como los de responsabilidad 
por accidentes de trabajo, por el hecho de las cosas peligrosas, 
por el hecho de los dependientes y del riesgo atómico, la res­
ponsabilidad objetiva debe sustituir a la responsabilidad sub­
jetiva.

El problema del seguro debe enfocarse separadamente al 
de la responsabilidad.
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Es deseable que se estudie, con miras a un futuro Con­
greso, la influencia de los seguros de accidentes y el régimen 
jurídico de la responsabilidad delictual de las empresas que 
explotan cosas peligrosas.

SECCION II A  3:

“ Tendencias de la legislación y de la jurisprudencias mo­
dernas hacia la igualdad de la condición jurídica de los 
esposos.”
La igualdad de la condición jurídica de los esposos, lo­

grada en forma completa en numerosos países, representa el 
objetivo deseable de ser alcanzado por las demás legislaciones, 
en la medida de sus posibilidades.

SECCION II B 1 y 2:

“Derecho Internacional Privado.”
Como consecuencia de sus deliberaciones, la Sección de 

Derecho Internacional Privado, ha tomado las siguientes re­
soluciones sobre los puntos incluidos en su orden del día:

I. En lo concerniente a “la transferencia de la sede social 
de las sociedades” , la sección hace las siguientes ob­
servaciones:

1. Reconoce la conveniencia de que las sociedades 
puedan transferir al extranjero su sede social (es­
tatutaria o real).

2. Estima que esta transferencia no debe involucrar 
necesariamente la disolución de la sociedad.

3. Considera que es la ley del país de emigración, 
así como también la del país de inmigración, las 
que deben imponer las condiciones necesarias para 
la protección de los accionistas minoritarios, de 
los acreedores y de otros intereses legítimos.

4. Sugiere la conveniencia de que la Academia con­
tinúe el examen de las modalidades de aplicación 
de los principios arriba definidos.
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II. En lo que concierne “a los efectos de las sentencias
extranjeras de divorcio” , la Sección observa:

1. Aprueba la tendencia legislativa, doctrinaria y ju­
risprudencial, de reaccionar contra los fallos de 
divorcio logrados fraudulentamente en el extran­
jero, negándoles todo efecto en el país en el cual 
se invocan.

2. Aspira a la generalización del reconocimiento de 
las sentencias de divorcio pronunciadas en el ex­
tranjero, pero propone:
a) exigir un control establecido por la ley, en caso 

de otro matrimonio, de acuerdo con un proce­
dimiento judicial, especial y simplificado;

b) que este procedimiento judicial, especial y  
simplificado, sea aplicado igualmente al caso 
en el cual este control fuera legislativamente 
extendido a algunas o a todas las hipótesis 
distintas a las de un nuevo matrimonio.

3. Estima, respecto de la competencia del juez ex­
tranjero, que es suficiente que ésta sea consagrada 
por la ley extranjera, salvo que esta última sea 
contraria al orden público internacional —incluso 
la competencia del fuero exclusivo— del país donde 
la sentencia está sometida a control.

4. Opina que, además de dicho control, no se exija 
que el juez extranjero haya observado las reglas 
de conflicto de las leyes del país en el cual ha sido 
introducida la solicitud de reconocimiento, excep­
tuando los casos de decisiones concernientes a los 
nacionales del fuero en que se pide el reconoci­
miento y que fueren contrarias a la ley común, 
personal o domiciliaria, de las partes.

SECCION II C 1:
“ La acción preventiva fuera de los litigios inmobiliarios.”
Es deseable que en cada país exista la posibilidad de di­

rigirse a los tribunales no solamente en los casos de violación
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ya acaecida de un derecho o de un interés jurídico, sino tam­
bién para solicitar las garantías convenientes, cuando se trate 
de prevenir tal violación, en el supuesto de un amenaza obje­
tiva y  actual.

Esta protección puede ser obtenida, según las circunstan­
cias, bien mediante un juicio declaratorio, bien mediante un 
juicio preventivo.

Es deseable, además, que toda clase de medidas provisorias 
puedan ser decretadas, incluso con vistas de un futuro litigio.

SECCION II C 2:

"‘Ejecución de sentencias arbitrales."

Compruébase la existencia de una gran diversidad de re­
glas aplicables, en los diferentes países, para el reconocimiento 
y la ejecución de sentencias arbitrales pronunciadas en otro país.

Se aprueba la iniciativa tomada en el seno de las Naciones 
Unidas, consistente en la sugerencia de concluir la convención 
firmada en New York, el 10 de junio de 1958, cuyo texto ha 
sido dado a conocer, solamente en el transcurso de los trabajos 
de la Sección y que por este motivo no ha podido ser examinado;

Se constata, sin embargo, que para que la convención con­
cluida sea completamente eficaz debería ser completada, en el 
derecho interno, con la adopción de un procedimiento unifi­
cado del arbitraje en todos los países;

Después de haber constatado que la adopción de una Ley 
uniforme referente al arbitraje no podría lograrse sino después 
de largos y  laboriosos esfuerzos, en virtud de las profundas di­
vergencias resultantes de los diferentes conceptos jurídicos que 
rigen la materia, sugiere incluir el punto en el orden del día 
del próximo congreso, para poder estudiar la conveniencia 
de establecer las reglas de procedimiento común que podrían 
ser adaptadas en todos los países.
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‘ ‘Derecho Rural” .

Oída la relación general (Profesor Bolla) y el debate que 
la ha seguido, la Sección sugiere lo siguiente:

Puesto que el desarrollo de la producción agrícola y la mo­
dernización de su organización constituyen la causa, desde el 
punto de vista del derecho privado, y el fin, desde el punto de 
vista del derecho público, de derechos y obligaciones entre los 
Estados Miembros de la Comunidad Económica Europea para 
realizar un equilibrio y un estado durable de la vida común;

Puesto que el título segundo del Tratado de la Comunidad 
Económica Europea tiene como fin no limitar, sino organizar 
la producción agrícola, cuyas directrices comunes deben ser de­
ducidas de estos tres criterios fundamentales:

a) Informaciones sobre las situaciones nacionales, cuya 
organización y dirección se harán por un Organo con­
sultivo especial, La Comisión para la Agricultura, Sec­
ción Especial de la Comunidad;

b) Acercamiento de las legislaciones agrícolas, considera­
das como medios de adaptación de diversos sistemas 
normativos, a la materia económica, en un afán de 
armonización de las legislaciones y, si ello fuera posi­
ble, la uniformación de leyes (para ciertas materias 
particulares) dentro del ámbito de la acción supra- 
nacional de la Comunidad;

c) Elección de la comparación como método interpretativo 
de la aplicación y de la determinación de las concor­
dancias y de las antítesis dentro de los diversos siste­
mas normativos y en sus funciones respectivas,

emite el voto de que:

I.—La comparación sea elegida como instrumento de tra­
bajo para el conocimiento de lo concreto, es decir, de una 
realidad que es específica y típica y de los sistemas normativos 
que poseen elementos irreductibles, pero que son, al mismo 
tiempo, dinámicos y susceptibles de una evolución propia;

SECCION II D:
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II.— El método comparativo sea colocado en tal situación 
que pueda demostrar su importancia para los estudios jurí­
dicos de agricultura, no solamente dentro de los fines de eva­
luación y de crítica, sino también para indicar una problemá­
tica que sea señalada tanto en la legislación positiva, como y 
sobre todo, dentro de la jurisprudencia y en las reglas consuetu­
dinarias propias de la agricultura.

III.—En consideración de las diferencias existentes en la 
terminología jurídica de los diversos países, sea elaborado un 
vocabulario que establezca las identidades y las equivalen­
cias, elimine las ambigüedades y las incertidumbres suscepti­
bles de retardar la acción comunitaria misma.

IV.—La comparación entre los sistemas normativos per­
mita percibir la unidad “sustancial”  del pensamiento jurídico- 
agrario como un derecho especial, con base objetiva y un des­
tino actual; que ella ofrezca los fines de investigación, dentro 
del marco de la enseñanza universitaria, en vista de los inte­
reses superiores, tanto nacionales como regionales.

SECCION II A  1:
“Medidas preventivas de la Quiebra”.
Encargada de examinar las cuestiones relativas a las me­

didas preventivas en las quiebras, dentro del ámbito de las me­
didas destinadas a evitar la quiebra (liquidación o medidas 
personales), la Sección estima que el concordato preventivo es 
una medida deseable, pero considera que el beneficio del con­
cordato debe ser reservado al deudor infortunado y de buena fe.

Estima, igualmente, que debe ser ejercido un control judi­
cial para el resguardo del interés público, después de la intro­
ducción de la demanda, hasta la ejecución completa del con­
cordato.

SECCION II B 1:

“El desarrollo de la Licencia Obligatoria”.
La Sección sugiere:
1. Que sea suprimida la caducidad de patentes por falta 

de explotación; y
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2. Que los Estados que supriman la caducidad, instituyan 
un régimen de licencia obligatoria por falta de explotación.

SECCION III B 2:
“La Convención Universal de Derecho de Autor, en vigen­
cia a partir del año 1956” .

Sugiere:

1. Que los países signatarios de la Convención Universal 
de Ginebra sobre los derechos de autor procedan a ratificarla, 
y  que los países que no la hayan suscrito consideren favorable­
mente la posibilidad de adherir a ella.

2. Que, de acuerdo con el artículo l 9 de la Convención 
Universal y  según el espíritu de la misma, las legislaciones na­
cionales admitan, sin perjuicio de los derechos de crítica, pro­
ceder judicialmente en los casos en que, bajo pretexto de una 
parodia, imitación o caricatura, se haya utilizado, en forma 
evidente, la obra protegida.

SECCION III C 1 y  2:

“Derecho del Trabajo” .

La sub-sección (Derecho del Trabajo), habiendo estudiado 
diferentes legislaciones nacionales relativas a la estabilidad del 
empleo, ha constatado que, si bien en todas partes existe la 
misma preocupación, a saber: asegurar a los trabajadores que 
tengan un empleo la posibilidad de conservarlo, sin embargo 
los medios con tal fin son muy diferentes; ellos proceden bien 
de la Ley, bien de las convenciones colectivas o de los regla­
mentos profesionales, así como también de la acción de los tri­
bunales. Las técnicas jurídicas son variadas y parecen, hasta 
el presente, no haber atraído suficientemente la atención de la 
doctrina.

La sub-sección sugiere que los especialistas de Derecho del 
Trabajo se dediquen a un estudio de esas técnicas jurídicas y 
muy especialmente:

— De la estabilidad de las relaciones individuales de tra­
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bajo en función de las instituciones creadas dentro de la em­
presa;

—  De las relaciones entre la estabilidad y las medidas to­
madas para la organización del mercado de empleo;

—  Del régimen de las sanciones disciplinarias en la em­
presa particular;

—  De los sistemas de la nulidad del despido y de reintegro 
del trabajador despedido injustamente.

La sub-sección ha estudiado igualmente los múltiples pro­
blemas que derivan de las vacaciones anuales de los trabaja­
dores y  pudo constatar que los derechos de los mismos, des­
pués de los últimos 25 años, se han desarrollado continuamente, 
bajo la influencia tanto de los legisladores nacionales, como de 
las organizaciones profesionales y  de la Organización Interna­
cional del Trabajo.

Sin embargo, algunos aspectos de estos problemas han per­
manecido en la sombra y la sub-sección sugiere efectuar estu­
dios más profundos, especialmente para realzar la naturaleza 
jurídica de los derechos reconocidos en esta materia. Sería 
igualmente deseable analizar las medidas tomadas tanto por las 
autoridades públicas y por la dirección de las empresas, como 
por las organizaciones profesionales, para asegurar a los traba­
jadores, durante el tiempo de sus permisos, el mantenimiento 
de sus ventajas en especie y  para permitirles, tanto a ellos como 
a sus familias, el goce efectivo de las vacaciones que les hayan 
sido acordadas.

SECCION III D 1:
“Sistema y límites de la responsabilidad en el derecho
aéreo, internacional y nacional”.

La Sección de Derecho Aéreo considerando que:
Es de lamentar que en un mundo que el tráfico ha reducido 

aproximando todos los puntos, las legislaciones nacionales otor­
guen al problema de la responsabilidad soluciones tan múl­
tiples;

Desea que la protección dada a los pasajeros sea realizada 
con mayor eficacia por la sustitución del principio de la res­



308 V CONGRESO DERECnO COMPARADO

ponsabilidad por una forma de seguro colectivo, contratado por 
la Compañía de Aviación a favor de sus pasajeros, a fin de 
que en el supuesto de un accidente ellos se beneficien en todo 
caso y sin que el transportista pueda invocar la ausencia de 
culpa, con una indemnización igual a la que está prevista en 
el Protocolo de La Haya;

La sección desea, igualmente, que sea instituido un siste­
ma análogo a favor de los terceros que se encuentran en la 
superficie;

Formula, finalmente, el deseo que los Estados ratifiquen la 
Convención de Roma en un futuro muy próximo.

La sección solicita que sus sugerencias sean llevadas al co­
nocimiento de la O.A.C.I. (Organización de Aviación Civil In­
ternacional) .

SECCION IV A  1:

“Derecho Público”

Considerando que las medidas destinadas a la seguridad del 
Estado, legítimas en principio y constituyendo una de las con­
diciones de su existencia, no pueden representar, sin embargo, 
un atentado a los derechos fundamentales del individuo, sino 
en la medida requerida para la salvaguarda del orden constitu­
cional que garantiza esos derechos;

Que la suspensión de libertades y de garantías cuyo ejer­
cicio es asegurado, debe ser estrictamente limitada al tiempo 
de duración de circunstancias excepcionales, que deben ser apre­
ciadas de acuerdo con criterios objetivos

Que la conveniencia de que la declaración del estado de ex­
cepción, que conlleva la suspensión del ejercicio de los derechos 
fundamentales del individuo, sea obra de la ley;

Que el solo criterio de una amenaza exterior no es suficiente 
para justificar, por el interés de la seguridad del Estado, la 
declaración de un estado de excepción que conlleve la sus­
pensión de garantías relativas a los derechos fundamentales del 
individuo;
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Que una acción subversiva interior, provocada o no desde 
el extranjero, puede acarrear peligros por lo menos tan graves 
y tan inmediatos como las que surgen de las amenazas exterio­
res directas;

Atrae la atención de los especialistas de Derecho Público 
y de la ciencia política sobre el criterio más adecuado que cons­
tituiría “ el peligro inminente resultante, sea de una amenaza 
exterior, sea de atentados graves al orden público o de aconte­
cimientos que presentan el carácter de calamidad pública” ;

Formula la sugerencia para que tanto este problema, como 
el de las garantías necesarias en todo estado de la causa para 
impedir que las medidas de excepción puedan ser ejercidas abu­
sivamente, sean objeto de un estudio metódico.

SECCION IV A  2:

“Derecho Público”.

Considerando que la regla de la prohibición del mandato 
imperativo no corresponde plenamente a la realidad política;

Considerando que la acción política a la que el Parlamento 
y los Gobiernos confieren carácter obligatorio, se concentra prin­
cipalmente en el seno de los partidos políticos;

Llama la atención de los especialistas de Derecho Público 
y de ciencia política sobre el interés que representan los siste­
mas que prevén ciertas reglas de derecho positivo concernientes 
a los partidos;

Formula la sugerencia de que, a fin de establecer reglas de 
derecho que se adapten más a las realidades políticas, de una 
parte, y favorezcan, por otra parte, la acción eficaz y leal de los 
partidos que, como tales, dentro del terreno de los principios no 
pueden, de ninguna manera, ser colocados fuera de la Ley, y 
cuyas doctrinas no pueden ser sometidas a una reglamentación 
y deben tener iguales oportunidades, pero a los cuales no debe 
permitírseles la sumisión al extranjero y el desarrollo en su 
seno de las influencias ocultas, se procede a:

19 Estudiar metódicamente el interés de mantener la regla de
la prohibición del mandato imperativo;



310 V CONGRESO DERECHO COMPARADO

29 Estudiar metódicamente, en vista del papel esencial que 
representan los partidos en la vida política de los Estados, 
las reglas de derecho positivo relativas a los partidos y, 
además, las que conciernen al modo de presentación de los 
candidatos para los mandatos parlamentarios, a la propa­
ganda electoral, a la publicidad de sus recursos.

Proyecto de las sugerencias sometidas a la apreciación de la 
IV Sección del V Congreso Internacional de Derecho Com­
parado sobre la cuestión A  4.

Considerando que las dificultades de ejecución de las obli­
gaciones pecuniarias del Estado y  de los diferentes organismos 
de Derecho Público revisten un carácter general y se presentan 
en todos los Estados, bajo diversas formas, de acuerdo con el 
régimen económico del país;

Reconoce que estas dificultades son inherentes al funciona­
miento complejo de las administraciones;

Estima, sin embargo, que esta complejidad no constituye 
una razón suficiente para no tratar de encontrar sistemas más 
satisfactorios que deberían tender a la aceleración de los pa­
gos de todas las autoridades, cualquiera que sea su grado de 
jerarquía administrativa.

SECCION IV B:

“Derecho Penal” .

Estudiando los tres puntos sometidos a su examen,

l9 “ Los nuevos procedimientos de investigación científica y de 
protección del derecho defensa” ,

29 “El secreto médico” ,
39 “ Las sanciones en materia de derecho penal económico” , 

ha llegado a las siguientes conclusiones:

l 9 Todos los procedimientos de investigación científica que 
constituyen un atentado a la personalidad humana, tales 
como el narcoanálisis, deben ser proscritos como medios de 
instrucción judicial.
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Los procedimientos de investigación científica que, sin 
atentar contra la personalidad del individuo, se relacionan 
con las libertades fundamentales, tales como los medios de 
captar las conversaciones, sin conocimiento de los interlo­
cutores, no pueden ser utilizados sino solamente previa de­
cisión de las autoridades judiciales, en razón de la existen­
cia de serios indicios, en el caso de delitos graves.

29 Teniendo en cuenta las necesidades de la Medicina Social 
y  del progreso de las técnicas médicas, el deber de discre­
ción impuesto al médico y a sus colaboradores tiene sólo 
un carácter relativo.

El secreto no puede ser considerado como un privilegio 
instituido en beneficio del médico, pero debe ser mantenido 
para asegurar el ejercicio de la profesión médica en condi­
ciones satisfactorias.

Es deseable que en los casos delicados el médico pueda 
solicitar espontáneamente o a requerimiento de las autori­
dades judiciales, el parecer de un Organismo disciplinario 
o administrativo, que será formado en el ámbito de las ins­
tituciones de cada país.

39 La salvaguarda de los derechos de la persona exige que la 
legislación penal económica se refiera, en principio, a las 
normas generales de derecho penal común.

Es de importancia, sin embargo, reconocer cierta flexi­
bilidad en las reglas de derecho penal común, particular­
mente en las que conciernen a la responsabilidad de las 
personas morales y a la significación del error de derecho.

Sería deseable que una ley penal económica general 
establezca en cada país el repertorio de las sanciones eco­
nómicas, a fin de precisar la naturaleza y las modalidades 
de su aplicación.



FACULTAD INTERNACIONAL DE DERECHO
COMPARADO

H a  sido fundada en Luxemburgo, bajo los auspicios del 
Gobierno de ese Gran Ducado, una Universidad Internacional 
de Ciencias Comparadas, dirigida por un Consejo Superior Uni­
versitario, que tendrá tres Facultades: de Derecho, de Eco­
nomía y de Historia. Por lo pronto sólo funciona la Facultad 
Internacional de Derecho Comparado, cuyo Decano es el co­
nocido comparatista Felipe De Sola Cañizares, Director del 
Instituto de Derecho Comparado de Barcelona (España). Di­
cha Facultad organiza Cursos de Derecho Comparado en los 
meses marzo-abril y agosto-setiembre de cada año. Otorga a 
los participantes que han asistido a un curso y rendido al final 
del mismo un examen, un Diploma de Derecho Comparado, y 
a aquellos que hayan asistido a tres cursos, aprobado los exá­
menes correspondientes y presentado una tesis, el título de 
Doctor en Derecho Comparado.

Al curso otoñal de este año asistieron más de 120 alumnos 
de todas partes del mundo, especialmente norteamericanos, fran­
ceses, belgas, alemanes, italianos y españoles, e incluso nacio­
nales de Egipto, Etiopía, Viet Nam y Japón. De los países lati­
noamericanos hubo brasileños, chilenos, uruguayos, peruanos, 
mexicanos, guatemaltecos, cubanos y dominicanos. Casi todos 
los asistentes eran graduados, entre ellos varios profesores uni­
versitarios que querían especializarse en Derecho Comparado.

En los temas tratados figuraron Introducción general al 
Derecho Comparado; Historia y Filosofía del Derecho; Los
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grandes sistemas jurídicos contemporáneos, y algunos temas 
especiales: La Sociedad Anónima y las Organizaciones supra- 
nacionales europeas. En el próximo curso, de 16 de marzo al 
18 de abril de 1959, los temas especiales serán: Los delitos eco­
nómicos, asunto que fué tratado, asimismo, en el Congreso de 
Bruselas, y la personalidad del delincuente en el Derecho pe­
nal moderno.

La enseñanza estuvo a cargo de los más conocidos compa- 
ratistas, entre ellos Lawson (Oxford), Hamson (Cambridge), 
Legaz Lacambra (Santiago de Compostela), Garrigues (Madrid), 
Ascarelli (Roma), Rotondi (Pavía), Solus (París), Rodiére (Pa­
rís), Hazard (New York), Charmatz (Dallas), Limpens (Bruse­
las), von Caemmerer (Friburgo), etc., etc. El suscrito dictó una 
conferencia en francés sobre la responsabilidad de los adminis­
tradores de la sociedad anónima en el Derecho venezolano, y 
dirigió, junto con el profesor Hornby (Manchester), un semina­
rio acerca del mismo tema desde el punto de vista del Derecho 
Comparado en general. Intervino, además, en algunos seminarios 
relativos a otros problemas del Derecho de sociedades, dirigi­
dos por grandes especialistas, entre los cuales hay que destacar 
al profesor inglés L. C. B. Gower (Londres), autor de un libro 
ya famoso en los países anglo-americanos intitulado: The prin­
cipies of modern company law (2^ ed., 1957, London, Stevens 
and Sons Limited).

Entre los estudiantes participantes hubo un gran clima de 
camaradería, y lo mismo existió entre los alumnos y los pro­
fesores. El Gobierno de Luxemburgo ha puesto a la disposición 
de las autoridades de la Facultad y  a la del Rector de la Uni­
versidad Internacional, Andrieu Guitrancourt (París), todos los 
medios necesarios para que los cursos tengan pleno éxito.

Es de desear que en el curso de primavera de 1959 parti­
cipen, también, egresados venezolanos.

A l margen de la actividad universitaria, hubo, en ocasión 
de la inauguración de la Facultad, una reunión de los Direc­
tores de los Institutos de Derecho Comparado presentes, bajo la
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presidencia del profesor Rotondi, con el fin de intensificar la 
colaboración internacional entre ellos. Igualmente, bajo la pre­
sidencia de los profesores Gower y  Loss (Harvard University), 
se discutieron en tres reuniones de mesa redonda un Draft 
Companies Bill para el Estado de Israel, difundido por la Har­
vard Law School-Brandeis University.

Roberto Goldschmidt.



48 CONFERENCIA DE LA “INTERNATIONAL 
LAW ASSOCIATION”

INVITADA por su grupo americano, la “International Law 
Association” ha celebrado su 48 Conferencia en New York 
entre el l 9 y  el 7 de setiembre de 1958. Esta ha sido la quinta 
vez que la Asociación se ha reunido en el Nuevo Mundo (Es­
tados Unidos: 1899, 1907, 1930; Argentina, 1922). Más de 200 
miembros no americanos han asistido a la Conferencia, que 
tenía sus reuniones en la Facultad de Derecho de la Universidad 
de New York, salvo una sesión en la Universidad de Columbia 
y  otra en las Naciones Unidas.

La Conferencia trató los temas siguientes acerca de los 
cuales los comités respectivos de la Asociación habían prepa­
rado ponencias: el derecho aéreo (soberanía, delitos cometidos 
a bordo de aeronaves, un tribunal internacional); las naciona­
lizaciones; la co-existencia; la moneda de pago en las obliga­
ciones que resultan de accidentes de circulación automovilísti­
ca; conflictos de leyes en materia de sociedades; el uso de las 
aguas de ríos internacionales. La Conferencia estudió, asimis­
mo, cuestiones de la inversión de capitales en el exterior y  los 
problemas de la energía atómica. Una decena de resoluciones 
fueron adoptadas, la mayor parte por unanimidad, cuyo texto, 
con las ponencias preliminares y los debates, figurará en el 
“Report of the 48th Conference” .

La “International Law Association” , que desde su funda­
ción en 1873 ha desempeñado un papel importante, como es 
bien sabido, en los trabajos científicos relativos al derecho inter­
nacional público, al derecho internacional privado, al derecho
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marítimo y, más recientemente, al derecho aéreo, es hoy en día 
una asociación compuesto de miembros individuales. Sin em­
bargo, el trabajo preparatorio se realiza cada vez más en los 
grupos nacionales, de los cuales la Asociación tiene más o 
menos treinta. Los grupos cumplen, por lo demás, las funciones 
de una sociedad nacional de derecho internacional en los países 
donde no existe tal sociedad. Para facilitar la creación de 
grupos, los Estatutos de la Asociación fueron reformados en 
New York y el número mínimo de miembros necesarios para 
la formación de un grupo fué reducido de 20 a 10. Dado que la 
admisión de grupos depende de la discreción del Consejo Eje­
cutivo, la posibilidad de un abuso de la reducción del número 
mínimo está excluido.

El lugar de la reunión de 1960 no ha sido todavía fijado. 
La Asociación ha recibido una invitación de reunirse en la Ar­
gentina en 1962.



N O T I C I A S  D E  L A  F A C U L T A D

APERTURA DEL CURSO ACADEMICO 1958-1959

L  A  apertura del curso académico 1958-1959 registra varios 
varios hechos de gran significación para nuestra Facultad. En 
primer lugar se observó un incremento notable en el número 
de alumnos inscritos en la Escuela de Derecho, elevándose de 
456 que eran en el pasado año 1957-1958 a 1.043. Especialmente 
en el primer año de Derecho el número de inscritos se elevó 
de 207 a 437, lo cual motivó la creación de una nueva sección 
diurna y de otra nocturna. También en el segundo año fué 
necesario crear este año la primera sección nocturna, para sa­
tisfacer las inscripciones del primer grupo de alumnos noc­
turnos de esta Facultad que comenzaron a cursar sus estudios 
en octubre de 1957.

Todo lo anterior determinó igualmente el ingreso de un 
gran número de nuevos profesores. Después de una rigurosa 
selección en base a antecedentes docentes en otras Univer­
sidades o a relevantes méritos profesionales en la materia res­
pectiva, resultaron incorporados al personal de esta Facultad 
los profesores Sebastián Artiles, Roberto Alamo, Angel Viso, 
Elbano Provenzali H., Manuel García Pelayo, Alejandro Osorio, 
Germán Fierro, Ricardo Azpurua, Carlos Congosto, Alfredo Va­
lero, Aquiles Monagas, Armando Sánchez Bueno, Marco Tulio 
Bruni Celli, Roberto Picón, Carlos Leañez, Antonio Stempel 
París, José Rafael Mendoza, h., Luis Enrique Faría M., Enrique 
Pérez Olivares, Fernando Alvarado, Carlos Guillermo Rangel, 
Jesús E. Ruiz Guía, Ramón González Paredes, Raúl Ramírez, 
Miguel Santana, Julio César Arreaza, Leonardo Silva E., Simón 
Antoni Paván, Alejandro Tinoco y Simón González Urbaneja.
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S E M I N A R I O S

En la primera quincena de noviembre se iniciaron los cur­
sos de Seminario en la Facultad de Derecho, los cuales fueron 
organizados en el presente año académico 1958-1959 por los 
Institutos de Investigación adscritos a la Facultad de Derecho. 
De acuerdo con el respectivo reglamento los alumnos del 29, 
39 y 49 año de la Escuela de Derecho tienen la obligación de 
inscribirse y  de aprobar al menos uno de los Seminarios pre­
vistos. Estos Seminarios son los siguientes:

En el Instituto de Derecho Público: “Conceptos políticos 
fundamentales” , por el Dr. Manuel García Pelayo; “Algunos 
aspectos de la jurisdicción de inconstitucionalidad” , por el doc­
tor José G. Andueza; “Aspectos jurídicos del mar territorial” , 
por el Dr. Gustavo González Eraso; “Problemas derivados del 
régimen legal de las aguas públicas” , por los Dres. Antonio 
Moles Caubet y Luis E. Faría Mata; “Relaciones de Estado y 
Sociedad” , por el Dr. Manuel García Pelayo, y “Ordenamiento 
jurídico de la propiedad industrial” , por el Dr. Mariano Uz- 
cátegui.

En el Instituto de Derecho Privado: “ Interpretación y apli­
cación de la Ley” , por el Dr. José Alberto Zambrano Velasco; 
“La comunidad y el régimen de la propiedad horizontal” , por 
el Dr. Octavio Andrade Delgado; “ Introducción a los sistemas 
jurídicos contemporáneos” (Derechos germánicos, angloameri­
cano y  soviético), por el Dr. Roberto Goldschmidt, y “ Senten­
cias y  Recursos” , por el Dr. Luis Loreto.

En el Instituto de Ciencias Penales y  Criminológicas: “De­
litos de las muchedumbres” , por los Dres. Helena Fierro, José 
R. Medina e Isidro de Miguel; “Delitos políticos” , por el doc­
tor José Agustín Méndez, y “ Ley de enriquecimiento ilícito de 
funcionarios o empleados públicos” , por el Dr. Hugo Ardila 
Bustamante.

AUXILIARES DE CATEDRA

El Consejo de la Facultad dispuso la designación de uno 
o más auxiliares ad-honorem para cada uno de los Catedráticos
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o Jefes de Trabajos Prácticos responsables de la labor docente 
que cumple la Escuela de Derecho.

Los expresados auxiliares serán elegidos por el Consejo 
de la Facultad en una de sus próximas sesiones y  su respectivo 
nombramiento, con el carácter de Profesor Auxiliar, será expe­
dido en su oportunidad por el Rector de la Universidad.

La función de los Profesores auxiliares consistirá en pres­
tar su colaboración al Profesor ordinario en la revisión y cali­
ficación de los exámenes parciales; suplirlo de acuerdo con las 
instrucciones del Profesor en sus faltas accidentales cuando 
éstas, por no ser de aquéllas que envuelven separación tem­
poral del cargo, no ameriten permiso formal del Consejo de 
la Facultad; y, muy especialmente, integrar los Jurados Exa­
minadores de fin de año. El Profesor ordinario continuará 
siendo el único responsable ante la Escuela de la calidad de 
la enseñanza impartida en su cátedra y de la disciplina y apro­
vechamiento de sus respectivos alumnos y  por tanto, si por 
cualquier motivo cesare definitiva o temporalmente en sus fun­
ciones el Profesor ordinario, cesarán igualmente en las suyas 
sus auxiliares, a menos que el Consejo de la Facultad resolviere 
encomendar expresamente a uno de ellos la responsabilidad 
definitiva o interina de la respectiva Cátedra o Jefatura de 
Trabajos Prácticos.

ENCARGADO DE LA DIRECCION DEL INSTITUTO 
DE DERECHO PUBLICO

En atención a haberse concedido licencia por el resto del 
período académico al Dr. Antonio Moles Caubet, Director titu­
lar del Instituto de Derecho Público de esta Facultad, ha sido 
encargado de la Dirección del referido Instituto el Dr. Gonzalo 
Pérez Luciani, Profesor de Derecho Administrativo I en esta 
Facultad.

REVISION DEL PENSUM Y PROGRAMAS 
DE LA FACULTAD DE DERECHO

Desde la iniciación del presente año académico han venido 
verificándose reuniones del personal docente de la Escuela de 
Derecho con el objeto de integrar los diversos Departamentos
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de la misma, que deberán proceder a realizar una cuidadosa 
revisión del pensum de estudios de la Escuela de Derecho y de 
los programas de las diversas asignaturas. Se aspira a que 
esta revisión permita concebir una mejor organización del pen­
sum y de los respectivos programas, a fin de que los mismos 
sirvan efectivamente para garantizar una adecuada formación 
profesional a los alumnos que cursan estudios en la Escuela de 
Derecho, corrigiendo al propio tiempo los defectos de coordina­
ción observados en los programas vigentes.

La Facultad tiene confianza en que los resultados de la 
revisión en marcha podrán ser recogidos en forma definitiva 
antes de finalizar el presente año lectivo, a fin de proponer al 
Consejo Universitario las reformas que se juzguen necesarias 
en el plan de estudios de la Escuela de Derecho antes de la 
iniciación del año académico 1959-1960.

CQNFEREN CIANTES INVITADOS POR LA FACULTAD

En consonancia con la proyectada revisión del plan de es­
tudios y de los programas de las diversas asignaturas que inte­
gran el pensum de la Escuela de Derecho, han sido invitados 
por la Facultad para que intervengan en dichas reuniones y 
dicten algunas conferencias en materias de su especialidad los 
profesores Jaime Guasp (España), Sebastián Soler y Luis Ji­
ménez de Asúa (Argentina), Eduardo García Maynez (México), 
Enrique Sayagués Laso (Uruguay) y Gabriel Franco (Puerto 
Rico). Para la fecha ya se ha recibido respuesta favorable de 
algunos de ellos, quienes vendrán durante los tres primeros 
meses del año 1959.

COMISION ORGANIZADORA DEL INSTITUTO 
DE ESTUDIOS POLITICOS

La Comisión Universitaria designó a los Dres. Manuel Gar­
cía Pelayo, Ernesto Mayz Vallenilla, Gustavo Díaz Solís y 
Eddie Morales Crespo para que, junto con los Dres. José Melich 
Orsini y Ramón Escovar Salom, integren el Comité organizador 
del Instituto de Estudios Políticos. El Instituto de Estudios 
Políticos iniciará sus actividades en enero de 1959. En el primer 
año tendrá las siguientes asignaturas: Teoría de la Política,
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Historia de las Formas Políticas, Morfología y Dinámica del 
Estado Moderno, Historia de las Relaciones Internacionales y 
varios Seminarios.

Serán profesores de esas asignaturas los Dres. Manuel Gar­
cía Pelayo, Ramón Escovar Salom, Gustavo Planchart Man­
rique, Demetrio Boersner, Gonzalo García Bustillos y Eddie Mo­
rales Crespo. En el ambiente universitario, desde que se anunció 
la creación del Instituto, ha existido una gran espectativa en 
torno a él.

DONACION DE LIBROS

La Embajada de los Estados Unidos, mediante amable ges­
tión del Agregado Cultural, Sr. Georges Rylance, ha entregado 
a la Biblioteca de la Facultad una colección de libros con el 
título de Corpus Juris, compuesta de 101 volúmenes, enviados 
a la Embajada para ser donados a nosotros, por la Srta. Mar- 
garet P. Alien. El Sr. Rylance hizo entrega al Decano, Dr. José 
Melich Orsini, en presencia del Director Dr. Ramón Escovar 
Salom y de la Srta. Gisela Bosque, Directora de la Biblioteca, 
de la mencionada donación, la cual constituye un valioso aporte 
como obra de consulta para profesores y estudiantes.

CONFERENCIA DEL DOCTOR BARNES

El día 5 de noviembre último dictó una interesante confe­
rencia sobre el tema “El Impuesto en el plano internacional” 
el profesor WILLIAM S. BARNES, profesor de la Universidad 
de Harvard. El tema fué de indiscutible importancia e interés 
y fué tratado por el profesor Barnes en un español magnífico, 
comunicándole a su exposición una extraordinaria claridad. 
Nuestra Revista siente especial complacencia en registrar esta 
noticia, porque intercambios como éste son útiles en el des­
envolvimiento y  actividad de las Universidades.

VIAJE DEL DOCTOR RAMON ESCOVAR SALOM A CHINA

En el pasado mes de agosto, invitado por la Asociación 
China de Ciencias Políticas, viajó a la República Popular China, 
entre un grupo de importantes juristas latino-americanos, tam­
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bién invitados, el Director de la Escuela de Derecho, profesor 
de Derecho Constitucional y miembro del Consejo de Redacción 
de esta Revista, Dr. Ramón Escovar Salom. El Dr. Escovar 
Salom tuvo oportunidad de visitar las Facultades de Derecho 
de las Universidades de Pekín y Moscú, donde conversó con 
Decanos, Directores y profesores. Las impresiones del doctor 
Escovar Salom han sido recogidas en artículos publicados en 
la prensa de Caracas.







TOULEMON, André y MOORE, Jean: Le préjudice corporel
et moral en droit commun (Etude pratique et théorique.
Jurisprudence et méthode d’évalution). 2® edición. Sirey, 
París, 1957. 114 págs.

Por el Dr. Gert KUMMEROW
Catedrático de Derecho Civil

A.NDRE TOULEMON ha realizado múltiples investigaciones en 
los más diversos sectores de la Ciencia Jurídica y en las ramas 
catalogadas dentro de la órbita metajurídica. Sus trabajos de De­
recho Constitucional, Procesal, Penal, Civil y Mercantil y sus ensayos 
sociológicos, constituyen un importante aporte a la bibliografía 
especializada de su país.

La corta pero bien documentada monografía que reseñamos 
“Le préjudice corporel et moral en droit commun”, fué publicada 
por vez primera por Sirey en 1955. La amplia acogida que el tra­
bajo —debido a la colaboración de TOULEMON y Jean MOORE— 
tuvo entonces, indujo a los autores a preparar esta segunda edición, 
según señalan en la nota introductoria.

Intentan A. T. y J. M., dentro de las limitaciones impuestas 
por un trabajo esquemático, analizar, a través de los fallos de 
los tribunales franceses, una serie de problemas dimanantes de la 
responsabilidad originada por el daño corporal y el daño moral 
en el derecho común y del empleo de métodos de evaluación sufi­
cientes de conformidad con los preceptos hoy en vigencia.

En el curso de la exposición es posible intuir la ardua labor 
de la jurisprudencia por corregir lo que —aparentemente— es una 
estrecha limitación del ordenamiento positivo, en un país donde la 
reforma del Código Civil no parece inminente, pese a los avanzados 
trabajos que desde el año de 1945 viene publicando la Comisión 
designada para elaborar un anteproyecto completo. En Francia,
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como en Italia, Alemania y Bélgica, entre otras naciones, la abun­
dancia del material jurisprudencial y las ordenadas compilaciones 
y extractos de los fallos, proporcionan fuentes de estudio suma­
mente completas, susceptibles de constituir la base de nuevas teorías, 
sin necesidad de recurrir en forma exagerada a la cita de autores. 
En todo caso, la reconstrucción de las tesis tradicionales, a partir 
de esas nuevas fuentes, tiene la doble ventaja de ser un punto de 
apoyo suficientemente caracterizado para la utilización práctica, 
y una referencia valiosa para la búsqueda de nuevas vertientes 
dirigidas a reformar el ordenamiento jurídico-positivo de un de­
terminado país.

I
La materia tratada en el volumen puede considerarse recor­

tada sobre el siguiente plan general: Introducción, en la cual se 
esbozan los conceptos claves a desarrollar en el resto de la expo­
sición; los elementos del daño; forma de los perjuicios; reglas de 
evaluación de los perjuicios generalmente aceptadas por la juris­
prudencia; causas de exoneración o disminución de la responsa­
bilidad; y varias secciones finales referentes a los problemas que 
suscitan el cúmulo de indemnizaciones, las garantías del crédito 
proveniente del daño corporal, la solidaridad y la obligación "in 
solidum” entre coautores, las cláusulas de exoneración y de limi­
tación de la responsabilidad y la autoridad de la cosa juzgada en 
lo penal sobre las acciones civiles.

A partir del precepto contenido en el artículo 1.382 del C. C. fran­
cés, A. T. y J. M. extraen dos conclusiones básicas:

a) La persistencia del principio de la responsabilidad subje­
tiva en los sistemas vigentes, a pesar de la evolución de los fac­
tores históricos y sociales que han creado riesgos desconocidos en 
la época en que fuera redactado el Código de Napoleón;

b) La complejidad del problema de la reparación, cuya deter­
minación no constituye una simple operación matemática.

La primera de estas cuestiones ha sido debidamente corregida 
por la doctrina fundándose en la amplitud que deja la norma citada 
para encuadrar en su tipo legal las situaciones más variadas.

La segunda conlleva dos subproblemas: la imposibilidad de la 
reparación “in specie” , tratándose de daños a la persona, y la nece­
sidad de substituir esa forma de indemnización por la reparación 
en equivalente la cual deberá fijarse en atención al sufrimiento 
experimentado por la víctima, al dolor, la privación definitiva o 
temporal de ciertas facultades. . . ,  y cuya dificultad máxima de
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apreciación reside en el hecho de que ha de regularse “in concreto”, 
en relación a una persona y en razón directa con el tipo de actividad 
desplegada y de su situación en un determinado grupo social (pá­
gina 2).

Como la reparación por equivalente viene a ser una compen­
sación por ciertos beneficios perdidos, el juez ante un caso concreto, 
tiene una serie de deberes impuestos por las normas fundantes de 
la reparación:

a) No podrá tomar en cuenta la falta que no produzca daño 
alguno (Cas. 30 de junio de 1902; 5 de marzo de 1913) (1).

b) La falta no podrá tomarse en cuenta cuando entre ella y 
el daño no medie un nexo causal.

c) Si el daño es insignificante el juez puede soberanamente 
estimar que no debe tomarse en cuenta (Crim. 2 de octubre de 1941).

d) Una vez que el juez determine que a la conducta del sujeto 
activo debe enlazarse una sanción porque está comprobado el com­
portamiento contrario al deber jurídico (obligación de “neminem 
laedere” según Bonasí Benucci), deberá ordenar la reparación “del 
daño, de todo el daño y nada más que el daño” (pág. 6). No 
actúa, sin embargo, la limitación impuesta por el daño previsible, 
como ocurre en materia contractual (lo cual corrientemente se 
señala como una diferencia entre los dos tipos de responsabilidad).

A. T. y J. M. distinguen los daños al individuo (daño corporal) 
y los daños a la persona (daño moral, daño no patrimonial) (L. y 
H. Mazeaud, Bonasi Benucci) (2). La sentencia que condene al 
autor del daño a la reparación integral del mismo comprenderá, 
en sus casos, aquellos que ataquen los “derechos morales, espirituales, 
incorporales del sujeto pasivo” (pág. 8). El fallo no podría tomar 
en cuenta la gravedad de la culpa, la posición económica del autor 
del accidente, ni los seguros contratados que, desde un punto de 
vista práctico, contribuirían en cierto modo a restablecer el equi­
librio patrimonial de la víctima.

(1 )  Sobre algunos aspectos del daño patrim onial y  del daño extrapatrim o- 
nial, V . la discutible sentencia de la Corte de Casación (ven ez.) en Sala Civil, 
M ercantil y  del T raba jo  de 1 de ju nio de 1955, Gaceta Forense, 2* etapa, N . 8, 
págs. 100 y  ss.

(2 )  Bonasi Benucci, Eduardo: “ La responsabilita civile” .— D ott. A . G iu ffre , 
M ilán, 1955, pág. 54, N. 19. (V . reseña en esta Revista, N’  14, 1958, págs. 259 
a 266). Bonasi incluye entre los daños patrim oniales los llamados “ daños a  la 
vida de relación” .
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II

Para que el daño resulte indemnizable es necesaria la reunión 
de varios requisitos cuya factura es debida, en especial, al esfuerzo 
conjunto de la doctrina y la jurisprudencia. Tales requisitos deben 
enfocarse así:

A) El perjuicio debe ser cierto, real. El perjuicio no reúne 
esta característica sino cuando su existencia es indubitable, lo 
cual no excluye la reparación del perjuicio futuro cuando sea sus­
ceptible de estimación inmediata (Cas., 28 de mayo de 1941), así 
como la reparación por la pérdida de una oportunidad o la exposi­
ción de un riesgo (Lalou). En este último caso es evidente que el 
criterio del juez ha de quedar sujeto, en mayor o menor grado, a 
un mero cálculo de probabilidades.

Por lo que se refiere a las personas legitimadas para reclamar 
indemnizaciones, los mayores problemas tratados por la jurispru­
dencia francesa giran en torno al pretendido “derecho de la con­
cubina”. La Cámara Civil de la Corte de Casación había admitido 
la posibilidad de una reparación en tal caso cuando el perjuicio 
sufrido por la concubina era cierto. No obstante la exagerada exten­
sión de fallos en este sentido (3) y la consideración de la “ilegiti­
midad del interés” de la reclamante, fundada en una causa inmoral, 
provocó la reversión de esa tendencia inicialmente adoptada (p. 14).

B) El perjuicio debe ser actual. Su evaluación debe comprender 
el perjuicio futuro cuando esté íntimamente vinculado al actual de 
modo que venga a resultar su prolongación lógica, lo que ocurre 
cuando el juez fija una reparación, por ejemplo, pagadera por 
rentas anuales: cada anualidad indemnizará un perjuicio futuro 
(pág. 17). El punto, discutible, es una indudable proyección de la 
tesis de los Mazeaud (4), Demogue y Savatier.

(3 )  La Corte de París, en una curiosa sentencia de 18 de noviem bre de 
1932, líefró a adm itir la acción sim ultánea de dos concubinas por reclamación de 
los perjuicios experim entados a raíz de la muerte del hombre que cohabitaba 
con ellas (V . p. 14 de la ob ra ). Esta sentencia fue casada por la Ch. crim . de 
la Cas. el 27 de abril de 1934. En torno a la inadmisibilidad de las demandas de 
daños y perjuicios intentadas por la concubina contra el autor de la muerte del 
concubino, y cuestiones conexas, consúltese el documentado traba jo  de Roger 
D orât des M onts: “ La cause immoral (étude de ju rispru d en ce)” , Rousseau, P a­
rís. 195C. Dáírs. 197 v 128: v la síntesis dp la obra cnmnlida Dor la iurisDruden- 
cia en Francia, págs. 145 y  ss. (V . reseña en esta Revísta, N* 14. 1958, pági­
nas 253 a 2581.

(4 ) A l respecto, V . L., H. y J. M azeaud: “ Leçons de Droit civil” , tom o II, 
Ed. M ontchrestien, París, 1956, p. 333, N. 441.
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C) El perjuicio debe ser directo, esto es, consecuencia nece­
saria y suficiente del hecho imputable al sujeto activo.

El carácter directo del daño está ligado al funcionamiento del 
nexo causal que constituye uno de los elementos esenciales de la 
responsabilidad extracontractual.

Sobre la incidencia de este requisito no juega papel alguno la 
previsibilidad del daño. La jurisprudencia italiana —con mayor fre­
cuencia— ha aceptado la resarcibilidad de los daños mediatos o 
indirectos “cuando el hecho ilícito crea una relación en la cual 
las consecuencias (mediatas) deriven como efecto indirecto pero 
necesario y concreto, aunque deban su origen a un precedente pre­
supuesto que, sin embargo, sólo en el hecho ilícito tuvo su causa de 
realización” (Cas. ital. 12 de junio de 1947 (5).

m

Las formas del perjuicio, ya clásicas en la teoría general de la 
responsabilidad extracontractual —daño emergente y “lucrum ces- 
sans”— son tratadas por A. T. y J. M. con pocas diferencias. Intro­
duce la obra, sin embargo, algunas consideraciones dignas de des­
tacarse cuando alude a las variadas utilizaciones que el juez puede 
hacer de los haremos de accidentes de trabajo contenidos en leyes 
especiales para apreciar el monto de los daños sufridos por la 
víctima, por más que la evaluación de las tablas de apreciación 
matemática contraríe en ocasiones el principio básico de derecho 
común de que su monto se estima de acuerdo con la persona misma 
que soporta el dueño, y no conforme a un porcentaje que represente 
un desnivel entre la reparación integral y la reparación acordada (6).

La legislación francesa no contiene una norma igual al ar­
tículo 1.196 del C. C. venezolano referente a la indemnización del 
daño extrapatrimonial. Sin embargo la jurisprudencia, con base 
en ciertos postulados de equidad, ha incrustado dentro de ese sis­
tema una consecuencia sancionadora del hecho ilícito que cause 
un perjuicio semejante aún en el caso de que éste no esté co­
nectado con un desequilibrio patrimonial (Cfr. Cas. Civ., 22 de 
octubre de 1946) (pág. 26).

De la doctrina sustentada por los tribunales de Francia pueden 
extractarse las siguientes reglas ductor as de toda evaluación:

(5 )  Contra el resarcim iento del daño m ediato y  por la interpretación lite­
ral del art. 1223 CC. ital., Sent. del Trib . de Sondrio, de diciem bre de 1952. 
Bonasí Benucci, Op. cit., pág. 61 (N 9 22 ).

(6 ) En cuanto a la form a de estim ar los daños causados a la persona de 
la v ictim a: Bonasi Benucci, Op cit., pág. 68 y  ss.



328 BIBLIOGRAFÍA

a) La evaluación no estará limitada por la distinción entre 
daños previsibles y daños imprevisibles, lo que hace inaplicable el 
Art. 1.153 C. C. (7).

b) La reparación es independiente de la gravedad de la falta 
que cae siempre bajo la soberana apreciación del juez del fondo.

c) La reparación debe establecerse sin tomar en cuenta los 
acontecimientos externos del hecho dañoso (pág. 30), lo que influye 
en la no consideración de indemnizaciones que tengan causas com­
pletamente distintas, como serían las provenientes de seguros 
(Cas., 18 de diciembre de 1933).

d) El perjuicio debe ser apreciado de acuerdo con la posición 
personal de la víctima sin tomar en cuenta la del civilmente res­
ponsable.

e) La culpa de la víctima influye en la proporción en que ésta 
deba soportar parte del daño (pág. 32. V., también, pág. 44), y, 
consecuencialmente, una parte de la reparación. No es una causa de 
exoneración absoluta del sujeto activo sino cuando asume carac­
teres de imprevisibilidad e inevitabilidad equiparables a la fuerza 
mayor (Cas., 9 de septiembre de 1940, 5 de agosto de 1942, 12 de 
enero de 1943, 1 de febrero de 1944, 30 de mayo de 1944).

La obra de A. T. y J. M., a nuestro juicio, adolece de un de­
fecto de sistematización notable en las secciones dedicadas al estu­
dio de las personas que pueden exigir el pago de la indemnización 
y la aplicación de las consecuencias sancionadoras.

Al referirse a la evaluación del daño en relación a las per­
sonas que pueden invocar un vinculo con la víctima legalmente 
reconocido, Toulemon y Moore analizan de nuevo los “aten­
tados a los sentimientos de afección” (pág. 38) ya conside­
rados en el capitulo dedicado al daño emergente (pág. 26). Igual, 
en el caso de las “demandas fundadas en una situación de hecho” 
(pág. 40) donde tratan de la situación jurídica creada por el con­
cubinato por lo que respecta a sus proyecciones normativas sobre 
la demanda intentada por la concubina, ya tratada con motivo de 
los elementos del perjuicio (8). Tal repetición parece innecesaria.

Más aún, A. T. y J. M. subtitulan dos acápites en forma que 
induce a equívoco. Así, la antes citada evaluación del per­
juicio “en relación a las personas que pueden invocar un 
vínculo legalmente reconocido” —cuyo subtítulo es “atentado 
a los derechos patrimoniales”— en contraposición al parágrafo “eva-

(7 )  En el ordenam iento ju ríd ico  venezolano V., arts. 1274, 1275 y  1277 C
(8 )  P 6s - 14 de la obra.
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luación del perjuicio para quienes no pueden invocar obligación 
alguna hacia ellos” (de parte de la víctima) —subtitulado “ataque 
a los derechos extrapatrimoniales”—. La ausencia de mayores expli­
caciones, que justifiquen una denominación tal, haría pensar en 
una hipotética identificación de proposiciones y términos que poseen 
un contenido distinto desde todo punto de vista. (V. págs. 35 y 39).

IV

Luego de pasar revista a los temas de la incapacidad parcial 
de la víctima —incapacidad que puede asumir dos variantes: par­
cial y permanente, y parcial y temporal— y del cálculo de la 
indemnización en que cobra relieve el monto del salario que de­
vengaba la víctima (pág. 51), A. T. y J. M. tratan de resolver dos 
de los mayores problemas originados por la responsabilidad prove­
niente de hecho ilícito.

Son estos problemas: el del cúmulo de indemnizaciones y el de 
las cláusulas de exoneración y de limitación de la responsabilidad.

La diversidad de las cuestiones planteadas por el cúmulo de 
indemnizaciones puede agruparse en torno a dos puntos funda­
mentales:

a) El primero se reduce a las indemnizaciones procedentes de 
una misma causa, que no podrán ser acumuladas. El principio de 
la reparación integral exige que ésta no sobrepase el monto de los 
daños efectivamente causados.

b) El segundo atañe a las indemnizaciones provenientes de 
causas distintas. La jurisprudencia faculta al juez para no tomar 
en cuenta la indemnización que la víctima pueda percibir por causa 
distinta a la relación creada por el mecanismo del hecho dañoso.

No puede, asimismo, impedir que la víctima reclame la repa­
ración integral del civilmente responsable la liberalidad de un ter­
cero, cuya causa reside en la liberalidad misma. Pero, a su vez, el 
autor de la liberalidad no tiene acción ni contra el beneficiario 
que ha obtenido la reparación ni contra el autor del perjuicio 
(París, 16 de mayo de 1928) (pág. 54).

Por lo que se refiere a las cláusulas de exoneración o de limi­
tación de la responsabilidad, A. T. y J. M., siguiendo estrictamente 
la orientación de los fallos del supremo tribunal francés, consideran 
el Art. 1.382 C. C. como una norma de orden público que impide 
el funcionamiento de cualesquiera cláusulas de exoneración o dis­
minución de la responsabilidad concluidas por los términos subje­
tivos de la relación obligatoria (Cas., 4 de enero de 1933, 22 de 
enero de 1940, 2 de agosto de 1950).
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Sin embargo, ha sido también constante el aceptar que la
exoneración de la responsabilidad por falta leve es admisible, dentro 
de ciertos límites. Mas, la actuación de una cláusula semejante
cuando la culpa tiene por consecuencia la producción de un daño 
corporal, es negada en virtud de que la persona humana no puede 
ser objeto de convención de ningún género (Req., 27 de julio
de 1925, Lyon, 27 de junio de 1913) (pág. 77).

V
Aparte de las consideraciones sobre la distinción de obligación 

solidaria y obligación “in solidum” de los coautores del hecho ilícito, 
una de las secciones de mayor interés del trabajo reseñado es la 
dedicada al estudio de la autoridad de la cosa juzgada penal sobre 
las acciones civiles (9). En la doctrina francesa el juez civil con­
serva su libertad de apreciación sobre todo aquello que no sea 
inconciliable con lo decidido por el juez penal.

La autoridad absoluta de la cosa juzgada en lo penal no expresa 
algo distinto a la siguiente proposición: la cuestión de la culpa­
bilidad del sujeto activo, declarada en la sentencia penal, se impone 
a todos definitivamente en cuanto a la calificación de los hechos, 
en cuanto la responsabilidad del reo y de otra disposición penal (p. 84)

La libertad de apreciación conservada por el juez civil jugará, 
por consiguiente, un papel de primer orden en aquellas materias 
que no colidan con lo que ha sido juzgado previamente:

a) Para los hechos en cuanto a las circunstancias sobre las 
cuales no se ha pronunciado el juez penal.

b) En cuanto a la responsabilidad de los terceros que no hayan 
intervenido en el juicio penal.

c) En cuanto a las consecuencias que no sean incompatibles 
con el respeto hacia la cosa juzgada en lo penal. (V., al respeto, 
Sent. Cas, Civ., 8 de diciembre de 1942).

d) En cuanto a la responsabilidad “por el hecho de cosas inani­
madas de las que el inculpado ha perdido la guarda” (Civ., 4 de 
enero de 1938; Req. 28 de noviembre de 1946) (p. 86).

e) En la constatación de la proporción de la responsabilidad 
de los coautores y el reparto de la culpa (en contra de la línea ju­
risprudencial seguida hasta 1930 por los organismos jurisdiccionales

(9 )  Sobre los problemas que suscita la cuestión en el Derecho venezolano, 
consúltese el trabajo del Dr. José M elich O rsini: “ La responsabilidad civ il en 
relación con la penal” , en “ Studia Iuridica” , Nv 1, Facultad de Derecho, U .C.V., 
octubre de 1957, pógs. 219 a 253.
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franceses); y, en forma inversa, en lo que respecta a la atribución 
de parte de la responsabilidad a la víctima.

Los efectos más relevantes de la cosa juzgada penal inciden, 
sobre todo, en la determinación de la obligación de indemnizar a 
cargo de los civilmente responsables. De este modo, al civilmente 
responsable que no ha intervenido en el juicio penal seguido contra 
el autor del hecho dañoso puede oponérsele la decisión del juez pe­
nal en cuanto a aquella obligación. La relatividad de la cosa juz­
gada continúa desempeñando su función específica en el caso de la 
responsabilidad del dueño o principal por el hecho ilícito del depen­
diente: así una decisión que condene al empleado tiene autoridad 
de cosa juzgada y se impone al juez civil en cuanto a la constata­
ción de la falta y del nexo causal entre la culpa y el daño, elimi­
nando toda libertad de apreciación del juez civil como no sea para 
valorar el monto de la indemnización, pero la absolución del depen­
diente hace imposible toda condena ulterior del civilmente respon­
sable, a menos que la acción dirigida contra él se funde en un con­
trato o en la responsabilidad derivada de la guarda de la cosa (Req. 
16 de julio de 1928; Corte de Orleans, 30 de diciembre de 1935).



MELON INFANTE, Carlos: La posesión de los bienes mue­
bles, adquirida de buena fe, equivale al título. (Consi­
deraciones sobre la posesión del transmitente en las 
adquisiciones “a non domino” de bienes muebles). Bosch, 
casa editorial. Barcelona, 1957. 168 págs.

Por el Dr. Gert KUMMEROW
C atedrático de Derecho Civil

No se trata de una obra sobre la posesión en general. La mono­
grafía del profesor Carlos MELON INFANTE se contrae al estudio de 
uno de los temas más controvertidos dentro de la doctrina general 
de las relaciones posesorias; el de los bienes muebles, y, específica­
mente, el análisis exhaustivo del conocido principio “en materia de 
muebles, la posesión (de buena fe) equivale al título” .

Nadie vacilaría en afirmar que las implicaciones prácticas, y la 
misma interpretación de la norma que consagra tal principio, cons­
tituyen una de las tareas más difíciles para la dogmática jurídica. Y 
los mayores obstáculos surgen siempre de la ausencia de un método 
lógico en el tratamiento de la norma correspondiente y del estable­
cimiento de la necesaria coordinación entre la misma y otros pre­
ceptos normativos del Código Civil y aún de otros textos positivos.

Por ello el trabajo del profesor CMI tiene un valor excepcional. 
Contribuye a clarificar -esta vez, creemos, en forma definitiva— 
todos los aspectos hasta ahora dudosos y ofrece el esquema más 
completo sobre la actuación y los efectos del art. 464 CC. español. 
En esta labor colabora de modo eficaz el profundo conocimiento que 
el autor tiene del Derecho comparado, de los ordenamientos jurídi­
cos extranjeros, y el acertado manejo de las fuentes bibliográficas y 
jurisprudenciales de su país, lo que cubre las deficiencias antes ano­
tadas imputables a un gran número de tratados generales.
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I

Frente al principio recogido en el art. 464 del CC. español (1) 
surgen dos posiciones fundamentales. La primera responde a la con­
cepción romanista según la cual la norma citada no es más que una 
presunción de justo título a los efectos de la usucapión que prevé el 
art. 1955. La segunda es la interpretación germanista de acuerdo con 
la cual la regla establecida a favor del adquirente de buena fe no 
es un simple justo título para la prescripción adquisitiva de la cosa 
mueble, sino una auténtica y verdadera adquisición “a non domino” 
de ésta, previo cumplimiento de ciertos requisitos predeterminados 
por el ordenamiento positivo (p. 1).

Esta última es la interpretación correcta. El art. 464 CC. esp., 
comprende una norma general de “irreivindicabilidad” en aquellos 
casos en que no debe ni puede entrar en juego el inciso 29 del pá­
rrafo (supuestos de pérdida o de privación ilegal) (p. 2). Así, la 
tesis de CMI presupone una inicial doble distinción: la de la hipó­
tesis de irreivindicabilidad de los bienes muebles poseídos de buena 
fe —que, a pesar de las apariencias, no constituye la totalidad de 
los casos— y la de una posible reivindicación de estos mismos bienes 
que a la vez da origen a un crecido número de subhipótesis.

Ahora bien, el contenido del art. 464 CC. no puede comprenderse 
a cabalidad si no se distinguen los dos aspectos fundamentales que 
plantea:

A) Cosas confiadas, esto es, cosas cuya posesión ha perdido vo­
luntariamente el propietario al entregarlas a un tercero en cumpli­
miento de una relación jurídica cualquiera de mediación posesoria.

B) Cosas perdidas o sustraídas, es decir, cosas cuya posesión 
ha perdido el dueño contra su voluntad (privación ilegal) o sin su 
voluntad (pérdida o extravío) (p. 6).

(1 )  CC. esp., A rt. 464: “ La posesión de los bienes m uebles, adquirida de 
buena fe , equivale al títu lo. Sin em bargo, el que hubiese perdido una cosa mue­
ble o hubiese sido privado ilegalm ente de ella, podrá reivindicarla de quien la 
posea.

Si el poseedor de la cosa mueble perdida o sustraída la hubiese adquirido de 
buena fe  en venta pública, no podrá el prop ietario obtener la restitución sin 
reem bolsar el precio dado por ella.

Tam poco podrá el dueño de cosas empeñadas en los M ontes de Piedad esta­
blecidos con autorización del Gobierno obtener la restitución cualquiera que sea 
la persona que la hubiese empeñado, sin reintegrar antes al establecim iento la 
cantidad del empeño y  los intereses vencidos.

En cuanto a las adquiridas en Bolsa, feria  o m ercado, o de un com erciante 
legalm ente establecido y  dedicado habitualm ente al trá fico  de ob jetos análogos, 
se estará a lo que dispone el Código de Com ercio” .— V er, por lo que se refiere  
al ordenam iento ju ríd ico  venezolano, arts. 794 y  795 CC. de 1942 (A rts . 783 a 
785 CC. de 1922).
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En base a estos supuestos CMI construye un cuadro completo 
con todas las situaciones en las cuales procede la reivindicación de 
los bienes muebles o, por el contrario, la adquisición “a non domino” 
de los mismos por un tercero. Para su elaboración es necesario par­
tir de las hipótesis anteriormente enumeradas:

Ai Cosas confiadas.
Subhipótesis a): La cosa se halla en poder del mediador pose­

sorio (comodatario, arrendatario, depositario...). La realización de 
este supuesto conlleva, como consecuencia, la posibilidad de recuperar 
la cosa por el dueño ejercitando la acción personal derivada de la 
relación jurídica que lo vincula al mediador, o la acción real dima­
nante de su derecho de propiedad.

Subhipótesis b): La cosa se halla en poder de un tercero a quien 
la ha enajenado el mediador posesorio. Dentro de esta proposición 
es factible descubrir diversos supuestos de funcionamiento alterna­
tivo de reivindicación o de irreivindicabilidad de los bienes según 
que entre o no en juego, como elemento del tipo legal, la buena fe 
o la mala fe del tercero.

Si el tercero es de buena fe —independientemente de que este 
carácter se localice en la conducta del mediador transmitente— 
adquiere inatacablemente la propiedad de la cosa mueble (p. 7), 
siendo esta la situación típica de la adquisición de bienes muebles 
“a non domino” y, en consecuencia, la aplicación del párrafo l9, 
inciso 1?, del art. 464 CC.

Si el tercero es de mala fe, la cosa podrá ser reivindicada. El 
único obstáculo para la aplicación de esta consecuencia jurídica 
sería el transcurso de seis años para que se consume la prescripción 
adquisitiva a que se contrae el art. 1955, párrafo 2*?, CC. esp. (2).

B ) Cosas sustraídas.
Subhipótesis a): La cosa sustraída se halla en poder del autor 

de la privación ilegal. La reivindicación es posible por el dueño y el 
transcurso de seis años (art. 1955 CC. esp.) no comienza a correr 
hasta tanto no prescriba el delito, o su pena y la acción para exigir 
la responsabilidad civil (Cfr. p. 8).

Subhipótesis b): La cosa se halla en poder de un tercero a quien 
la enajenara el autor de la privación ilegal. Cabe, al igual que en 
la hipótesis precedente, delimitar la buena fe o la mala fe del ter-

(2 )  A rt. 1.955, párr. 2: “ También se prescribe el dominio de las cosas 
muebles por la posesión no interrum pida de seis años, sin necesidad de ninguna 
otra condición” .
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cero. Si el tercero es de buena fe, la reivindicación intentada por el 
propietario prosperaría, pero el tercero puede llegar a adquirir la 
propiedad por usucapión de tres años. Ahora bien, el ejercicio de la 
acción reivindicatoría puede desarrollarse en tres formas diversas 
según que ésta sea pura y simple, esté condicionada al reembolso del 
precio al poseedor o esté excluida por completo (funcionamiento con­
cordante del art. 1955, párrafo 3?, en relación con el art. 464, pá­
rrafo 29, y del art. 1955, párrafo 39, con el párrafo 49 del art. 464 CC. 
y arts. 85, 86 y 545, núm. 3, C. de Com.).

La circunstancia de que la mala fe del tercero quede demostrada 
no excluye del todo la adquisición de la propiedad de la cosa por 
éste. Por tal razón, el profesor CMI construye dos proposiciones 
que explican el mecanismo de las normas jurídicas, y que él dis­
tingue según el conocimiento que el tercero tenga sobre la proce­
dencia de la cosa que le ha sido transferida.

Si el tercero tiene un mero conocimiento de que la cosa no per­
tenece al enajenante (mala fe simple), la cosa es reivindicable por 
su propietario, pero el tercero puede adquirir el dominio por usuca­
pión de seis años. Si el tercero sabe, además, que el trasmitente 
obtuvo la cosa por robo o hurto (mala fe calificada) será un encu­
bridor. La cosa es reivindicable y el tercero no puede usucapirla 
hasta tanto no prescriba el delito, o la pena y la acción para exigir 
la responsabilidad civil (art. 464, párrafo 19, inciso 29, en relación 
con el art. 1956 CC., y con los arts. 101, 102, párrafo 2, 113 a 116 C. 
Penal y 1964 CC.).

El segundo grupo de casos alude a las cosas perdidas, y son des­
critos por el profesor CMI utilizando las hipótesis que seguidamente 
se enumeran, en las cuales se recogen varias subhipótesis que san­
cionan o excluyen la reivindicabilidad de los bienes muebles:

A) La cosa se encuentra en poder del hallador.
Subhipótesis a ): Hallador de buena fe, es decir, en la creencia

de que se trata de una “res nullius” o de una “res derelicta”. La
reivindicación va enlazada a este supuesto aunque el hallador puede 
adquirir la propiedad por usucapión de tres años (salvo los casos 
que puedan subsumirse en el tipo legal específico del hallazgo).

Subhipótesis b): Hallador de mala fe, es decir, consciente de que
la cosa fué perdida por su dueño. En opinión del expositor queda
tipificado el delito de hurto. El dueño puede reivindicar la cosa que 
le pertenece y el hallador no puede comenzar a prescribirla en tanto 
no se extinga el delito, la pena y la acción para exigir la responsa­
bilidad civil.
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B) La cosa está en poder de un tercero a quien la enajena el 
hallador. Actuarán entonces, con Intensidad más o menos pronun­
ciada, los elementos calificativos de la buena o la mala fe, tanto en 
el hallador como en el “accipiens”. De localizarse la buena fe en la 
conducta de ambos, la reivindicación es posible, en forma pura y 
simple o condicionada al reembolso del precio al poseedor, o, por el 
contrario, quedará totalmente excluida, funcionando estas consecuen­
cias tal como se indicara al referirnos a las cosas sustraídas y ulte­
riormente enajenadas por el autor de la privación ilegal. Si el halla­
dor procede de buena fe y el tercero es da mala fe, la cosa es reivin­
dicable, pero el tercero puede adquirir por prescripción de seis años. 
A la fórmula contraria (hallador de mala fe y tercero de buena fe) 
debe vincularse una consecuencia similar: reivindicabilidad del bien; 
mas la usucapión se consumaría a los tres años. En tanto no ocurra 
esto último el ejercicio de la acción real queda sometida a las 
mismas reglas anteriormente citadas.

La última sub-hipótesis posible hace referencia a la mala fe 
tanto del hallador como del “accipiens” y a los diversos corolarios 
que pueden derivar según la mala fe sea simple o cualificada, simi­
lares a los ya citados.

n
Dedica CMI buena parte de su trabajo al examen de los pre­

supuesto normativos del Art. 464 C. C., de cuya realización depende 
la aplicación del principio “la posesión de los bienes muebles, adqui­
rida de buena fe, equivale al título” y que veda la entrada a la 
acción reivindicatoría.

Para que tal consecuencia jurídica alcance plena eficacia se 
requiere la concurrencia de los siguientes elementos:

a) Existencia de una relación (jurídica) de mediación posesoria;
b) Transmisión de la cosa, por el mediador posesorio, a un 

tercero;
c) Buena fe por parte del accipiens (pág. 18).
La mediación posesoria entre el propietario y el mediador re­

clama una distinción previa entre posesión mediata (del propie­
tario) y posesión inmediata (del sujeto a quien el dueño voluntaria­
mente ha entregado la cosa). Por consiguiente, para que la relación 
se concrete se requerirá que el propietario haya entregado la cosa 
al mediador, que esta entrega sea voluntaria y que se realice en 
virtud de un vínculo que involucra una confianza entre el dueño 
y el mediador, elemento que determina la cualidad de “cosa con­
fiada” del bien a los efectos de la regla inicial del Art. 464 C. C. (p. 27).
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No obstante a esa mediación posesoria se asim ilan ciertas re­
laciones distintas pero que guardan con aquella, desde un punto 
de vista técnico, ciertas analogías. Por regla general, también para 
esta última especie entra en juego el principio de irreivindicabilidad 
de la cosa (que pierde el carácter de “confiada” ) respecto de quien 
la adquiera del poseedor. Son casos de mediación posesoria por 
analogía:

a) La situación en que se halla en “servidor de la posesión” 
(figura recogida por el parágrafo 855 BGB) (pág. 31).

b) La situación derivada de titularidades transitorias, o inte­
rinas (pág. 34), las cuales pueden surgir en dos direcciones dis­
tintas: titularidades temporalmente limitadas y titularidades deri­
vadas de situaciones de pendencia o de aquellas que no ostentan 
carácter definitivo (3).

m
Los capítulos finales de la obra se refieren a un caso de aparente 

aplicación de la regla inicial del Art. 464 C. C., y a la posesión del 
transmitente como requisito indispensable para la aplicación del 
principio.

Algunos tratadistas —entre otros Sanz Fernández, Hernández 
Gil, Jordano Barea y Ladaria Caldentey— opinan que la norma 
contenida en el Art. 1.765 constituye una aplicación clara de la regla 
inicial del Art. 464. El Art. 1.765 C. C. esp. (4) regula la facultad 
que corresponde al depositante capaz, para reivindicar la cosa depo­
sitada en persona que no lo sea mientras exista en poder del 
depositario, o para exigir la cantidad en que el depositario incapaz 
se hubiere enriquecido con la cosa o con su precio.

Situándose en el campo contrario a estos tratadistas CMI funda 
su tesis en los siguientes puntos:

a) La norma aludida existía en el Proyecto de Código de 1851 
—Art. 1.668—, que no aceptaba el principio de la adquisición “a non 
domino” en materia mobiliaria. Si se admite que el artículo es 
una consagración de la adquisición “a non domino” lógicamente 
se hubiera aceptado también la interferencia de un principio inexis­
tente, lo cual es contradictorio.

b) El Art. 1.765 C. C. no se refiere a las acciones de recuperación 
que tiene el depositante sino que determina la posición de éste

(3 ) A cerca de las subdivisiones de las últimas. V . págs. 41 y  ss. (con  las 
reservas que sign ifica  su trasplante al ordenam iento ju rídico venezolano).

(4 )  C fr., con ligeras variantes de redacción. A rt. 1.755 C. C. venez.
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frente al depositario, y viceversa, en el supuesto de que uno de 
ellos sea incapaz, lo cual resulta de su concordancia lógica con 
el Art. 1.764. (V., pág. 129). La interpretación sistemática del pre­
cepto enseña que su significado es opuesto al que ha querido darle 
la corriente tradicional. La frase que da origen a la confusión 
señalada no puede tener otro sentido que el siguiente: siendo el 
depositario un incapaz “no puede contratar válidamente y con plena 
eficacia y por ello el depositante no puede derivar del depósito 
acciones “ex contractu” que ejercitaría contra el depositarlo des­
pués de que la cosa hubiere salido de su poder” (pág. 131). La 
discrepancia encuentra su raíz en el erróneo empleo del término 
“reivindicar”.

De verdadero interés resulta la comparación que el profesor 
CMI hace entre el Art. 464 C. C. y el Art. 34 de la Ley Hipotecaria, 
para desarrollar el tema de la posesión del “tradens” como requi­
sito inexcusable de aplicación de la regla inicial del artículo citado 
en primer término.

Así como el Art. 34 L. H. no puede desplegar eficacia plena 
sin la inscripción del transmitente en el Registro, tampoco la con­
secuencia jurídica enlazada al tipo legal del Art. 464 C. C. se 
realiza si el transmitente "a non domino” no ostenta la posesión 
de la cosa (pág. 133), puesto que es ello, precisamente, lo que ori­
ginaría la “confianza” de que aquél es el verdadero titular de la 
cosa —apariencia de titularidad.

El requisito de la posesión en el transmitente es ratificado por 
la doctrina extranjera —aunque en menor grado por la francesa, 
“cegada por el afán de centrar todo el mecanismo de la máxima 
“en fait de meubles...” en la posesión del adquirente” (pág. 137). 
En Alemania, ha cristalizado la Idea de que la posesión desempeña 
una función de publicidad, y los comentaristas han venido man­
teniendo con regular insistencia que el transmitente ha de ser po­
seedor de la cosa, al igual que en Suiza, sobre la base del ar­
tículo 933 C. C. federal, y en Italia (Messineo, Trabucchi.. .) ,  salvo 
raras excepciones.

La posesión del tradens consiste, por regla general "en una de­
tentación material específica y concreta del bien mueble de que 
se trate” (pág. 140).

La posesión de la cosa puede no tener autonomía, sino que, 
por el contrario, coexista con la posesión de otro bien. Tal puede 
ocurrir cuando forma parte de una universalidad, o es un elemento 
de una cosa compuesta. Cabe, entonces, preguntar si al enajenar 
el tradens una cosa que posee conjuntamente con otro bien, actúa 
la regla inicial del Art. 464. Este problema de las modalidades
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de la posesión del tradens, por regla general queda resuelto en 
sentido afirmativo, enlazando a los diversos supuestos las mismas 
consecuencias que tuvimos oportunidad de repasar en relación con 
la posesión autónoma. De modo excepcional parece oponerse a la 
tesis básica la enajenación de los muebles de una vivienda, consi­
derados por el ordinal 4 del artículo 334 C. C. esp. como inmuebles. 
A pesar de las dudas justificadas que la calificación de estos bienes 
puede suscitar, CMI considera que no constituye obstáculo para la 
aplicación de la precitada regla inicial. El dueño, al entregar el 
mobiliario al mediador posesorio (arrendatario en el ejemplo espe­
cífico del autor) le pone “en condiciones de aparentar una titula­
ridad con relación a cualquiera de los elementos del aludido mobi­
liario” (pág. 144) y cualquier unidad enajenada tendrá que ser 
catalogada como mueble a los fines del supuesto del Art. 464 C. C.

Merecerían consideración particular los problemas engendrados 
por los “conflictos de posesiones”, es decir, por las situaciones que 
plantea la entrega de la una cosa mediante un documento de tra­
dición representativo de ella, conservando el transmitente la cosa 
“in natura” en su poder. Si el detentador material enajenara pos­
teriormente la cosa, el tenedor del título no podría reivindicarla 
del tercero de buena fe, pese a que sólo él asumiría, en ese caso, 
la postura de verdadero poseedor y que el enajenante, repetimos, 
es un mero detentador material. El Art. 825 C. C. suizo resuelve 
el problema en forma semejante.
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